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INTER - AMERICAN COMMISSION ON HUMAN RIGHTS 
COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
COMISSAO INTERAMERICANA DE DIREITOS HUMANOS 
COMMISSION INTERAMÉRICAINE DES DROITS DE L'HOMME 

ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS 
WASHINGTON, D.C. 2 O O O 6 E E U U 

?~ 
DERECHOS HUMANOS 

9 de febrero de 2012 

Ref.: Caso No. 10.738 
Carlos Augusto Rodrlguez Vera y otros (Palacio de Justicia) 
Colombia 

Señor Secretario: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en nombre de la Comisión lnteramericana 
de Derechos Humanos, con el objeto de someter a la jurisdicción de la Honorable Corte 
lnteramericana de Derechos Humanos, el Caso No. 1 O. 738, Carlos Augusto Rodrfguez 
Vera y otros (Palacio de Justicia) respecto de la República de Colombia (en adelante "el 
Estado", "el Estado colombiano" o "Colombia"). 

Los hechos del caso se enmarcan en la toma y retoma del Palacio de Justicia, en 
la ciudad de Bogotá, llevada a cabo los dfas 6 y 7 de noviembre de 1985. En particular, 
el presente caso se relaciona con la desaparición forzada de Carlos Augusto Rodrfguez 
Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspes Celis, Bernardo Beltrán Hernández, 
Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela León, Norma 
Constanza Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, Ana Rosa 
éastiblanco Torres 1 e Ir m a Franco Pineda durante el operativo de retoma. Asimismo, 
versa sobre la. desaparición y posterior ejecución del Magistrado Carlos Horacio Urán 
Rojas, asf como la detención y tortura de Yolanda Ernestina Santodomingo Albericci, 
Eduardo Matson Os pino, Orlando Quijano y José Vicente Rublano Galvis. 

Señor 

 
 
 

Anexos 

1 HHsta junio da 2001 en q_ue sus restos fueron Identificados. y posteriormente entregados a sus 

úmlliares. 
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En la mañana del 6 de noviembre de 1 985 un grupo de 35 guerrilleros 
pertenecientes al comando "lván Marino Ospina" del M-19, tomó las instalaciones del. 
Palacio de Justicia. El M-19 tomó como rehenes en el Palacio a cerca de 350 personas 
·E¡ntre magistrados de las altas Cortes y otros servidores públicos, usuarios de la justicia, 
visitantes ocasionales y empleados de la cafeterfa. Durante la toma se registraron 
enfrentamientos entre las Fuerzas Armadas y los guerrilleros que estaban al interior del 
Palacio. Asimismo, hubo tres incendios el primer dla de la toma: dos de menor 
·intensidad y uno que destruyó casi totalmente el edificio. Existe información de .que el 
Estado tenia pleno conocimiento d·e la existencia de las amenazas previas a los hechos 
contra los magistrados de la Corte, asl como los factores de riesgo que pesaban sobre 
ellos. 

Posteriormente, se informaba al pals que todos los rehenes hablan sido 
evacuados y sólo quedaban dentro los guerrilleros y que, por lo tanto, se iniciarla la 
"operación rastrillo". En vista de lo anterior, un rehén fue liberado por la guerrilla para 
informar a las Fuerzas Armadas que todavfa habla rehenes al Interior del edificio. Pese a 
ello, el Ejército ingresó al Palacio de Justicia cumpliendo con el mencionado operativo. 
Como consecuencia de los hechos acaecidos el 6 y 7 de noviembre de 1985 decenas 
de personas perdieron la vida2 • 

Asimismo, tras la retoma del Palacio de Justicia, varias personas fueron 
trasladadas por la Fuerza Pública al inmueble contiguo conocido como la "Casa del Florero". 

Los familiares de algunas de las personas desaparecidas, vlctimas del presente 
caso, los reportaron como tales y sef\alaron que, luego de una exhaustiva búsqueda 
realizada al interior del edificio y tras el examen de los restos de las personas calcinadas 
producto del incendio, no hallaron evidencia que les permitiera identificarlos. Indicaron, 
además, que hablan observado ya sea personalmente, a través de terceros, o en 
Imágenes proyectadas por los medios de comunicación televisiva que difundieron la 
noticia, a algunos de ~llos cuando abandonaban con vida el Palacio de Justicia. 
Asimismo, varios de los familiares sel'lalaron haber recibido llamadas telefónicas de 
personas que se identificaban como miembros del Ejército Nacional, participantes en la 
operación rastrillo, quienes les informaban que sus allegados hablan sido retenidos y 
conducidos a diferentes guarniciones militares, donde estaban siendo torturados para 
que confesaran su presunta relación con el M-19. 

El caso también se relaciona con la falta de esclarecimiento judicial de los hechos 
y la sanción de la totalidad de los responsables. En ese sentido, se adelantaron procesos 
penales en las jurisdicciones penales militar y ordinaria, disciplinarios y contencioso 
administrativos. Tras los hechos de la toma del Palacio .de Justicia, los familiares de las 
vlctlmas desaparecidas emprendieron la búsqueda de sus seres queridos e interpusieron 
denuncias penales como parte de su búsqueda de verdad, justicia y reparación. Por otra 
parte, las vlctimas sobrevivientes trataron de obtener justicia por los hechos relativos a 
la detención y torturas sufridas. 

El Estado de Colombia ratificó la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (en adelante "la Convención Americana", "la Convención" o "la CADH") el 31 

2 Aún no existe claridad sobre el número de personas que perecieron en el Palacio de Justicia. Según la 
Información disponible, el número total de cadáveres llevados a la margue del Instituto de MedicinE~ Legal, fue 94, 
Sin embargo~ lBs lrreguiHrldades en los procesos de Identificación no permiten determinar el número exacto y han 
dejado los hachos en una situación de Incertidumbre. 

o 
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de julio de 1973 y aceptó la competencia de la Corte lnteramericana el 21 de junio de 
1985. 

. La Comisión ha designado al Comisionado José de Jesús Orozco Henrfquez y al 
Secretario Ejecutivo de la CIDH Santiago A. Cantan, como sus delegados. Asimismo, 
Elizabeth Abi-Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, y Karla l. Quintana Osuna, 
Especialista de la Secretarfa Ejecutiva, actuarán como asesoras legales. 

De conformidad con el artrculo 35 del Reglamento de la Corte lnteramericana, la 
Comisión adjunta copia del informe 137111 y sus anexos, elaborado en observancia del 
artfculo 50 de la Convención, asf como copia de la totalidad del expediente ante la 
Comisión lnteramericana (Apéndice 1) y los documentos utilizados en la elaboración del 
informe (Anexos). Dicho informe fue notificado al Estado de Colombia mediante 
comunicación de 9 de noviembre de 2011, otorgándole un plazo de dos meses para 
informar sobre el cumplimiento de las recomendaciones. El 6 de enero de 2011 el 
Estado solicitó una prórroga de un mes respecto del plazo inicial de dos meses para 
informar. La CIDH concedió la prórroga hasta el 30 de enero de 2012. El Estado 
presentó su respuesta en la fecha indicada. 

1 En la citada respuesta el Estado presentó información sobre algunos avances en 
. lás recomendaciones, no solicitó prórroga y destacó lo siguiente. 

En relación con las recomendaciones relativas a la investigación de los hechos y 
la localización de los desaparecidos, el Estado destacó la "profunda complejidad de los 
hechos y el contexto en el cual se presentaron" y consideró que ha demostrado "una 
gestión" desde el momento de los hechos, con la finalidad de esclarecer los mismos, "la 
búsqueda" de los responsables -indagando en "variadas lineas de investigación" en los 
procesos penales. Agregó que los familiares han participado permanentemente en los 
procesos. 

Por otro lado, Colombia destacó las actuaciones llevadas a cabo por la Fiscalfa 
Cuarta Delegada ante la Corte Suprema de Justicia en relación con los diferentes 
procesos y destacó que, dentro de dichos procesos, se han emitido dos fallos 
condenatorios (contra el coronel retirado Luis Alfonso Plazas Vega3 y el general retirado 
Jesús Armando Arias Cabrales), una sentencia absolutoria (respecto del Brigadier 
gleneral retirado lván Ramfrez Quintero) y agregó que existe un juicio abierto en contra 
ae cinco personas más, incluido el coronel retirado Sánchez Rubiano. Asimismo, informó 
que existe un proceso seguido por el Juzgado Segundo Especializado y el Tribunal 
Especial de Instrucción. Además, presentó la relación de procesos contenciosos 
abiertos. Finalmente, informó que el proceso en el cual se investigan los alegados 
he.chos en perjuicio de Yolanda Ernestina Santodomingo Alberecci, Eduardo Arturo 
Matson Ospino, .Ana Lucfa Limas Montaña, José Rubiano Galvis y Magalis Marra Arévalo 
Mejfa "se encuentra en etapa preliminar." 

El Estado no presentó información detallada sobre las medidas llevadas a cabo 
para dar con el paradero de las once vfctimas que aún se encuentran desaparecidas. 

3 De conformidad por lo Informado por el Estado, en enero de 2012 se ratificó la condena a 30 af\os de 
0slón contra el General Plazas Vega, 
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Por otro lado, en relación con algunas medidas de capljJcitación v accionar de la 
Fuerza Pública, el Estado manifestó, entre otros, que "ha realizado avances y obtenido 
resultados significativos en la aplicación de la doctrina respecto de los derechos 
~umanos y el derecho internacional humanitario de las Fuerzas Militares, acorde con los 
tratados, convenios y protocolos vigentes con organismos internacionales". El Estado 
presentó información relativa a los diversos planes y programas realizados sobre el 
particular, y sobre la "politice integral de seguridad y defensa para la prosperidad". 
Además, presentó información sobre el "manual de derecho operacional" que tiene por 
objeto "ofrecer las herramientas para asegurar la juridicidad de las operaciones y facilitar 
el acceso a un compendio ordenado de normas y doctrina operacional aplicable a la 
conducción de operaciones militares". Informó, además, de la creación, dentro del 
Ejército, de la Dirección de Asesoría Juridica Operacional. Asimismo, presentó 
información sobre la capacitación recibida por parte de la Pollcfa Nacional. 

La Comisión valora la información presentada por el Estado, la mayorra de la cual 
fue oportunamente evaluada en el Informe de Admisibilidad y Fondo. No obstante lo 
anterior, la CIDH observa que el Estado no presenta Información completa en cuanto al 
cumplimiento de cada una de las medidas de reparación; además, la CIDH observa que 
el Estado no especifica con claridad a qué recomendación se refiere a lo largo del 
informe. En especial, Colombia no presentó información especifica sobre las acciones 
tomadas en relación con la búsqueda y localización de las vfctimas desaparecidas; no 
presentó Información alguna sobre el programa de atención psicosocial; ni presentó 
información suficiente sobre las medidas de reparación integral. Asimismo, la 
información presentada en relación con las Investigaciones llevadas a cabo corrobora las 
conclusiones a las que llegó la CIDH en su informe respecto de las violaciones al debido 
proceso y las garantfas judiciales. 

En sfntesis, la CIDH considera que de la información aportada por el Estado no se 
desprende un avance en el cumplimiento de las recomendaciones, en especial en 
relación las referidas a las investigaciones en el fuero ordinario y la reparación Integral 
de las vfctimas del caso. 

La Comisión somete el presente caso a la jurisdicción de la Corte lnteramericana 
por la necesidad de obtención de justicia para las vfctimas ante la falta de avances 
sustanciales en el cumplimiento de las recomendaciones por parte del Estado. Luego de 
26 años de los hechos, el Estado únicamente ha sancionado a dos autores mediatos, 
algunos procesos no han tenido avances significativos y continúan en etapa preliminar, 
y otros han sido objeto de dilaciones procesales. Más aún, a la fecha, el Estado no ha 
tomado las medidas suficientes para dar con el paradero de once de los doce 
desaparecidos. 

En virtud de lo anterior, la CIDH solicita a la Corte que concluya y declare que el 
Estado de Colombia incurrió en responsabilidad Internacional por: 

o 

• la violación de los derechos a la libertad personal, la integridad personal, a 
la vida, a la personalidad juridica (articulas 7, 5, 4 y 3 de la Convención 
Americana en relación con el articulo 1 .1 del mismo Tratado) en relación con los 
artfculos l.a y XI de la Convención lnteramericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas en perjuicio de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarin 
Cortés, David Suspes Celis, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime Beltrán 
Fuentes, Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza 
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Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, Ana Rosa 
Castiblanco Torres, lrma Franco Pineda y Carlos Horacio Urán Rojas. 

• la violación de los derechos a la libertad personal y la integridad personal 
(articulos 7 y 5 de la Convención Americana en relación con el articulo 1,1 del 
mismo Tratado) en perjuicio de Yolanda Ernestina Santodomingo Albericci, 
Orlando Ouijano, José Vicente Rubiano Galvis y Eduardo Matson Ospino. 

• la violación de los derechos a las garantfas judiciales y protección judicial 
(articulas 8.1, 25.1 y 1.1 de la Convención Americana) en relación con los 
artfculos 1, 6 y 8 de la Convención lnteramericana para Prevenir y Sancionar la 
Tortura de Yolanda Ernestina .santodomingo Albericcl, Orlando Ouljano, José 
Vicente Rublano Galvis y Eduardo Matson Ospino. 

• la violación de los derechos a las garantias judiciales y protección judicial 
(articulos 8.1, 25.1 y 1.1 de la Convención Americana) en relación con el 
artículo l.b de la Convención lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada de 
Personas de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarin Cortés, 
David Suspes Celis, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, 
Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza Esguerra, Lucy 
Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, lrma Franco Pineda, Ana Rosa 
Castiblanco Torres y sus familiares y de los familiares de Carlos Horacio Urán 
Rojas. 

• la violación del derecho a la integridad personal consagrado en el articulo 
5,1 de .la Convención Americana en conexión con el articulo 1.1 del mismo 
Tratado en perjuicio de los familiares de las victimas de desaparición forzada, 
ejecución y tortura, los cuales constan en el anexo 1 al presente informe. 

La Comisión considera necesario que en el presente caso la Corte lnteramericana 
ordene las siguientes medidas de reparación: 

o 

• Conducir y llevar a término eficazmente, en un plazo razonable, en el fuero 
ordinario, la investigación de los hechos del presente caso, con el fir;~ de juzgar y 
sancionar a todos los responsables materiales e intelectuales de las violaciones 
de derechos humanos declaradas en el presente informe. 

• lnic.iar la búsqueda y localización inmediata de Carlos Augusto Rodriguez Vera, 
Cristina del Pilar Guarin Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Beltrán Hernández, 
Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela León, 
Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de 
Lanao e lrma Franco Pineda o de sus restos mortales y, en su caso, entregarlos a 
sus familiares, previa Identificación científica de los mismos. 

• Reparar adecuadamente las violaciones de derechos humanos declaradas en el 
presente informe tanto en el aspecto material, que Incluya una compensación, 
como moral incluyendo el establecimiento y difusión de la verdad de los hechos, 
la recuperación de la memoria de las vfctimas desaparecidas y las victimas 
ejecutadas y la implementación de un programa adecuado de atención 
psicosocial a sus familiares de conformidad con las Normas Mfnimas sobre 
Acompañamiento Psicosocial en procesos de búsqueda de personas 
desaparecidas. Dada la naturaleza particular de los hechos del caso, esta 

--------~--~--------- -- -~--~. ---------.---~---------~--. ---················--·~-------------~--------~-----,_ --~,------~~ ... --··-



7

6 

reparación debe incluir el pago de gastos relacionados con la procuración de 
justicia, asf como el reconocimiento de responsabilidad internacional y la disculpa 
pública por parte del Estado. 

• Implementar un programa adecuado de atención psicosocial a Yolanda Ernestina 
Santodomingo Albericci, Eduardo Matson Ospino, Orlando Quijano y José 
Vicente Rubiano Galvis y sus familiares. 

• Adoptar e implementar las medidas necesarias para enfrentar situaciones ·de 
perturbación del orden público mediante la aplicación de medios y métodos 
respetuosos de los derechos humanos, en particular medidas destinadas a 
controlar la actuación de todos los miembros de los cuerpos de seguridad en el 
lugar de los hechos para evitar que se produzcan excesos. 

• Adoptar medidas tendientes a formar y capacitar a todos los miembros de sus 
cuerpos armados y de sus organismos de seguridad sobre los principios y 
normas de protección de los derechos humanos y sobre los límites a los que 
debe estar sometido el uso de las armas por parte de los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley. 

• Garantizar que, de ser necesario emplear medios físicos para enfrentar las 
situaciones de perturbación del orden público, la Fuerza Pública utilice 
únicamente los que sean indispensables para controlar esas situaciones de 
manera racional y proporcionada, y con respeto a los derechos a la vida y a la 
integridad personal. 

Aunado a lo anterior, la Comisión destaca que el caso presenta cuestiones de 
orden públi_co interameri.cano. Especfficamente, el presente caso permitirá a la Corte 
desarrollar su jurisprudencia sobre diversos aspectos en el contexto de un conflicto 
armado interno utilizando el derecho internacional humanitario como fuente de 
interpretación de las normas relevantes de la Convención Americana. Asimismo, la 
Corte podrá consolidar su jurisprudencia sobre el deber de investigar y procesar 
violaciones de derechos humanos, bajo los estándares especiales que deben tomarse en 
cuenta en casos como el presente, incluyendo la responsabilidad de mandos superiores. 
Además, el presente caso permitirá a la Corte precisar la jurisprudencia sobre la 
incompetencia del fuero militar en investigaciones sobre violaciones de derechos 
humanos. 

En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público 
Interamericano, la Comisión se permite ofrecer las siguientes declaraciones periciales de 
conformidad con el artículo 35.1 f) del Reglamento de la Corte lnteramericana: 

o 

• Carlos Castresana se referirá a los estándares internacionales que 
determinan las obligaciones estatales en el marco de operaciones llevadas a cabo 
por las fuerzas de seguridad (fuerzas armadas y policfa} que tienen lugar en un 
contexto de conflicto armado interno. De manera transversal, dicha penc1a 
analizará la confluencia y complementariedad del derecho internacional de los 
derechos humanos y el derecho internacional humanitario. 

• Federico Andreu Guzmán se referirá, de manera general, a la intervención 
de la justicia militar en la Investigación y juzgamiento de delitos que no son de 
función y/o que podrfan constituir violaciones a los derechos humanos, 
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cometidos en el marco de un operativo militar. La pericia hará un análisis de 
experiencias comparadas a nivel internacional y hará referencia particular al caso 
de Colombia. 

Conjuntamente con los anexos al informe 137/11, la Comisión remitirá los CV de 
los peritos propuestos. 

Finalmente., la Comisión pone en conocimiento de la Corta lnteramericana que 
quienes actuaron como peticionarios ante la CIDH y sus respectivos datos de contacto 
son: 

o 

 
 

 
 

 

 
 

 
  
  

 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente. 

Elizabeth Abi-Mershed 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 
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INFORME No. 137111 1 

CASO 10.738 
ADMISIBILIDAD Y FONDO 

CARLOS AUOUSTO RODR[GUEZ VERA Y OTROS ("PALACIO DE JUSTICIA"! 
COLOMBIA 

31 de octubre de 2011 

l. RESUMEN 

1. En diciembre de 1990 la Comisión lnteremerlcana de Derechos Humanos (en 
adelante "la Comisión" o "la CIDH"I recibiÓ una petición presentada por Enrique Rodrlguez 
Hernández (en adelante "el peticionado") en la cual se alega la responsabilidad de la República de 
Colombia (en adelante "el Estado" o "el Estado colombiano") por la desaparición de Carlos Augusto 
Rodrlguez Vara, Cristina del Pilar Guarln Cortés, David Suspaa Celis, Bernardo Beltrán Hernández, 
Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stelia Uzarazo, Luz Mary Portela León, Ana Rosa Castlblanco 
Torres, Norma Constanza Esguerra, Luoy Amparo Ovledo de Arias, Gloria Anzola de Lanao e Irme 
Franco Pinada durante el operativo de retoma del Palacio de Justicia llevado a cabo por la Fuerza 
Pública entre ¡¡! 6 y 7 de noviembre de 19B5, asl como la falta de esclarecimiento judicial de los 
hechos. 

2. 'Durante el trámite del caso ante la Comisión, se constituyeron como oo-petíoionarlos 
el Colectivo de Abogados "José Alvear Restrepo" y el Centro por la Justicia y el Centro por la 
Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) (en adelante "los peticionarlos").. Posteriormente, los 
peticionarlos añadieron alegatos relativos a la desaparición y posterior ejecución del Magistrado 
Carlos Horacio Urán Rojas; y la detención y tortura de Yolanda Ernestlna Santodomlngo Alberlccl, 
Orlando .Ouijano, José VIcente Rublano Galvls y Eduardo Matson Ospino. Alegaron que los hechos 
ocurrieron también en el marco del operativo de retoma referido anteriormente. 

3. los peticionarlos alegaron qua al Estado es responsable da la violación a los 
damchos a vida, la Integridad personal, la libertad personal, las garantfas judiciales, y la pi'Otección 
Judicial previstos en los artfculos 4, 5, 7, B y 25 de la Convención Americana sobre Derechos , 
Humanos (en adelante "la Convención Americana" o "la ConveMión"l en conexión con los artfculos .., 
1.1 y 2 del mismo Tratado; los articulas l.b y 111 de la Convención lnteramorlcana sobre Desaparición 
Forzada de Personas y los articulas 6 y 8 de la Convención lnteramerlcana para Preve11lr y Sancionar 
la Tortura. Asimismo, los peticionarlos sostuvieron qua resulta aplicable la excepción al requisito del 
previo agotamiento de los .recursos Internos del artrculo 46.2.c de la Convención Americana debido 
al retardo injustificado en las Investigaciones adelantadas por los hechos. 

4. Por su parte, al Estado alagó que la petición as Inadmisible en vista de qua no se 
verifica una excepción al requisito del previo agotamiento da los recursos Internos y concretamente, 
que no exista un retardo injustificado en la resolución de los mismos debido a la complejidad del 
asunto. Asimismo, alegó que se ve Imposibilitado para pronunciarse sobre el fondo del asunto, ya 
qua a consecuencia de la acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo por la Comisión y al 
correlativo riesgo para la seguridad jurldlca, no se ha determinado el objato fáctico y jurfdico del 
caso. 

1 Conforme a lo dispuesto en el Brtfculo 17.2 del Rag!amento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, 
do naclonalld.ad colombiana, no pa(tlo!pó en el debete ni en la deolslón dél presente caso. 
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5. Tras analizar los fundamentos de hacho y de derecho presentados por las partes, 
sustanciar el trámite y aplicar el articulo 37.3 del Reglamento vigente para al año 2004, ahora 36.3 
del Reglamento vigente, pare diferir la de61slón sobre admisibilidad, la Comisión determinó el 
cumplimiento de los requisitos de admisibilidad consagrados en los artfculos 46 y q.7 de la 
Convención Americana y concluyó que el Estado es responsable por la violación de Jos articulas 3, 
4.1, 5, 7, 8.1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con el 
artroulo 1,1 del mismo Tratado y en relaolón con Jos articulas f,a, l.b y XI de la Convención 
ln\~ramerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas y Jos artículos 1, 6 y 8 de la Convención 
lnteramerlcana para. Prevenir y Sancionar la Tortura. Además, declaró que no se configuró la 
violación del daber de adoptar disposiciones de derecho interno. 

11. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 

6. La CIDH registró la petición bajo el número 1 O. 738 y tras efectuar un an·álisls 
preliminar, el 26 de diciembre da 1990 procedió a transmitir copla de las partes pertinentes al 
Estado, con un plazo de noventa dfas para presentar Información de conformidad con al artículo 
3413) del Reglamento entonces vigente, En respuesta el Estado solicitó una prórroga de 90 dlas, la 
cual fue concedida por la Comisión. El Estado presentó sus observaciones el 25 de julio de 1991, y 
éstes fuerol'l transmitidas a los peticionarlos para sus observaciones, El 10 de octubre de 1991 se 
recibieron en la Comisión las observaciones de los peticionarlos, las cuáles fueron transmitidas al 
Estado para sus observaciones. El 5 de abril de 1999 se recibió en la Comisión un escrito de 
Información adicional de Jos peticionarlos, el cual fue transmitido al Estado para sus observaclo~es. 

7. · El 17 de febrero de 2000 se recibió en .Ja Comisión un escrito de Información 
adicional de los peticionarlos, el cual fue transmitido al Estado para sus observMiones. El 29 de 

·mayo de 2000 al Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión. El 19 y 22 da 
junio de 2000 se recibieron en la Comisión escritos de observaciones del Estado, los cuales fueron 
transmitidos a los peticionarios para sus observaciones. El 1 O de septlembré de 2000 la Comisión 
convocó a las partes a una audiencia sobre la petición a llevarse a cabo el 1 O de octubre de 2000 
en el marco del 108° periodo de sesiones da la Comisión. El 6 de septiembre de :woo la Comisión 
envió una comunicación en la que informó a las partes que la audiencia se reprogramó para el 11 de 
octubre de 2000, fecha en que efectivamente se realizó. 

8, El 20 de octubre de 2000 el Estado presentó Información adicional, la cual fue 
transmitida a Jos peticionarlos para su conocimiento. El 12 de octubre de 2.004 la Comisión informó 
a las partes que en aplicación ·del articulo 37.3 de su Reglamento vigente en la época habfa diferido 
el tratamiento de la admlsil>llldad hasta el debate y decisión sobra el fondo. Asimismo, la Comisión 
solicitó a los peticionarlos fa presentación de sus observaciones adicionales sobra el fondo en un 
plazo de dos meses. El 8 de julio de 2008 los peticionarlos presentaron sus observaciones 
adlclo'nales sobre el fondo, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones. 

9. El 10 de septiembre de 2008 el Estado presentó sus observaciones, las cuales 
fueron transmitidas a los peticionarlos para su conocimiento. ol B de mayo de 2009 Jos 
peticionarlos presentaron un escrito de Información adicional, el oual fue transmitido al Estado para 
su conocimiento. El 2 de diciembre de 2009 se .recibió un escrito de Información adicional de los 
peticionarios, el cual fue transmitido al Estado para sus observaciones, En respuesta, el Estado 
solloltó una prórroga, la cual fue concedida. El 6 de enero de 201 O los peticionarlos presentaron 
una solicitud da audiencia pública qua se concedió y se realizó el 22 de marzo de 201 O e11 el marco 
del 138• periodo de sesiones de la Comisión. 

1 O. El 31 de marzo y el 13 de abril de 201 O se recibieron amicus curiae presentados por 
la Asociación Colombiana de Militares en Retiro {ACORE) y la Asociación de Vlctimas de la Guerrilla 
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Colombiana/Fundación Héroes VIsibles respectivamente, y al 8 de abril, al 17 y el 21 de mayo de 
2010 se recibieron en la Comisión adhesiones de Maria Elena Hoyos londofto da la Fundación para 
el Desarrollo Social y Empresarial (FUNDEM), de Hemén José Guzmán Flodrlguez como 
Representante Legal de la División de lnfantarfa General José Maria Córdova, y de Enrique Gómez 
Martr1iez como Representanta Legal de la Fundación Democracia en Libertad, qua cobija al Colectivo 
de Abogados Álvaro Gómez Hurtado al am/cus curlae presentado por ACORI:, todos los cuales 
fueron transmitidos a las partes _Para su conocimiento. 

11. El 20 da abril de 201 O la Comisión transmitió a los peticionarlos un escrito de 
observaciones del Estado para su conocimiento. En esa misma feche, la Comisión transmitió al 
Estado un escrito de Información actualizada de los peticionarlos para sus observaciones, le solicitó 
una copia da las piezas procesales principales de los expedientes panales, disciplinarlos y 
administrativos y se puso a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa de 
conformidad con el artfculo 48.1.f de la Convención Americana • .El 5 de mayo da 2010 los 
peticionarlos presentaron un escrito an el que rechazaron entrar en un proceso de solución amistosa 
y presentaron observaciones adicionales, el cual fue transmitido al Estado para sus obsarvaclones. 
El 12 de mayo de 201 O los peticionarlos prssantaron un escrito da observaciones adicionales, el 
cual tus transmitido al Estado para sus observaciones. 

12. El 24 de mayo de 201 O el Estado presentó sus observaciones, en las qua se~aló, 
entre otros puntos, que no la ara posible pronunciarse sobre la disposición de la Comisión para 
iniciar un eventual procesa de sol ucló.n amistosa, en vista de que no existe certeza respecto del 
alcance an términos de hechos y alegaciones de derecho en que sa Iniciarla dicho procedimiento. 
Dichas observaciones fueron transmitidas a las peticlpnarlos para su conocimiento. El 11 de junio 
de 201 O el Estado presentó un eso rito reiterando sus observaciones da 24 da mayo de 201 O, el cual 
fue transmitido a los peticionarios para su conocimiento. El 14 de junio de 201 O los peticionarlos 
presentaron Información adicional, la cual fue transmitida al Estado para su conocimiento. El 22 de 
junio de 201 O se trasladó al Estado una comunicación de los peticionarios, recibida en la Comisión 
el7 de mayo de 2010 para sus observaciones. ;:¡ 30 de junio de 2010 los peticionarios presentaron 
una comunicación an la qua se presentan alegatos relativos a la Inclusión de Eduardo Matson Osplno 
como presunta vfctima del caso, la cual tus transmitida al Estado con un plazo de tres mases para 
que presente observaciones. · 

13. ~1 22 de julio de 201 O se recibió en la Comisión un escrito dai ~stado en al qua 
remite los anexos a su comunicación de 24 de mayo de 201 O, los cuales 'fueron transmitidos a los 
peticionarios para su conocimiento. El 15 de julio de 201 O los peticionarlos presentaron 
observaciones adicionales, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones. El 23 
da julio de 201 O al Estado presentó un escrito de observaciones adicionales, al cual fue transmitido 
a los peticionarios para su .conocimiento. El 11 de agosto de 201 O los peticionarios presentaron un 
escrito de observaciones, el cual fue trasladado al Estado para sus observaciones. En respuesta el 
Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida. El 7 de septiembre da 201 O los peticionarios 
prasentaron información adicional, la cual fue transmitida al Estado para su conocimiento. 

14. El 17 de septiembre de 201 o al Estado solicitó una nueva prórroga, la cual ·fue 
concedida por la Comisión. El 4 de octubre de 201 O se recibió información adicional da los 
peticionarlos, la cual fue transmitida al Estado para sus observaciones, El 13 de octubre de 201 O el 
Estado presentó un escrito en el que realizó observaciones a le comunicación de los peticionarios de 
15 de julio de 201 O y solicitó u11a nueve prórroga. La Comisión concedió la prórroga al Estado V 
trasladó sus obsarvaclones .a los peticionarlos para su conocimiento. El 15 de octubre de 201 O el 
Estado presentó Información adicional, la cual fue transmitida a los peticionarlos para su 
conocimiento. El 23 da octubre de 201 O el i'.stado p1·esentó un escrito de observaciones, el cual fue 
transmitido a los paticlonarios pare su conocimiento. ;:¡ 8 de noviembre. da 2010 el Estado solicitó 
una prórroga para presentar observaciones, la cual fue concedida. El 16 de diciembre de 201 O al 
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·Estado presentó u¡j escrito de observaciones, el cual fue transmitido e los peticionarlos para su 
conocimiento. El 25 de mayo de 2011 se recibió un escrito de los peticionarlos, el cual fue 
transmitido el Estado para su conocimiento. El 15 de junio de 2011 la Comisión solicitó a los 
peticionarlos una Identificación actualizada sobre los familiares de las vfctlmas. Los peticionarlos 
presentaron dicha Información mediante comunicaciones recibidas el 17 y 27 de junio de 2011 y el 
14 y 19 de julio de 2011, les cuales fueron transmitidas al Estado para su conocimiento. 

111. POSICIONES DE LAS PARTES 

A. Posición de los peticionarlos 

15. Los peticionarlos alegan que el 6 de noviembre da 1985 el Movimiento 19 de abril 
{en adelante "M·19") efectuó una toma violenta del Palacio de Justicia. Indican que la Fuerza 
Pública respondió con un operativo de retoma qua duró más de 24 horas y en el qua perdieron la 
vida aproximadamente 100 personas, entre alias varios Magistrados de las altas Cortes del pafs. 
Alegan que en el marco de dloho operativo se produjeron desapariciones, ejecuciones asl como 
detenciones arbitrarlas y torturas que son objeto del presente caso. Sostienen que pese al. clamor 
de los familiares de las presuntas victlmas, durante varios años, el Estado se resistió a emprender 
investigaciones sobre los hechos o éstas no produclan mayores resultados. Alegan que no fue sino 
hasta el 2001 que ante una solicitud de los familiares de las presuntas vlctimas al Fiscal General de 
la Nación se Inició una investigación que si bien habrla producido algunos resultados se habrla visto 
afectada por ciertas Irregularidades como al retardo y el Inexplicable reemplazo de funcionarias 
judiciales a cargo de la investigación. 

16. . Los peticionarlos alegan que existen evidencies contundentes que Indican que en 
entre septiembre y octubre de 1985, al Estado tenia información respecto a la inminencia de la toma 

· del Palacio de Justicia por el M"19. Alegan que la Dirección Nacional de Pollcle Nacional era 
consciente de los riesgos que afectaban la Integridad de los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia en razón de sus funciones y como resultado de las amenazas de organizaciones dedicadas 
al narcotráfico. lndlcari que no obstante el contexto da riesgo, el 2 de noviembre de 1965, la Pollcla 
Nacional habrra retirado la vigilancia del edificio del Palacio de Justlcla2

• 

17. Manifiestan que el 6 de ~ovl0tnbre de 1985 a las 11 :25 AM el comando guerrillero 
"lvén Marino Ospina" del M"19, Integrado por aproximadamente 35 personas, tom6 el Palacio de 
Justicia, ubicado en la Plaza de Bollvar en el centro de la ciudad de Bogotá. Indican qua, según al 
M"19., la toma del Palacio de Justicia tenia como objetivo Instaurar una demanda armada que 
denunciara al incumplimiento da los acuerdos de case al fuego y diálogo nacional por parte del 
Gobierno y, como consecuencia de ello, la posibilidad de un juicio público al Presidente de la 
República, Belisarlo Batancur. 

18. Sostienen que como resultado de la toma q~edaron atrapadas como rehenes las 
personas que se encontraban en el Interior del Palacio. Indican que tras la toma, las Fuerzas 
Militares y de seguridad del Estado reaccionaron de acuerdo a los procedimientos establecidos en 
casos de guerra interna, estipulados ·an el Plan Tricolor 83 y el Centro de Ope¡·ación de la Brigada 
(COB) y a los planes GEMA y ESCORPIÓN. Concretamente, li1dlcan qua el Plan Tricolor dlsponfa "el 
empleo adecuado de guerrilleros capturados o que voluntariamente se entreguen y deseen colaborar 
con el Ejército•. Asimismo, se habrla establecido en la Casa del Florero {6 •casa Museo del Florero" 

a. Los petlclont~r!Qs indican que esto fue oonflrmado al 24 da julio de 199'7 por el Consejo de Estado al nual, al 
resolver una demanda presentt~da por loa famlllar{IS del administrador dé In OClf~terra~ Carlos Augusto Rodrfguez Vara, habrfa 
concluido qua hubo una falla en el servicio ocasionada por los mtembros de la Fuerza Pública, por la negligencia e 
imprudencia y la falta de vigilancia al Palacio de Justicia, cuando exlstfa una grave 1:1menaza a la seguridad p(lblioa. 

o 
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o "Casa Museo 20 do Julio"), un "Cuartel" o "Puosto da Mando Avanzado" como centro operativo. 
Los peticionarlos alegan que la Casa del Florero sirvió como punto de reunión da los comandantes 
da las Fuerzas pero además su función principal tua la de establecer un centro da operaciones para 
la "recepción e ldentJf·lcaclón de los liberados de Palacio", con éntasis en "sospechosos" y 
"especiales". 

19. Señalan qua a las 12:00 PM del 6 de noviembre de 1986 comenzaron a llegar 
miembros de la Guardia Presidencial y de otros organismos de seguridad como el F-2 de la Pollera 
Nacional y el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS). Indican además que a las 12.:15 
PM fueron desplazados a la Plaza da Bolfvar doce tanques qu~ se ubicaron unos en la Plaza de 
Bolfvar frente a la puerta de acceso al Palacioi y otros sobre la carrera 8' en la puerta de acceso al 
estacionamiento del Palacio. 

2.0. Los peticionarlos sa~alan que los altos mandos de las Fuerzas Armadas, el 
Presidenta de le República como Comandante Constitucional de !as Fuerzas Militares, el Ministro de 
Defensa, General Miguel Vega Uribe y el Comandante del Ejército, General Rafael Samudio Mollna, 
se reunieron y decidieron retomar el Palacio a través da un operativo militar y de Inteligencia. 
Indican que la retoma del Palacio se realizó mediante una acción combinada entra tropas de la 
Primera Compañia de lnfanterfa y la Unidad de Contraguerrilla !ambas de la XIII Brigada del Ejército 
al mando del Ganara! Jesús Armando Arias Cabrales), varias Unidades Tácticas y grupos de 
reacción. Señalan además que bajo e! mando del General Arias Cabtales se encontraban el coronel 
·Rafael Hernández López del Grupo de ReacciÓn ·de la Escuela de Artillería, el Coronel Luis Carlos 
Sadovnlk Sánchez como Subáomandante de la Brigada XIII, el Coronel Edilberto Sánchez Rubiano 
como Jefe del B-2 y el Coronel Víctor Arévalo de la Unidad da Reacción de la Escuela de Ingenieros. 

21 . lndlcan que para las operaciones de inteligencia y cantralntellgencla participaron el 
Comando Integrado Antiextorslón y Secuestro con sede an Vlllavlcenclo !CIAES) y el Batallón de 
lnteligeMia y Contralntellgencla Charrv Solano. Asimismo, participaron el Coronel Rafael Hernández 
López y su oficial de operaciones el Mayor Carlos Fraclca Naranjo de la Escuela de Artillería; el 
Teniente Coronel Luis Alfonso Plazas Vega al mando de la Escuela do Caballerfa; el Jefe del B-2 de 
lnteligenaia Coronal Edllberto Sánchez Rublano; y el Mayor Miguel Angel Cérdenas Obando y el jefa 
da B-3 de Operaciones, Luis Enrique Carvajal Núñez, como colaboradores de Inteligencia del 
Comando del Ejército, Participaron también organismos homólogos de la Pollera Nacional IDIJIN y 
SIJIN}, el F-2, el DAS, asf como el Batallón de Policfa Militar No. 1 y el Grupo Mecanizado No, 13, 
"Rincón QuiMnez". Asimismo, habrían prestado sus servicios e\ Director de la Pollcfa Nacional, 
General Víctor Delgado Mallarino; el Director de la ·policía de Bogotá y el Comando da Opar.aciones 
Especiales !COPES). 

22. Indican que desde un prit1clplo el Presidente de la República mantuvo la postura de 
no negociar con el M-19 y darle una solución armada al conflicto. Los peticionarlos sostienen que 
los acontecimientos da la retoma del Palacio de Justicia reflejan al uso el(ceslvo de la fuerza por 
parte del Ejército colombiano que desde un Inicio utilizó armas de gran despliegue ofensivo. No 
obstante, los peticionarlos señalaron, a partir ·de su escrito recibido en la CIDH el B da Julio de 2009; 
que, an ejercicio de la representación que les ha sido otorgada por los familiares de los presuntas 
víctimas y/o sus familiares, no hará11 referencia a cllcho aspecto de los sucesos del 6 y 7 de 
noviembre de 1985. 

23. A modo de contexto, Indican ·que ante la ofensiva militar, los mlembt·os del M-19 al 
interior del Palacio se habrfan dlv'ictido en dos grupos con sus respectivos rehenes. El grupo donde 
se encontraba el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, Alfonso Reyes Echandra, que estaría al 
mando del miembro del M-19 Luis Otero, se habría ubicado en el cuarto piso. El segundo grupo, de 
aproximadamente 60 rehenes, al tna11do del miembro del M-19 Andrés Almaralea, se habrfa 
refugiado en las escaleras del sector noroccldental !calle 12 con carrera 8') y concretamsnte an los 

o 
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baños localizados en los descansos de las escaleras, ublc!'ldos entre el cuarto y tercer piso y entre el 
tercer y segundo piso. Señalan que entre las 5:00 y las 6:00 PM del 6 da noviembre de 1986, se 
·Inició al Incendio en la biblioteca del Palacio de Justicia, ubicada en el medio del primar piso del 
edificio, por una bomba lanzada desde afuera de la plaza y que provocó que muchas personas 
murieran calcinadas•. 

24. Indican qua el 7 de noviembre a las 7:00 AM el Presidente cambió su posición da no 
negociar con el M-19 y llamó al Director del Socorro Nacional de la Cruz Roja colombiana, y le 
solicitó que tuera al Palacio de Justicia con el mensaje a los guerrilleros de que aceptaba realizar un 
diálogo directo con ellos con el únloo propósito de qua aceptaran randlrse. Indican qua el diálogo 
nunca se materializó por la manipulación y ocultaml<mto da Información del Ejército Nacional hacia el 
Poder Ejecutivo. Safialan que a las 12:00 PM, cinco horas después de la llamada del Presidente al 
representante de la Cruz Roja, el mensaje que éste debla llevar estaba listo y el Presidente habrla 
ordenado preparar y facilitar su desplazamiento. 

25. Los patlclonsrlos alegan que habiéndose cumplido 24 horas da combate, los militaras 
habrlan tenido la urgencia de mostrar resultados y que, ante la inminencia del desenlt>ce, los 
mílltaras le explicaron al funcionario de la Crut Roja la necesidad de demorar su misión. Indican que 
en ese momento los m'illtares se encontraban preparando una explosión en el baño y qua a la 1:60 
PM del 7 de noviembre de 1 986 al Ejército lanzó la ofensiva final al hacer estallar una poderosa 
carga explosiva en una de las paredes del baño que abrió un gran boquete. Señalan que casi 
simultáneamente se utilizaron •rockets", lanzacohetes y granadas desda los tanques asf como 
disparos de fusil desde afuera del Palacio a trevés del boquete. 

26. Agregan que la Casa del Florero fue tomada como "cuartel" por el operativo a cargo 
del General Arias Cabrales, Comandante de la XIII Brigada, quien encargó al lugar al Teniente 
Coronel Edllberto Sánchez Rubiano. Indican que éste se trasladó a la Casa del Florero con los 
miembros del B-2, Capitán Osear Wllliam Vásquez Rodrfguez, Sargento Vlceprimero Femey Causayá 
Peña, Sargento Viceprimero Luis Fernando Nieto Velandla, Sargento Segundo Antonio Rubay 
Jiménez Gómez y con el Teniente Coronel de la Escuela de Caballerfa, Luis Eduardo Suárez Parra, 
para que reolbleran a los liberados, establecieran sus Identidades, dado que no resultaba evidente 
quienes podrfan ser rehenes y quienes miembros del M-19, y recibieran la información que les 
posibilitara conocer al enemigo, sus posiolones, sus jefes, los proyectos, las pretensiones, sus 
capacidades, la actitud que tenían, cantidad de retenidos y toda la información sobre el lugar da los 
hechos, la cual deblan transmitir a su superior. Indican que la Casa del Florare también fue utilizada 
por el Comandante de la Escuela de Caballerfa, Coronel Luis Alfonso Plazas Vega. 

27. Indican que todas las personas qua sallaron con vida del Palacio de Justicia habrlan 
.. sido trasladadas a la Casa del Florero, bajo orden directa del General Arias Cabra les. Cuando en el 

maroo de Jos Interrogatorios e !dentlf\caclón, se encontraban 11Sospea.hosos o especiales'1 eran 
!lavados al segundo piso de la Casa y sometidos a otra clase de Interrogatorios, posteriormente eran 
remitidos a la Brigada XIII, al B-2, al Charry Solano y a la DIJIN por orden da la Brigada de Institutos 
Militares (BIM) a la Brigada XIII y a la Escuela de Caballerfa. Alegan que entre la 1 :30 PM del 6 de 
noviembre y las 2:30 PM del 7 de noviembre de 1985 se efectuó la salida de aproximadamente 200 
parso11as del Palt>clo de Justicia. lndlce11 que de acuerdo con las Investigaciones adelantadas ante la 
Flscalfa General de la Nación las personas que salieron oon vida del Palacio de Justlola fueron 
conducidas a la Casa del Florero para su ldentlflcaclón4

• 

a Los peticionarlos señalan que 1a1 como lo Indicó el Tribunal Corrtencloso Administrativo de Cundlnamaroa en una 
daoltilón proferida en 2ú07 "el oparatlvo mUltar desarrollado por las autorldad~.s de pollera y del ajérolto se hl:to con total 
mcynoarn'el'lio d& lo vide y de .los derechos tundamantale9 de los rehenes y de loa Insurrectos fuet·a da aombate". 

4 Los petlo!onarlos señalan que la Flscalfa Ganare! de la Nación señaló que "por lo menos dos da los coroneles del 
Ejérnito eran los que autorl~taban la. sallda de los r•ehenes de la Casa del Museo, y que ouando se oontabH con el visto bueno 

Contlm1a ... 
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28. Los peticionarlos alegan que tras los hachos del 6 y 7 da noviembre de 1985 
desaparecieron doce personas que se encontraban al Interior del Palacio de Justicia y que 
transcurridos más de 26 años de los hechos once continúan desaparecidos. A saber: ocho 
empleados da la cafeterfa del Palacio (Carlos Augusto Rodrlguez Vera, Cristina del Pilar Guarln 
Cortés, David Suspes Cells, Luz Mary Portela León, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime 
Beltrán Fuentes y Gloria Stella Lizara20); tres visitantes ocasionales al Palacio !Gloria Isabel Anzola 
de Lanao, Lucy Amparo Oviedo de Arias y Norma Constanza Esguerra Forero) y una de las 
guerrilleras del M·19 que participó en la toma (lrma Franoo Pineda). Alegan que Ana Rosa 
Castlblanco Torres, quien se desempeñaba como empleada da la cafeterfa y estaba embarazada da 
ocho meses, también fue desaparecida en el PaiMio de Justicia: sin embargo el 17 da julio da 2001 
se estableció que uno de los cadáveres que habla sido exhumado de una fosa común del Cementerio 
Sur de Bogotá, entre febrero y septiembre de 1998, correspondla al da Ana Rosa Castlblanco 
Torres. Indican que el 26 da julio de 2004 los restos de Ana Rosa Castiblanco fueron entregados a 
su familia. 

29. Alegan que en el marco del proceso penal adelantado por los hechos existen 
evidencias que Indican que varios desaparecidos sallaron Ilesos del Palacio da Justicia y fueron 
conducidos a la Casa del Florero tras lo cual, no se volvió a conocer de su paradero. Asimismo, 
alegan que existen evidencias de personas que salieron con vida del Palacio de Justicia y fueron 

-llevadas a la Escuela de Caballerla donde fueron torturadas hasta su muerta mediante colgamiento y 
choques eléctricos y submarino'. Alegan que al menos dos de ellas fueron enterradas en "las 
caballerizas"'. 

30. Los petl<>ionarlos alagan también que en el marco de los hechos del 6 y 7 de 
novlembr~ de 1985 Yolanda Ernestlna Santodomlngo Albaricci, Orlat>do Ouijano, José Vicente 
Rublano Galvls y Eduardo Matson Osplno habl'fan sido detenidos y torturados y que el Magistrado 
Carlos Horaclo Urán Rojas habrla sido ejecutado por agentes del Estado, 

31. Concretamente, señalan que Yolanda Ernestina Santodomlngo Albericci y Eduardo 
Matson Osplno, ambos estudiantes de derecho, se encontraban en el l"alaolo de Justicia al 6 da· 
noviembre. Indican qua ellos lograron sanr con vida del Palacio tras lo cual, fueron trasladados por 
la Fuerza PObfica a la Casa del Florero donde fueron calificados de "especiales". Alegan que allf, 
habrfan sido sometidos a agresiones flsicas y verbales, los habrlan vendado, despojado de sus 
documentos y pertenencias y los habrlan·trasladado a la Dirección de Pollera Judicial IDIJINl donde 
les habrlan hMh9 la prueba de guantelete'. Posteriormente, habrlan sido trasladados al Comando de 

... continuocl6n 
d8 la Brigada pod{an salir de la Casa del Museo del Florero, elendo uno de ellos el Coronel Plazas Vega como los describió un 
testigo, y siendo el otro por desarrollo d~ su funofón el Coronell:rlllberto Sánchaz Rublano«, 

• 0 Lo-s petlt::lonarlos hacen refi3renola a Unidad de riscales Delegados ante la Corte Suprema de Justicia, Proceso 
9765-4, Resolución de aousaclón de febrero 11 de 2.008 1 cuaderno 30, folios 235 y 236, Anexo 156 al esotlto de Jos 
petloJonarlos de 7 de julio de 2008, reolbldo en la CIDH el 8 d& julio da 2008, · 

e Los petlolonarlos haoen rafemnola a le declaración de E<lgat VUfarraal, en Untdad de Fiscales Delegados ante la 
Corte .suprema de Justicia, Proceso ·9755-4, Cuaderno 19 Folio 248. "El 7 de noviembre de 1985 fueron llevados Carlos 
Au9usto Rodrfguez y Cristina da\ Pilar Gu~rrn Cortas a loo Instalaciones de la Esc-uela da Cábállá~la, \u¡¡ar en que fueron 
torturadas por miembros del Comando Integrado Antlextoralót1 y Secuestros, CIAES hasta darles muarte.... Anexo 20 al 
escrito de los potlclonarlos <la 7 de Julio de 2008, reolbldo en la C!DH el 8 de julio de. 2008, 

. 1 la Comisión consldern pertinente pre<:lsar qua el guantel~te do par~flna {IS una "lolublertn 00 parafina da bajo 
punto de fusión que se licua y aplica sobre la.s manos de una persona, con el f!n de recuperar da loe mlsmaa partfoulua que · 
puedan contener nitritos y/o nitratos provenientes de la clef[agraclón de la pólvora ante la presunción de qua haya efectuado 
un disparo con atma de fUego[,,] [aJl(.Juantelete da parafina as el medio empleado para raouperar de la piel las partlcu!aa que 
han de ser analizadas para determinar stJ procedencia". Guillermo CeJas Mazzotta. Dle;clonarlo Crlmlnalfstlco, Edlolonas 
Jurldlcaa Cuyo, pág. 8B. 
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Inteligencia y Contralnteligenola (COIC) ubicado en el Batallón Charry Solano, donde habrían 
continuado las torturas. Indican qua finalmente, tras varias horas da ser torturados por los militares 
ambos estudiantes habrían sido liberados. 

32. Asimismo, alegan que el abogado, Orlando Quljano se encontraba en el Palacio de 
Justicia el 6 de noviembre de 1985 y aproximadamente a las cuatro o cinco de la tarde logró salir 
oon vida detenido por le Fuerza Pdblica y conducido al segundo piso de la Casa del Florero. Alegan 
que allf habrfa astado detenido aproximadamente un día o dla y medio .en un cuarto oscuro acusado 
de pertenecer al M-19. Posteriormente, habrfa sido trasladado a la Escuela de Caballarfa y a la 
Secciona! de Investigación Criminal (SIJIN) donde habrfa permanecido de medio dfa a un dfe 
detenido, Incomunicado y acusado de pertenecer al M-19, tras lo cual fue liberado. Alegan que 
estando dentro del Palacio, Orlando Ouljano habrfa logrado comunicarse con su madre, pero durante 
el periodo Inicial de su detención no pudo avisarle que habla sobrevivido el en!rentamlento. 

33. En cuanto a José Vicente Rubiano Galvis, Jos peticionarlos alagan que el 7 de 
noviembre de 1986, wn ocasión de los sucosos violentos del Palacio de Justicia, el Ejército se 
encontraba requisando las unidades de servicio público de transporte en la entrada del municipio de 
Zlpaqulrá, ubicado a las afueras de Bogotá, como parte del plan operativo de las Fuerzas Militares en 
la retoma de Palacio de Justicia. Señalan que en esas requisas fue detenido José Vicente Rublano 
Galvls, empleado de obras públicas, por miembros del Ejército al mando del hoy Mayor Osear 
Wllliam Vásquaz Rodríguez quién señaló haber encontrado armas de fuego. 

34. Sostienen que tras ser detenido, Rubiano Galvis habrfa sido conducido a fa Estación 
da Zipaquirá donde dos o'flclales del Ejército Nacional le pusieron corriente electrica en los testrculos 
y en todo el cuerpo para que confesara que él habla llevado las armas en el bus y que era 
subversivo; De la Escuela de Zlpaqulré habi'fa sido trasladado a unas oficinas del batallón donde 
habrfa vuelto a ser torturado con choques eléctricos en los testrculos y todo el cuerpo por otros 
miembros de las Fuerzas Armadas. Alegan que, posteriormente, habrfa sido trasladado a las 
caballerizas de Usaquén donde continuó siendo torturado por la noche. Indican que no fue sino 
hasta al 8 de noviembre de 1985 qua fue trasladado al l:!atallón da Pollera Militar No. 13 y de ahf a 
la cárcel Modelo, donde permaneció hasta el 23 de noviembre de 1985 cua11do fue puesto en 
libertad. Alegan ademés que los miembros da las Fuerzas Militares que detuvieron a José VIcente 
Rublano Galvls no le habrían permitido contactar a su familia y que una vez liberado él y su madre· 
habrfan sido amenazados por miembros del Ejército. 

35. Finalmente, los peticionarios alagan la detención y posterior ejecución extrajudicial 
del Magistrado Carlos Horaclo Urén Rojas. Concretamente, señalan que el 6 de noviembre el 
Magistrado se encontraba en el Palacio de Justicia y se mantuvo en contacto con su .esposa, Ana 
Marra Bídegaln de Urán, a quien le Informó que habfa "una belacera" en el Palacio. El 7 de 
noviembre de 1985, terminada la retoma del Palacio de Justicia, Ana Marra Bldegaln da Urán 
reconoció a su esposo saliendo del Palacio en Imágenes que se presentaron en la televisión, por ello 
ella y varios amigos emprendlero11 una búsqueda, visitando distintos sitios como la Casa del Florero 
y el Hospital Militar durante las siguientes 24 horas. El 8 de noviembre de 1985 la senara Bldegain 
de Unln llevó· el vídeo en el que habla aparecido su esposo vivo sallando del Palacio al General 
Meison Majla, enca¡·gado de derechos humanos del Ejército Nacional, quien rechazó Mnocer su 
paradero. 

36. Alegan que al mismo tiempo, la doctora Luz Helena del Socorro Sánchez Gómez, 
amiga del Magistrado Urán, tenia acceso a la margue del lnstitL1to de Medicina Legal y lo buscó en 
ase lugar paro al Magistrado no se encontraba entra las personas llevadas a la margue al dfa 7 de 
noviembre 1985. Éb1:e apareció al día slgulenta, ubicado en un lugar reservado para los guerrilleros 
del M-19 que habrfan fallecido durante la toma d&l Palacio. 
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37. Alegan qua una serie de elementos de prueba contundentes .permiten establecer que 
el Magistrado Urán Rojas salló con vida del Palacio de Justicia el 7 de noviembre de 1985 en poder 
de miembros de la Fuerza Pública, para luego aparecer asesinado al dla siguiente. Ademés, señalan 
qua con basa en los análisis forenses, la Fiscalfa habrfa Inferido que el Magistrado falleció fuera del 
Palacio como consecuencia de un tiro de grao! a procedente de un arma de fuego 9mm'. 

38. En cuanto al esclarecimiento judicial de los hechos, los peticionarlos alegan que tras 
la retoma del Palacio de Justicia se produjeron varias Irregularidades en cuanto al manejo y control 
de la escena de los hechos. Concretamente, alegan que el 7 de noviembre de 1985 se Iniciaron las 
operaciones para recuperar los cuerpos, se movilizaron los restos humanos y se limpió el edificio 
antes de la inspección judicial y sin esperar a los funcionarios del Instituto de Medicina Legal, lo qua 
habrfa tenido como consecuencia la alteración de evidencias Importantes para las Investigaciones. 

39. Los peticionarlos alegan que el levantamiento da los cadáveres fue adelantado con 
absoluto desconocimiento de los procedimientos adecuados. . Concretamente, alegan que los 
militares Impidieron el Ingreso de los jueces ordinarios y que el General Arias Cabrales ordenó a los 
oficiales militares que reemplazaran al juez de instrucción a11 el levantamiento. Alegan que todos ios 
cuerpos fueron cambiados de lugar y apilados en el prlm<>r piso. Indican que algunos de los 
cadáveres habrlan sido lavados y despojados de sus prendas de. vestir y pertenencias. Asimismo, 
alegan que algunos huesos habrlan sido desechados a la basura y mezclados y qua los restos 
calcinados habrlan sido recogidos Indiscriminadamente en bolsas plásticas y enviados al Instituto de 
Medicina Legal, lo cual afectó la conservación de rastros y huellas y por ende, la Identificación de 
los cadáveres. 

40. Alegan qua al 9 de noviembre de 1985 al Juez 78 de Instrucción Penal Militar 
impartió la orden al Instituto de Medicina Legal de Bogotá de entregar 25 cadáveres sin Identificar 
para su Inhumación. En cumplimiento de dicha orden, el Instituto de Medicina Legal habrfa 
entregado los cadáveres, de los cuales se identificaron nueva. Alagan que la Policfa Inhumó los 
cadáveres en una tesa comlln en al Cementerio Sur de Bogotá el 9 de noviembre de 1986. 

41. Los peticionarlos Indican que el 13 de noviembre de 1985 el Gobierno del Presidente 
Bellsarlo Betancur creó el Tribunal Especial de Instrucción para Investigar los delitos cometidos con 
ocasión de la toma del Palacio de Justicia y se le asignaron facultades en matarla da investigación 
criminal por tres meses. Dicho término se prorrogó y al 1 7 de junio de 1986 el Tribunal rindió su 
informe, en el que concluyó que la vigilancia otorgada al Palacio da Justicia habla sido Insuficiente e 
Indicó que la Fuerza Pública no evitó exponer a los civiles rehenes al combata. El Tribunal también 
habrfa señalado que aunque "existe prueba suficiente" para creer que los empleados de la cafeterra 
y los visitantes ocasionales muilaron dentro del Palacio, la investigación da varios hechos debla 
continuarse para lo cual, entregó la documentación a la justicia ordinaria y a la Justicia penal militar. 
Los peticionarlos alegan que la Investigación adelantada por este Tribunal fue cuestionada por los 
familiares de los desaparecidos y sus abogados e incluso por la Procuradurla General de la Nación. 

42. En cuanto a las Investigaciones adelantadas por la jurisdicción penal militar, los 
peticionarlos selialan que al 21 de noviembre da 1985, el General Arias Cabrales, Comandante de la 
XIII Brigada y .encargado del operativo da retoma del Palacio de Justicia, presentó u11 Informe al 
Comando del Ejército sobra el resultado de la operación. Indican qua en la misma fecha, el 
Comando del Ejército dispuso la apertura de una Investigación provisional y al 3 .de diciembre de 
1986, el Juzgado Sexto de Instrucción Penal Militar dispuso la apertura formal de la Investigación. 

o. los patlclonarloa Indican qua lil Flscalla habrfa concluldo que nct>nforme a los elamantos probatorios que se han 
racogldo dentro de esta lnvestlgaol6h .aurgler'On pruebas que permiten Inferir que el señor Carlos Horaclo Urán Rojas saUó con 
vido de Palacio de Just!Oia en el mea do noviembre de 1985". 
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43. Indican qua el Juzgado Sexto de Instrucción PeMI Militar fue comisionado por el 
General Arias Cabrales, para adelant<~r la Investigación por las desapariciones de lrma Franco Pinada 
y Clara Helena Enciso y la muerte da u~ conductor del Palacio de Justicia. Alagan que se Inició la 
Investigación en averiguación de responsables y al 28 de octubre de 1986 el Juzgado Sexto de 
Instrucción Penal Militar aeumló la Investigación. 

44. Indican también que la justicia penal militar Investigó al Coronel Edllberto Sánchez 
Aub.lano por las presuntas torturas de los estudiantes Eduardo Arturo Matson Osplno y Yolanda 
Ernestina Santodomlngo Albericci, la desaparición da lrma Franco Pineda, de un conductor del 
Palacio de Justicia y de Clara Helena Enciso Hernández. Seftalan que mediante auto del 12 de mayo 
'de 1992 se declaró la cesación del procedimlimto por la desaparición de Clara Helena Enciso y la 
cesación del procedimiento por prescripción de la acción penal por tortura de Eduardo Matson 
Osplno y Yolanda Emestina Santodomlngo Albericcl a favor del Coronel Edllberto Sánahez Rublano. 
Adicionalmente, habrfa considerado que el Coronel Sánchez Rubiano no hebra l~tarvanldo ·en la 
desaparición de Irme Franco Pinada. 

45. Saf\alan que el 27 da junio de 1994 al ·Comando General de las Fuerzas Militares, 
Jefatura de Estado Mayor Conjunto y el Juzgado Especial de Primara Instancia, decidieron cesar 
todo proeédlmlento en favor del General Arias Cabrales. Igualmente, dispusieron la cesación de 
procedimiento a favor del Coronel Sánchez Aublano por la desaparición de lrma Franco Pineda. 
Dichas decisiones habrían sido conflrmada's el 3 da octubre de 1994 por al Tribunal Superior Militar 
con lo cual, concluyó el proceso ante la justicia penal militar. 

46. En cuanto a las Investigaciones en la justicia ordinaria, los peticionarlos Indican que 
terminada la actuación del Tribunal Especial la investigación fue remitida al Juzgado 14 Superior da 
Bogoté. Alegan que la familia de lrma Franco Pineda trató de constituirse en parte civil, sin embargo 
la Jueza negó la solicitud bajo el argumento de que la Investigación era competencia de la justicia 
penal militar. Indican que el 2 de octubre de 1986 el Juzgado 14 remitió los expedientes .por las 
desapariciones de lrma Franoo Pinada y Clara Helena Enciso y la muerte del conductor da la Corte 
Suprema da Justicia a la jurisdicción penal militar. Indican q~e en junio de 1987 el Juzgado 14 
comisionó al Juzgado 30 de Instrucción Criminal Ambulante de Elogotá para adelantar la 
l~vestlgación. Alegan que el 6 de agosto de 1987 el Juzgado 30 vinculó a lrma Franco Pineda v a 
Clara Helena Enciso' al proceso v libró contt·a ellas orden de captura. Alegan qua el 11 de octubre 
de 1988 al Juzgado 30 declaró cerrada. la Investigación". 

47. El 31 de enero de 1989 el Juzgado 30 de Instrucción Criminal Ambulante dispuso 
compulsar coplas a la justicia penal militar en contra del General Jesús Armando .Arias Cabrales por 
la actuación del personal militar y de pollera que Intervino en el operativo. Señalan que en vista do 
aquella decisión se unió en un solo proceso aquél Iniciado por el Juzgado Sexto de Instrucción Penal 
Militar y el Iniciado por el Juzgado 89 de Instrucción Criminal. Sin embargo, no se adelantaron 
Investigaciones respecto a los desaparecidos. 

48. Asimismo, Indican que el 31 de enero de 1989 el Juez 30 de Instrucción Criminal 
ordenó compulsar coplas del expedle11te a la Corte Suprema de Justicia en busca de que se 
Investigue al General Vrctor Alberto Delgado Mallarlito y mandó a compulsar coplas a los Juzgados 

u Lo$ pat!clomnlos señalan que de acuerdo .con la Revista Semana de 28 de noviembre da 19B8 la guerrillera del M-
19 Clara Helena Enciso sobrevivió n los hechos- del Palacio de Justicia y apareció con vida tras eños después. 

10 Los peticionarlos señalan que las mtsmaa pruebas fueron ravlsadae con posterioridad en las d111genolas qua 
postefiormente adelantO la Ftscalra Delegada ante la Corte Suprema y da las oua!es, .se habrfe podido detarmlnnr quE:~ varfas de 
II.Je personas que se enoontmban en ~1 Palaolo y que están desaparecidas, sB!laron con vida. 

() 
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de Instrucción Criminal para que se Investiguen las conductas del Comandante de la XIII Brigada 
Jesús Armando Arias Cabrales y del Comandante del B-2 Edllberto Sánchez Rublano. Las 
investigaciones contra Jesús Armando Arias Cabra! es v Edllberto Sánohez F\ublano no habrfan sido 
.adelantadas y la Corte Suprema habrla declarado prescrita la Investigación por el delito de 
desobediencia militar contra el General Vfctor Alberto Delgado Mallarlno el 6 de febrero de ·1991. 

49. Los peticionarios Indican que el 29 de junio de 2001 los familiares de los 
desaparecidos de la cafetsrfa del Palacio, Enrique Rodrlguez, Elsa Marra Osario Acosta, Bernardo 
Beltrán Monroy, Héctor Jaime Bsltrán Fuentes, Marra del Carmen Suspes de Cells y Marra del Pilar 
Navarrata Urrea, solicitaron al Fiscal General da la Nación abrir Investigación judicial por su 
desaparición. Indican que el 22 de agoato de 2001 se Inició una Investigación previa bajo la Ley 
600 de 2000. 

50. Seftalan que en noviembre de 2003 se admitieron las demandas de parta civil por la 
desaparición de Héctor Jaime Beltrán Fuentes y Car·los Augusto Rodrrguez Vera, ~1 5 de noviembre 
de 2004 los familiares de los desaparecidos habrran solicitad<> al Fiscal General proferir llamamiento 
a Indagatoria y el 7 de julio de 2005 el Colectivo de Abogados habrra solicitado el impulso de la 
Investigación. El 5 de octubre de 200G se raasignó la Investigación previa a la Unidad Nacional da 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, la cual ordenó la práctica de pruebas el 15 
de noviembre de 2005. Indican qua al 25 da noviembre de 2005 se asignó la Investigación previa a 

·la Flscalla Cuarta Delegada ante la Corte Suprema da Justicia y como segunda Instancia al Vlceflscal 
Gaf\eral da la Nación. El 30 de noviembre de 2005 se habrra asignado especialmente a la doctora 
.Ángela Marra Bultrago Rulz, Fiscal Cuarta Delegada anta la Corte Suprema •. 

51. Indican que el 6 de diciembre de 2005 la Flscalfa Cuarta Delegada, avocó el 
conocimiento. de la investigación y dispuso la práctica de pruebas. Señalan que en el trámite de la 
Investigación fueron vinculados y detenidos al Coronal (r) del Ejército Nacional Luis Alfonso Plazas 
Vega, el Coronel Edilberto Slinchaz Rubiano, el Mayor (r) Osear Wllllam Vásquez Rodrrguez, el 
Sargento Mayor Luis Fernando Nieto Velandla, el Sargento Vlcaprlmero Ferney Ulmardin Causayá 
Peña y al .Sargento Segundo del B-2 Antor1io Rubay Jlm<lnaz Gómez, 

52. Sostienen qua el Comandante de la Escuela de Caballerfa encargado de coordinar los 
operativos militares en la retoma del Palacio y la Casa del Florero, Coronel (r) Luis Alfonso Plazas 
Vega, fue escuchado en diligencia de Indagatoria entre febrero y septiembre da 2007. El 12 da julio 
de 2007, el Despacho habrfa Impuesto medida de aseguramiento da detención preventiva como 
presunto coautor del delito de desaparición forzada agravada en concurso sucesivo simultái1GO de 
Cartas Augusto Rodrlguaz Vara e lrma Franco 'Pineda y libró orden de captura. El 11 de febrero da 

. 2008 la Flscalra profirió ra~oluclón de acusación contra el Coronal (r) Plazas Vega por los delitos de 
desaparición forzada, secuestro agravado y tortura psicológica • 

. 53. El 9 de junio de 201 O la Juez a Tercera Especializada de Bogotá condenó al Coror1el 
(r) Luis Al'fonso Plazas Vega a 30 años de prisión como coautor mediato de la desaparición forzada 
agravada en perjuicio de las vrctlmas desaparecidas del presenta caso. Indican que la sentencia se 
encuentra actualmente en apelación y que al Coronel se encuentra recluido an la Escuela da 
lnfanterla. 

54. Indican que respecto al entonces Jefe del B-2 de la Brigada XIII del Ejército a cargo 
de la Casa del Florero el dra del operativo de retoma, Coronel Edllbarto Sánchez tlubiano, se profirió 
resolución de apertura de Instrucción en su contra el 16 de agosto de 2006. El 14 de noviembre de 
2006 la Fiscal Cuarta Delegada anta la Corte Suprema de Justicia habrfa Impuesto medida d·e 
aseguramiento consistente en detención preventiva sin beneficio da excarcelación por la 
desaparición forzada agravada de Carlos Augusto Rodr·fguez Vera y Cristina del Pilar Guarrn Cortes y 
solicitó su suspensión del cargo, 
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515. El 4 de octubre de 2006 la Rscal Cuarta Delegada habrfa ordenado la vinculación del 
Mayor {r) del Ejército Nacional Osear Willlam Vásquez Rodrlguez y el 8 de febrero de 2007 habrfa 

· .. definido su situación jurldlce a Impuesto medida da aseguramiento de detención preventiva sin 
beneficio de excarcelación por la desaparición de Irme Franco Pineda, Carlos Augusto Rodrfguez 
Vera y Cristina del Pilar Guarln Cortés. 

56. Asimismo, el 4 de octubre de 2006 le Flscalf• habrla vinculado a la Investigación al 
Sargento Mayor Luis Fernando Nieto Velandla y el 1 O de mayo de 2007 habrra definido su situación 
jurldica e Impuesto medida da aseguramiento sin beneficio de excarcelación. Dicha resolución 
habrla sido confirmada el 26 de marzo de 2007 por el Despacho del Vlceflsoai General pe la Nación. 
Finalmente, el 4 de octubre de 2006 la Flscalfa también habrla vinculado a la investigación al 
Sargento Viceprlmero del Ejército Nacional, Perney Ulmardin Causayá Pe1'ía, y al Sargento Segundo, 
Antonio Rubay Jlménaz Gómez, ambos miembros del B-2. El 28 de mayo de 2008 la Flscalla habrfa 
definido su situación jurldlca y decretado medida de asegurerntento de detención preventiva. 

57. El 28 de setiembre de 2007 se hebrfa proferido resolución de acusación contra el 
Coronal Edilberto Sánchez Rubíano; el Mayor (r) del Ejército Nacional, Osear Wllliam Vásquaz 
Rodrlguez; el Sargento Mayor, Luis Ferna11do Nieto Velandla; al Sargento Vicaprimero del Ejército 
Nacional, Ferney Ulmardln Causayá PeNa, y el Sargento Segundo, Antonio Rubay Jlménez Gómez, 
por la desaparición da Carlos Augusto Rodrlguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspes 
Cells, Bernardo Beltrán Hernéndez, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stel!e Llzarazo, Luz Mary 
Portella León, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de Arias y Gloria Anzola da Lanao. 
La reso.luclón d<! acusación también habrfa Incluido la desaparición de lrma Franco Pinada con 
excepción del caso del Coronel Sánchez Rublano. Indican que la de1ensa de los acusados apeló la 
decisión y el 25 de marzo de 2008 et Despacho del Vicefiscal General de la Nación confirmó la 
resolución de acusación. · 

58. Los peticionarlos Indican que actualmente el proceso contra los cinco efectivos del 
Ejército se encuentra en etapa de juicio en el periodo do pruebas ante el Juzgado 51 Penal del 
Circuito de Bogotá, sin ambBJ"go los cinco están en libertad por vencimiento da términos. 

59. SeRalan que mediante auto del 18 da febrero de 2007 la FlscaUa Cuarta vinculó 
mediante Indagatoria al Mayor General (r) lván Ramlmz Quintero quien para la época da los hechos 
estaba encargado del Comando Operativo da Inteligencia y Contrainteligencia (COICI). El 20 de 
enero de 2009 la ·Fiscalfa habrfa proferido acusación en su contra por el delito de desaparición 
forzada. Indican que el proceso se encuentra en práctica da pruebas en la audiencia pública ante el 
Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá. Sefialan además que el 9 de marzo de 2009 la Flscalla 
habrla proferido resolución de acusación contra el General Arias Cabrales por el delito de 
desaparición forzada agravada y precluyó la Investigación con relación al General Rafael Samudlo 
Mol! na, quien era el Comandante del Ejército en al momento de la retoma del Palacio de Justicia. 

60. Indican que el 28 de abril da 201 r el Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá dictó 
sentencia condenatoria de primera Instancia contra el General Jesús Armando Artes Cabrales por la 
desaparición de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarln Cortés, David Suspes Celis, 
Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stalla Llzarazo, Luz Mary Portalla 
León, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao e lrma 
Franco Pineda. 

61. Los petlcloMrlos alegan que las investigaciones por fa detención ilegal y tortura da 
Orlando Qqijano, Yolanda Ernestina Santodomlngo Alberlccl, José Vicente Rublano Galvls y Eduardo 
Matsoil Osplno no han registrado avances. Alegan que Orlando Ouljano por primera vez denunció 
públicamente las torturas de las que fue vlctima a Inicios de 1986. Indican que el Tribunal ·especial 
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dejó constancia de la detención de la que fue objeto y que el 18 de diciembre de 2006 sus 
representantes formularon una denuncia ante la Fiscalfa Cuarta Delegada solicitando que se ordenara 
1'\brlr una Investigación, la cual hasta la techa no habrfa sido Iniciada. 

62. Alegan que el Tribunal Especial de Instrucción también dejó constancia de la 
detención y tortura de Yolanda Ernestlna Santodomlngo Alberlccl. Indican que estos hechos, asf 
como también la presunta detención y tortura de Eduardo Matson Osplno, fueron en un inicio 
Investigados por la justicia penal militar, la cual al 12 da mayo de 1992 dacr<ltó la prescripción a 
favor del Coronel Sánchez Rublano por las presuntas torturas y el 27 de junio de 1994 se decidió la 
cesación de procedimiento a favor del General Arias Cabrales. Indican que al 12 de julio de 2007, 
en el marco da las Investigaciones de los desaparecidos, la Flscalfa Cuarta Delegada ordenó 
compulsar coplas a fin da que se adelante Investigación por la presunta comisión del delito de 
tortura en perjuicio de ambos. 

63. En cuanto a la investigación relacionada con Yolanda Erneetina Santodomlngo 
Alberlccl, Indican qua tras ser radicada en la Unidad de Terrorismo, a solicitud de la parta civil, fue 
reaslgnada a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 
Alegan que dicho traslado se encuentra en trámite y la Investigación en etapa previa. Los 
peticionarios alegan qua la Investigación por la presunta tortura perpetrada contra Eduardo Matson 
Osplno no ha tenido avances significativos. 

64. Los peticionarlos alegan que en un Inicio José VIcente Rubiano Galvls habrfa sido 
amenazado por miembros de la Fuerza Pública para que no denunciara formalmente el tratamiento 
que sufrió durante su dete~clón. Indican que en el marco del proceso por las desapariciones 
forzadas se aportaron algunas pruebas de las torturas que presuntamente habrfa sufrido en vista de 
lo cual, rindió dos declaraciones ante la Fiscalía en las que detalló las circunstancias da su 
detención. Alegan que con base en lo anterior, el 12 de julio· da 2007 ·¡a Fiscalra Cuarta Delegada 
ordenó compulsar coplas para Investigar lo seRalado por José Vicente Rublano Galvis. La 
investigación fuo remitida a la Unidad de Delitos contra la Administración Pública, posteriormente 
fue radicada ante la Unidad de Terrorismo y finalmente la investigación fue reaslgnada a ·¡a Unidad 
Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Alegan que dicho traslado se 
ancuentra en trámite y la Investigación en etapa previa. 

65. En cuanto a la Investigación por la muerte del Magistrado Carlos Horacio Urán Rojas, 
los peticionarlos Indican que el 20 de noviembre y el 21 de diciembre da 2007 se adicionó la 
demanda de parta civil, lnlcialrnente presentada a mediados da 2007, en representación de la 
esposa del Magistrado. El 21 de diciembre de 2007, la Fiscalfa Cuarta Delegada habrfa resuelto 
compulsar coplas ante la Dirección Nacional de Flscalfas para Investigar el asesinato. · 

66. El 13 de febrero ·de 2008, la parte civil habrla solicitado al ·Fiscal General la 
reasignación especial de la investigación a la Cuarta Fiscal Delegada y el 23 de abril da 2008 ésta la 
habrfa designado para que adelantara la Investigación por la ejecución extrajudicial de Carlos Horado 
Urán Rojas. El 27 de agosto de 201 O la Fiscal Cuarta ordenó la apertura de instrucción por 
crlmenes de lesa humanidad y ordenó vincular al General Jesús Armando Arias Cabrales, al Mayor 
Carlos Alberto Fracica y al Teniente Coronel Rafael Hernández López. 

67. Los peticionarios alegan que tres dfas después de esta decisión, el entonces Fiscal 
General (e) <'l~illermo Mendoza Diego relevó de sus ·funclot1es a la Fiscal Ángela Marfa Buitrago. 
Alegan que dado el patrón de continuo acoso y hostigamiento relacionado con el caso, la 
desvinculación de la Fiscal Bultrago habrla sido resultado de pr.esiones indebidas. Indican que la 
Investigación fue reasignada al Fiscal 6' de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario (en adelante "DIH") de la Flscalla Ganeral, Gustavo Adolfo Rayes, lo cual 
alegan constituye un retraso procesal. 
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68. En cuanto a los procesos contencioso administrativos, los peticionarlos Indican que 
los familiares de Cristina del Pilar Guarfn Cortés, Norma Constanza Esguerra Forero, Bernardo Beltrán 
Harnández, Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Háctor Jaime Beltnln Fuentes, lrma Franco Pineda y 
Carlos Horaclo Urán Rojas presentaron demandas de reparación directa contra el Estado que fueron 
talladas a su favor por el Consejo da Estado. Asimismo, Indican que al 12. da diciembre de 2007 el 
Tribunal Administrativo de Cundlnamarca condenó a la Nación al pago da perjuicios morales a favor 
da Jos hermanos da Ana Rosa Castlblanco Torres. Indican también qua actualmente se tramitan 
demandas da ·reparación directa presentadas por los padres y hermanos de Héctor Jaime Beltrán 
Fuentes al 29 de julio de 2.004 y por los familiares de Gloria Anzola da Lanao el 26 de junio de 2008 
y qua ambas sa encuentran en etapa da pruebas. 

69. En cuanto a las Investigaciones disciplinarlas, los peticionarios alegan que, conforme 
a lo seflalado por el Informe da la Comisión de la Verdad sobre los hechos del Palacio de Justicia 
creada en el año 2005 por la Corte Suprema da Justicia (en adelante "CSJ"), la única sanción 
disciplinaria que se profirió fue la destitución del Ganara! Arias Cabrales y dal Tenienta Coronel 
Sánchez Rubiano. El 28 de septiembre de 1990 el Procurador Delegado para las Fuerzas Militares 
habrfa dispuesto qua el Coronel Sánchsz Rublano "es responsable disciplinariamente de la 
desaparición de Irme Franco Pineda" y respecto al General Arias Cabrales habrla concluido que la 
situación militar ocurrida en el ba~o y en el cuarto piso del Palacio de Justicia, fue manejada por el 
General Arias Cabrales con Indiferencia y desinterés por la vida de Jos rehenes allr cautivos. 

70. Asimismo, los peticionarios destacen el hecho de que ante la Comisión de 
Acusaciones de la Cámara da Representantas se presentaron varias denuncias contra Bellsarlo 
Batancur, Presidenta de la Rep~bllca a la techa de los hechos, pero que todas fueron archivadas con 
decisión lnhibitoria en vista da que no habrla existido vacfo da poder, es decir el Presidente de la 
Reptlblica estuvo an todo momentG a cargo y al tanto del operativo. 

71. Los peticionarlos alegan que el Estado es responsable por la violación de los artrculos 
4.1, 5 y 7 de la Convención Americana en conexión con el articulo 1.1 del mismo Tratado, en 
perjuicio de las doce personas qua habtían desaparecido forzosamente tras salir con vida del Palacio 
da Justicia, a saber Carlos Augusto flodrlguez Vera, Cristina del Pilar Cluarfn Cortés, David Suspes 
Colls, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Lizarazo, Luz Ma1·y 
Portela León, Ana Rosa Castiblanco Torres, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo OVIedo de 
Arias, Gloria Anzola de Lanao e lrma Franco Pineda. 

72. En cuanto al alegato del Estado relativo ~ qua respecto a Ana Rosa Castlblanco 
Torres no es posible alegar la figura de la desaparición, sino una demora en la Identificación post 
mortem, los peticionarlos alegan .qua la presunta vrctima tue desaparecida forzosamente por agentes 
del Estado el 6 de noviembre de 1985 hasta el 17 de junio de 2001., cuando fueron identltlcados 
sus restos. Alegan que la desaparición forzada es un delito de carácter continuado y el haber 
Identificado sus restos no exime al Estado da su obligación de Investigar, juzgar y sancionar a los 
responsables y reparar a sus !amillares. 

73. Alegan que el Estado es responsable por la violación da los artrculos 4. 1, 5 y 7 de la 
Ccnvenclón Americana en conexión con el artfculo 1.1 del mismo Tratado, en perjuicio de Carlos 
Horaclo Urán Rojas, quien hab·rra salido con vida del Palacio de Justicia tras lo cual, habrfa sido 
ejecutado extrajudicialmente. 

74. Alegan que el Estado es responsable por la violación de los articulas 6 y 7 de la 
Convención Americana en oonaxlón con el artfculo 1.1 del mismo Tratado, en.perjulcio de Yolanda 
Ernestlna Santodomlngo Alberlcci, Orlando Ouljano, José Vicente Rubiano Galvis y Eduardo Matson 
Osplno quienes habrfan sido detenidos arbitrariamente y posteriormente torturados. 
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75. Asimismo, los peticionarlos alegan que la falta de esclarecimiento judicial da los 
. hechos materia del reclamo constituye una violación de los artfculos 8 y 25 da la Convención 
. .Americana en conexión con los artrculos l.b y lfl de la Convención lnteramerlcana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, los articulos 6 y B da fa Convención lnteramerlcana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura y el articulo 1,1 de la Convención Americana. Alegan que, sin perjuicio de 
los avances positivos registrados en los últimos años en las Investigaciones, el hacbo da que ésta se 
haya extendido por casi 25 años sin que ninguno de los responsables está cumpliendo sentencia 
definitiva constituye una violación del plazo razonable establecido en la Convención Americana. 
Alegan que la justicia penal militar no constituye el fuero Idóneo para conocer de presuntas 
violaciones de derechos humanos11 , no obstante conoció del caso por más de 15 años y que 
además el Estado tardó más de 20 años en Iniciar una Investigación seria sobre los hechos, lo cual 
no significa que aquél haya actuado acorde con los estándares de debida diligencia. 

76. Asimismo, alegan qua el tallo de primera Instancia que condenó el Coronel (r) Plazas 
Vega refleja que la Inactividad del Estado se tradujo en un beneficio pera quienes participaron en los 
presuntos crfmenes cometidos en la retoma del .Palacio de Justicia. Sel\alan que la juaza de primera 
Instancia Indicó que exlst!a un "manto de Impunidad" y compulsó copias para que se Investigue ~ 
casi 60 miembros de la Fuerza Pública y organismos de seguridad del Estado, 

77. Los peticionarlos alegan que el Estado es responsable de la violación del articulo 5 de 
· la Convención Americana en conexión con el articulo 1,1 del mismo Tratado, en perjuicio de los 
familiares" de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspes Cells, 
Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime Baltrén Fuentes, Gloria Stella Lízarazo, Luz Mary Portela 
León, Ana Rosa Castiblanco Torres, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de· Arias, 
Gloria Anzola· de Lanao, Irme Franco Pineda, Carlos 1-\oraclo Urán Rojas, Yolanda Ernestlna 
Santodomlngo Albericci, Orlando Quijano, José VIcente Rublano Galvis y Eduardo Matson Ospino. 
Alegan que los familiares da las presuntas vfctlmas han padecido un profundo pesar y angustia 
como consecuanoia directa de las circunstancias de las desapariciones, muerta y torturas de sus 
seres queridos, asf como por la falta de esclarecimiento judicial de los hachos. 

78. En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos 
Internos, previsto ·en el articulo 46.1 .a de la Convención Americana, los peticionarlos alegan que 
resulta aplicable la excepción prevista en el articulo 46.2.c en vista de que las autoridades tardaron 
más da 20 a~os de ocurridos los hechos para Iniciar una Investigación seria que aún se encuentra en 
curso. Además, alegan que hasta el momento no se ha establecido la responsabilidad penal 
definitiva -de ninguna persona. 

B. Posición del Estado 

79. Corresponde señalar que Inicialmente, en el año 1991, el Estado presentó 
Información sobre admisibilidad y tondo del asunto, sin embargo, a partir del año 201.0 al Estado 
alega, en primer término, que la acumulación de la admisibilidad con el fondo pone en l"iesgo la 
seguridad jur!dlca y el principio del contradictorio de las partas en el procedimiento dado que, an1e la 

11 Los peticionarlos hacen referat)Oia a Corta l. D. H., Caso Almonaold AJ'ellano' y otros Vs. Ch/fe. Excepciones 
Prellmlnares1 Fondo, Aeparnoiones y Costas. Sentencia da 26 da BBptlambre de 2006. Serie C No. 154, párt. 131¡ Corte 
l.b.H., Caso de la Masacre da Mapiripán Vs, CoJombla. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 16 da septiembre de 
2006. Sarle e No. 134, pérr. 202: Catte I.D.H., Caso 19 Camera/antes Vs. Colombia, Fondo, Reparaciones y Cost~s. 
Sentencia de O de Julio de 2004. Serie C No. 109; Caso Las PalmeraS Vs. Colombia. Fondo. Sentencia de 6 de dlalembre da 
2001. Serie C No. 90. párr. 91 y 92 y CIDH. Informe No. 43/08, Caso 12.009. Leydl D.ayhn SBnchez, Colombia, 23 de julio 
da 2008, párr. 78 y '77, 

12 El listado de los familiares de las preauntas vfctlrm>s oor.sta en el Anexo 1 al presentE.J Informe. 

o 



25

16 

ausencia da un informe de admisibilidad, se desconocerla por un lado, si el caso es susceptible de 
ser analizado en el tondo y por otro, los términos del debate en cuanto a las presuntas vfctlmas 

- ·'{leterminadas, presuntos hechos y las violaciones alegadas. ·Alega que en al presente caso no se 
.. han cumplido los requisitos para qua opere tal acumulación, puesto qua según el Estado esa 
decisión requiere de la Comisión una motivación que la justifique y explique las circunstancias 
excepcionales a las que se refiere el artrculo 37.3 del Reglamento vigente en la facha de su 
aplicación (ahora 36.3). 

80. El Estado sostiene que la petición fue presentada el 26 de diciembre de 1990 por lo 
que son los presuntos hechos, las presuntas vlctlmas debidamente identificadas y los alegatos 
contenidos en aquella, los que deben ser tenidos en cuenta y no los referidos en las observaciones 
adicionales. Alega que las observaciones adicionales de los peticionarlos no guardan coherencia en 
relación con los hechos, presuntas vfctlmas y alegatos y que ello Imposibilita al Estado a tansr la 
certeza necesaria -an vista da la ausencia de un informe da admisibilidad- sobre los puntos en 
relación con los cuales debe pronunciarse el Estado en el fondo de la controversia. 

81, Al respecto, alega que los peticionarlos han Incurrido en contradicciones y cambios a 
lo largo del trámite ante le CIDH. Concretamente señala que en la petición de diciembre de 1990 
los peticionarios enumeraron doce vfctimas de desaparición; en las observaciones adicionales de 
octubre de 1991 no se Identificó presuntas vlctimas; en aquella presentada con fecha da marzo da 

··1999 se hace referencia genérica a otras presuntas vfctlmas pero únicamente se Individualiza una; 
en el documento anillado en enero de 2000 se alega la pérdida de la vida de siete rehenes, lesiones 
a 15 personas, la desaparición de doce personas y se alega por primera vez la presunta tortura de 
Yolanda Ernestlna Santodomingo Albericcl y Eduardo Matson Osplno. No obstante, alega que en el 
documento de observaciones definitivas de admisibilidad y fondo de julio de 2008 se enumeran 
once personas como presuntas desaparscldas, la presunta tortura de tres personas y la presunta 
desaparición y posterior ejecución de Carlos Horaclo Urán. Alega finalmente que en julio de 201 O 
los peticionarlos pretenden la inclusión de Eduardo Matson Osplno como nueva presunta vfctlma de 
tortura. 

82. Frente al escenario descrito, el Estado indica que a tin de no afectar la seguridad 
jurfdica entenderá como hechos del caso aquellos en los exlst~n coincidencias entre la petición 
inicial y el escrito de 10 de julio de 2008. En consecuencia, el Estado considera que debe tenerse 
únicamente como objeto fáctico o jurfdlco del oaso para efectos del debate de admisibilidad, el 
desconocimiento del paradero de Carlos Augusto Rodrrguez Vet·a, Cl'istlna del Pilar Guarln Cortés, 
David Suspes Cells, Bernardo Beltrán Hemández, Háctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella 
Llzarazo, Luz Mary Portela León, Ana Rosa Castlblanco, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo 
Ovledo de Arias, Gloria Anzola de Lanao e lrma Franco Pineda. 

83. En segundo término, el Estado seflala también que en viste del retiro parcial de 
alegaciones realizado por los peticionarios en cuanto al presunto uso excesivo da la tuerza por parte 
de los agentes del Estado para sofocar la toma guerrillera el 6 y 7 de noviembre de 1985 (ver 
párrafo 22), entienda que dichos hechas hacen parte del contexto del caso-y no de los presuntos 
hachos alegados como vlolatorlos de la Convención. 

84. En tercer término, en cuanto a la admisibilidad del reclamo el Estado sostiene, 
subsidiariamente, que la Comisión carece de competencia ratione temporls pera conocer sobre las 
presuntas violaciones alegadas por los petlclonm·los en relación con la Convención lnteremerlcana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura en vista de qua dicho Instrumento fue ratificado por Colombia al 
2 de diciembre de 1998 y entró en vigor el 19 de lebrero de 1999. Además, alega que la tortura es 
un acto de ajacuclón Instantánea qua de ninguna man,era puede entenderse como da ejecución 
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continua o permanente". Finalmente, sostiene que como consecuencia lógloa la Comisión tampoco 
está llamada a conocer lo relacionado con el deber da Investigar la tortura puesto q~e si no se 
encontraba vigente la disposición de dicho Tratado, en la cual se desorlben los elementos del lUcilo 
internacional de tortura, no se podrla analizar la supuesta falta de Investigación. 

85. Asimismo, el Estado alaga que la Comisión carece da competencia ratlone temporls 
para conocer sobra las presuntas vlolaclonas alegadas por los peticionarlos en relación con la 
Convención lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas. Al respecto, el Estado 
sostiene que la Convención Interamericano sobre Desaparición Forzada de Personas entró en vigor 
para Colombia el 12 de abril de 2005 y que por lo tanto, únicamente desdo ese momento surglrla la 
competencia de la CIDH respecto de la Investigación, juzgamlento y, si es del caso, sanción de los 
responsables de las doce persones alegadas como desaparecidas. Sin embargo, el Estado alega que 
la sanción de la desaparición forzada por parla de las jurisdicciones nacionales no se escapa del 
cumplimiento de las garantfas procesales del articulo 8 de la Convención Americana y que desde 
antes de la entrada en vigor de la Convención lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, el Estado estarla en cumplimiento de sus obligaciones de Investigación, juzgamlento y, de 
ser el caso, sanción de los responsables de las presuntas desapariciones. 

86. En cuanto al deber de tipificación del delito de desa.parición forzada en la legislación 
penal interna, establecido en el artfculo 111 de la Convención lnteramericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, el Estado alega que resultá aplicable el principio de irretroaotlvldad de los 
tratados internacionales. Asimismo, alega que el delito de desaparición forzada fue Incorporado en 
la legislación interna en el año 2000, es decir cinco a~os antes de la entrada en vigor de la 
Convención lnterarnerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas y por lo tanto, de la obligación 
consagrada en su articulo 111. Señala que, en conclusión, le Comisión caraca da competencia para 
conocer de la alegada violación. 

87. El Estado alaga además la inadmlslbilldad parcial de la petición en relación con la 
presunta desaparición de Ana Rosa Castlbianco Torras, ya qua sus restos fueron encontrados a 
Identificados en una fosa común an al Cementerio Sur da Bogotá y entregados a sus fatnlllares en el 
año 2001. Al respecto, el Estado señala qua frente a ella "no es posible alegar en el presente -ni 
siquiera prima faaie- le figura de la desaparición, si no [s/c] una demora en la Identificación post 
mortem" y que la admisibilidad de la petición deba evaluarse al rnornento da adoptarse dicha 
decisión y no al momento da la presentación de la petición ante el Slstama 14 y solicita que se da 
aplicación al articulo 34.c del Reglamento de la Comisión relativo a la lnadmlslbllldad de una petición 
por wna Información o prueba sobravlniente. 

88. En cuanto al requisito del previo agotamiento· de los recursos Internos establecido en 
el articulo 46.1.a de la Convención Americana y al alegato de los peticionarlos respecto de que 
rasultaria aplicable la excepción contenida en el articulo 46.2.c de la Convención relativa al retardo 
Injustificado en la decisión sobre los recursos, el Estado alegó que el plazo en el cual se ha 
adelantado la investigación y el proceso panel es razonable. 

89. Concretar¡¡ente, el Estado alega qu .. el desarrollo jurisprudencia! de la Corta 
lnteramerlcana Incorporó dentro de sus pronunciamientos tres criterios que permiten alcanzar la 

13 1!1l!stodo tamlll11in hace referenoia a Corte I.D.H., Caso AJfanso Martfn dé/ Campo Dorld Vs. México. Exoepclonas 
Pre!linlnares.. Sentencia de 3 da BBptiBtnbrfl da 2004. Serie e No. 113', párr. 85. 

14 El Estado hace referenciB a CIDH, Informe No. 20/05, Petk:lón '716!00, Admlalbllidad, Rafael CorMtl Dfaz, Pard, 
20 de febrero da 2006: ClDH, Informe No. 25/04, Caso 12;361, Admisibilidad, Ana VIctoria Sénchez Vlllaloboe y otros, 
Costa Rica, 11 de marzo da 2004; CIDH, Informa No. 62/00, Casos 11.B30 y 12,038, Admielbl!ldad, T¡·abaJadores Cesados 
daf Coh~raao de la ReJlóblloa, Pert:J, 15 de junio de 2000, 
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razonabilidad del plazo, independientemente de su duración, a saber a) la complejidad del asunto; b) 
la actividad procesal del Interesado y e) la conducta da las autoridades judiciales. En ese sentido, el 
Estado sostiene que el mero paso del tiempo sin qua sa Impongan condenas penales, no permite 
concluir la presencia del supuesto del artfoulo 46.2.c da la Convención. 

90. Con relacfón a los criterios, al Estado sostiene que algunos da los familiares de las 
vfctlmas han adelantado una actividad procesal activa y se encuentran debidamente constituidos en 
parte civil. Sin embargo, al Estado alega qua el presente caso contiene un alto grado de complejidad 
por ·lo qua la Investigación no ha casado en los 24 a~os transcurridos desde los hechos. Alega que 
la Investigación Iniciada de oficio por el Estado se ha desenvuelto de manera acorde con· les 
circunstancias complejas y las pruebas obtenidas en los diferentes momentos. Alega qua da dicha 
investigación se derivaron varias Investigaciones, además de otras Iniciadas de oficio o por 
denuncias que daban ser valoradas a la hora de valorar la complejidad del asunto y también que 
dicha complejidad se radica en varios elementos, en particular el contexto qua produce la 
incertidumbre respecto del paradero de las personas objeto da la petición. 

91. El Estado sostiene que, tal como lo ha reiterado la Corte lnteramerlcane, los hechos 
violatotios de los derechos humanos no pueden ser analizados sin tener en cuanta el contexto que 
comple)iza el esclarecimiento da los hechos". En vista da lo anterior, el Estado hizo un relato del 
contexto a fin de destacar que: 1. El ataque contra el Palacio de Justicia fue una acción armada 
.producto de la ruptura de una tregua pactada entre el M-19 y el Estado; 2. Dicho ataque fue un 
medio ilegal utilizado por el M-19 para tratar de justificar su comportamiento contra al Estado y 
procurar la toma del podar por la fuerza y con las armas; y 3. Fue una agresión directa contra la 
cúpula de la Rama Judicial del Poder Público contra· los civiles que se encontraban el dla de los 
hecho dentro del Palacio de Justicia, e Indirectamente contra la sociedad y la población colombiana, 
todo lo cual explica la actuación de sus autoridades. 

92. As[, en cuanto a las personas de las cuales se desconoce el paradero el Estado 
sostiene que Inició una Investigación da oficio de los hechos. Eri cuanto a las investigaciones en la 
justicia penal ordinaria, al Estado sostiene que tras los hechos del 6 y 7 de noviembre de 1985, al 
Juzgado Segundo Especializado Inició una 'Investigación bajo el radicado 4119 y dispuso "el trabajo 
en equipo da diez Juoces da Instrucción Criminal-Ambulantes" a qulenea se les encomendó tareas 
lnvestlgativas divididas por materias. S.in embargo, sostiene que en vista de las circunstancias 
excepcionales de los hechos, al Gobierno Nacional decidió creer un Tribunal Especial de Instrucción 
en el que aquellos diez jueces trabajarfan bajo la coordinación da dos magistrados. Dicho Tribunal 
continuó con la investigación que adelantaba el Juzgado Segundo bajo el mismo esquema de 
división de tareas. El Estado sostiene que las conclusiones de dicho Tribunal fueron plasmadas en 
un Informe que fue publicado el 17 de Junio de 1986 en el Diario Oficial. 

93. El Estado destacó que, en su Informa el Tribunal Especial de Instrucción señaló que 
exlstfa prueba suficiente para concluir que Carlos Augusto Rodrfguez, Cristina Guarfn Cortés, David 
Suspes Cells, Luz Mary Portela León, Bemardo Beltrán Harnández, Héctor Jaime Beltrán, Gloria 
Stelle Llzarazo, fllorma Constanza Esguerra, Gloria Anzola de Lanao y Lucy Amparo Oviedo 
fallecieron en el 4" piso, donde habrfan sld6 conducidos como rehenes. En lo que se refiere a lrma 
Franco Pineda el Informe del Tribunal determinó que ésta salió viva del Palacio de Justicia y fue 
viste por última vez en la Casa del Florero. 

111 El Estado hace referencia a Cotte I.D.I-1. 1 CaM Radlflo PBchflca VB, México, Exoepclonas PrslimlmHes, Fondo, 
Reparoolone$ y Costas, Sa:ntem:la del 2.3 da noviembre de 2009. Seria C No, .209, párr. 116: Corta 1 ,O,H,, CflBO Golburú y 
otros Vs. Ptltti{Juay, FondoJ Repornclones y Costas, Santenola de 22 de septiembre da 2006. Setle C No. 163, párrs. 63 y 
63¡ y Corta J.O.H.J Caso do /11 /11/asaoro de la Rochela Vs. ColomblB. Fondo. Reparae:lones y Costas. Sentencia de 11 de da 
mayo da 2007. SarleC No,163, pé.rr. '76. 
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94. Indica que una vez culminada la labor del Tribunal Especial, se continuaron las 
Investigaciones de conformidad con las competencias constitucionales y legales da cada Juzgado de 
Instrucción. Señala que el 31 de enero de 1989 el Juzgado 30 calificó el mérito del sumarlo y 
.ordenó, entre otros, compulsar coplas a fin de Investigar la presunta rasponsabllldad de un miembro 
del Ejército Nacional en la desaparición de lrma Franco Pinada. Indica que dicha Investigación fue 
remitida a la Justicia penal militar. 

95. Senala que el Juzgado Segundo Especializado continuó las Investigaciones, an cuyo 
marco ordenó en 1 998 la exhumación da noventa cuerpos de una tosa común en el cementerio sur 
de Bogotá entre los cuales se pudieron identificar los restos de Ana Rosa Castlblanco Torres, que 
fueron entregados e sus familiares en una diligencia llevada a cabo el 2 da noviembre de 2001. 
Indica que la investigación adelantada en ol Juzgado Segundo Especializado, baJo el radicado 4119, 
ha continuado permanentemente abierta desda los hechos y qua, en ese maroo, se han Investigado 
de forma global los hachos del Palacio de Justicia. 

96. Asimismo, Indica que con base en la denuncia presentada el 29 de junio de 2001 por 
algunos de los familiares cte los desaparecidos, quienes consideraban qua el proceso 4119 "en 
nh1gtln momento busc[ó] establecer e Individualizar a los responsables tanto por acción como por 
omisión de la desaparición de [sus] familiares", al 22 da· agosto de 2001 la Flscalfa Cuarta Delegada 
abrió una lnv&stigaclón previa baJo el radicado 9755-4. El Estado presentó la cronologfa general de 
la investigación adelantada ante la Fiscalfa Cuarta de la cual Indicó qua actualmente se desprenden 
cuatro procesos panales {uno ants el Juzgado Tercero Especializado de Bogot'á y tres ante el 
Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá). Señala que en al Ju>gado Tareero Especializado de 
Bogotá se sigue el proceso contra el Coronel Luis Alfonso Plazas Vega y en el Juzgado 51 Penal del 
Circuito de Bogotá se adelantan los procesos contra el General (rl Jesús Armando Arias Cabrales 
(radicado 2009-203]; Edllberto Sánchez Rublano, Óscar Vásquez, Luis Fernalldo Nieto Velandla, 
Ferney Causayá Peña, Antonio Urbay Jiménez (radicado 2008-710); y General (r) lván Ramfrez 
Quintero, Rafael Ángel Martrnez Gabriel, Fernando Blanco Gómez y Gustavo Arévalo Moreno 
{radicado 2009-352). El Estado Indica que en consideración a la compleJidad de los procesos 
penales, el Consejo Superior de la Judicatura designó que loe Juzgados de Conocimiento tuvieran 
dedicación exclusiva para adelantarlos. 

97. En vista de lo anterior, el Estado indica que en razón del carácter de medio de la 
obligación de Investigar, juzgar y, si es .del caso, sancionar a los responsables, y de la excesiva 
complejidad del caso el plazo de los pt·ocasos penales no puede ser sefíalado como Irrazonable y 
solicite a la Comisión que declare la petición Inadmisible por falta do agotamiento de los recursos 
internos. 

98. En cuento a las Investigaciones adelantadas en la justicia panel militar, el Estado 
alaga que la participación de dicha jurisdicción se adecuó a los estándares da la Convención 
Americana. Concretamente, el Estado señala en primer lugar que la Jurisprudencia de la Corta 
lntaramarlcana no as de aplicación retroactiva .. En segundo lugar, el Estado alega que sólo hasta 
1997 la Corte lnteramerlcana en el caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua se refirió de manera concreta a 
los tribunales militaras y a través de su evolución jurisprudencia! ha determinado que la competencia 
de la justicia penal miJJtar es exoapclonal, en tanto que solo pueda conocer de causas penales en 
contra de militares en servicio (factor subjetivo) por delitos o faltas relacionadas con la función 
militar (factor objetivo). Además, sostiene que los fallos de la Corte lnteramerlcana tienen carácter 
/nter partes y que únicamente hasta el 2001 se pronunció respecto de la justicia penal militar en 
Colombia en su sentencia del caso Las Palmeras. Por ello considera que el análisis da la justicia 
panal militar es un .asunto de tondo y no de admisibilidad, ya que cuando esta actuó como recurso 
Interno la Corte lnteramericana no la habla descalificado o desconocido como tal. Aunado a lo 
anterior, sostiene que la Corte Constitucional colombiana limitó por primera vez el alcance de la 
justicia penal militar en su fallo C-359 de 1997. 
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99. Al respecto, el Estado sostiene que para que en la etapa de admisibilidad sea aplicable la 
excepción de no agotamiento del recurso interno, existiendo el recurso, es necesario probar que se 
negó el acceso o se Impidió agotarlo, lo oual no se verifica en al presente caso. En vista, da lo 
anterior alaga que no serfa ajustado a derecho reclamar la aplicación de la Interpretación autorizada 
de la Corta lnteramerlcana en relación con la justicia penal militar a la luz de la Convención a 
procesos, adelantados por dicha jurisdicción por presuntas violaciones da dareohos humanos, 
finalizados con anterioridad al fallo de la Corte en el caso Las Palmeras. Finalmente, el Estado 
sostiene que, según la jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos, "es un principio de 
derecho que la Imparcialidad de los jueces se presuma y cualqulst observación al respecto debe 
probarse, no como una afirmación genérica, sino dentro y para al caso en el que se alega""· 

1 OO. Asimismo, al Estado sostiene que la acción de ¡·eparaclón directa ante la jurisdicción 
contencioso administrativa constituye un recurso Interno Idóneo y eficaz "al menos en cuanto al 
componente monetario de la reparación, en los casos en los cuales los familiares de las presuntas 
vrctlmas acudieron a dicho recurso Interno, y luego del trámite judicial, se resolvieron por parte de 
las diferentes Instancias judiciales sus solicitudes"". El Estado precisa qua la jurisdicción 
contencioso administrativa, en cuestiones da reparación del daño, otorga reparaciones de contenido 
económico, asr como de naturaleza no pecuniaria, en eventos en los cuales se evidencian graves 
violaciones a los derechos humanos. 

101. Sin embargo Indica qua a la fecha, únicamente los siguientes familiares han recurrido 
a la jurisdicción contencioso administrativa: 

No. de Vfctlma .Familiares en cuyo favor se presentó la demanda 
Exoedlente 

8910 Cristina del Pilar Guarfn José Maria Cluarfn Ortiz (padt·e) 
Cortés 

9557 Bernardo Beltrán Hernándaz Bernardo Beltrán Monroy (padre} 
Marra de Jes~a Hernándaz da Beltrán (madre) 

10941 Luz Mary Portela León Rosalbina León (madre) . 
11377 Carlos Augusto Rod.riguez Cecilia Saturia Cabrera Guerra (esposa) 

Vera Alejandra Rodrlauez Cabrera (hila} 
12283 Gloria Stella U zarazo Marltza Casallas Lizarazo (hija) 

Flgueroa Diana Soraya Ocampo Llzarazo (hija) 
Carlos Andrés Ospina Llzarazo (hijo) 
Gloria Marceia Ospina Llzarazo (hiJa) 
Devat1ira Lizarazo FIQUeroa (hermana) 

11781 David Suspes Celis Luz. Dary Sam per 13edoya (00111peñara) 
Ludy Esmeralda Suspes Samper (hila) 

Héctor Jaime Beltrán FLtentes Maria del Pilar Navarrete Urrea (esposa) 

16 El Estado haoe reforli>nola a Eur. Court H,R., Campbelland Fefl V. TJr& Un/tc¡d Klngdom. Judgment of 28 June 
1984, Series A No. 80, párr. 84 y Eur. Court H.R., Le Compta,. Van Leuven aJJd De Mel'Bre V. llelgJum. Judgrnant ot .23 Juna 
19B1, Sedas A No. 80, párr .. 69. 

17 El Estado tamb1án señaló que si bien la jurisdicción contencioso administrativa no otorga m~:~dldaa da 
rehublltttlolón en especie, los efactoa bUsoadoe oon la medlda1 as deolr la rehabl!ltaolón de la vfctlma. tarnblán se alcanza con 
la reparación Interna. En cuanto a laa medldaá da aatlafaoolón, al Estado sefialó qua el Consejo de Estado está avanzando en 
el reconocimiento en especie de este aspecto pero que hay qué rGconoceJ que también la eentenoia lntema es ·una forma de 
reparación y en cuanto a las medidas de no repetición, sef'laló que lntemamente, Independiente de que aaat'l ordenadas por Eil 
Ctmsejo da Estado, pueden estar representadas en polftioas póbllcas, proyaotos de lev 6 lnc:lus<l la lnvoetlgaclón panal. 
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Stephanny Beltrán Navarrete (hija) 
Dayana Beltrán Navarrete (hija) . 
Biblana Karlne Beltrán Navarrete {hija) 
Evelyn Beltrán Navarrete {hija) 
l-léctor Jaime Beltrán Parra (padre) 
Clara Patricia Beltrán Fuentes (hermana) 
Nidia Amanda Beltrán Fuentes (hermana) 
Josá Antonio Beltrán Fuentes {hermano) 
Mario Beltrán Fuentes (hermano) 

Ana Marra Castlblanco Torres Raúl Oswaldo Lozano Castlblanco (hijo) 
Marra Inés Castiblanco Torres (hermana) 

12079 Norma Constanza Esguerra Elvlra Forero da Esguerra (madre) . 
Forero Debora Anava Esguerra (hlia) 

11600 Irme Franco Pineda Ellzabeth Franco Pinada (hermana) 
Lucrecia Franco Pineda (hermana) 
Pedro Hermlzul Franco Pinada (hermano) 
Maria del Socorro Franco Pineda (hermana) · 
Marra Eufemla Franco Pineda (hermana) 
Mercedes Franco Pineda (hermana) 
Jor~e Franco Pineda (hermano) 

9471 Carlos Horaclo Urán Rojas Ana Maria Bldegaln Greislng de Urán {esposa) 
Anahr Urán Bldegaln (hija) 
Helena Marra Janalna Urán Bldegaln (hija) 
Maire Clarisa Urán Bidegaln (hija) 
Xlomara Urán Bldegaln (hija) 

102. Asimismo, el Estado sostiene qua se encuentran an curso tres procesos contencioso 
administrativos de reparación directa Iniciados por otros familiares de Héctor Jaime ·Beltrán, Ana 
Maria Castlblanco Torres y Gloria Anzola. 

103. En los distintos fallos, la jurisdicción contencioso administrativa concluyó que exist[a 
responsabilidad administrativa del Estado, al no conocerse el. paradero de algunas personas tras el 
ataque del M-l9 af Palacio de Justicia y al operativo de recuperación qua realizaron las Fuerzas 
Armadas. Sin embargo, alega que ninguno de los fallos endilga responsabilidad estatal por la 
presunta actuación particular de uno da sus agentes, ni mucho menos qua se configure el fenómeno 
de la desaparición forzada. 

1 04. El Estado sostiene que los distintos fallos del Consejo de Estado coinciden en afirmar 
que la responsabilidad contencioso administrativa se sustenta an: l. la falta da cumplimiento 
adecuado de las labores de custodia y vigilancia del f'alaclo de Justicia el 6 de noviembre de 1985; 
il. el manejo desorganizado de los rehenes rescatados por parte de las Fuerzas Militaras y ili. El 
levantamiento de los cadáveres da forma antltéonica, Indica que los fallos señalaron qua dlc~as 
circunstancias producen que a la tacha no se tenga noticia del paradero de las siguientes personas o 
de sus restos mortales, a saber Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarrn Cortés, 
David Suspas Cells, Bernardo Beltr~n Hemández, Héator Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stalla 
llzarazo Flgueroa y Luz Mary Portela León, quienes eran empleados de la caieterla del Palacio, asr 
como de Norma Constanza ~sguerra a lrma Franco Pineda. 

105. En vista de lo anterior, el Estado solicita a la Comisión que declare inadmisible la 
petición, al menos en lo relativo a la reparación monetaria, toda vez que alega que los peticionarlos 
pretenden utilizar a la Comisión como una cuarta Instancia. 
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106. Finalmente, el Estado reitera su solicitud manifestada en diversos escritos da separar 
la admisibilidad y al fondo del asunto a fin de garantizar la seguridad )urfd!oa y surtir debidamente Jos 
elementos del debate· de la petición. En vista de lo anterior, el Estado solicita a la Comisión "emitir 
un Informe de admisibilidad en el que se delimite da una ve~ por todas el objeto de la petición, 
lnoluldos los supuestos hechos, derechos alegados y las presuntas vfctlmas debidamente 
Identificadas". 

107. En cuanto a las observaciones con relación al tondo del caso, en un primar momento 
al Estado alegó que se vela Imposibilitado para pronunciarse sobre el fondo del asunto en tanto que 
la Comisión determine -por el medio que considere adecuado- los presuntos hechos, las supuestas 
vfctlmas determinadas y el reclamo de los peticionarlos. Posteriormente, Indicó que si la Comisión 
desestima los argumentos del Estado y decide adelantarse en el estudio del fondo, solicitaba que 
ésta no profiera el Informe a que se refiere el artrculo 50 da la ConveMión "hasta ·tanto le brinde al 
Estado la oportunidad de presentar sus alegatos de defensa sobre el fondo del asunto, para lo cual, 
entonces, solicita se le conceda un término razonable, previo sef\alamieJ~to escrito de la H. Comisión 
respecto de cuáles serian los hechos, derechos y las presuntas v!ctlmas sobre las cuales se centrarla 
el debate", 

108. Finalmente, en cuanto· a los alegatos de los peticionarlos rele\ivos a la presunta 
exlstencia de presiones Indebidas en el relevo de la Fiscal Cuarta Delegada ante la Corte Suprema de 
Justicia, Ángela Maria Bultrago, de sus funciones, el Estado alega que dichos hechos no tienen 
ninguna cone¡clón con al presente caso por lo que solicita a la Comisión que los excluya. 

IV. ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD 

A. Competencia 

109. Los peticionarios se encuentran facultadns, en principio, por el articulo 44 de la 
Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición aeAsla como 
presuntas vfctlmas a personas Individuales, respecto de quien el Estado colombiano se comprometió 
a rssp~>tar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente 
al Estado, la Comisión seftala qua Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde 
el 31 do julio de 1973, fecha an qua depositó su Instrumento da ratificación. Por lo tanto, la 
Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición: 

11 O. Corresponde señalar que el Estado alega que únicamente conslderanl como hechos y 
en consecuencia presuntas vfctlmas del caso a aquellos en los cuales existen coincidencias entra la 
petición Inicial y el escrito de 1 O de julio de 2008, es decir a la determinación del paradero de Carlos 
Augusto Rodríguez Vera, Cristina del Pilar Guar!n Cortés, David Suspes Celis, Bernardo Beltrán 
Hernández, Héctor Jaime 13eltrán Fuentes, Gloria Stella Uzarazo, Luz Mary Portela León, Norma 
Constanza Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de Arias, Gloria Anzola de Lanao e lrma Franco Pineda. 
En el presente caso, los hechos rslaclonados con las alegadas presuntas vfctlmas Carlos Augusto 
Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Beltrán Hernández, 
Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Llzerazo, Luz Mary Portala León, Norma Constanza 
Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, lrma Franco Pinada, Ana Rosa 
Castlblanco Torres, Carlos Horacio Urán Rojas, Yolanda Ernestlna Santodomlngo Alberlcol, Eduardo 
Matson Osplno, Orlando Quljano y José VIcente Rubiano Galvis han sido de conocimiento· del Estado 
a lo largo del trfimite con lo cual el Estado ha contado con amplias oportunidades para 
controvertir! os y la Comisión consideraré los alegatos relativos a cada uno de ellos. 

111. Asimismo, .Ja Comisión tle11e competencia retione /oci para conocer la petición, por 
cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que 
habrfan tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado. La Comisión 
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tiene competencia ratione temporls por cuanto la obligación da respetar y garantizar los derechos 
protegidos en la Convención Americana ya se eMontraba en vigor para el Estado en la techa en que 
habrlan ocurrido los hechos alegados en la petición, 

112.. Por otra parte, la Convención lnteramerlcana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
entró en vigencia para Colombia el 19 da snero de 1999, es decir con posterioridad a los hechos 
materia del reclamo. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión tiene competencia rat/one temporfs 
para aplicar la Convención lnteramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura en lo que se refiere a 
la obligación de Investigar y sancionar los presuntos hechos de tortura 'y la presunta denegación de 
justicia por los hechos ocurridos con posterioridad a su ratificación, debido a que la denegación de 
justicia constituye una presunta violación que se extenderfa en el tiempo. La Comisión observa 
tamblél1 qua la Convención lnteramericana sobra Desaparición Forzada de Personas entró en 
vigencia para Colombia el 12 de abril de 2005, techa en que depositó su Instrumento de ratificación. 
Por lo tanto, la CIOH tiene competencia ratlone temporis respecto de la obligación contemplada en 
su articulo 1, en virtud de la naturaleza continuada de la alegada falta de esclarecimiento del delito 
de desaparición forzada que se denuncia. 

113. Finalmente, la Comisión tiene competencia retiene materiee, porque en la petición se 
denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

B. Requisitos da admisibilidad 

1. Agotamiento de los recursos internos 

114. El articulo 46.1.a de la Convención Americana exige al previo agotamiento de los 
recursos disponibles en la jurisdicción interna canforme a los principios de derecho Internacional 
genaralmonte reconocidos, como requisito pera la admisión de reclamos sobre la presunta violación 
de la Convención Americana. 

115. El artfculo 46.2 de la Convención prevé qua al requisito de previo agotamiento da los 
recursos Internos no resulta aplicable cuando: 

a) no exista eh la legislación interna dal Estado de ql!e se trata al debido pt'oceso legal 
para la proter::clól'l del derecho o derechos que se alega han sido violados; 

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acoaao a los recursos a 
la jurisdicción Interna, o haya sido Impedido de agotarlos, y 

e) haya raten;to Injustificado en la decisión sobre los mencionados- recursos. 

Sogón lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corta lntaramarlcana, toda 
vez qua un Estado alaga la falta da agotamiento de los recursos internos por parte de los 
peticionarlos, tiene la carga da Identificar cuales serian los recu1·sos a agotarse y demostrar que los 
reoursos qua no han sido agotados resultan •adecuados• para subsanar la violación alegada, vale 
daclr que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho Interno es idónea para proteger 
la situación ]urldlca Infringida". 

116. Los peticionarlos alegan en sfntesls que resulta aplicable la excepción prevista en al 
articulo 46.2.c en vista da que las autoridades tardaron más da 20 años de ocurridos los hechos 
para Iniciar una Investigación seria que aún se encuentra en curso, lo cual reiteró no significa qua 
aquél haya actuado acorde con los estándares da debida diligencia. Además, alegan que hasta el 
momento no se ha establecido la responsabilidad penal definitiva de ninguna persona. 

18 Artrculo 31(3) del Reglamento de la Cómlslóh. Vt'lr también Corte .I.D.H., Caso Vs/Bsquoz Rodrfguez, Sentencia 
del 29 de Julio da 1988, párrMo 64. 
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111. Por su parte, el Estado alaga que en razón del carácter de medio de la obligación de 
investigar, juzgar y, si es del caso, sancionar a los responsables, y da la excesiva complejidad del 
caso, el plazo de los procesos penales no puede ser se~alado como Irrazonable. Alega que la 
determinación de la existencia o no de un plazo razonable, debe analizarse teniendo en cuenta las 
caracterlstlcas de cada caso en particular, toda vez qua los elementos que la jurlsprudáncla ha 
establecido para determinar la existencia o no de dicho requisito, asf lo exigen. Alega que en los casos 
presentados anta la Corte lnteramerlcana da Derechos Humanos el contexto histórico, social y 
polltlco de los pafses ·o da una reglón ha sido un factor .relevante para la evaluación del cumplimiento 
de las obligaciones de. los Estados partas por lo que considera Importante mencionar los eventos 
históricos en los qua ss desarrolló la toma del Palacio de Justicia. 

118. Concretamente, senala que los procesos se han enmarcado en dos fases hlstórlco
lagls!stlvas. La primera tase fue la relativa a aquellos procedin1lentos realizados antes de la reforma 
penal del año 2000 que consagró el delito de desa'parlción forzada. El Estado sostiene qua la ausencia 
<le tipificación hizo que los procesos de catalogación de los hechos fueran complejos y, si bien reconoce 
que aquello constituyó un grave obstllculo que dificultó el accionar judicial, ello no impidió que los 
hechos fueran Investigados con las herramientas legislativas existentes. Alega que la segunda fase fua 
la relativa a los procesos adelantados con posterioridad a la tipificación del delito de desaparición en el 
afio 2000 y la ratificación de la Convención lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas en 
2006 y que dieron lugar a obligaciones por parte del Estado que a la fecha se han cumplido sin dilación y 
de oficio por parte d.e las autoridades. Al respecto, alega que a partir de 2001 se Inició una Investigación 
penal, que los peticionarios han señalado oomo "seria", y que "hoy contiene todas las garantfas del 
debido proceso legal". En vista de lo anterior, sostiene que la reactivación de las Investigaciones penales 
demuestra que la actitud de los funcionarios eststales se ha enmarcado en acciones Idóneas y efeotivas. 

119. Asimismo, alega que el análisis del plazo razonable debe tener en cuenta las acciones de 
contribución a la búsqueda de la verdad que ha llevado a cabo la jurisdicción contencioso administrativa. 
Al respecto, el Estado sostiene que si bien la reparación no debe consistir únicamente en el pago de 
la indemnización, tampoco se puado desconocer que en el marco del presente caso dichas acciones 
han sido adecuadas. En conclusión, al Estado sostiene que 24 aftos ocho meses, dimensionados a 
la luz del contexto del caso, se enmarcan dentro de un plazo razonable (ver supra III.B Posición del 
Estado). Adicionalmente, el Estado sostiene que los alegatos relativos a Cristina del Pilar Guarfn 
Cortés, Bernardo Beltrán Hernándaz, Luz Mary Portela León, Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Gloria 
Stella Uzarazo Flgueroa, David Suspes Celis, Héctor Jaime Beltrán Fue11tes, An.a Marra Castlblanco 
Torras, Norma Constanza Esguerra Forero, lrma Franco Pineda, Carlos Horacio Urán Rojas y Gloria 
Isabel Anzola han estado debidamente reaualtos en el marco da los procesos oonte11closo 
administrativos. 

120. En vista de las alegaciones de las partes, corresponda en primer término, aclarar 
cullles son los recursos l11ternos que deban ser agotados en un caso corno el presente, a la luz de la 
jurisprudencia del sistema Interamericano. Los precedentes establecidos pot· la Comisión seftalan 
qua toda vez qua se cometa un presunto delito persegulbla de oficio, el Estado tiene la obligación de 
promover e Impulsar al proceso penal" y que, an esos casos, ésta constituye la vla idónea para 
esclarecer los hachos, juzgar a los responsables y establecer las sanolones penales 
correspondientes, además da posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario. La Comisión 
observa que los hechos expuestos por los peticionarios con relación a la alagada desaparición de 
Carlos Augusto Rodrfguez Vara, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspes Celia, Bernardo 
Beltrán Hernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela León, Ana 

111 CIDH, Informe No. 99/09, rt't!olón 12.336, Gustavo Gira/do Vllfamlzar Durán, Colombia. 29 de octubre de 2009, 
párr. 33. 
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Rosa Castlblanco, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de Arias, Gloria Anzola de 
Lanao e Irme Franco Pineda; la alegada desaparición y posterior ejecución del Magistrado Carlos 
Horaclo Urán Rojas; y la alegada detención y tortura de Yolanda Ernestlna Santodomlngo Albarlcci, 
Orlando Quljano, José Vicente Rublano Galvls y Eduardo Matson Ospino se traducen en la 
legislación Interna en conductas delictivas persegulbles de oficio cuya Investigación y juzgamiento 
deben ser Impulsadas por el Estado mismo. 

121. La Comisión observa que han transcurrido más de 26 años de ocurridas loe hechos 
materia del reclamo y aún no se habrla establecido la condene definitiva de ninguna persona por la 
desaparición de doce personas y las demás Investigaciones se encuentran en etapa de Investigación. 
Al respecto, la Comisión observa que, como regla general, una Investigación penal. debe reanzarse 
prontamente para proteger los Intereses de las vlctl mas, preservar la prueba e Incluso salvaguardar 
los derechos de toda persona que en el contexto de la Investigación sea considerada sospechosa. 
Según ha señalado la Corte lnteramerlcana, si bien toda Investigación penal debe cumplir con una 
serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe .conducir 
a que la actuación internacional en auxilio de las vfctimas se detenga o se demora hasta la 
inutllldad20• 

122. Asimismo, corresponde indicar que durante nueve ai\os (1985 - 1994) se adelantó 
una Investigación en la justicia penal militar que culminó con una resolución de cesación da 
procedimiento. Al respecto, la Comisión se ha pronunciado en forma reiterada en al sentido de que 
la jurisdicción militar no constituye un foro apropiado y por lo tanto no brinde un recurso adecuado 
para investigar, juzgar y sancionar violaciones a los derechos humanos consagrados en la 
Convención Americana, presuntamente cometidas por mlembt·os de la Fuerza Pdblica21

• Asimismo, 
la Corte lnteramarlcana ha confirmado que la justicia penal militar sólo constituye un ámbito 
adecuado para juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza 
atenten contra bienes jurfdicos propios del orden mllltar22

• El procesamiento ante la justicia militar 

2° Corte I.D.H., Caso \lelásquaz Rodllguez Vs. Honduras. Exoepolonas Preliminares, SentenoiB de 26 da junio da 
1987. Sarla C No. '1, párr. 93 .. 

u Var, entre otros, CIDH, Informe No. 47/08, Petición 864-015, Admlslbll!dad, Luis Gonzalo "'Richard11 Wlaz 
Restf'8po y FQm/HaJ ColomPie, 24 de juiJIJ dij 2008, párr. 74. Ver también, CIDH, Informe No. 1/94, C~so 10.473, Álvaro 
Garoés Parra y otros, Colombia, 111 de febrero de 1994, Comddarandq 4{f): CIDH, Informe No. 2/94, Caso 10.912, Pedro 
Miguel Gonztilez Martfnez y otrQS, Colombia, 1° de febrero de 1984, Considerando 4(e); CIDH, Informe No. 115/98, Caso No, 
11.01 O, Hildegard Maria Feldman, Colombia1 13 de septiembre de 1996, Considerando D{3l~ la Comisión sef\aló que "[.ul en 
.un pafs en donde, por mandato da la l.ay, cuando los heohos constltuyen una vlolf.lCI6n a los derechos human~Js y son atribuidos t1 

mllltar(;)s (:In función dsl SeNiolo, las Investigaciones judiciales deben ser realizadas por el Instituto militar oue~tlonado, resulta 
sintomático, aunque explicable, el que esta jurisdicción casi alampre se nlegpe a reconocer las evidencias acusadoras y exonere de 
responsabilidad a los mUltares implicados, con lo que atenta contra si eEiclaraclmlento de la verdad y el castigo de los autores, 
como en el presenta caso, configurándose aEir un heoho grave que afecta directamente al dereoho a la justicia que les asiste a las 
v(ctlmas y a sus familiares'\ Et:J el mismo sentido ver CIOH 1 Informe No. 43/08, Caso 12.009, Fondo, Leydi Dayán Stmohez, 
Colombia. 23 de julio da 2008, párr. 77. Var tflmblén: ClDH, Taroer Informe aobrs la SH:uáoión de los Derechos Humanos on 
Colombia (1999), págs. 176 a 186; Segundo lntorme t,~obra In Sltul'ló!ón de los Peroohos Humanos en Colombia (1993}, pág, 
237 donde la Comisión sacftaló que 11[l]os tribunales militaras no garantizan la VIgencia del derecho a obtener justicia, YEJ que 
carecen de lndspandencla, que e.s un requ!slto ·báslao para la existencia de aste derecho. Además, en las sentencias que han 
dictado han puesto da manifiesto pronunciada parcialidad, pues con frecuencia se han abstenido de Imponer sanalonea a loa 
mlembri)S. da las fuarzaa da Mgurldad que, probadamenta, han partlolpedo en graves violaciones de dereohos humanOs"! Y el 
lnforme sobra la Situación de los DorllOhos Humanos en Colombia (1981) donde !a Comisión sefialó que .sa habfa nampliado la 
competencia de la justlo!a militar para odEicrlblrle el oonoc!mlento de un nómmro de delitos que, a juicio ds 1~ Comisión, 
convendrfa que fueran decididos por la justicia ordinaria que· ofreoe mayores garanilaa prooesalÉ:ia an ordan al debido 
proooso", 

22 Ver, entra otros, Cortel.D.H., Caso Durand y Ugarte Vs_ Perú_ Sentencia del 16 de agosto de 2000. Serie C No. 
68, párr. 117¡ Corte LD.H., Ceso de la Masacra de Pueblo Sello Vs. Colombia. Sentencie de 31 de anaro de 2006. Serie C 
No, 140, párr. 1·89.; Corte l.D.H., Caso PalamarB Idbame Vs C/J'IIe, Sentencia de 26 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, 
párr. 124: Corte I.D.H., Casa de la Masacre de Mapirip8n Vs. Colombia. Sentencie da 15 de septiembre de 2006. Serie C No, 
134, párr. 202: y Corte I.D.H., CtJso Lorf Derenson Mejfa Vs. PiJrú, Sentencia de 25 de no'\llembre de 20041 Sarlu C No. 119, 
142, 
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de miembros del la Fuerza Pública presuntamente Involucrados en los hechos del presenta caso, no 
constituye un remedio adecuado para esclarecer su responsabllldad en las violaciones denunciadas, 
en los términos del artfculo 46.1 de la Convención Americana. 

12.3. Aunado a lo anterior, corresponda señalar que sólo fue hasta el año 2001 que a 
solicitud de los familiares de las personas presuntamente desparecidas, se Inició una Investigación 
en la Flscalfa General de la Nación que a la fecha cuenta con dos eentenclas condenatorias en 
primera Instancia proferidas en 2.009 y 2011, Además, corresponde seftalar que con relación e la 
presunta desaparición y posterior ejeouolón del Magistrado Carlos Horacio Urán Rojas; y la presunta 
detención y tortura de Yolanda Ernestina Santodomlngo Albarico!, Orlando Quljano, José Vicente 
Rubiano Galvls y Eduardo Matson Ospino, los procesos se encuentran aún en etapa de 
investigación. 

124. La CIDH observa que las caracterfsticas del caso y el .contexto en que ocurrieron los 
hechos en efecto podrran presentar elementos de complejidad, sin embargo tambilm observa que el 
lapso transcurrido desde los hachos es de más de 25 años. Por lo tanto, la Comisión considera que 
resulta apllcable la excepción prevista en el artfculo 46.2.c de la Convención Americana, respecto 
del retardo en el desarrollo del proceso penal Interno, por lo cual el requisito en materia da 
agotamiento de recursos Internos no resulta exigible. 

126. En cuanto a ·los procesos ante la jurisdicción contencioso administrativa, la Comisión 
ha sostenido reiteradamente" que dicha vfa no constituye un recurso Idóneo a efectos de analizar la 
admisibilidad de un reclamo de la naturaleza del presente ante la Comisión. Concretamente, la 
Comisión ha sef\alado que el contencioso administrativo es un mecanismo que procura la 
supervisión da la actividad administrativa del Estado y que únicamente permita obtener una 
indemnización por dafíos y perjuicios causados por la acción u omisión de agentes del Estado. Al 
respecto, la Corte lnteramerlcana ha estimado que "la reparación integral de una violación a un 
derecho protegido por la Convención no puede ser reducida al pago de compensación a los 
familiares de la vfctima"". 

126. La Invocación de les excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos 
previstas en el artfculo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación 
de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantfas de acceso a 
la justicia. Sin embargo, el artfculo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido 
autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación des! les 
excepciones a la regla da agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en 
cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que 
depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible 
violación de los artfculos !3 y 26 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que 
impidieron el agotamiento de los recursos Internos serán analizados en el fondo de la controversia, a 
fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana. · 

2. Plazo da presentación de la petición 

23 Ver1 entre otros, CIDH1 lnforme No. 15196, Caso No. 11.01 O, Hlldegard Maria Feldman, Colombia, 13 de 
septiembre de 1995; CIDH, Informe N° 61199, Caso 11.519, José Alaxls Fuente& Guerrero y ottos, Colombia, 13 de abril de 
1999, párt. 61¡ CIDH1 Informa N° 43/02, Petlolón 12.009,·Leydl Dayán Sánchez, Colombia, 9 da ootubre de 2002, párr. 22] 
y CIDK. Informa No. 74/07, PE!tlc-lón 1136/03, Adml!ilbllldad, José Antonio Romero C¡uz y otros. 16 de octubre da 2007. 
pórr. 34. 

24 Ver, entre otros, Corte I.D.H., Caso de fa Mas-acre d~ Mf(p/rlplm Vs. Colombia. Fondo, Reperaoionos y Costus. 
Sentencia de 15 da septiembre de 2005, Serie C No. 134, pt'lrr. 21 O. 
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127. La Convención Americana establece qua para qua una petición resulte admisible por 
la Comisión se requeriré que sea presentada ·dentro del plazo de seis meses a partir da la fecha en 
que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. En el reclamo bajo análisis, 
la CIDH ha establecido la aplicación de la excepción al agotamiento de ·los recursos Internos 
conforme al articulo 46.2.c de la ·convención Americana. Al respecto, el articulo 32 del Reglamento 
de la Comisión establece qua en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo 
agotamiento de los recursos Internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo r.azonable, e 
criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la 
presunta violación de Jos d'erechos y las circunstancias de cada caso, 

128. En el presente caso, la petición fue recibida en diciembre de 1990 y los hechos 
matar!~;~ del reclamo se Iniciaron el 6 y 7 de noviembre de 19135 y sus presuntos efectos en términos 
de la alagada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presenta. Por lo tanto, en 
vista del contexto y las caractaristlcas del presente caso, as[ como el hecho de que transcurridos 
más de 25 años desda ocurridos los hachos únicamente se han alcanzado dos condenas en primera 
instancia y aún cursan procesos en etapa preliminar y en etapa de juicio, la Comisión considera que 
la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito 
de admisibilidad referente al plazo de presentación. 

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional 

129. No surge del expediente que la materia de la petición se ·encuentre pendiente de ot1·o 
procedimiento da arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por ésta u otro 
órgano Internacional, Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en Jos 
articulas 46.1.c y 47.d de la Convención. 

4. Caracterización de los hechos alegados 

130. NI la Convención Americana ni al Reglamento de la CiDH exigen al peticionarlo 
Identificar Jos derechos especificas que se alagan violados por parte del Estado en al asunto 
sometido a la Comisión, aunque los peticionarlos pueden hacerlo. Corresponda a la Comisión, con 
base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición 
da los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y pod1-fa establecerse su violación si los 
hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. 

131. Asl, en vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la 
naturah'<Za del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión considera qua las alegaciones de los 
peticionarlos sobre la presunta responsabilidad del Estado en la desaparición de Carlos Augusto 
Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarln Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Beltrán Hernández, 
Héctor Jaime Beltrán FLientes, Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza 
Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de Arias, Gloria Anzola de Lanoo e lrma Franco Pineda podrian 
caracterizar posibles violaciones a Jos derechos a la vida, la Integridad personal y la libertad personal 
protegidos en los artlculos 4.1, 6 y 7 de la Convención Americana en conexión con el articulo 1.1 
del mismo Tratado, y en relación con los artroulos l.a y XI de la Convención 111toramerioana sobre 
Desaparición Fo.rzada de Personas. 

132, En cuanto a los alegatos referidos a la presunta responsabilidad del Estado en la 
desaparición de Ana Rosa Castlblanco Torres en los hechos del 6 y 7 de noviembre de 1986 hasta 
la Identificación de sus restos el 17 de julio de 2001, Jos cuales fueron posteriormente entregados a 
sus familiares el 26 de julio de 2004, la Comisión considera que podrran caracterizar posibles 
violaciones a los derechos a la vida, la integridad personal y la libertad personal protegidos en los 
articulas 4.1, 5 y 7 de la Convención Americana en conexión con el articulo 1.1 del mismo Tratado, 
y en relación con los artrculos·J.a y XI de la Convención lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada 
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de Personas. Asimismo, la Comisión considera que los alegatos referidos al hecho de que Carlos 
Horaclo Urán Rojas habria salido con vida del Palacio da Justicia, tras lo cual habrfa sido ejecutado 
podrlan caracterizar violaciones de los derechos a la vida, la Integridad personal y la libertad personal 
protegidos en los artfoulos 4.1, 6 y 7 da la Convención Americana en conexión con al articulo 1.1 
del mismo Tratado y en relación con los articules !.a y XI de la Convención lnteramarlcana sobre 
Desaparición Forzada de Personas. 

133. Asimismo, corresponde a la Comisión establecer la eventual responsabilidad del 
Estado por la presunta violación del derecho al reconocimiento de la personalidad jurldlca protegido 
en el articulo 3 de la Convención Americana en conexión con el articulo 1.1 del mismo Tratado. 

134. La Comisión considera también que los alegatos referidos a la presunta detención 
arbitrarla y posterior tortura de Yolanda Ernestina Santodomingo Alberlcoi, Orlando Qul)ano, José 
Vicente Rubiano Galvls y Eduardo Matson Osplno podrfan caracterizar violaciones a los derechos a la 
Integridad personal y la libertad personal protegidos en los artfculos 5 y 7 de la Convención 
Americana en conexión con el artrculo 1.1 del mismo Tratado. 

135. Asimismo, la Comisión considera que las alegaciones de los peticionarlos sobre el 
alcance de la presunta responsabllldad estatal respecto de la falta de esclarecimiento judicial da Jos 
hachos relacionados non las 17 victlmas directas del caso podrfan caracterizar posibles violaciones a 
los derechos a las garantfas )udlciales, y la protección judicial protegidos en los articulas 8 y 25 en 
concordancia con el articulo 1.1 de la Convención Americana, el articulo l.b de la Convención 
Jnteramerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas y los articulas 6 y 8, y el articulo 1 de la 
Convención Interamericano para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

136. Asimismo, corresponde a la Comisión analizar en el fondo la posible responsabilidad 
.del Estado bajo los ·estándares del articulo 2 de la Convención Americana en vista de la ausencia de 
tipificación, hasta la reforma penal del año 2000, del delito de desaparición forzada. 

137. Finalmente, la Comisión considera qua las alegaciones relativas al profundo pesar y 
angustia que habrian padecido los familiares de las presuntas vfotimas como consecuencia directa 
de las circunstancias de las desapariciones, muerte y torturas de sus seras queridos, asi como por la 
falta de esclarecimiento judicial de los hechos podrfan caracterizar la violación del derecho a la 
Integridad personal protegido en el articulo 5 de la Convencl611 America11a en conexión con el 
articulo 1.1 del mismo Tratado en pe~ulnlo de los familiares de las presuntas vfctlmas. 

V. ANÁLISIS SOBRE EL FONDO 

A. Consideraciones previas 

138. Corresponde selíalar que a partir da la adopción de sus reformas reglamentarias en el 
año 2001 y la definición de las etapas de admisibilidad y fondo con los in·formas respectivos, la 
CIDH tomó en cuenta la posibilidad de combinar la admisibilidad y el fondo en aquellos casos non 
una tramitación extensa. Asf, el artrculo 37.3 (ahora 36.3) del Reglamento de la Comisión he sido 
aplicado en éste y otros casos, en virtud del transcurso del tiempo y la oportunidad de las partes de 
sustanciar sus argumentos en el proceso contradictorio. Al respecto, 1• Comisión precisa que 
inicialmente, en el año 1991, el Estado presentó Información sobre admisibilidad y 'fondo del asunto, 
sin embargo, a partir del a~o 201 O se abstuvo de pi'Onunoiarse respecto al fondo con el alegato de 
que la acumulación de la admisibilidad con el fondo pone en riesgo la seguridad jurfdlca y el principio 
del contradlcturio de las partes. La Comisión observa que, da conformidad con los principios de 
seguridad jurfdica y del contradictorio de las partes, el Estado ha tenido, desde la apertura a trámite 
da la petición, y posteriormente tras .la aplicación del articulo 37.3 (ahora 36.3) del Reglamento de 
la Comisión, amplias oportunidades para sustanciar sus argumentos como efectivamente lo hizo en 
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numerosas oportunidades corno consta supra en la Saoolón 11 {Trámite ante la Comisión) del 
presente 1 nforrne. 

139. En cuanto a la valoración de la prueba, corresponda saftalar qua la Comisión, en 
aplicación del fll'tfculo 43.1 de su Reglamento, examinará los alegatos y las pruebas suministradas 
por las partes, asf como la Información obtenida durante las audiencias sobre al presenta caso 
realizadas en el 1 08' y 138' periodo da ·sesiones de la CIDH. Asimismo, tendrá en cuenta 
Información <le público conocimiento". En particular, la CIDH tomará en cuanta al Informa Final de 
la ·comisión de la Verdad sobra los Hachos del Palacio de Justicia presentado el 17.de diciembre de 
2009. La Comisión de la Verdad fue creada a iniciativa de la Corte Suprema de Justicia en el 
vigésimo aniversario de los hechos del Palacio con la "finalidad de construir la mamarla histórica y 
aportar a la satisfacción del derecho a la verdad da las vlctlmas y la sociedad colombiana ". La 
Comisión estuvo Integrada por tres ax presldantes de la Corta Supretna de Justicia, Jorge An!bal 
Gómez Gallego, José Roberto Herrara Vergara y Nalson Plnlila Plnllla'•. 

B. Hechos probados 

1. Contexto 

140. El M·19 surgió tras- lo qua se ha considerado históricamente -fraude electoral, en 
las elecciones presidenciales del 19 da abril de 1970. Desda sus inicios el M-19 "" caracterizó por 
desarrollar actos qua les aseguraran gran despliegue perlodfstlco y reconocimiento como 
bienhechores da la sociedad, sin embargo durante el mandato del Presidente Julio César Turbay 
Ayala ( 1978 - 19821 el grupo guerrillero propinó contra la administración ataques de una 
envergadura tal qua suscitaron en las autoridades un deseo desmedido de represlón 27, 

141, Tras un accl'dentado proceso de paz, el 24 ,de agosto de 1984 el M-19 suscribió un 
pacto de cese al fuego con el Gobierno, el cual entró en vigor el 30 de agosto de 198426• Tras una 

26 ~lllrtfoulo 43!11 d~l Reglamento de la CIDH establece que 11[1Ja Ctlmlalón deHbernró .sobra al tondo del caso, a cuyo 
efeoto prepararli un h'•tormo on el cual examinará los elegatos, las pruGbas suministradas por las partes, y la Información obtenida 
durante audlenolas y observaciones Jn loco. Asimismo, la Comisión podrá tener en cuenta otra lntormaolón de pLib!loo 
oonoclmlanto". 

2ll Ver http://www.verdadoalaclo.org.oo/, 

'rl Durante el gobierno de Julio César Turbay Ayala el M-19 perpetró actos oomo el hurto de 5000 armas a través 
da lR1 túnel QUEi' conduela al Cantón Norte del E:jéroito Naolona! a! 31 de diciembre de 1978 y la toma de la Embajada de 
República Dominicana el 27 da febrero de 1980, Cabe señalar que durante su vlsitu ln taco dA abril de 19BO, la Comisión 
lntoromerioann de Derechos H1,1manos participó en la solución del p1·oblama plantG.Eido con motivo da la toma de la Embajada de la 
Repllbnea Dominicano. Asr, a partir del 22 de llbrU de 1980 la CIDH vls1t6 an. reiteradas opbrtunldadeR la sede d~ la Embajada 
de f¡epóbllca Dominicana¡ se entrevistó con el Prasldente da la Repáb!lca, el Ministro de Relaciones Exterloms y otras 
autoridades colombianas; y sostuvo sucesivos diálogos con los ln1egrantes del comando guarr111ero y oon los rehenes. 

_Aslmlsmo, las nagoolac:!ones entre los Gobiernos de Colombia y Estados Unidos (EE.UU.) que clllml\"'aron en Waahlngton el 
14 de saptiambra da 1979 con la auaorlpcl6n dé dos tratados bilaterales reJaolonadoa con la extradición de nacionales 
acusados de narootréfioo y delitos. conexos, culminaron oon la adopción de la Ley 27 da 1980 en 1~;~ qua se dispuso que los 
magistrados de lo Sall¡ ~ena1 de la Corte Suprema de Justicia se enoargarfan de estudiar las solicitudes de axtradlción 
presentadas por el Gobierno de EE.UU. Anexo 2. Juzgado 61 Penal del Circuito ·de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 
2009-0203, págs. 112 ~ 115. Anexo al esorlto de los peticionarlos <le 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH al 26 d~ 
mayo de· 2011. Ver también Anex(} S. C\DH, lnfonna sobre la Situación de los Derechos Humanos en la Rept'ibllol.l de 
Colotnbla, OEA/Sar.UV/11.63, doc-. 22, 30 de junio ds 1981, t~partEJdo C. La Comisión y la solución del ptoblema planteado 
por la tornfl. da la Embajaóa Domhlcana, disponible en: 
http:l/www.cldh.oas.om/countryrep/Colombla81sp/lntroduoclon.htm#C.%20%20%20%20%20%20%20%20La%20Comisl 
ón%20V%20ia%20soluclón%20del%20problema%20planteado%20por%201a%20toma%20de%201a%20Embalada%20Do 
mlnioana 

26 Anexo 1, Informe Final de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos del Palacio de Justicia, pre-sentado a11V de 
diciembre de 2009, Capftulo 1, páns. 71, 78 y 79, Anexo al escrito de los pet!c:lonarlos de 6 de enero de 201 O recibido s-n la 
CIOH t.li2G dB onaro de 2010. 
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serie de combates entre el M-19 y les Fuerzas Armadas, la firma de un nuevo pacto el 7 de enero de 
1985 que reafirmaba el cese al fuego, y constantes rompimientos del pacto por porte del M-19 y del 
Ejército, al 20 da junio de 1985 el comandante del M-19 Carlos Pizarra Leongómez declaró al 
rompimiento del pacto y anunció la ejecución da accionas ofensivas'"· Lo anterior aunado al 
homiddlo del dirigente del M-19 lván Malino Osplna, al 25 de agosto de 1986 en un asalto militar 
del Ejército Nacional en Cali, culminaron oon las negociaciones de paz". 

142. Para esa época la CSJ y el Consejo de Estado hablan emitido "decisivos 
pronunciamientos [ ... 1 qua marcaban una Independencia da la Rama Judicial frente al Ejecutivo y que 
en varias ocasiones causaron malestar en dlierantes sectores del pafs"81

• Concretamente, la CSJ, a 
través de sus facultades da control da constitucionalidad, declaró la lnexequlbllidad da raformas 
constitucionales realizadas en violación da normas procedlmentales, de normas que pratandfan 
otorgar competencias para al juzgamlento de algunos delitos a la Pollera Nacional; y profirió 
diferentes f¡¡llos que limitaban el alcance de las facultades del Ejecutivo en los astados da sitio y de 
emargencla aconómlca92

• Asimismo, "varios Integrantes de la Corte Suprema de Justicia en 
diferentes escenarios formularon su distanciamiento frente al uso da la Institución del estado de 
sitio, o del juzgamiento de civiles por parte de la justicia penal militar, herramientas amplaadas por el 
Ejecutivo para solventar la dltrcll situación de orden público qua vlvla el pafs""· Dichas "posiciones 
da la Corte Suprema de Justicia generaron fuertes reacciones por parte da la éllta política, hasta el 
grado da caii'Picar sus decisiones como expresiones da una dictadura )udlclal"34• Asimismo, el 
Consejo da Estado también se caracterizó por sus fallos condenatorios en los que se declaraba la 
responsabilidad del Estado por conductas vlolatorias de los derechos humanos cometidas por 
agentes da la Fuerza Públlaa y advierte que dichas sentencias "significaron una profundización del 
riesgo al qua estaban expuestos los miembros de esta alta Corporación { ... ]"36

• 

2. Antecedentes Inmediatos de los hechos del 6 y 7 da noviembre da 1985 

29 Anexo 1. lnf·orme Final da la Comisión de la Verdad sobro los Hechos del Paltwlo do Justicia, preeantndD 01 17 de 
dlolembre de 2009, Copítulo 1, p~rra. 71 - 100. Anexo al escrito de los peticionarios de 6 de enero da 201(1 recibido en la 
CIDI-I el 25 de enero de 2010. 

30 Anexo 2. Jui!gado 61 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2()11, Causa No. 2009~0203, pág. 116. 
Anexo al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo da 2011 recibido en la CJDH el 26 de mayo de 2011, 

81 Anexo 1. Uprlmny, Rodrigo, Rodríguez, César, Garcfa Vl!le¡;Jas, Maurlolo, Ent!'e el protagonismo V la rutina: 
AnáUsls,80aio jCirldico de la justfcle en Colombia. culturas ¡urldlcaa latinas de Europa y América en tiempos de global!zaclón, 
ceord. Por Héctor Flx~Flerro, lawrence M. Frledman, 'Aogello P~rez Perdomo, 2003, pags, 231 ~304 ¡;¡n Informe Final de la 
Comisión de h:!l Verdad sobre los Hechos del Palacio de Justlota, presentado el 17 di'J dlolembra de 2009, Capfhllo 1, párr. 
121. Anexo al esor!to da loa patlolonarlos de 6 de enero de 2010 reolbldo en la CIDH el 26 de enero do 201 O, 

a:a Anaxo 1, Informe Final de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos del Palaolo de Juetlola, presentado el 17 ele 
diciembre de 2009, Cnpftulo 1# párr. 123, Anexo al escrito da Jos petlolomuios de 6 da enero de 201 O raolbldo en la CIDH el 
25 de ansro de 2010. 

33 Anexo 1. Informa FinaL de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos del Palacio de Justlcla, presentado si 17 de 
dlclembre de 2009r Capítulo Ir púr~. 125. Anexo al escrito de le>s peticionarlos de 6 de enero de 201 O reolbldo en la CIDH -al 
25 de enero de 2010. 1 

tM Anexo 1. Informe Final de la Comisión de la Verdfld sobre tos Hechos del Palacio de Justlcla, presentado el 17 de 
diciembre de 2009, Capitulo 1, párr. 124. Ana}{ O al escrito de loa patlcloMrlos de 6 de enero da 201 O recibido en la CIDH el 
2.6 de enero dá 201 O. 

31i Anexo 1. Informe Final de la Comisión da la Verdad sobre los Hachos del Pa.IMio de JustJcla, pri)sentado el 17 da 
dlclembra de 2009, Capitulo 1, párr. 126. Anexo al escrito de los peHclonarlos d!l B de !lnero de 2010 recibido en la ClDH el 
26 de enero da 201 O, 
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143. El Informe de la Comisión de la Verdad destaca tres hechos importantes que califica 
como antecedentes Inmediatos a la toma del Palacio de Justicia por el M"193'. En primer lugar, se 
encuentra el robo de un camión repartidor de leche en el barrio San Martrn de la Loba, al sur oriente 
de Bogotá, el 30 de septiembre de 1985, por parte del M·19. Tras el robo, los miembros del M"19 
se encontraban repartiendo la leche en el barrio cuando la Pollera Nacional acordonó la zona e Inició 
un operativo en al que detuvieron a más de 300 hombres, En ese contexto, los miembros del M"19 
huyeron perseguidos por agentes del Estado y en dicha persecución fueron ejecutados once de sus 
mlembros37• 

144. En segundo lugar, se encuentra al atentado contra al Comandante del Ejérolto, 
General Rafael Samudlo Malina perpetrado el 23 de octubre de 1986, hacia las 8:00AM, cuando se 
dlrlgfa con su escolta al Comando de ·las Fuerzas Armadas. El· ataque par¡>etrado por varios 
miembros del M-19 con ametralladoras, al parecer, tenfa como propósito secuastrar al Comandanta 
del Ejército, quien resultó herido". 

145. En tercer lugar, el Informe destace las amenazas perpetradas contra los Magistrados 
de la Corte Suprema, el Consejo de Estado y sus familiares••. Señala que, desda mediados de 
1985, los Magistrados de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y sus familiares 
recibfen amenazas de muerte de parte de los llamados •extradltahles ", con ocasión de demandas 
Instauradas con el fin de obtener la declaratoria de lnexequibllldad de la Ley 27 de 1980, "por medio 
de la cual se aprueba el Tratado de Extradición entre la República de Colombia y los Estados Unidos 
da América, suscrito al 14 de septiembre de 1979"40 , 

146. Asimismo, la Comisión de la Verdad constató que los Magistrados del Consejo de 
Estado también fueron amenazados, entre otros a través de un escrito titulado "Réquiem para el 
Consejo de Estado", relacionado con la declaratoria de responsabilidad de la Nación " Ministerio .da 
Defensa por los perjuicios causados a lván Lópe~ Botero, Oiga López Jaramlllo de Roldán y su hija la 
niña Oiga Helena Roldán López como consecuencia de las "torturas morales a que fueron sometidos 
y las lesiones psfquicas y corporales causadas a la doctora Oiga López Jaramlllo de Roldán'41 

durante su detención por cerca de dos años en las Instalaciones de la Brigada de Institutos Militares 

36 Anexo 1. lnfotme Final da la Comisión de la Verdad sobre !M Heohos del Pa!aalo de Justlola, presentado al 17 de 
dlolernbre de 2009, Capitulo 111, párrs. t-65. Anexo al escrito de los petlnlonarlos de 6 de enero de 2.010 reolbldo'en la CIDH 
al215 de ('mero de 201 O. 

37 CIDH. lnforme No. 26/97, Caso 11.142, Arturo Rlbón Avllán, Colombia, 30 de septiembre de 1997. Disponible 
en http://www.oldh.oas.org/annuelrap(-g7span/Colomb!a11, 142.htm, 

ao AMxo 1. Informe FinE~! da la Comisión de la VGrdad sobra los Hechos dal Palacio de Justlri]¡¡, presentado el 17 de 
dlolembra de 2909, Caprtulo 111, párrs. 12 y 14. Anexo al esat·lto de !os petlolonarioa cle 6 de enero de 2.01 O rao!bldo en la 
CIDH el25 de enero da 2010.· 

a~~ El Ml'lgiatrado de la Sala Conntltuclonal Manuel Gaona Ct4z, qulen era pona-nte dal examen de constltunionalidad, 
le relató a la Comisión da la Verdad que 1'durnnte los meses pravlos H la toma, partloulsrmantB en octubre de 1985, lauJ 
fnrnllla debió cambiar en varias ooaslones de domlo!llo, reolblan sufragios, amenazas de bombas y casetes que contenlan 
grnbaulonas de las corwer.saclonae da sus hiJos con sus compafteros del colegio, como resultado da Interceptaciones Ilegales 
a uuu comunicaciones u. E.n vista de que la ponencia sobra el examen de oonst!tuoionalldad de la ley e1probatotia del trat!ldo 
de extradtclón debía ser debetlda primero en Sala ConStltut:I{JtHll y luego en Sala Plena, par lo aual todos loa Magistrados de 
Corte debfan adoptar la decisión definitiva: los Mt~glstr.ado.!l de la Sale Penal de la Corte Suprema también er~n objeto de 
constantes amenazaf.l, Anexo 1. Informe Final de la Comlslóri de la Verdad sobrn los Hsohos del Pa\aolo de JUtltlola, 
presentado al 17 de dlclembre da 20p9, Capftulo 111, pftrrs. 20, 24 y 20. Anexo al escrito de los peticionarlos cla 6 de enero 
de ~010 recibido en la CIDH el 215 de enero da 2010, 

40 Anexo 1. Informa Final de la Comisión da !El Verdad sobre loa Har.hos del Pataclo de Justicia, pl'esentado .al 17 de 
dlvla:robra de 2009, Capitulo !JI, párr. 79. Anexo aleso~ltó da·los petlc:lonarlos de 6 de enero d6 2010 recibido en la CIDH el 
25 de enero de 201 O. 

41 Anexo 2. Juzgado 51 Ponal del Circuito de Bogotá, 2.Q de abril de 20·11, Causa No, 2009·0203, pág, 123. 
Anexo ni escrito da los peticionarlos de .1:4 de mayo de 2011 recibido en la CIDH el 25 da mayo ds 2011. 
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(BIM) y otras dependencias oficiales. Oiga López Jaramlllo da Roldán habla sido detenida, 
torturada42 y obligada a declarar contra presuntos miembros del M-19. En su fallo el Consejo de 
Estado ordenó adlclonalmenta enviar coplas a las autoridades competentes para qua se Investigaran 
los delitos y demás violaciones a la Constitución y a la ley qua fueron com'probadaa por el 
Tribunal". El Consejero da Estado Jorge Valencia Arengo, quien además tua ponente del 
mencionado tallo manifestó a la Comisión de la Verdad que aquél fallo causó "un enorme malestar a 
las fuerzas mllltares"44 • 

147. La Comisión de la Verdad del Palacio da Justicia constató qua las autoridades tenlan 
pleno conocimiento de la existencia de las amenazas contra los magistrados de la Corte, asl como 
los factores de riesgo que pesaban sobre ellos46 • 

148. En primer término, en la reunión del Consejo de Seguridad Nacional del 30 da 
septiembre de 1985 se trató el tema da las amenazas que existfan contra los meglstrados en la cual, 
el Director del DAS, General Miguel Maza Márquez, rindió un Informe elaborado por dicho· 
organismo. Asimismo, al Director General da la Poilcla, General Vfctor Delgado Mallarlno, sa~aló 
qua '1os Magistrados en general aceptan lss medidas de protecclón"4' y al Mh1lstro de ·Gobierno 
indicó que se habla convenido "enviar una carta a .la Corte Suprema da Justicia en la cual se le 
Informara sobra el conocimiento' que tenia de las amenazas a algunos Magistrados de la Corte y 

42 Anexo 2. Juzgado 61 Penal del Circuito de Bogotá, 2.8 da abtll de 2011, .Causa No. 2009~0203, pága, 124 V 
126. Anexo al escrito do los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH el 25 de mayo de 2011. [ ... 1 en esa 
sitio, que hoy se oonooe ·como la Escuela de Comun!caolonee del EjÓrulto en Facatatlvá (parque arquoológlno anteriormente 
conocido como "Piedras de Tunja".l [Oiga López Janu'T'Il!IO fuel brutslmente torturada por espacio de diez 110) dfas, torturas 
que oonslstlaron en (lolg~mlento del ouerpo con laa manos atadas a lll aepalda por espacio de varias horas durante las cuales 
reclbfa vlolent~;~a golpea con objatoa <lOntundsntes en el abdomen, oostl!las y muy particularmente en la regiDn mastoldee de 
la cabeza. Los senos los halaban con unas pinzas diciéndote: 11Cantá o te hacemos dar leohe". Hubo amanezas da lllo1aol0n 
tBilto para ella como para su hl/a de quien le decfan estaba en su poder, pata !o oua.lls haclan olr las grabaciones tomadas de 
la voz de la niña con namados .angustiosos. Fue és"ta una modalidad de tortura psloológloa qLJe ntormantó a Oiga Lópaz 
muoho más que el sadismo ffstco de los torturadores. [ ... ] [l)a etapa final de las torturas la constltuyarDtl dos hechos: a) 
Cuando la subieron .a uns m(')sa y le ataron una cuerda ~1 CLJ(;1!lc;> liJnel'ull!iindola con ahorcarla el no decfs en dos minutos. 
dónda &a enoontre.btm las armas atJatrefdf.la t.~l (:ln.IPÓ mooanl;tado 111noón OuJrlónez., y b) Cuando para llevarla ante el Jual 
Primero de Instrucción Penal Militar en las prlm.eras horas de la noche para que rindiera. Indagatoria le suministraron, en una 
taza con agua de paneh.1, una fuerte dosls da escopolamlna que la detenida alcanzó, por ·sus conoclmlantoa médloOf:l 1 a 
detectar cuando sintió un a:dotmeclmlento de la lengua, por ló cual sollcltó ser llevada al bal"lo donde, tomendo grandes 
o;::~ntldadas da agua de la clatarna del inodoro o saniblrlo, provooáttdose (alo) un Invado gástr!oo para ox:pulsar el tóxico balo 
cuyoá afactos pretendlalnterrogarla att declaración !nJurada. 

411 AneJ{o 1, lntormG Final de la Cotnl.slón de la Verdad aobre los Hachos dal Pnlaclo de Justicia, presentado e117 de 
dlcle.mbr~ da 2009, Capltufo 111, pérr. 29, Anexo a! asorlto de los peticionarlos da 6 dB aneto de 201 D reofbldo en la ClDH el 
25 da enero da 201 O, 

<~ 4 An0xo 1. lnforme Fln&l de la Comlelón de la Verdad sobra lo.s Hecho.s del Palacio de Justicia, presentado el 17 da 
dlciembre da 2009, Capftulo tll, párr. 31. Anexo al escrito da los peticionarlos de 6 de enero da 201 O reolbido 61) la CIDH el 
25 de .enero de 2010. En la sentenola condenatoria ·del General Jesús Armando Arias CabraLes, el Juzg!ldO 151 Penal del 
Cirouito señaló que el ooso de Oiga Lópaz Jaramlllo d& Roldán, como muchos otros, han demostrado qua en ColoÓ\bla 
durante la década da los satenta y ochenta, "eran trecuantea los segulmlantos1 las rntancionaa sin orden de autoridad 
oompatahte, los lntorrog&torlo~ l!Ggtllea e Incluso las torturas i{aloas y psloológlcas, métodos a lo.s que recurr/an algunos 
miembros del Ejército para alcanzar determinados resultados, todo bajo el oonoolmlento y/o aqutascenoia de altos mandos 
militares y aún de gobernantes de la época". Anexo 2. Juzgado 61 Penat del ClroU/to de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa 
No. 2009-0203, pég, 125, Anexo al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 l'ec!bldo a·n la CIOH ai2E de mayo 
de 2011. 

-41S Anexo 1. Informe Final de la Comisión de la Verdad sobre !os Hechoa del Palacio de Justicia, presentado el 17 de 
dlciambre de 2009. Capitulo !11, párr, 33. Ane.xo al esorlto de loe patícion!lrioa de ñ de enero de 201 O recibido en la CIDH el 
26 da enero de 2010. 

46 Anexo -6. Consajo da Estado, Sala de Jo Contenoi0$0 Administrativo, E;xpe:dlente No •. 11377, Actor; Cac!l!a 
Cflbrera y otra, 24 da Julio de 1997, pég·, 22, Anoxo 145 al escrito de los pet\clonarlos de 1 de fu!io de 2008 1 recibido en la 
ClDH el 8 de julio de 2008, 
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sobre la .necesidad da tomar las medidas del caso pare brindarles segurldad"47 • Esta última posición 
fue compartida por el Ministro de Justicia, Enrique Parejo González, quien seftaló "qua telas 
amenazas no debían mantenerse en reserva sino darse a conocer para que no se conviertan en una 
grave presión para los Magistrados y por esa razón decidió hacerlas conocer a través de los medios 
de oomunicaolón" 48• En vista de lo anterior, el Ministro de Justicia dirigió una carta al Presidente de 
la Corte Suprema, Alfonso Reyes Echandfa, en la cual le expresó la disposición del Consejo de 
Seguridad de brindarle a la Corte Su~rema y a toda la Rama Jurisdiccional "el apoyo y la protección 
necesarios para el delicado cumplimiento da sus funciones"49 • 

149. En segundo término, un estudio de seguridad del Palacio de Justicia elaborado por la 
DIJIN seftalaba que "[l]a Direcolón Nacional da la Pollera Nacional consciente de los riesgos actuales 
y potenciales que afecta la Integridad personal de los Honorables Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, en razón de la naturaleza de sus 1unclones y muy aspeclalmante como resultado de los 
propósitos criminales expresados por bandas organizadas dedicadas al narcotrilfico"60• 

150. En tercer término, al 16 da ootubre de 1 S86 el Ministro de Defensa, General Miguel 
Vega Urlbe, señaló en una Intervención ante el Congreso de la Repdbllca qua 

(!:'JI 16 de octubre al Comando General de las Fuerzas Mllltarea recibió pOI' carta un anónimo 
que decfa [ ... ]; 'El M-19 planea tomarse el edificio de la Corte Suprema de Justicia el jueves 
17 de octubre cuando los magistrados estén reunidos, tomándolos como rehenes al estllo 
Embajada da Santo Domingo, harán tuertas exlganciaa al Gobierno sob1·e d!·fel·entas aspectos, 
entre ellos el ttatado de extradlcl6n151, 

Asimismo, durante su intervención Indicó que al mismo.dfa del anónimo la Dirección de Inteligencia 
del Ejército 

comunicó qua existfan lndiclos e Informaciones de que el M-19 pretendfa apoderarse del 
Edlf'lclo de la Corte Suprema de Justicia [. .. ] como consecuencia de lo anterior el 
Departamento de Policfa [del Bogotá reior~ó la vigilancia del edificio y la protección de las 
pereonas que tenfan ya seguridad [,,] Ese mismo dfa 23 da octubre, rn.;tdlante un casette 
enviado a una cadena l'adlal, el seMor [ ... ] en un atrevido comunicado [ ... 1 manifestó que 
llevarran a cabo algo de tanta trascendencia que el mundQ quadarfa sorprendido15 l!. 

41 Anexo 5. Consejo de Estado, Sala de lo Contenolosa Administrativo, Expediente No. 11377, Aotor: Ceollla 
Cabrero y .otra. 24 da julio de 1'997, pli.g, 22. Anaxo 146 al e$orlto de loa petlclonurloa de. 7 de ju!fo dQ ·2.008, l'ec:lbldO en la 
CIDH el 8 de julio da 2008. 

48 Ana>ro 5, Cons~Jo de Estado, Sola de lo Contencioso Administrativo, Expediente No, 11377, Acton Cecilia 
Cobrem y otra, 24 de Julio de 1997, pág. 2.2. Anexo 146 al escñto de los petlolonarloa de 7 de julio de 2008, recibido an la 
CIDH el 8 de julio de .2008, 

49 Anexo 1. lntormG Final de la ComiSión de la Verdad sobre los Heohos del Palaolo rls Justicia, presentado el 17 da 
dlclembre.de 2009, Capftulo 111, párr. 33. Anexo al esorlto de los petlclonarlos de e de enero de 2010 recibido en la CIDH el 
25 de enero de 201 O, 

00 Anexo 5. Consejo de Estado, Sala de lo Contanolos.o Administrativo, Expedhmte No, 11377, Actor: Cocllla 
Cobrem y otra, 24 de julio de 1997, págs. 22 y 23, Anexo 146 al esorlto de los petlclqnarlos de 7 de julio ckJ 2008, reolblclo 
en la CIDH el 8 de julio de 2008. 

111 Anexo 5. Consejo de .Estado, Sala de lo Contencioso Admln!stratlvo, EJ<pectlente No. 11377, Acto¡•: Cecilia; 
Cabrera y otra, 24 dé julio de 1997, pég. 23, Anexo 146 el escrito de los peticionarlos de 7 da jullo de ;2008, recibido en la 
CIDH ol 8 de Julio de 2008, 

t>.a Anexo 6. CohSe]o -de l::stado, St~la de lo Contencioao Admlhlstratlvo, E.xped!ente No. 11377, Actor: Ceo.llla 
Cabr&ra y otra, 24 da julio de 1997, pág. 23. Anexo 14!5 al escrito de lqs peticionarlos de 7 d~ Julio de .2008, recibido en la 
CIDH el a de Julio de 2008. 
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151, Ese mismo dla el Jefe de la Dirección de Inteligencia del Ejército envió la circular Cl< 
40, en la que reportó Información del Comando General de las Fuerzas Militares relacionada· con la 
posible toma del M"19 el17 de octubre de 1985. Dicha circular fue remitida al die siguiente por el 
Coronel Sadovnlk Sánchez, Comandante (El da la Brigada XIII del Ejército a la Poli ola de Bogotá y al 
DAS. Seguidamente, el Comandante Operativo del Departamento da Pollera de Bogotá, mediante el 
poligrama No. 118, alertó a todas las unidades operativas para que se tomaran medidas ante la 
posible toma del Palacio de Justicia por el M-19". 

152. En cuarto término, los medios de comunicación del 1 B y 26 de octubre Informaron 
sobrfl un plan del M-19 para ooupar el Palacio de Justicia"'. A partir del 17 da octubre hasta 
principios da noviembre de 1985 el Palacio de Justicia contó con un esquema excepcional de 
protección, a saber un oficial, un suboficial y veinte agentes de la Pollcla"'. 

153. En una declaración rendida por al ahora Coronel (r) Edllberto Sánchez Rubiano al 17 
de enero de 1986 ante al Juzgado 30 de Instrucción Criminal Ambulante éste seflaló qua "con 
precedencia a la toma los canales de Inteligencia, actuando a través da sus diversas fuentes, 
informaron sobre las pretensiones del grupo guerrlllero"66 , Asimismo, en declaración rendida ante la 
Procuradurla General de la Nación el 5 de diciembre da 1985, el Brigadier General José Luis Vargas 
Villegas señaló que · 

al 16 de octubre de 1985 se recibió un mensaje de la Dlrocclón de Inteligencia del Ejército 
dlstlnguldo con el número 37762 de la misma techa en el cual se Indica que Informaciones 
procedentes del Comando General de las Fuer1as: M!lltares, sin evaluación señalan qua el M~19 
pretende tomarne (el] edilicio de la Corte Suprema de Justicia el 17 de octubre de 1985 
cuando 24 magistrados están reunidos a fin de tenerlos como rehenes y hacer fuertes 
exigencias al Gobierno 57• 

164. Al respecto, ia Comisión de la Verdad concluyó que 

[ ... ] es Indiscutible que las Fuerzas Militares y los organismos de seguridad del Estado dabfan 
·establecer mecanismos para evitar y contener las aotivldades del grupo subversivo M-19, ya 
qua desde 1984 y, en particular, desde abril de 1986 se aaperaban acciones de gran magnitud 
con ocasl611 dél recrudecimiento de las aooiones de este movlmlanto. Y e1'a ampliamente 

. conocido por parte de tales Instituciones la posible toma del Palacio de Justicia y la fecha 

~Anexo 1. Informe Final de la ·comlslón de la V&rdad sobra los Hechos del Palaolo de Justicia, presentado el 17 de 
diciembre de 2009, Capftulo m, párrs. 42-43, Anexo al escrito de los petleionarto!l de 6 de enero de 2010 reclbldo en la 
CIDH el 26 da enaro de 201 O. 

64 Anexo 6. Consejo d& Estado, Sala de lo Contencioso Admlhlstratlvo, Exp~:~dlanta No. 11377, Actor: CecliJa 
Cabrera y otra, 24 diit julio da 19 97 1 pág, 23. Anexo 145 al escrito de lo$ peticionarlos de 7 da julio ds 2008, recibido en la 
CIDH ('ll B de julio da 2008, Ver también: Anexo 6. Artf(lulo p\lblloado el 1 B de octubre de 1986 en el Parlódloo El S!g!o, 
No/Jan PIHn del M-19 pem ocupar el Plllaclo de Just!ciB; Artfoulo publicado el 18 da octubre: de 19136 en al Pedódlco l:l 
Tiempo, Por anónimos extremen medidas de seguridad rm el Palacio de Ju.c;tfcio; Artrculo publicado el 18 da octubre da 1965 
cm el Periódico El Bogotano, Desbarat.tJdo plan de tomo y ser;uestru M ffl corte¡ Artrculo publicado el 1 S de octubre da 1985 
en el Diario 5pm1 /brm por 2 magistrados. Anexo 6 al escrito de los petlo!onerlos de 7 de Julio da 2008, reGibldo en la C!DH 
el B de ju!i(l da ;moa. 

55 Anexo 1, Informa Final de la Comisión da la Verdad.l'.lobre los Hachos del Palacio de Justicia, presentado e-1 17 de 
dlolemb~e de 2009, Capftulo 111, párr. 46, Anexo el sscrtto de los peticionarlos de 6 da anaro dll 2010 recibido en la CIDH el 
213 da enero de 2.01 O. 

58 Anexo 2.. Juzgado 51 Panal del Circuito de Bogotá, 28 dti abril da 2011, Causa No. 2009..0203, ptlg, 129. 
Anexo al escrito de los peticionarlos de 24 da mayo de 201 1 reo!bldo en la CIDH el 25 de mayo de 2011, 

"'Anexo 7. PI'Ocuradurra General da ia Nación, Deolaraa!ón relldlda por el Serlor Brigadier Genf)ral Joaá Lula Vargas 
Vll!egas, 6 de diciembre do 198!5, AMxo 248 al E:~aorito de los petlolonar!os de 7 de mayo de 201 O recibido en la CIDH el 12 
de mayo de 2010. · · 
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aproximada de la m!sma, cuya finalidad era el secuestro de los 24 Magistrados de le Corte 
Suprama58 • 

165. No obstante, el 4 de de noviembre de 1986 ''la Poliofa Nacional retiró la vigilancia 
que prestaba en el edificio del Palacio de Justicia, sin qua al respecto se encuentre en el proceso 
justificación o explicación alguna para tomar tan Irresponsable determinación. La mayor parte de los 
testimonios recaudados de los Magistrados da la Corte y de los Consejeros de Estado, permiten 
deducir qua fue una medida lnoonsulta, tomada a espaldas de los Presidentes de dichas 
Corporaciones use. 

156. En la sentencia condenatoria del General Jestls Armando Arias Cabrales, el Juzgado 
51 Penal del Circuito destaca que por la falta de precisión y la desprotecclón del Palacio de Justicia, 
la Procuradurla Delegada ante la Pollcfa Nacional abrió Investigación en contra da algunos agentes 
de la pollcfa. Indica además qus en dicha Investigación se dio crédito a las declaraolones rendidas 
por la auxiliar del Dr. Alfonso Reyes Echandfa, Hermlnda Narviiez da Tallo, y por la Secretaria 
General de la Corte, Inés Galvls de Benavldas, quienes negaron categóricamente cualquier 
conocimiento sobre dicha Instrucción. Se~ala el fallo que ello también fue corroborado por los 
magistrados que sobrevivieron a loa hachos del 6 y 7 da novlambra60

• 

3. Los hechos del 6 y 7 de noviembre de 1985 

157. El 6 de noviembre da 1985 al Palacio de Justicia, donde se ubicaban la Corte 
Suprema de Justicia y el Consejo da Estado, dnlcamente contaba con la vigilancia da no más de seis 
empleados da la empresa privada COBASEC•1

• Aproximadamente a las 11 :30 AM del 6 de 
noviembre de 1965, un grupo de 35 guerrilleros (25 hombres y diez mujei'Ss) pertenecientes al 
comando "lván Marino Osplna" del M·19, se tomó las Instalaciones del Palacio da Justicia, ubicado 
en la Plaza de Bolfvar, frente a la sede del Congreso de la República, en el centro de la ciudad de 
Bogotá, para desarrollar una operación que denominaron "Antonio Narlt\o por los derechos del 
hombre", bajo la dirección de Luis Otero Clfuentes y Andrés Almarales Manga•'. El M-19 tomó 
como rehenes en el Palac·Jo a cerca de 360 personas entre magistrados de las altas Cortes y otros 

15~ Anexo 1. Informe Final da la Comisión de lfl Verdad sobre los Heohoa del Palacio de Just!a\a, preaent(ldo el 17 de 
diolembre de 2009, Capftulo 111, párr. 41. Anexo al escrito de los peticionarlos de 6 de enero de 2010 recibido en la CIDH ef 
26 de enero de 201 O. 

1111 Anexo 5. Consejo da !:atado, Sala de lo Cont$nolo.so Administrativo, Expediente No. 11377, Acton Cecilia 
C~brera y otra, 24 da julio da 1997, págs, 23~34, Ana)(ó 145 el escrito de los petlolonarlos de 7 de julio de 2008 recibido en 
b~ ClDH el a de julio da 2008. Al respecto, en su declaración {1113rlgadler General José Luis Varga& Vlllegas saflaló que "{ ... ] 
Informa el sefior Teniente Coronel Herrara Miranda Comandante del Primer Distrito, qua [el) 31 de octubre de 1986, fuG 
llamado a su despBoho por el señor DI'. Alfonso R(lyae Eahendfa y qué éste la sollcttó que en virtud de presiones que tenra por 
parte da Abogados y Magistrados, S6 debfa retirar la presencia da ta.nt~ Agente armado el cual podrfa ser empleado solo 
ouando hubier.a sesiones planarlas [, .. ], El dfa viernes primero de noviembre me informó el sefior Tenienta- Corone-l Javier 
Arbaláe:z Muñoz que al Doctor Reyes Echand(a le "ordenaba retirar el servicio de personal armado ya qua ál consideraba que 
no quedaba bien militarizar a le más alta Corte da Justicia del Pa!s", pidiéndole regresar a las msd\ds~ normales de vlg!lanola 
:.¡a que él y verlos Magistrados contaban con servicio de Escoltas. En vista de lo anterior yo lo autoricé par·e t¡ue apartlr (sic) 
da ese mlsmo dfa, esto es el primero da noviembre se retlrareJ el servicio extraordinario de reíuerzo y se regresara ala (sfo) 
vigilancia no:rmal.por parte de la Cuarta EstaCión". Ane)(O 7. Proouradut!a Ganara! de la Nación, Declaraolón rendida por el 
Señor Brigadier Ganara! ,José Lula Vargas Vil!egas, 5 de diciembre de 1985. Anexo 248 al aaorlto de los peticionarlos da 7 
de mnyo de 2010 roclbldo en la CIDH el 12 de mayo de 201 O. 

at~ Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 da abril da 2011, Causa No. 2009~0203, pág. 139. 
Anexo al B.$OF!to da loa patlcloharlos de 24 da mayo da 2011 recibido en la CIDH el 20 de rnayo dt~ 2011. 

61 Anexa 1. lnforrn& Final de la Comisión de la Ve-rdad sobre loe. Hechos del Paleclo de Justicia, presentado el 17 de 
dlcl&mbra da1009, Capitulo 111, párr. 66. Anexo al esc:rlto de los peticionarlos de 6 de enero de 2010 recibido en la CIDH al 
2.5 de enero de 2010. 

o:~ Ar'IQKO 2. Jutgado 61 Panal dé\ Circuito de Bogotá, 28 da abril de 20r1, Causa No. 2009-0203, póg. 1. Anexo 
al escrito de los peticionarlos de 24 de tn!lyO da 2.0·11 reolbldo en la,CIDH el25 de mayo ds 2011. 
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servidores públicos, usuarios de la justicia, visitantes ocasionales y empleados de la cafeterra, 
argumentando la necesidad de realizar un juicio público al Presidente de la República, por 'lU 

"traición" al acuerdo de diálogo firmado por ambas partes el 24 da agosto de 1984". 

156. En reacción a la toma guerrillera, al Presidente de la República Bellsarlo Betanour 
Cuartas y su Ministro de Defensa, General Miguel Francisco Vega Urlbe, dieron vra libre al operativo 
de recuperación del Palacio,. en desarrollo del cual el Coronel Luis Carlos Sadovnlk, Jale del Estado 
Mayor y Segundo Comandante de la Decimotercera Brigada, ordenó - en ausenóla momentánea de 
su superior el General Arias Cabralas -, al alistamiento de primer grado del Comando de Operaciones 
de la Brigada (COB), el acuartelamiento de todas las unidades y la aplicación inmediata dal Plan 
Tricolor, el cual estaba disefiado para afrontar situaciones graves de orden públlco04• 

159. Según la misión establecida en el Plan Trloolor "[e]l Ejército con el mando 
operacional da otros Fuerzas Institucionales y el control operacional de organismos de seguridad (!el 
Estado, conducen operaciones antisubverslvas en su jurlsdlcofón para destruir los grupos alzados en 
armas con al propósito de mantener el orden Interno, garantizar la Soberanra Nacional y las 
Instituciones patrias"a 15 , 

160. Asimismo, miembros de la Pollera Nacional y del Batallón Guardia Presidencial 
arribaron a la Pla7.a da Bolfvar y a la 1 :00 PM comenzaron a llegar al lugar tanques Urutil y Cascabel 
del Ejército, "que hicioi'On su entrada a través dal sótano y por la puerta principal del edificio judicial, 
abriendo fuego en forma Indiscriminada, con el asentimiento de los altos mandos estatales, que se 
rehusaron a negociar con el ·grupo armado, argu111onta11do la necesidad de 'defender le democracia' 
y la seguridad de las Instituciones, enfrentamiento que generó un voraz Incendio que consumió un 
gran número de expedientes y la vida de muchas personas que no lograron abandonar el sitio""'· 

161. Los miembros del Ejército Nacional ingresaron al Palacio de Justicia "sin la mediación 
de un acuerdo, diálogo o comunicación, evitando a toda costa que al Presidente de la República 
finiquitara por esas vras el operativo y con la utilización de una tuerza bélica de exorbitante 
proporción"57

• 

162. Al respecto, el ex Presidente Ballsarlo Betanour sef\aló que había Impartido la 
Instrucción de que "las Fuerzas Militares, de Pollera y de Seguridad, debfan restablecer al orden 
constitucional en el Palacio de Justicia con respeto y garantfa de las vidas de todos loa rehenes y 
también de los guerrilleros asaltantes"'". Sin embargo, señaló que "todas las decisiones de carácter 

e:1 Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 da- abril de 2011, Causa No. 2009-02031 págs. 1 y 2, 
AMXO al escrito de tos patlolonarlos da 24 de mayo de.2011 reolbldo en la CIDH el26 de mayo de 2011. 

6~ Anexo 2. Juzgado 61 Penal 001 Ctculto de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No . .2009-0203, pá~¡. 2. Anexo 
el escrito de los peticionarlos de 2.4 de mayo de 2011 reclbldo en la CIDH al 25 de mayo da 2011, 

(lb Anexo 1. lnfonne Final de la Comisión de la Verdad sobre loa Hechos del Palacio de Justlola, presentado el 17 de 
diciembre de 2009, Capítulo Vlll,3, párr. 30, Anexo. al escrito de los peticionarlos de 6 de an&ro da 2010 recibido en la CIDH 
al2.5 de enero da 2010. 

66 Anexo 2. Juzgfldo E1 Panal del Circuito da Bogotá, 28 de abrll de 2011, Causa No. 2009n0203, pág, 2, AMxo 
td eaorlto df'l lo11. petloJon~rloe de 24 de mayo da 2011 reolbldo en la CIDH el 25 da m~vo ds 2011. 

07 Ansxo 2. JUZgndo 61 Ptmal del Circuito d~ Bogotá, 28 da abril de 2011, Causa No, 2009-0203, pág. 156. 
Am1xo al escrito de los peticionarlos de 24 de tnayo de 2011 reclbldo en la C!DH el 28 de mayo de 2011. 

68 An.exo 8. Flsónlfa Cuarta de la Unidad Delegada mtiB la Corte Suprema da Juatlcla, Daolt~raclón de Bellsarlo 
Betancur Cuartas. 17 .de enero de 2.006, Causa No. Radicado:. PI 9756. Anexos 106 y 107 al escrito de los peticionarlos da 
7 de mayo de 2010 reoibldo en la CIDH e\1.2 de mayo de 2010, 
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militar se centraron en cabeza del Ministro de Defensa, General Vega Uribe y a través de él de los 
c.;mandantes de las distintas fuerzas mllltares"69 y 

dado que no tengo formación militar [. .. ] delegué [las] funcionas [de dlreooión militar] an las 
respectivas Instancias. Por consiguiente a-1 desarrollo de los operativos mllltares, en relación 
oon la reauparaoión del Peleclo de Justicia, fue orden del Presidenta de la Repúblloa y al 
tiempo fue ejecución del estamento mllltar respactlvo. Siempre con la salvaguardia reiterativa 
de que en el desarrollo del operativo se respetara la vida de los rehenes/ los honorables 
magistrados, los 1unolonarlos de la rar:na JurisdiccionaL los olvlles y los propios guerrU\eros70. 

163. Sin embargo, una vez Iniciada la toma del M-19 aproximadamente a les 11:30 AM 
sólo transcurrió un breve espacio de tiempo antes de que los tanques Cascabel y Urutú del Ejército 
Nacional Ingresaran a la Plaza de BoHvar "para Irrumpir en forma violenta en el complejo judicial, 
atravesando la entrada principal y disparando poderosos elementos bélicos, sin considerar la 
presencia en el Interior del edificio, tanto de trabajadores judiciales como de vlsltantee"71

• 

164. La retoma del Palacio de Justicia fue liderada por las tropas de la Xlll Brigada del 
Ejército, al mando del General Jesús Armando Arias Cabralas, quien 'en la parte operativa recibió el 
apoyo del Grupo de Reacción de la Escuela de Caballerla, al mando del Teniente Coronel Luis 
Alfonso Plazas Vega; del Grupo de Artillerra al mando del Teniente Coronel Rafael Hernández López: 
del Batallón de Pollera Militar No. 1, al mando del Teniente Coronel· Celso Suérez Martrnez; del Grupo 
Mecanizado Rincón Ouif\ónaz, al mando del Teniente Coronel Fablo Augusto Vejarano Berna!: del 
Batallón Guardia Presidencial, al mando del Teniente Coronel Bernardo Ramlrez Lozano y del 
Comando de Operaciones Especiales COPES perteneciente a la Pollera Naolonal72

• 

165. En cuanto al aspecto da Inteligencia, al hoy General (r) Jesús Armando Arias 
Cabrales recibió al apoyo de la Unidad de Inteligencia del Estado Mayor de la Brigada XIII (B-2) al 
mando del Teniente Coronel Edtlbarto Sánchaz Rublano, quien a su vez reolbló el apoyo de su 
personal y de miembros de la Dirección de Inteligencia del Ejército (DINTE), Integrantes del Comando 
Operativo de Inteligencia y Contralnteligencia (COICI) bajo el mando del General lván Ramlrez 
Quintero y personal del DAS. Asimismo, recibió el apoyo de miembros del F-2, de la DIJIN y da la 
Pollera Metropolitana de Bogotá, al mando del entonces Brigadier General José Luis Vargas 
Villegas73• · 

166. La cadena de mando se puede observar sn el siguiente diagrama74: 

68 Anoxo 8. Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corta Suprema da Justicia, Deofaraclón de Bellsarlo 
aetanour Cuartas, 17 de enero de 2006, Causa No. Radicado: PI 9766, Anexos 1 oe y 107 al escrito de los peticionarlos de 
7 de mayo da 2010 reolbldo en la CIDH el12 de mayo de 2010. 

70 Anaxo 6, Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema da Justlnla, Declaración de Beliaario 
Betancur Cuortas, 17 ds enero de 2006, Causa No. Radicado; PI 9766. Anexos 106 y 107 al escrito de Jos petlolonarlos de 
7 de mayo de 2010 reclbldo en la CIDH el12 de mayo ds 2010. 

11 Anexo 2. Juzgado 61 Penal dal Ciroulto da Bogotá, 28 de abrU de 2011, Causa No, 2009-0203, pág. 144. 
Anexo al escrito de los peticionarlos da 24 da mayo da 2011 reG!bldo en .la CIDH el 26 de mayo de 2011. Ver también 
Documental La Toma (Y-he Slage)¡ Dirigido por Angua Glbaon y MlgU<=11 Salazar, 2011. 

71 Anexo 2. Juzgndo 61 Pamd d~;~J Clr<lulto de 13Dgotá, 2.8 da abril da 2m 1, Causa No. 2009-0203r págs, 2 y 3, 
Ansxo al escrito da los petlelonarloa de 24 da mayo de 2011 reolbldo en 11;'1 CIDH el 26 da mayo dG 2011. 

n Anexo 2. Ju~ado 51 P.anal del Circuito da Bogotá, 28 de abril ele 2011, Causa No. 2009-02031 pég. 3. Anexo 
al escrito de los pet1clonar1os da 24 dl'l mayo de 2011 reolblda en la CIDH el 26 de mayo de 2011. 

74 Anexo 2. Juzgado 61 Panal del Clrculw da Bogotá, 28 de abrll d_e 2011, Causa No. 2009-02.03, pág. 322. 
Anexo al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo da 2011 recibido en la C!DH al 26 de mayo de 2011. 
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167. Por orden del General (r) Arias Cabrales, quien asumió la dirección del operativo 
momentos después de iniciada la toma del Palacio, se Implementó un "puesto de mando atrasado" 
en las instalaciones de la Brigada XIÍI, ubicada en la carrera 7' oon calle 106, y como centro 
estratégico un •cuartel" 6' "puesto de mando avanzado" en la Casa Museo del 20 de julio de 1810 ó 
Casa del Florero. Dicho cuartel come11zó a funcionar desde el 6 de noviembre bajo el control del 
entonces Teniente Coronel Edllberto Sánchez Rubiano, quien acompaf\ado por varios de sus 
subalternos, tuvo a cargo la labor do recibir en dicho lugar a los rehenes que eran rescatados del 
Palacio de Justioia. Una vez recibidos los rehenes al objetivo era Identificarlos y establecer su 
eventual participación en los hechos, actividad para la cual se contó también con el apoyo de la 
Policía y el DAS75

• 

168. Durante la toma se registraron enfrentamientos entre las Fuerzas Armadas y los 
guerr-Illeros que estaban al Interior del Palacio. Asimismo, hubo tres incendios el primer dfa de la 
toma: dos de menor Intensidad y uno que destruyó casi totalmente el edificio "y cobró, 
probablemente, la v.ida de quienes pudieron haber sobrevivido a los disparos y explosiones en el 
CUBI'tO p[S0 1176~ 

169. Según narra el informe de la Comisión da la Verdad, 

75 Anexo 2. Juzgado 01 Pen~l del Circuito de Bogot~, 28 da abril de 2011, Causa No. 2009-0203, págs. 3 y 4. 
Anexo al escrito de los patlolonarlos de 24 da mayo de 2011 reolbldo en la CIDH el 26 de mayo de 2011. Ver también 
Documental la Toma (The Slege}, Dirigido por Al'lgus Glbson y Miguel Salazar, 2011, 

78 Anexo 1. Informe Final de la Com)$lón da la Vordad sobra ICJS Haohos del Palaclo de Juatlc,a, presentado el 17 de 
diciembre da 2009~ Capftulo IV, párr. 167. Anexo al eacrlto de los patlclonarlos de 6 de enarl> de 201 O ttmibido en la C!OH 
el 26 de enero de 201 O. Ver también Documental La Toma (The Slege), Dirigido por Angus Glbson y MlgU(II Salazar, 2011. 
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[,.,] las versiones de quienes sa sncon'traban al Interior del Palacio o da sus familiares, con 
quienes se comunicaron, saftalan que el humo {del tercer lnoendloJ alcanzó las oficinas entre 
las 6:00 v las 7:00 p.m. y a partir d<> entonces las llamas se expandieron rápidamente por el 
sector nororlental del edtflolo1 en los pisos superiores, Esto obligó a los rehenes a desplazarse 
desde sus oficinas procurando buscar refugio, ancontrát1dose algunos de ellos oon guerrilleros 
que Intentaban con mengueraa apagar el iuago, quienes .loa cotldujeron al bafio ubicado entre 
el 2 o y 3r piso, por lo que el mlrnero de personas en ese lugar alcanzó la olfra de 
aprmdmadamente 60 tehene;;¡ y más·o menos 10 guerrltleros77

• 

170. El ConseJero de Estado Reynaldo Arclnlegas Bendeck señaló que fue conducido a un 
baño donde se hallaban varias personas "apretujadas unas contra otras porque el espacio era muy 
estrecho" y qua en ese grupo se encontraban magistrados de la Corte, ConseJeros de Estado, 
magistrados auxiliares, secretarias, personal del aseo, conductores y que, además, allf se 
encontraban los lideres guerrilleros, entre ellos Andrés Almarales y otros que estaban heridos de 
gravedad76

• Aslmlsnio, relató qua uno da los guerrilleros Ingresó al ba~o con un radio transistor en 
el que oyeron que se le Informaba al pafs que todos los rehenes hablan sido evacuados y solo 
quedaban dentro los guerrilleros y que por lo tanto se Iniciarla la "operación rastrillo". En vista de lo 
anterior, Reynaldo Arclniegas propuso que 1~ deJaran salir a fin de informar a las Fuerzas Armadas 
que todavra hablan rehenes al Interior del edlflclo79 • 

171. Asf, el 7 de noviembre tue liberado el Consejero da Estado Reynaldo Arclnlegas 
Bendeck a fin de llel(ar un mensaje al Gobierno. Concretamente, el Consejero tenia tras mensajes de 
Andrés Almaralas. En primer lugar, pidió la presencia de un periodista imparcial para que hablara 
con ellos; .en segundo lugar, pidió la presencia de la Cruz RoJa; y en tercer lugar expresó su voluntad 
de dlalogar80

• Asimismo, el Magistrado Aroiniegas llevaba un mensaje redactado por los 
magistrados Hernando Tapias Rocha y Manuel Gaona Cruz v la magistrada auxiliar Luz Stella Berna! 
en el que se Indicaba que ellos sarvirfan de garantes81 • 

172. Al salir del Palacio, al Magistrado Arclnlegas se comunicó con el Sametario General 
del Ministerio de Def<;>nsa, General Vega Torres, quien le aseguró que la operación rastrillo habla sido 
cancelada82 , sin embargo un coronel del Ejército lo retuvo y le Impidió que el menso)e dirigido al 
Presidente le tuera entregado". 

77 Anexo 1. Informe Flnal da la Comisión de la Verdad sobre \os Hechos del Palacio da Justicia, presentado al 17 da 
diciembre de 2009, Capftulo rv, párrs, 153 y 164, Anexo al ~aol'lto da los petlolonar!os de 6 da enaro de .;!010 recibido. en la 
CIDH el 25 da enero de 2010. 

78 Anexo 2. Juzgado 151 flenal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009·0203, págs. 147-146. 
Anexo al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo da 2011 recibido en la CIDH el 26 de mayo da 2011. 

79 Anexo 2. Juzgado 61 f'lenal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, C.ausa No, 2009·0203, pág. 148. 
Anexo al esc:rlto de los peticionarlos de 24 de mayo da 2011 recibido en la ClDH al 215 de mayo de 2011. 

80 Anexo 1. Informo Final de !a Coml('llún ds la Vardad sobre los Hechos del Palacio de Juetlola, presentado él17 da 
diciembre de 2009, Capitulo IV, párr. 170. Anexo al escrito de lOS peticionarlos da 6 do onero de 201 O recibido an la CJDH 
e\26 de enero da 2010. 

81 Anexo 1. Informe Rnal de la Comisión da la Verdad sob~e los Hachos del Palacio de Justicia, prasantado el 17 de 
diciembre da 2009, Capitulo IV1 párr. 169. Anexo al escrito da loe petlolonarlos da 6 da enero de 2010 recibido en la CIDH 
el 25 de enero de 201 O. 

az Anexo 2, Juzgado 61 Peflal del Circuito de Bogotá, 26 ·de abril de 2011 1 Causa No, 2009-0203, pág. 149. 
Anexo el e:10rlto de los petlolol16rloa de 24 de mayo da 2011 recibido en la CIDH el 26 da mayo de 2011, 

aa Anexo 1. lnformG Final dota Comisión de ta V{lrdad sobre los Heohos cJsl Palacio da Justicia, presentado el 17 de 
diciembre de 2009, Capftul!> IV, párrs, 172 y 173. Anexo al esor!to de tos petlclonarlo.s de 6 de enaro da 2010 J'éolbido en la 
CIDH el 25 de enero de 2010. Asfreglstró er Ején::ito la saltdQ da Reynaldo Arolnlagas Elendeck: 
"PALA.DrN SEIS: R. Dfgame una cosa, ¿usted habló con al Magistrado Arolnlegas?, slga. 

Continúa ... 
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173. El ex Presidenta Bellsarlo Betanpur confirmó qua únicamente se enteró del mensaje 
"ya cumplidos todos los acontecimientos". El ex Presidente saf\aló además qua "habla[nJ Intentado 
un contacto con los asaltantes a través de la Cruz Roja y del Prolesor !Carlos] Martlnez el cual habla 
llevado un mensaje redactado por el propio gobierno, mensaje en el cual se rapetra a los asaltantes 
[ ... ] hacer un llamado a su reflexión, a su patriotismo, a todo lo valioso de los Intereses nacionales 
qua estaba en juego; y a la decisión del gobierno da garantizarles juicios objetivos e Imparciales por 
parte de jueces civiles si deponfan las armas y devolvfan a los rehenes sanos y salvos""· 

174. Al respecto, Carlos Martina• Séenz se dirigió con el mensaje a la Casa del Florero 
donde se comunicó con el Coronel Plazas Vega y el General Vargas Villegas, quienes le pidieron 
tener un momento de calma para llevar a cabo su Ingreso en vista de que se estaba desarrollando un 
enfrentamiento entre los ocupa11tes del Palacio y las Fuerzas Armadas. Posteriormente, en 
comparlfa do cinco socorristas y fuertemente escoltado por militares, Ingresó al Palacio de Justicia y 
con un megáfono y la bandera de la Cruz Roja manifestó que era portavoz de un mensaje del 
Presidente ante lo cual "se escuchó una carcajada e Inmediatamente daspu~s una ráfaga" Y 
posteriormente una fuerte explosión. Indicó que "minutos después cesó el fuego y [vieron] 
descender un grupo grande de soldados que dieron parte al Ganara! de haber cumplido la misión 
encomendada a ellos""'· 

175. En el Informe de la Comisión de la Verdad se evidenció que aun no existe claridad 
sobre el número de personas que perecieron en al Palacio de Justicia. Según el análisis realizado 
por la Comisión, con basa en la información a la que tuvo acceso, Indican, según cifras oficiales, 
que el número total de cadáveres llevados a la margue del Instituto de Medicina Legal, fue 94. Sin 
embargo, las irregularidades en los procesos de Identificación llevan a pensar que el número es 
mayorfl6• 

,,.contlnuaolón 
ARCANO SEIS: Af!rmathm V<l hablé úon él porqua lo raolblmoa aquf ouando bajó por la asaa!era y lo envié también al dos. ¡:¡ 
habló con él y dio alg:una Información que es la qua estoy suministrando, 
Cambio 
f'ALADfN BEIS: OSL, Concwtamante la pregunto: ¿él pidió CRUZ ROJA?, siga. 
ARCANO SEIS: Negativo, negativo, Él simplemente cuando selló se le ordenó que saliera oon las manos en alto, él salló oan 
su credencial, pues la cara era conocida, de Inmediato pues dijo que ara muy am}go del general Vega Torres y dijo c¡ue lo 
hablan dejado salir, que ahr en el desoanso de la escalara estaban parapatadoa unos Individuos con armas automátioftB que 
eran los que nos eGtaban deteniendo y que Informó también sobre los (eheMs en el mezsnlne del segundo piso. 
Cambio 
PALAD[N SEIS: R, (Cuéntoa rehanas oaloula él? 1 cambio 
ARCANO SEIS: Yo oreo qua ál es un poquito subido an número, porque él habla de cincuenta y nosotros ayar evacuamos 
1481 más unos que se habfan evacuado esta maf'lana qua salieron por al sótano, pera(Jnar más ·que todo de tipo auxiliar da 
aarviclos acá, entonces yo no creo que aean tan poco tan numerosos como él lo dice, 
Cfllllblo 
PALAO[N SEIS: R. QSL, ól ootaba solo en algl.'in altlo o fue que lo dejaron salir de eh que estaba en el grupo 
ARCANO SE1S: No, él estaba con el personal, lo hicieron bajar hacia donde estaba el personal del que controla la escalera, 
entonces de .allf empezaron a gritar de la CRUZ ROJ_A, dt3 qua naoaSitaban .que viniera la CRUZ ROJA y se les dijo que 
entonces enviaran a alguien, dijeron que Iban a enviar un MaglstrtJdo y létt ordenamos que bajaran uno por uno con fas manos 
en alto, pa~o el Onloo que bajó fue BJ, de manera que lo rescatemos pero él no habló de ning(ln tipo da. eh pot Jos menos 
mlontma aatuvo noll rm el área, no habló absolutamente nada en cuanto a condiciones o axlgenclaB11

• 

84 Ahex.o 8. Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada. ante la Corta Suprema da Juatlolv, bee:Taraclón de Ballsarlo 
Betanm..1r Cuartas, 17 de enero de 2006, Causa No, Radicado: Pl9755. Anexos 106 y 107 al asorltu de los peticionarlos dC;I 
7 da mayo da 2010 reolbldo enls CIDH el12 de ml:¡yo de 2010. 

8" Anaxo 2. Ju~~do 61 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009*0203, pAgs. 150 y 
161, Anexo a( escrito de IM petloionatios de 24 da mayo da 2011 reolbldo en la CIDH el 25 de mayo de 1011. 

00 Anexo 1. lhforme Rhal de la ComlaiQn de la Verdad sobre los Hechos del Palacio de Justicia, presentado el 17 de 
diciembre de 2009, Cap(tulo V, párrs, 119 y 120, AhEIXO al escrito de los peticionarlos de 6 .de enero de 2010 recibido en la 
CIDH e126 de enero da 2010. 



50

41 

176. Con relación a las Irregularidades cometidas en el levantamiento de los cadáveres 
tras los hechos del Palacio, el Informa del Tribunal Especial de Instrucción señaló que 

(l]nexpllcablemente, las autoridades militares no e.spararon a que los competentes funcionarios 
de la investigación hicieran Jo que Jsga~menté les oorrespondra hacar. Primero. ordenaron la 
Incautación de armas, provisiones y material de guerra, daspués la concentración de 
cadáveres en al primer plso1 previo a.l despojo de sus prendas de vestir y de todas sus 
pertenenc[as. Alguno~ de Batos cadáveres, no se sabe porquá1 ae sometieron a un cuidadoso 
lavado. Con tal proceder se- privó a los tunclonarloa encargados de las dlllgencias de 
levantamleoto de Importantes detalles que a la postre dificultaron la Identificación de loa 
cadávere_s y orearon el desorden y el caos. El .punto de partida, por Jo visto lnnecesaríamenta 
fue contraproducente a! buen manejo de la investigación. Queramos respaldar nuestros 
asertos, con relatos de los testigos que dan cuenta de los equivocados actos con que se ·¡a dio 
principio a la Jnvestlga.cl6n87 , 

177. Al respecto, el Coronel Félix Gallardo Angarlta señaló 

(c]uando al dra 7 de noviembre se terminaron las operaciones me trasladé a la Aloa1dfa [ ... ), yo 
bajá de nuevo a la Secretarfa de Gobierno, ahf me estuve un rato [ ••• ], hablé con mis 
bomberos, hebfan varloa1 les pregunté cómo segufa la situación, me dijeron que únlcamente 
estaban echando agua para lavar algunos cadávei'SS porque los }ueoes y los funclonarlos da la 
Pollera Judicial estab~n an loa levantamientos. Entré en el Palacio, observe en el patio central: 
soldados, polleras, DAS, F--2, y los jueces, el espectáculo era demasiado macabro, causaba 
náuseas, oaddveres calcinados y un ambiente irrespirable. Me estuve unos mi11Utos tes dlje a 
los bomberos qua solamente debran actuar por órdanes de los jueces que ya estaban ah(, 
prestar la colaboraolón que ellos les pidieran y regresar e ta Aloaldfa y luego al Comando, El 
apoyo continuó a órdenM da los jueces. No recuerdo quiénes estaban allá pero ya ara una 
labor secundarla que como dije fue más que toda de lavado de cadáveres y cada cual hl-zo lo 
suyo da acuerdo aon el apoyo que le pld_leron. Esa labor se cumplíó en parte del 7 al 8 de 
noviembre, segl1n los Informes que repasan en autos98

. 

178. En el Informe de la Comisión de la Verdad consta que en al peritaje rendido por una 
comisión técnica integrada por funcionarios del mismo Instituto de Medicina Legal y dirigido al señor 
Juez 77 da Instrucción Criminal Ambulante, se se~aló que 

[ ... ] desdo un principio las labores de Investigación en este caso han sido bastante dlflollas por 
cuanto los levantamientos de los cadáveres carecieron en este caso de todo orlterlo téonloo y 
clentfflco al mover los cuerpos del Jugar exacto de los hechos, al re11rar las prendas y no 
ambularlas adacuadamante1 sino por el contrario fueton ma~cladas y posteriormente envladas 
en un caml6n aparta aquf a las lnstalaaiones del Instituto, lo que hlzo qua fuara aún más diffcll 
la labor de identifioacl6:n. de los cadéverGa. Además durante Jos mencionados levantamientos 
se reoogieron en bolsas plásticas, en forma Jndlscrimlnade, restos oalolnados oorrespondlentes 
a diferentes peraonas89 , 

1 '79. Asimismo, consta la declaración de Luis Fernando Concha Sanclemente quien se 
desempeñaba como gerente de la Empresa Dlstrltal de Servicios Públicos (EDISl y safialó que el B de 

117 Anexo 9. Tribunal Espacial da lnstrtJcclón, Informa sobra al HoloCf.lusto d-ei·Palaolo de Jusdcla, 31 ds mayo de 
1985, publicado el17 de junio de_19861 pág. 61, Anexo al escrito da! Estado de 26 da julio de 1991, 

811 Anexo 9, Trlbunt~l Eapeolal de lnstruoclón, Informa sobra el Holocausto del Palaolo de Jl.lstlclal 31 de mayo da 
1986, publloado el 17 de junlo de 1986, ptig, 61, Anexo al escrito del Estado de 26 ·de julio de 1991. Ver tamblán 
Documental la Tamo {The Slege}, Dlrlgldo por Angue Glbsor'l y Miguel Salazar, 2011. 

89 Anexo 1. Informe Final de la Comíslórt dl"'l ·In Vófdsd sobra los Hechos del J~al.eclo de JueUol~. prGsontado o! 17 de 
d!clambré da 2009, Cupfhllo V, párr. 84. Anexo nJ escrito de les petfolonarloa de 6 de enero de 2010 reolbldo en la CIDH el 
25 de enero de 201.0. 
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noviembre de 1985 estuvo en el Palacio de Justicia donde dirigió las labores de limpieza y ayudó a 
despejar el pasillo de acceso entre la puerta principal y el patio Interior. Sa~aló qua dicha limpieza la 
realizó a petición de un militar quien le Indicó que el levantamiento da cadáveres se estaba viendo 
afectado por la cantidad de vidrios y desechos qua se hallaban en el primer piso". 

180. Asimismo, el Coronel Félix Gallardo Angarlta saftaló qua alguien le informó que 
"hablan llegado los jueces, que ya la Fuerza P~bllca habfa entrado definitivamente al Palacio y un 
grupo de bomberos fue llamado para que a órdenes de los jueces que estaban allá, coadyuvar en el 
traslado de los cadáveres de los pisos, calcinados, para ponerlos en una Plaza Central""· Por su 
parte, el entonces Capitán José Antonio Tatls Pachaco Informó que en su condición de jefe de la 
Sección Técnica d" la Pollera Nacional, la correspondió "organizar los equipos de trabajo que debfan 
realizar los levantamientos de Palacio, los cuales se Iniciaron el jueves por la tarde y por 
circunstancias de carencia de luz se reiniciaron el dfa viernes [ ... ]" y añadió que "[e]l dfa siguiente, 
viernes, entramos a las siete y cuarto de la ma~ana aproximadamente y para esa hora, se 
encontraban· dentro del edificio, gente de le cruz roja, defensa clv\1 y bomberos, bajando cadáveres y 
aproximadamente habla un grupo de unos doce cadáveres qua hablan llevado la [sic] patio de la 
primera planta. Debo resaltar, qua esta movilización cambio de lugar de los cadáveres en parte 
dificultó la identificación da lagunas [sic] de ellos [ ... ]"02• 

181. Con relación a las necropsias, el Informa de la Comisión de la Verdad dio cuenta que 
para la fecha de los acontecimientos, al Instituto de Medicina Legal contaba con una Infraestructura 
básica que le permltfa responder de manera adecuada a las situaciones cotidianas, "Sin embargo, 
también presentaba deficiencias, que con los a~ os han venido siendo objeto da evaluación y cambio, 
paro que para ese momentC> lmpadfan atender en forma adecuada un caso de la magnitud de lo 
ocurrido en el Palacio de Justicia"". Igualmente, destacó que según relatan los médicos en las 
entrevistas sostenidas con la Comisión de la Verdad y en algunas daclaraolones rendidas ante el 
Juzgado 30 que "al llegar los cuerpos a las Instalaciones del rnstituto, todos rotulados como N.N., 
fue necesario alinearlos an al parqueadero, en el sótano de balfstlca y en las mesas de autopsia, por 
la carenda de espacio dlsponible"04 y que para dicha época era una práctica comán qua los 
familiares que buscaban a posibles vfctlmas Ingresaran a las salas de autopsia a realizar la tarea de 
reoonoclmiento95

• 

182. Cabe destacar que el Instituto de Mad\clna Legal presentó un listado Inicial da 95 
fallecidos, al cual apareció en los medios de comunicación. Sin embargo, dicho listado \nolura los 
protocolos de necropsia de cuatro personas que no fallecieron como consecuencia de los hechos del 

90 AnexD 2. Ju2:gedo 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009-0.2.03, págs. 241-242. 
Anexo al escrito de los patlclonarloa de 24 dé mayo de 2011 recibido en la CIDH el 26 ds mayo de 2011. 

01 Anexo 10. Flscalfa Cuarta de la Unld~.id Delegada ante le; Corte Suprema de Justlola, Declaración de Félix Gallardo 
Angarlta, 19 de dlolembre de 2008, Cauea No. Radicado: PI 9756. Anaxo 121 al escrito ds los peticionarios da 7 de mayo 
de 2010 reoibido en la CIDH al 12 d6 mayo de 201 O. 

91 Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009-0.2.03, pSgs. 2.44-246, 
Anexo o! escrlto.de loS petiolonarlos de 24 da mayo da 2011 recibido en la CIDH el215 da mayo da 2011. 

as Anexo 1. Informe Final de la Comisión do la Varda.d nobre loa Haohos d~l Ptllaolo de Justicia, presentado al 17 de 
dloiembre da 2009, Capftulo V, párr. 106. Anexo al escrito da los pst!clonarlos de a da enero Pa 2010 raclbldo en la CIDH El[ 
25 de enero de 2010, 

94 Anexo 1. Informe Final de le Comisión de la Verdad ·sobre los ·Hechos del ?aleolo da Justicia, prasantado el 17 de 
diciembre de 2009, Capítulo V, párr. 107. Anexo el escrito de los peticionarlos da a de enero de 2010 rsolbldo en la CIDH el 
26 de eneru de 2010. 

ou Anexo 1. Informe Final de le Comisión da la Verdad sobre lo9 Hechos del Palaolo de Justicia. presentado Gl 17 de 
diciembre de 2009 .. Capitulo V, p~rr. 110. Anexo a.! escrito de los petloJQnaJ!os de 8 de enero de 2010 recibido en la CIDH el 
26 de enero de 201 O, · 
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Palacio". Indicó adamas que de un total da 94 protocolos de necropsia efectivamente relacionados 
con los hechos del· Palacio de Justicia, "60 correspondfan a cuerpos carbonizados y 34 a no 
carbonizados"•. 

183. El Director del Instituto de Medicina Legal para la época· de los hachos, Egon 
Llchtemberger, declaró ante el Tribunal Especial qua: 

[a]l comienzo llegaron oadáveras ·Intactos o sea no carbonizados y al segundo día, si mal no 
recuerdo, recibimos aproximadamente 65 cadáveres de personas en avanzado estado de 
carbonización. Hasta donde recuerdo, todos los cadáveres no incinerados .presentaban 
leslones por armas da fuego, por esquirlas o granadas, Los cadáveras carbonizados también 
presentaban evidencia de lesiones por arma da fuego, ya qua en varios de ellos se localizaron 
mediante radiograffas y necropsia, proyectiles de armas ct·e fuego; la identificación de los 
cadáveres carbonizados presentaban muchas dificultadas y se logró ya sea por pertananolas 
personales, por fragmentos de ropa, por el estudio od'ontológlcof por antecedentes qulr~rgloos 
que figuraban en historias olfnicas o por relato de loa 1amll1aresr antecedentes que se podíafl 
comprobar mediante la autopsia [. .. ) Cadáveres relacionados con los heohoa dal Palac1o 
comenzaron a llegar desde el mismo dfa de la toma1 me refiero al caso de un transe¡jnte que 
fue muerto en la carrera octava y de algunos mlembros de la policfa que f-allecieron también en 
el primer dfe.. Los demás cadáveres llegaron los dfas slete y ocho y recuerdo que el illtlmo 
cadáver llegó el domingo 1 o o lunes 11 de noviembre a las seis de la tarde, tratándose de un 
hombre calcinado que fue encorttrado 'bajo un muro que se derrumbó, posiblemente por el 
inc~ndio dal edificio, después de este caso no !legaron máB cadáveres procedentes del Palacio 
de Justlola, no la puedo dar el dato si esa cadáver pudo ser reconocido o no el dato daba estar 
en el Instituto I ... I recuerdo qua los últlmos que llegaron fueron los carbonizados, cuyo 
número era alrededor de 65r aproxhnadamente98 • 

184. El Informe de la Comisión de la Verdad confirmó que el lnstltlrto de Medicina Lagpl 
entregó a sus familiares 54 cuerpos Identificados y 38 habrfan sido enviados a la fosa común del 
Cementerio Sur, sin embargo de aquellos sólo tiene sustento la remisión de 3699

• La Comisión de la 
Verdad destacó qua si bien "existe certeza en cuanto al número de muertes de Magistrados, 
empleados, algunos visitantes de Palacio e integrantes de las fuerzas del orden, no ocurre igual para 
~~caso de los guarrllleros"100, 

185. Cabe destacar que tras la práctica de las necropsias los Jueces Penales Militares 
asignados a las Investigaciones del caso ordenaron el envio de cadáveres a fosa camón del 
·Cementerio del Sur, "sin. haber concluido los procesos de identificación, aduciendo que el M-19 
pratendta recuperar de la morgue los cuerpos da sus compañeros muertos", La Comisión de la 
Verdad destacó que "esta particular situación carece de asidero, dado qua la alteración del orden 

9B Anexo 1, ll1forma Final da la Comisión da la Verdad sobre los Hechos del Palacio de Jusdola, prasantadD él 17 de 
diciembre de 2009, Capitulo V, párr. 126, Anexo al asorlto de los patlclomu·ios de 6 de enero de 2010 reclbldo e)11a CIDH al 
25 da enero de 2010. 

97 Anexo 1. Informe Final de la Comla16n de le Verdad sobre loB Hechos del Pala~lo de Justicia, pmsehtado e[ 17 de 
dlnlmYJbra de 2.009, Capitulo V, párr. 126, Anexo al escrl1o de los petlcloharloa de 6 de -enero de 201 O recibido en la CIOH el 
25 de enero de 201 O. 

98 Anexo 1. Informe Final de la Comlslón de la Verdad sobre loa He~hos del Palaetlo ·da Justicia, presentado el 17 de 
di olambre da 2009, Cop(tulo V, párr .. 121. Anexo al escrita de loa peticionarlos de 6 de fJnero dij 201 O recibido en la C!DH el 
2.6 da enrno da 201 O. 

00 Anexo 1. Informa Final de la Comisión de \a Verdad sobre los Hechos del Pt~leolo de Justil::le, presentado al 17 de 
diciembre da 2009, Capttuto V, pérr. 127, Anexo al escrito de los peticionarlos de 6 de enero de 2010 recibido en la ClDH al 
25 de enero de 201 O, 

tM Anexo 1. ·Informe Flhal de lfl Comisión de la Verdad sobre los Hechos del Palacio dG Justlola, proaontado el17 
de diciembre de 2009, Capitulo V, pérr. 128, Anexo al esorlto de los petlolonárlos da a de enero de 2010 recibido en fa 
CIDH el 26 de enero de 201 O. 
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público en esos días motivó que las medidas de seguridad se extremaran y se reforzara la custodia 
da las Instituciones estatales. Fue asf como varios declarantes manifestaron qua un grueso 
contingente de las fuerzas del orden, prestaba vigilancia en las instalaciones de la margue. Además, 
el cuerpo da Andrés Almarales fue entregado a sus familiares y sepultado en el Cementerio Central 
as Bogotá, sin que se produjeran mayores lncldentes"101

, 

186. Según el Informa de la Comisión de la Verdad 

[e]xlsten documentos que cartlfloan el snvSo a fosa común de un total de 36 ouarpos, entre 
oompletos y carbonizados, unos Identificados y otr.os como NN, en cuatro fechas diferentes, a 
saber: 9, 14, 20 y 23 de noviembre de 1985. Sin embargo, al confrontar dicha 
documentaclón con el listado general de las necropsias, se observa que la Información 
reseflada es contradictoria e Incompleta. Asf1 en el oflalo en mención se oonslgna el env1o d6 
9 cuer,pos completos identificados v 27 cuerpos NN carbonizados, Comparada la Información 
con al listado general v los protoootoa de necropala r~spectivos, la situación ml!mstra 
Inconsistencias to:~. 

187. Tras la retoma del Palacio da Justicia, los familiares de Carlos Augusto Rodrfguez 
Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, Gloria Anzola de Lana o, Norma Constanza Esguerra, Bernardo 
Beltrán Hernández, Héotor Jaime Belt¡án fuentes, Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portela León, 
David Suspes Celis, Lucy Amparo Ovledo e Irme Fraileo Pineda los reportaron como desaparecidos y 
señalaron que luego de una exhaustiva búsqueda realizada al Interior da la edificación 'i tras el 
examen de los rastos de aquellas personas calcinadas prod.ucto del l11cendlo, no hallaron evidencia 
que les permitiera Identificarlos. Indicaron además que habfan observado ya sea personalmente, a 
través de terceros, o en Imágenes proyectadas por los medios de comunicación televisiva que 
difundieron la noticia, a algunos de ellos ouando abandonaban con vlda el Palacio de Justlola103

• 

188. Asimismo, varios de los familiares sel'lalaron haber recibido llamadas telefónicas da 
personas que se idBI1tltlcaban como miembros del Ejército Nacional., participantes· en la operación 
rastrillo, quienes les Informaban que sus allegados habfan sido retenidos y conducidos a dlfere11tes 
guarniciones mllitares, donde estaban siendo tortu~ados para que confesaran su presunta relación 
con el M"19. Una llamada hecha por un soldado permitió .que 'los familiares de lrma Franco Pineda, 
quienes también la habfan reportado como desaparecida, establecieran dfas después de los hechos, 
que aquella habfa ingresado en condición de guerrillera el 6 de noviembre da 1985 al Palacio de 
Justicia, de donde salló ilesa, sin que hubiese sido puesta a disposición de las autoridades judiciales 
y sin que se conozca hasta el dfa de hoy su paradero10'. 

4. Las personas desaparecidas durante la retoma del Palacio de Justicia 

189. En .el marco de las investigaciones adelantadas a lilvei Interno asr corno de los 
procesos disciplinarlos y contencioso adml nlstratlvos existen diversos elementos probatorios que 
permiten evidenciar que Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, Gloria 

Wl Anexo 1. Informe Final de la Com{sl6n de la Verdad sobra los Hechos del Palacio da Justicia, presentado el 17 
de diciembre de 2009, Capítulo V, párr. 151. Anexo al esorlto de los peticionarlos de 6 de enero de 2010 recibido en la 
CiDH el 26 de enero da 2010, 

10~ Anaxo 1. lnfonne Final de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos del Palaolo de Justicia, presentado el17 
de diciembre de 2009 1 Cupítulo V, párr. 152. Anexa el escrito ds los peticionarlos de 6 de enero de 2010 recibido en la 
CIDH al 26 da enero de 2010. 

103 Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Clroulto de Bogotá, 28 de abril de 2011r Causa No. 2009-0203, pág. 4. Anexo 
al esolito de lo~ peticionarlo$ de 24 de mayo de 2011 reolbldo ~n la CIDH el 25 de mayo de 2011. 

104 An~;uco 2, Juzg[ldo 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, Camm No. 2009~02031 pá~h 4. Añexo 
ni etlcrilo de !M pet1clona1ios de 24 da mayo de 2011 recibido an la CIDH (S[ 26 da rnayo da 2011. 
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Anzola de Lanao, Norma Constanza Esguerra, Bernardo Beltrán Harnández, Héctor Jalma Beltrán 
Fuentes, Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portala León, David Suspes Cells, Lucy Amparo Ovlado e 
lrma Franco Pineda se encontraban al Interior del Palacio de Justicia cuando ocurrió la toma y 
durante la retoma aquellas personas salieron con vida del Palacio, 

190. Al respecto, a fin de dar por probada la desaparición de las personas antes 
mencionadas el Juzgado Tercero Especializado del Circuito da Bogotá en su sentencia condenatoria 
en primera Instancia contra el Coronel Luis Alfonso Plazas Vega planteó trae hipótesis no 
excluyentes. En primer lugar, la hipótesis destinada a probar que las personas qua trabajaban en la 
cafeterla es decir, Carlos Augusto Rodrlguez Vera, Cristina del Pilar Guarrn Cortés, Bernardo Beltrán 
Hernández, Héctor Jaime Beltrán· Fuentes, Gloria Stella Llzarazo, luz Mary Portala León y David 
Suspes Cells, y tres mujeres Norma Constanza Esgusrra, Gloria Anzola de Lanao y Lucy Amparo 
Ovledo, quienes visitaban el lugar habitualmente, las dos primeras, y ocasionalmente, la óltlma; se 
encontraban al interior del Palacio de Justicia para el momento en que ocurrió la toma del M-19. En 
segundo lugar; la hipótesis de que el personal de la oafetarla y las visitantes permanecieron en el 
primer piso del Palacio bajo la custodia del Ejército durante el enfrentamiento armado, que no fueron 
trasladados a pisos superioras y qua su salida no se produjo con el grueso da los sobrevivientes, 
sino que fueron sometidos a un tratamiento especial; y en tercer lugar, la hipótesis de que el 
personal de la cafeterla y las visitantes no murieron calcinados en el cuarto piso del Palacio de 
Justicia. 

1.91. En cuanto a la primara hipótesis, al 2 de diciembre de 1986 el funcionario da! 
Consejo de Estado, Dr. Ramiro Borja Ávlla, declaró ante el Juzgado 30 de lnstrupolón Criminal 
Ambulante que vio al personal de la cafeterfa aproximadamente a las 11:20 AM mientras se dlrlgla a 
otra oficina. Asimismo, la periodista de Caracol Julia Navarrete y reportera del Noticiero Alerta 
Bogotá seRaló qua antes de la toma visitó la cafeterfa del Palacio da Justicia y observó a los 
empleados de dicho establecimiento desempeñando sus labores como de costumbre10'. · 

192. En cuanto a la segunda hipótesis, corresponde señalar lo establecido por al oficial de 
operaciones de la Escuela de Artlllerla, Mayor General Carlos Alberto Fraclca Naranjo, quien saflaló 
que al llegar a la Plaza de Bollvar el 6 de noviembre de 1985 Ingresó con su unidad al primer piso del 
Palacio de Justlola a Iniciaron la evacuación del personal que se encontraba en las oficinas, 
continuando por el pasillo, hasta llegar a la Biblioteca, donde permanecieron hasta que el comando 
de la Policla entrara por la parte superior de la terraza aproximadamente hasta las cuatro o cinco de 
la tarde del 6 de MVIembre. Asl, Indicó que "[al esta hora ya habfamos evacuado a todo el personal 
que se encontraba en ase sector del Pa1aclo''106 , 

193. Asimismo, el Mayor Fraclca Naranjo señaló que a las seis de la mafíana del 7 de 
11ovlembre de 1985 Ingresó nuevamente al Palacio y· 

I...l con una b.atarCa logramos ocupar el primer plso. con otra baterfa e1 segundo y que todo 
momento rbamos evacuando, .sacando, rescatando( el personal o!vll que rbrunos enoorrtrando. 
El cuarto piso que estaba rnuy ctuemado fue ocupado, me parece, no recuerdo blan por una 
unidad del Batallón Guardia Presldenalaf y oomo dije anteriormente, siempre sacando el 

100 Declaración de Julia Navarrete rendida el 13 de enero de 1986 en Anexo 11. Juzgado Tercero Penal del Circuito 
Especializado de Bogotá1 AUN: 11 001320700320080002!500, g de ]unJo de 201 O. Anexo a[ escrito de los peticionarlos de 
10 de junlo<le 2010 recibido eh la CIDH el14 de junio de 2010. 

108 Anexo 12. Flsoalfa Cuarta de la Unidad Delegada vnte !a Cotte Supremt:~ de Justlola, Declaracilln del Mayor 
General Carloa Alberto Fn~eica Naran)o1 11 de enero de 2006, Causa No. Radltédo: PI 9765, Anexo 106 at aaorlto de los 
pettclonarlos de 7 de mayo da 201-0 teolb1do a11la CIDH el12 de mayo de 2010. 
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personal qua fbamoa enoontrando~ personal que la ayudamo.s a llegar a la puerta do11de eran 
recibidos no se por quien, por qua nunca estuve en le puerta107 • 

194. Asimismo, el soldado José Y asid Cardona Gómez Indicó qua participó en el operativo 
de retoma del Palacio de Justicia, que Ingresó al Palacio entre las :1.:00 o 2:30 PM y qua su misión 
era la de rescatar a los rehenes pero Indicó que - como a Jos lugares a los que ingresó estaban 
desocupados - resolvió permanecer en una oficina del primer piso hasta las 3:00 PM del 6 de 
noviembre, cuando ingresó a la cafeterra. Indicó que en ese lugar no observó a ningún rehén pero si 
se encontró con el Mayor General Fraclca y otros soldados. Asimismo, ante la pregunta relativa a 
qua si durante el tiempo que permaneció en el primer piso observó a rehenes salir da la cafetarra 
respondió: "si salieron rehenes, los llevaban para al das para asa casita que quedaba ahl pasando la 
7'., subiendo un trlcito da la iglesia, me parece que es das [,.,J todos fuerpn llevadas (sic) allá yo no 
vi más para donde las llav.aban sino sólo allf"108• 

195. Posteriormente, el mismo soldado José Yesld Cardona Gómez Indicó qua el · 6 da 
noviembre da 1985 Ingresó protegido por el tanque Cascabel al Palacio de Justicia y se dirigió a la 
oafetarla donde encontró a dlaz personas vivas, entre ellas indica que se encontraban el 
administrador da la cafeterfa y una empleada del mismo Jugar. Indicó además que 

Jp]rlmero -saqué a ocho v después tue cuando ma encontré nuevamente con al se(ior 
administrador de la cafetería y la set'lora qua ora la empleada, como yo no podfa sacar a los 
1 O, me tocó repartirlos en dosr o sea yo pude sacar ocho que fueron los que yo entregué en la 
puerta de la Ci:tsa del Florero y luego dos qua loe entregué en la Puerta del Palacio de Justicia 
al Ejército, como ustedeH puede.n observar en la televisión, uno los llevaba y da ahf pa!'a allá 
uno no .sabe que hicieron con la gante109• 

196. El Juzgado Tercero Penal del Circuito concluyó qua las evidencias demuestran qua al 
control, da al manos al primer piso del Palacio, fue retomado por la Fuerza Pública al poco tiempo de 
iniciada la toma, qua la resistencia guerrillera se concentró en los pisos superiores y que por lo 
tanto, se infiere que el personal que se encontraba en el primer piso quedó bajo la guarda del 
ejército, el cual fue; en su mayorfa, evacuad<> por la tarde del 6 de novlembre110• Asimismo, en 
dicha sentencia se citan declaraciones de varias personas qua fueron trasladadas por los guerrilleros 
.desde las plantas Inferiores hacia loa ba~os dal tercer y cuarto piso qua coincidan en afirmar qua 
aunque conodan a los empleados de la oafeterra no los vieron en los baños. Concretamente, se 
citan las declaraciones del funalot1ar1o del Consejo de Éstado, Ramiro Borja Ávlla; al citador IV de la 
Sala Constitucional de la Corte Suprema da Justicia, Héctor Darro Correa Tamayo; al funcionario de 
la Procuradurfa General de la Nación, Darlo Enrl,que OuiMMz Pinilla; el conductor Jorge Antonio 
Reina Orjuala; y de Hlida Dfaz Agudelo y Rosa Helena Centraras Parra'"· 

107 An!'JXO 12. Flsca!ra Cuarta d~ la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justicia. Deoi~Hmlón del Mayor 
Ganara! Cnrlos Alberto Fracloa Naranjo, 11 de enero de 2006, Causa No. Radicado: PI 9765, Anexo 105 al esorlto de loa 
petlolooe.rlos de 7 de mayo de 2010 reolbldo en la CIDH a112 de mayo de 2010. 

lDil Anexo 11. Declaración del soldado Jomi Yesld Cardona Gómez citada en Juzgado Tercero Penal del Circuito 
Especializado de Bogotá, RUN: 11001320700320080002500, 9 de juniO da. 2010. Anexo al escrito de los peticionarios da 
1 O de junio .de 201 O recibido en la CIDH el 14 de junio de 201 O, 

109 AneJ<o 13, Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corta Supreme~ de; Justicia, Declaración del.sañor Joaé 
Yesld Cardona Gómez, 29 de noviembre de 2006. Anexo 31 al escrito de loa pGtlaiohafloa de 7 do julio de 20081 recibido en 
la CIDH el 8 de julio dé 2008, 

110 Anexo 11. P~claracfón del soldada Jasé Y asid Cardona Góme~ olta.da en Juzgado Tercero Penar de'l Circuito 
Especializado de Bogotá, RUN: 11001320700320080002500, 9 de junio de 2010, Anaxo al escrito de loa patlolonarlos d& 
1Ddajunlodo 2010 recibido en ts CIDflal14dajunio da 2010. 

111 Anexo 11. Doolnraolonaa oltadan en Ju;~gado Tercero Panal del Circuito Espeolalizado de Bogotá, AUN: 
1100132.07003200B00026DO, 9 de junio de 2010, Anexo al escrito de los peticionarlos de 10 ele Junto de 2010 recibido en 
la CIDH el14 de junio de 2010. 
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197, Asimismo, al Juzgado Tercero llagó a la conclusión, oon basa en diversos 
testimonios, que la evacuación de las personas del primar y segundo piso se adelantó por la Fuer~a 
Pública de manera paulatina y fragmentada. Asf, primero se concentró a los rehenes en oficinas del 
primer piso ,para ejercer un primer control sobro ellos y posteriormente liberarlos por grupos. En ase 
proceso, algunas personas, cuya presencia en el Palaci'O generaba dudas, fueron separadas del 
grupo. 

198. Concretamente, Yolanda Ernestina Santodomingo Alberlccl se~aló que 

I. .. J el soldado nos protegió hasta que nos entró a una oficina en el segundo piso. En esa 
oficina habfa mucha gente d'e saao y corbata, muchas set'ioras vestidas de oflc{lia1 yo estaba 
descalza, no reconozco en ese momento a nadie pero estaba el señor de Legls [ ... ) [e]sa 
oficina se comunicaba con una ventana al primer piso. Por ahf nos pasaron al primer piso 
ayudados por unos soldados que lo réolbfan uno a uno en el primer piso. [ ... J Sacan a todos 
los bien vestidos, los sequitos porque yo estaba mojada del orrn y la sangreJ que se notaba 
que entre todoa se reaonocfan; o sea que dsbran trabajar allf112• 

Finalmente, sostuvo que una persona le dijo a ella y a Eduardo Matson Osplno que ellos saldrfan del 
Palacio "como de 111tlmos" y que tras s~ salid<¡ fueron conducidos a la Casa del Florero113

• 

199. El Juzgado Tercero ·agregó que la presencia de los empleados de la cafeterfa al 
interior del Palacio de Justicia hasta el 7 da noviembre de 1985 quedó acreditada con los 
reconocimientos en videos que hicieron los familiares de ~arios Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del 
Pilar Guarfn Cortés, Bernardo Beltrán Hernéndaz, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella 
Lizarazo, David Suspes Celis, Gloria Anzola de Lanao y Lucy Amparo Oviedo cuando salfan con vida 
del Palacio esct>ltados por miembros da la Fuerza Pábllca114

• • 

200. Finalmente, en cuanto a la tercera hipótesis, el Juzgado Tercero señala que existen 
expertlclas técnicas que permiten aseverar que las personas que no fueron vistas sallando con vida 
del Palacio no murieron calcinadas al Interior de sus Instalaciones. Concretamente, el Juzgado cita 
el oficio del Profesor titular del Departamento de Antropología da la Universidad Nacional, José 
Vicente Rodrlguez Cuenca, mediante el cual allegó el Informe relativo al "análisis bloantropológlco da 
Jos restos óseos del holocausto del palacio de justicia [ ... ] depositados en el laboratorio de 
antropologfa flslca de la Universidad Nacional de Colombia" y la relación de los "93 esqueletos 
excavados por el CTI de la Fiscalla, parte de ellos en custodia del Laboratorio de Antropologfa Física 
de la Universidad Nacional de Colombia". 

201. El Juzgado da cuenta del contenido de dicho documento, el cual seMala que como 
producto de la exhumación de la tos& común del Cementerio Sur de Bogotá, entre enero y 
septiembre da 1998, se obtuvieron 

91 esqueletos de individuos adultos, 46 !ntantlles, 6 miembros amputados y 1 B sin 
articulación anatómica para un total de 1.63 Individuos L .. ] del total do esqueletos se 

112 Anexo 14. Fiscalf.a Cuarta de le Unidad Dafagada ante 1~ Corte Suprema de Justicia, Declsraclón de Yolanda 
Emesdna S-antodomingo Alberlco!, 1n de ag-osto de 2006, Causa No. Radicado: PI 9755. Ansxo 1153 al esorito do loa 
patltdonaJ·Ios de 1 de muyo de 201 O recibido en la ClDH el 12 de mtsyo de 2010. 

1H1 Anaxo 14, Fiscalfa Cuarta de la Unidad Delegada anta la Corte Suprema de Justicia, Dec:laraclón da Yolanda 
Emastina Saotodomlngo Albarlccl, 1° de agosto de 2006, Cau$a No. Radicado: PI 97135, Anexo 153 al escrl1o da loe 
paticlonarloa de 1 de mayo de 20~0 reolbldo er, la CIDH el12 de mayo de 2.010. 

tl<l Anexo 11. Juzgado Te~oe~o Panal del Circuito Espaolallzado de Bogotá, RUN: 1 1-001320700320080002500, 9 
de Junio de 201 O, Anexo al esortto da los .pati<':lonat1os de 10 de junio da 201 O recibido en la CIDH el 14 de Junio de 2010. 
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muestrearon 27 individuos obteniendo cuatro muentras de cada uno de ellos para estudios · 
.genéticos [ ... ], seleccionados por las huellas de lnolneraolón presentes, por el nivel en que se 
hallaron y por estar conienldos en bolsat~ plásticas [ •• ,] es decir solamente se apuntó a la 
·Jdentlficaclón de las personas de las cafetería que supuestamente pareolr;tron por la acción del 
fuego del 4° y[ ... ] de la totalidad de las allf Inhumadas'"· 

202. En la fosa común se hallaron restos de 163 individuos en cinco niveles separados 
con material de relleno y que correspondfan a inhumaciones realizadas en ·diferentes épocas y no 
todos provenfan del Palacio de Justicia. En vista de lo anterior, se seleccionaron los restos que se 
encontraban en los niveles dos y tres que correspondfan a Inhumaciones realizadas el 9 y el 30 de 
noviembre de 1985, que evidenciaran calclnaolón y que estuvieren contenidos en bolsas plásticas'"· 

203. La relación de los desaparecidos de cuya base partieron los estudios es la siguiente 
Fabla Becerra Correa, Lucy Amparo Ovledo, Rané Francisco Acu~a Jiménez, Héctor Jaime Beltrán 
Fuentes, Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Ana Rosa Castllllanco, Bernardo Beltrán Heméndez, Gloria 
Stella Ll;zara¡:o, Luz Marv Portala León, Cristina del Pilar Guarín Cortés, Gloria Isabel Anzola y David 
Suspes (en negrilla las presuntas vfctlmas del presente caso)"'. 

204. Se realizaron dos estudios, uno genético por la División de Crlminal[stloa del Cuerpo 
Técnico de Investigaciones (CTI) y otro bloantropológlco por la Universidad Nacional, y los 
resultados se presentaron en dos Informes { 17 de julio y 9 de agosto de 2001) del laboratorio da 
Genética Forense de la Flscalra General de la Nación y del Laboratorio de ADN del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, cuyos resultados arrojaron compatibilidad con anca 
guerrilleros y una civil, Ana Rosa Castiblanco, cuya situación se analiza en el presente Informe en un 
acápite posterior, y ninguna compatibilidad con relación a las once personas que hasta la fecha 
continúan desaparecidas"'. A continuación se analizan las circunstancias de cada uno de los 
desparecidos: 

a. Carlos Augusto Rodrfguez Vera 

205. Carlos Augusto Rodrfguez Vera era un estudiante da derecho en la Universidad Libre, 
que para la fecha de los hechos tenra 29 años"' y que laboraba como administrador de la cafeterra 
del Palacio de Justicia""· Su esposa, Cecilia Saturia Cabrera Guerra, también trabajaba como cajera 
en la cafetería pero el d[a de los hechos se encontraba de licencia de maternidad'"· Cecilia Saturla 
Cabrera Guerra señaló que el miércoles 6 de noviembre de 1985 su esposo salió de la casa a las 

111> Anexo 11. Juzgado 'r('lroero Penal da[ Circuito Eapaclaltzado de BogotA, RUN: 11 0013207003200S0002600, 9 
de junio da 201 O, Atlaxo al esotlto de los petlolonartos de 1 O da junio de 201 O racibldo en la CIOH el 14 d~ )unJo de 201 O, 

118 Anexo 11. Júzgado Tercero Penal d~l Clrculto Eepeclallzado da BogQtá, AUN: 110013207003.20080002600, 9 
de Junio d~ 2010, Anexo al es-crlto de loa peticionarlos de 10 de junio de 2010 recibido en la CIPH e114 da junio de 2010. 

117 Anexo 16. Laboratorio de Genétloa Forense de la F[Mnlla General de la Naolón y leboratorlo de ADN del 
Instituto Nacional MedlcinH Legal y Clenolas Forenses-, Tlplflce.c!ón molecular del ADN, 17 da ]UIIo da .2.001. Anexo 33 al 
escrito da los petlolonarlo!J de 7 de julio de 2.008, recibido en la CIDH al 8 da ]u\lo de 2008. 

110 Anexo 11. Juzgado Tercero Penal dsl Circuito Especializado de Boi':Jotll, RUN: 110013207003200800021500, 9 
de junio de 2010. Anaxo al escrito de los pa·tlclonarioa de 10 da junio de 2010 reolbldo en la CIDH e114 de junio de 2010, 

119 Anexo 16, Dacla~aoión de Cecilia Cabrera Guerra. Reconocimiento da videos con que <:uenta la Investigación 
rndlcada mm el número 9755. Anexo 17 al escrito de 'los petlc.:lonarlos de 7 de mayo de 2010 reclbldo en la CIDH al 12 da 
mayo de 201 O. 

120 Anexo 17. Ampllatllón da dcmuMia de Enrique Alfonso Rodrfguez Hernándaz, 29 da agosto de 2001. Anijxo 1· al · 
escrito de los petlolonarlos de 7 de mayo da 201 O reo[bido an la ClDH el 12 de mayo de- 201 O. 

121 Anexo 17, Arnpllaolón de. dt'lnUr'IO[a d.;~: l!nrk¡ua Alfonso Ro'drlguez Hermíndez, 29 de agosto de 2001. Anexo 1 al 
escrito de los peticionarlos da 7 de mayo de 201 O reolb!do en le ClDH el 12 da mayo de 201 O. 
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7:00 AM y qua posteriormente la llamó para decirle que ls esperaba en la cafeterfa pero cuando 
llegó al Palacio va no pudo entrar el edlflclo122• Asimismo, Indicó qua su esposo estaba vestido con· 
un "buso gris claro, de cuello redondo, manga larga, con pu~os, con resorte en las mangas y en la 
parte de abajo, de algodón, y un pantalón de paño gris más oscuro y una camisa a rayas de tonos 
grises [ ... ], unas botas de ~apato de color de cuero oamel""' y lo describió como "una persona que 
medra aproximadamente 1. 75 oentfmatros, un peso de 65 l<llos, tenia tez blanca, nariz aguileña, 
ojos color miel, cabello liso, castaño oscuro, el tama~o por ahf de 3 centfmetros, se peinaba hacia 
atrás, tenia amputados 3 dedos de un pie [ ... ] dentadura natural, velludo en los brazos, el pecho y 
las piernas, carlrredondo, la expresión alegre y tranquila[ ... ] tenfa blgote"124• 

206. El padre de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Enrique Alfonso Rodrfguez Hernándaz 
(fallecido en noviembre de 201 0), señaló que su hijo no tenia uniforme "que los meseros vestfan 
pantalón y chaleco negros y camisa común y corriente, pero que cuando éstos se anoontraban en la 
cocina, ayudando con labores de aseo, utilizaban camisa color caqui; asimismo, señaló que la 
empleada del .autoservicio utilizaba una blusa blanca para atender dicha labor, y el personal de 
.cocina utilizaba un delantal'11215 , 

207, Cecilia Saturla Cabrera Guerra Indicó que al 8 de noviembre, Ingresó a la cafeterfa 
del Palacio de Justicia y encontró la caja registradora saqueada al Igual que los bolsos de los 
empleados y ningún rastro de sangre o combate y agregó que en el piso encontró una certificación 
qua acreditaba a su esposo como empleado de la cafetarfa y una llave que correspandfa al portal 
externo de su departamento 126• Indicó que logró Ingresar can una persona que se identificó como 
funcionario del B-2, Germán Gutlérrez, quien posteriormente la visitó en su residencia por un periodo 
de seis meses y le Informaba que Carlos estaba detenido pero que él por ·su Investidura no podfa 
da1·ies mayor ln·formaclón 127• Asimismo, señaló que su hermano Alvaro Cabrera y su cuñado César 
Enrique Rodrfguez Vara se entrevistaron con el General Arias Cabrales y éste les informó que al 
personal de la cafeterfa el M-19 los condujo al cuarto pl$o y allí murieron calclnedos12'. 

208. Ricardo Gámez Malurera129 denunció que Carlos Augusto Rodrfguez Vera, salló del 
Palacio Ileso y fue llevado a la Casa del Florero. Posteriormente, Indica que por orden del Coronel 

122 Anexo 11. Declaración dB Cecll\a Saturla Cabrera Guerra citada en Juzgado Tareero j:)enal del Circuito 
Especlall~:ado de BogotH, RUN: 11001320700320080002600, 9 de junio de 20l0. Anexo ·a.r esorlto de los peticionarlos do 
10 de junio da 2010 raclbldo en la CIDH e114 de junio de 2010. 

123 Anexo 2, Declaraalón de Cecilia Saturla Cabrera Guerra' oltada en Juzgado 51 Panal del Circuito de Bogotá, 2.8 
de abñl de 2011, Causa No. 2009-0203, págs. 188 y 189. Anexo al escrito ·de los pe11olonarlos de 24 de mayo da 201 1 
recibido en la CIDH el 25 de mayo de 2011. 

1M Anexo 2. Declaración de Ceo!! la Saturla Cabrera Guerra citada en Juzgado 51 Penal del Clrou!to da Bogotá, .2.8 
de abrll de 2011, Causa ND, 2009-0203, págs, 188 y 189, Anexo al escrito de los patiolonarlos de 24 de mayo de 2011 
recibido en la ClDH ~1 25 de mayo de 2.011. · 

126 Anex-o 11. Declaración de Enrique Alfonao Ródr[guet Hernúndet óittlde ett Jutgado Tarc:ero Penal del Circuito 
Especializado de Bogotft, RUN: 11001320700320080002600, 9 de junio de 2010. Atle)(O ol e.aorlto de los peticionarlos de 
10 de jUhlo dé 2010 re.olbldo en la CIDH el 14 de junio de 201 O. 

126 Anexo 11. Oectaraclón de Enrique Alfonso Rodr(guez He:roández citada en Juzgado Tercero Penal del Circuito 
Espeolalb:ado de Bngotá, RUN: 11001320700320080002500, 9 da junio de 2010. Anexo al escrito de los petfclon~;~rlos da 
10 de Junio de 2010 recibido en la CIDH el14 de junio de 2010. · 

127 Anexo 2.. Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotli, 28 de abril de 2011, Causa No, 2009-02031 pág. 192. 
Anexo al eacrlto de los peticionarlos de 24 de mayo da f-011 reaibldo en la ClDH e\26 ds mayo de 2.011. 

128 Anexo 11, Declaraalón de Enrique Alfonso Rodrlguaz Hernández citada en Juzgado Tercero Penal del Cltnulto 
Especlaflzado do Bogotá, RUN; 11001320700320080002600, 9 da junio de 2010. Anexo al esorlto de loh petlolonarlos de 
10 de junio de 201 O rf!:cibldo en la CIDH e\ 14 da junio de 201 O, 

1211 Ricardo Gl.imez Mazurern ingresó a le Pollofa Nacional el 31 de marzo de 1977 oomo alumno da 1o Escuela de 
Carabineros 11Eduardo Cuevas" de Vtllavlcano\o, departamento del Mc¡¡ta y qua dasde al año 1974 trabajó oomo lnf<>rmante da 

Continúa ... 
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Plazas Vega fue trasladado a la Escuela de Caballerra quien dio le siguiente Instrucción: "me lo 
llevan, me lo trabajan y cada dos horas me dan Informe". Indicó que el Coronel Plazas Vega tenia la 
hipótesis que en la cafetería del Palacio se hablan escondido las armas del M-19 antes de la toma 
por lo que .ordenó torturar a Carlos Augusto Rodrfguez Vera por cómpllca130• 

209. Indicó q~e 

El sef\or Rodrrguez Vera fue sometido a torturas durante 4 dJaa, sin suminlstrársela ningún 
alimento ni bebida. Fue colgado varias veces de los pulgares y golpeado violentamente en ios 
testfculos mientras oolgaba¡ le Introdujeron agujas en las uñas y luego le arrancaron las unaa, 
El siempre manifestó que no sabfe nada ni antendra lo que estaba oourrlendo. Oulanas 
estuvieron frente a las torturas fueron: el C~pltán Luz f ... ] y otro capitán de palo rublo, quien 
manejaba antonoas un Nlsaan Patrut azul y blanco. El sef"íor Rodrfguez murió durante las 
torturas. Su cadáver fue e-nterrado en secreto, probablemente en ~~los polvorines", carca del 
sitio donde se hacen prácticas de polfgono, an la misma escuela131, 

21 O. El padre de la presunta vfctima se~aló que "en la misma semana en que ocurrieron 
los hechos reclbf, especialmente en la noche, llamadas telefónicas anónimas, nunca quiso 
Identificarse la persona o las personas que me llamaron porque parecen ser dos voces distintas, en 
las cuales me Informaban que mi hijo Carlos Augusto estaba en la Escuela de Cehallerla sometido a 
las torturas más lncrefbles" 13'. 

211. Existen testimonios del padre y la esposa de la presunta vfctlma, de Marfa del 
Carmen Castro de Patifto, que laboraba como empleada da servicios generales del Palacio, de Rená 
Guarfn Cortés y de César Augusto· Sánche7. Cuestas quienes sostienen la identificación de Carlos 
Augusto Rodríguez Vera en varios videos'"· 

212. Concretamente, en diligencia da reconocimiento da video del 16 da agosto de 2007 
Cecilia Saturia Cabrera Guerra reconoció a su esposo Carlos Augusto Rodrfguez Vera y señaló "[v]eo 
a Carlos con la misma ropa que salló ese dfa para el Palacío, su cabello, la forma como se· peinaba, 

•.• contlnUfmlón 
la División dE~ Información, Pollofa Judicial y Estadrstlca Criminal (DIPEC) [actualmente la Dlreoo16n ele tnvaatl~aalón Criminal e 
lnt~rpol - DIJIN) y en 1976 pasó a trabajar con el Comando del Ejército. Anexo 18. Escrito de Blc.E!rdo Gámez Mazuera 
dirigido el Ptoou•·ador General de lll Naolón, 1° de agosto da 1989, Anaxu 238 al escrito da loa peticionarlos da 7 de mayo 
da 2010 recibido en la ClDH at12 de mayo de 2010. 

180 En su oomun1oaol6n Ricardo Gámez Mazuera .saf'la\6 qua "durante estos af\os de trabajo con los aervfolos de 
inteligencia del Estado, me he Ido oonvenctendo paco a poco da que lne tnG:todos al~ utlllzadoa son vlolatorlos ele las mismas 
leyes de la RepúbUca [ •.. ]y a pesar de los altos flesgos que esto lmplloa para mi segur!dad·parsonal y la de mi tamllla, he 
decidido Qbtmdonar ml trabajo y solicitar a las autorldadea competentes que Investiguen los métodos utilizados por los 
organls1nos de ·Segurldftd del Estado para combatlr la aubvarslón o la dellncuenola [,,,¡n, AneKo 18, Eso rito de Ricardo Gáme;z 
Mezuera dlrlgldo al ~roourador General de h~·Naolón, 1° de ago.sto da 1989. Anexo 238 al escrito de los peticionarlos de 7 
de mayo de 201'0 reolbldo en la CIDH eJ 12 de mayo de 201 O. 

t:'tt Anexo 18. Escrito de Rlc~rdo Gi!me~ Mazuern dirigido al Procur~dor General de la Nación, 1a de agoai:o de 
1989. Anexo 238 al esorlto de los petlnlonarlos de 7 de mayo de 2010 recibido en la CIDH al12 de mayo de 2010, 

13'- Anexo 17. Ampliación de denuncia d& Enrlqw.~ Alfonso Rodrfgue7: Ht:lrnánd¡;¡~:, 29 de agosto de 2001. Anexo 1 Hl 
escrito de los peticionarlos de 7 de mayo de 201 o recibido en la CIDH .al 1 2 de moyo da 201 o, Ver también Documental La 
Toma {The Siage)1 Dirigido por Angus Glbson y Miguel Salazar, 20t 1. 

133 Anexo 2. Juzgado 51 Pena! del CJroulto de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009·0203, págs, l90, 191 
y 193. Anru<o al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la ClbH al 26 de mayo da 2011. Var 
tombl6n: Anexo 16, Oeelaraclón da Cecilia Cabrera Gllerra, Rae o nacimiento de vldeos con que ouanta la lnvas.tfgac\6n 
radicada con al número 9765. Anaxo 17 al escrito da Jos peticionarios de 7 de mayo de 2010 reolbldo en la CIOH al12 de 
mayo da 2010 y Anexo 18, Declaración de Sandra Beltrán Her11ándaz y Aené Guarfn Cortés, Reoonoclmlanto da videos con 
que cuenta la Investigación radloada oon el hllmero ·97155, A11mxo 17 ni escrito de IDs pe-tlolonarlos de 7 da mayo da 2010 
recibido en la CJDH (ll 12 da mayo de 2010, Ver también Documental La Toma {Tha S)age), Dirigido por Angtla Glbson y 
Mlgual Salaznt, 2011. 
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él se peinaba hacia atrás y se le cala asl, hacia los lados, lo Identifico por su bigote poblado, por sus 
cejas, el lóbulo de la cara, su porte, su estatura, su cuerpo, veo que va asido de los dos brazos, 
agarrado por dos soldados ¡,.;]"134, 

213. César Augusto Sánchez Cuestas, para la época de los hechos, era funcionario de la 
Aloaldra Mayor da Bogotá y conocla al administrador de la cateterla del Palacio de Justicia y a su 
esposa porque almorzaba en dicha cafeterla dada su cercanra con la Alcaldfa. Asimismo, refirió que 
estaba seguro que vio salir al administrador de la cefeterfa rodeado por funcionarios dal Ejército, 
quienes "lo condujeron de esa puerta principal de la entrada del Palacio de Justicia a la Casa del 20 
de Julio o Casa del Florero a donde Ingresó Rodrlguez y a donde [ ... ] ya no me dejaron pasar y no 
supe nada más de él" 135

• 

214. Agregó que al dfa siguiente, se dirigió en oompa~la del padre y la esposa de Carlos 
Augusto Rodrlguaz Vera al Cantón Norte para Indagar por su paradero, donde fueron tratados con 
evasivas. Indicó que al dla siguiente volvió a Indagar en el mismo lugar y que a partir da esa visita 
comenzaron una serie de llamadas amenazantes a su casa y a su oficina donde le decran que dejare 
de Indagar por el administrador de la cateterla136• senaló que posteriormente, solicitó una entrevista 
con el Comandante Plazas quien lo recibió y le sugi rl6 "como amigo y como funcionario pdbllco que 
dejara de indagar sobre cosas que no eran de [su] incumbencia"137

• l11dlcó que no declaró sobre 
estos hechos con anterioridad por las amenazas da muerte que pasaban sobre su persona138 • 

b. Crlstb>a del Pilar Guarín Cortés 

215. Cristina del Pilar Guarrn Cortés, de 26 aRos al momento de los hechos, se hebfa 
graduado recientemente de Ciencias de la Educación de la Universidad Pedagógica y no tenia trabajo 
fijo. Su medré, Elsa Maria Osorlo de Acosta, tenfa una amistad muy antigua con Marra Helena Vera 
de Rodrrguez, madre da Carlos Augusto Rodrf¡¡uaz Vera, quien la llamó para proponerle que Cristina 
reemplazara a la esposa de su hijo en la cateterla del Palacio de Justicia dado que ésta última Iba a 
dar a luz en los próximos dlas. Asl, para el dfa de la toma del Palacio, Cristina del Pilar Guarro 
Cortés llevaba 35 dfas trabajando en la cafeterla139 • 

216. En una declaración rendida por Elsa Marra Osario de Acosta se~aló que el 6 de 
noviembre da 1986 su hija "se levantó a las 8 y arregló para irse para el Palacio de Justicia a su 
trabajo como cajera encargada da la cafeterla [ ... ] Ella salió de la casa a las 9 de la mañana [ ... ] Era 

134 Anexo 16. Daolaraalón de Cacllla Cabrara Guerra. Reconocimiento de videos oon c¡ue cuGnta ls. lhVastlgaolón 
radicada cOn el nllmaro 9.766, Anexo 17 al escrito de los pGtlclonarltnl de 7 de mayo da 2010 raclbicio en la CIDH &112 de 
mayo <le 2010, V~r también Documental La Toma. (1'he Siege}, Dlrlg!clo por Angus Gibsun y Miguel Salazar, 2011. 

13~ Anexo 20. Flsoalía Cuarta de la Unidad Delegada anta 1<~~ Corte S1.1prema de Justicia, Declaraol6n de Cést~r 
Augusto Sán()hez ~ueatn$, 19 de septiembre de 2007, Causa No. R.ad!cadP: PI 9766. Anexo 129 al escrito da los 
peticionarlos de 7 de mayo de 2010 reolbido en la CIDH el 12 de mayo de 2.01 D. 

13
(J Anexo 20. FlacaHn Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corta Suprema da JustloiS1 Deolaraolón de Cáanr 

Augusto Sánchaz. Cuestas, 19 da septiembre da 2007, Causf.l No. Radicado: PI 9755. Anuxo 129 al esorlto de los 
peticionarlos de 7 de mayo de 2010 roclbldo en la CIDH al12 de mayo de 2010, 

1111 . Anexo 2.0. Fiscal fa Cuarta de la Unidad Delegada ante ta Corte Suprema de Justlola, Deolaraolón de César 
Augusto Sánohez Cuestas, 1 e de septlambre de 2007, Causa No. Radicado: PI 9766. Ane~o 12"9 al escrito de los 
patlolonarlos de 7 de mayo de 2010 recibido en la CIDH $]12 de mayo de 2010. 

138 A11exo 20. Flscalfe. Cuarta da la Unldád Deolagada ante la Corte Suprema de Justlola, Declaración da César 
Aususto Sánchez Cuestas, 19 de septiembre de 2007, Causa No, Radicado: Pt 97!55 •. Anexo 129 al escrito de Jos 
peticionarlos de 7 de mayo de 2010 recibido en la C!DH el 12 de mayo da 2010, 

13Et Anaxo 21. Ampliación de denuncia da Elsa Marra .Oaorlo de Aoosta, 29 da agosto de 2001. Anexo 2 a.l aacrl1o 
de los peticionarlos de 7 d~ mayo de 2010 recibido en la CIDH el12 de mayo de 2010. Anexo al ascrtto de los petlo!ooarlos 
de 24 de mayo de 2011 roclbldo en la CIDH el 25 da mayo da 201 1. 
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una niña un poco gordita, agraciada [, •. ] como de 1 ,50 mts. da estatura, más bien robusta [ ... ] 
trigueña, caballo castaño oscuro, tenia cabello corto""0

• El hermano de la presunta vfctlma, René 
Guarfn Cortés, señaló que ella "tanfa una falda a cuadros rojos y azules escocesa, una blusa rosada 
y su aspecto, ara una mujer da 1 .55 o 1 ,68 de estatura, robusta, ojos cafés, cejas gruesas, labios 
finos, tenia una mancha en la mano Izquierda, como un mapa de Sudamérlca"' 41

, 

217. Rentl Guarfn Cort.és Indicó q~e para la época da los hachos él ara estudiante de 
lnganlerfa de Sistemas de la Universidad Nacional y que encontréndoae en dicho lugar se enteró lo 
que estaba ocurriendo en el Palacio de Justicia, por lo que decidió dirigirse hacia allá para averiguar 
por la suerte de su hermana, sin embargo no pudo obtener Información. Señaló que a la mañana 
siguiente se dirigió nuevamente al lugar de los hechos donde escuchó que las personas que as1aban 
·siendo rescatadas eran conducidas a la Casa del Florero. Además, agregó que una vez conciuyó la 
retoma del Palacio, Ingreso al lugar junto oon su padre, José Marra Guarfn Ortiz, y observó que 
•curiosamente aquel sitio no habfa sido Incendiado qua había jugos servidos y que· la caja 
registradora habfa sido saqueada""'. 

218. Asimismo, el hermano de la presunta vfctlma Indicó que de los compañeros de 
trabajo de su hermana habfa visto con anterioridad a Bernardo Beltrán Hernánde><, Héctor Jaime 
Beltrán y Carlos Augusto Rodrlguez Vera. Indicó además que un año y medio después de los 
hechos "un anónimo Informó sobre un casete que fue dejado en el baño de hombres de un 
restaurante que quedaba frente al teatro Teusaqulllo an la 34". En el audio de dicho cassette •unos 
·supuestos agentes de Inteligencia" comentaban que habfan tenido a los desaparecidos del Inmueble 
judicial en la Escuela de Caballerfa, en donda fueron torturados, asesinados y luego sus restos 
sumergidos en canecas de ácido da baterfa, por orden del Coronel Luis Alfonso Plazas Vega"'· 

219. Cabe seftalar también que en las sentencias condenatorias de primera Instancia del 
Coronel Lt.lls Alfonso Plazas Vega v el General Jesús Armando Arias Cabrales constan los 
reconocimientos en video y fotográtlc.o efectuados por Rané Guarfn Cortés v Cecllla Saturla Cabrera 
Guarra de Cristina del Pilar Guarfn Cortés saliendo del Palacio 'en hombros sobra un mllltar"144

• ~n 
diligencia de 16 de agosto de 2007 René Guarln Cortés reconoció a su hermana Cristina en un video 
obtenido an inspección judicial en la residet~cla del Coronel Luis Alfonso Plazas Vega. 
Concretamente, al hermano de la presunta vfctima ·s~ñaló: 

140 Ane.xu 11. Deolaraolón da Elsa. Marra Osorio da Aoosta cltud11 an Juz!Jado Tercero Penal del Circuito 
Ef;peclalb:ado de Eogotá, AUN: 11 00132070D3200B0002600, 9 de Junio de 201 G, Anexo al eserlto de bs peticionarlos da 
10 dt~ jiJnló dtll 2010 recibido al'llfi ClDH al l4 de Junio de 2010, 

141 Anexo 2. Oeclaratlión de Ren~ Guarln Cortés citada en Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 
201 1, Causa No. 2009~0:2.03, pág. 201. Anexo al escrito de los petlolonarlos da 24 dfl mayo de 2011 recibido en la CIDH el 
26 de mayo de 2011. 

14a Anexo 2. Declaración de René Guarrn Cortéf.l citada en Juzgado 61 Panal del Circuito de Sogotá, 28 de abrll de 
2011, Causa No. 2009-0203, págs. 200- 201. Anexo al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 teótbldo en la 
CIDH el 26 00 mayo dij 2011. 

l-43 An~xo 2. Deolaraolón de Ra-né Guarrn Cortés citada an Juzgado 51 Pen~l d~¡~l Circuito de Bogotá, 28 da abril de 
2011, Causa No, Z009 .. 0203, piig:. 201, Am~xo f!l escrito de lo~ petlclonarloH da 24 de mayo de 2011 reclb1do en la CIDH el 
26 ds mayo da 2011. 

144 Raoonoolmlanto dl)l DVD 01 da Patrimonio Fttmlco Co!Ombl.uno on e.l punto 00:4'7:57, reoonoolm!ento de 
lmtiganes del periódico 1!1 Colomblono, reoonoc!mlanto en el video del Noticiero 24 horas en el punto 00:01:51 en Anexo 2. 
Juzgijdo 61 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011 1 Causa: No. 2009-0203 1 págs. 202-203. Anexo al eacrlto da 
los peticionarios de 24·da mayo de 2011 recibido en la ClDH el 25 de mayo de 2011 y Anexo 11, Juzgado Ta-reero Panal dsl 
Circuito Especializado de Bogotá, RUN: 11"001"320700320080002600, 9 da Junio de 2010. Anexo al escrito da. los 
paticlonarlos de 10 de jut~io do 201 O raclbldo en lo CIDH el 14 d~ junio da 2.010. Ver también: Anexo 16. Declarec16n de 
Cecilia Cabrera Guarra. Reoonoolrn!anto de videos oon que cuenta !a lnvet~tlgaci6n radicada con al número 9755. Anexo 17 
al aaorlto de loa petlclonijrlos de 7 de mayo de 2010 recibido en la CIDH ol12 de mayo de 2010. 
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[a)sa "" mi hermana Cristina del Pilar Guarln Cortes, esa es lo falda que llevaba ese dla. La 
falda es la falda escocesa, la blusa es la blusa roja de moNo, tiene una especie de corbata y la 
tiene en una posición que le cae. Veo a mi hermana perfectamente como estaba para la 
época, petlo oorto1 está !a forma de su cuerpo, era una persona de cadera ancha, de cola 
grande, esa es la e.specte de madlda, es su cuerpo, su vestimenta es /mpa}arltablem9nte la que 
!levaba el día del holooausto1 eSa es le ropa que llevaba al dfa en qua- fue a trabajar a la 
cafeterra del Palaolo y lo rnée importante as qua esta es ella146

• 

c. Bernardo Beltrán Hernández 

220. Bernardo Beltrán Hernández trabajaba como mesero en la cafeterfa del Palacio de 
Justicia desde el 30 de agosto de 1985, La madre de la presunta vfctlma, Marra de· Jesús 
Hernández de Beltrán - fallecida el 4 de noviembre de 1999146 -, daolaró, el 6 de diciembre de 
1985, que el 6 de noviembre de 1986 su hijo salió de su casa con dirección al trabajo a las 8:30 
AM,. Posteriormente, se~aló que al dfa de la toma recibió una llamada da un abogado de apellido 
'Melénde<", quien le manifestó que canoera a su hijo y que lo habla visto salir con vida del Palacio 
de Justlcia147• La hermana de la presunta vfétlma, Sandra Beltrán, también se refirió a la anterior 
llamada"'· 

221. Constan en el expediente judicial diversas pruebas que permiten concluir qua 
Bernardo Beltrán Hernández salló vivo del Palacio de Justicia y fue conducido a la Casa del Florero 
como la declaración de Omaira Beltrán de Bohórquez quien se~aió "[p]ues ese dfa 6 de novlembra vi 
pues que lo sacaron da Palacio [ ... ] lo sacaban como yendo a la Casa del Florero [,,.]'149

• En 
declaración rendida por el padre de la presunta vfctlma, Bernardo Beltrán Monroy, señaló que "hay 
certificación de una señora del aseo que lo vio ese dfa trabajande en la cafetería del Palacio de 
Justicía"160• En diligencia de 16 de agosto de 2001 se adelantó una diligencia de reconocimiento de 
videos donde René Guarfn Cortés y Sandra Beltrán Hernández reconocieron a Bernardo Beltrán 
Hernández en un video obtenido en inspección judicial an la residencia del Coronel Luis Alfonso 
Plazas Vega, Asr, René Guarrn señaló "[e)l hombre de camisa gris que está al lado izquierdo de la 
pantalla es muy parecido a Bemardo Beltrlm, porque ese es su porte de cabello, la forma de la 
cabeza, y para mi podrfa ser Elernardo Beltrán". Seguidamente en la diligencia · 

Hl> Anexo 19, beo!araolón de Sandrtt 13eltrá.n Hernández. y Rená Guarfó Cortes, Reconocimiento de videos non que 
cuentn IH Investigación radicada con el número 9755. Anexo 17 al esorlto de los peticionarlos de 7 da mayo de 2010 
recibido en la CIDH e112 de mayo de 2010. 

1"6 Anexo 22. Ampliación de denuncia de Bernardo Beltrán Monroyr 29 de agosto de 2001. Anexo 3 al esarlto de 
los petlclonarios de 7 de mayo de 2010 reolb~do en le CIDH el12 de meya da 2010. 

14'1 Anexo 2. Dec:Jareclón de Marfa de Jesús Heménde2. de Beltrán citada on Juzgada 51 Penal del Clraulto de 
Bogotá, .28 de abril de 2011, Causa No. 2009-0203, pág. 204, Anexo al escrito de los petlolonarlos de 24 de mayo de 
2011 teclbldo en la C!DH el 26 da mayo de 2011. En le sentencia condenato~Ja da primera inatanola del Coronal lu!s 
Alfonso Pinzas Vega oonsta que al ser lndagndo respaota a la llamada al seF.ar ~dunrdo Jgnflcio MBnéndaz. y Miranda, 
funcionario del Fonda Rotatorio del Ministerio de Justlala, afirmó que al bien conoció a Bernardo Boltrén Hernánde2., por 
tratarse de uno de loa empleados de la cafetería del Palaolo de Justicia. dijo qua h.abfa heoho 'a lla:mt~da e la familia Beltrán 
después de oonocer los heohos por las noticias. Anexo 11, Juzgado Teroero Penal del Circuito Especializado de Bogotá, RUN: 
11001320700320060002500, 9 de junio de 201 O. Anexo al escrito de Jos peticionarlos de 1 O de junio de 201 O rEJcibido en 
lo CIDH o114 do junio do 2010. 

148 Anexo 2. D1;1c]arac-ión de Marfa de Jesús H~rnánde¡: da Beltrán ultada en Juzgado 51 Penal del Clroulto de 
Bogotá, 2B de llhrH de 2011, Cema~ No. 2009·0203 1 pM. 205, Anexo fll esotlto dé loá peticionarlos de 24 dé mayo de 
2.011 rMibldo en la CIDH eJ 25 da mayo de 2011. Vor ttiiYlblén Doournental La Toma (Tha S)ege), Dirigido por Angua Glbson 
y Mlg~l Salazar, 2011. 

149 Anexo 1 t. Declarao!ón de Omeiro Be!U!:'in de 13ohárquez clflldt~ en Juzgado Tercero Penal dal Circuito· 
Espeoial!zado de Bogotá, .AUN: 11 0013207003200SOOP2500, 9 de junio de 201 O. Anexo el escrito de Jos peticionarlos da 
10 de junio de 2010 reolbido en la CIDH el14 de junio de 2010. 

1110 AnexrJ 22. Ampliaal6n de denunola de Bernardo Beltrán Monroy, 29 de agosto de 2001. Anexo 3 al esorlto da 
los peticionarlos de 7 da tnoyo de 2010 reulbldo en 1~ CIDH el 12 da mayo dG 201 O, 
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[e]l despacho deja constancia que en ese mismo momento e-n que aparece esa toma la sef'iora 
Sandra Beltrán se levante de la sll!a y afirmó: Esa es Bernardo, Bernardo. Se le ven los 
pantalones a Bernardo Beltrán Hernóndez en el segmento 00:35:38 la toma sigue hasta el 
punto 00:35:41 y la se~ora Sekrán Hernéndez afirma: Digo que veo a una persona de la 
.contextura ffsloa de mi hermano y que al var la toma del tronco hacia arriba por la forma de su 
palo, la "carrera" es decir como se peinaba, las entradas, lo lleva un soldado tomado por el 
brazo derecho, el soldado va armador Barnardo va con pantalón negro, una camisa blanca qua 
se ve como grisácea, no se ve más, no se le ven Jos plea 15\ 

d. Héctor Jaime Beltrán Fuentes 

222. Héctor Jalma Beltrán Fuentes trabajaba como mesero an la cafeterfa del Palacio de 
Justicia y para la época da los hechos llevaba un año y medio trabajando ahf. En declaración 
rendida el 29 de agosto de 2001 su esposa, Marra del Pilar Navarrete Urrea, seftaló que la última vez 
que lo vio fue el 6 de 'noviembre de 1985 a las 6:00 AM por que como vlvfan en Soacha él dabfa 
salir muy temprano para llegar a tiempo a su trabaJo. Seftaló que después de los hechos habló con 
una señora qua trabajaba en una cafeterfa auxiliar de Palacio de Justicia y dijo que ella lo habfa visto 
como a las 11:1 O AM an la cafeterfa del Palacio paro después nadie más ha dado razón de él"'. 

223. Asimismo, indicó que recibió dos llamadas anónimas donde le informaron qua su 
esposo se encontraba en el B-2 y luego en el Cantón Norta1". En el mismo sentido, se refirió al 
padre de la presunta vfctlma, Héctor Jaime Beltrán, a las llamadas telefónicas anónimas que 
recibió'"'· El hermano de la presunta vfctima, Mario David Beltrán Fuentes, quien para la época da 
los hechos ara funcionario activo del DAS, Inició averiguaciones por la desaparición de su hermano·v 
en ese contexto el a· de noviembre da 1985 ingresó a la cafeterfa del Palacio y en el baño encontró 
la cédula de su hermano. Asimismo, Mario David Beltrán Fuentes señaló que a través de los 
noticieros vio cuando sallan unos de la cafeterla con uniforme de pantalón negro, camisa blanca y 
chaleco negro""· Mario David Beltrán Fuentes señaló que tuvo que detener sus averiguaciones 
debido a las llamadas anónimas v amenazantes que reclbfam. 

e. Gloria Stella Llzarazo 

224. Gloria Stalla Llzarazo trabajaba an la cafeterfa hace tres años v su horario et'a 
regularmente de 7:00 AM a 3:00 PM. En una declaración rendida ante los Jueces de lnstruGclón 
Criminal Ambulante su madre Ura Rosa Lizara>o da Lagos la describió como de pelo negro Gorto, 
medio pecosa, ojos negros grandes, regular de cuerpo y con un lunar blanco "con un palito en el 

151 Anexo 19 .. Deolataolón de Sandra Beltrán .Hernández y René Guarfn Cortés. Reconocimiento da videos con que 
cuenta la lnvet~tlgt:toión r~di~ad!il con el número 9755. Anexo 17 el escrito de km patlalonarlos de 7 de mayo de 2010 
recibido en la CIDH &!12 de rnayo de 2010, 

· 1 ~>2 AnaxD 2.3. Ampliación da danunola de Maria del Pilar Navarrate I.Jrrea, 29 da agásh'1 de 2001. Anexo 4 al 
escrito de Jos peticionarlos de 7 de mayo de 2010 raclb\do en la CIDH e112 de mayo de 2010. 

1~'~3 Anexo 23. Ampllaolón da c:lenunola de Mflrfa del Pilar Nav.auete Urrea, 29 de agosto de 2001. Anexo 6 al 
escrito de los peticionarlos de 7 de mayo de 2010 reolbldo en la ClDH a112 de mayo de 2.010, 

164 Anexo 24. Ampliación de danunofa da Héctor Jalma Beltrán, 29 de agosto de 2:001. Anexo 4 al escrito de los 
peticionarlos de 1 de mayo de 2010 reolbldo en ltt CIDH el 12 de mayo da 2010. 

16& Anexo 2. Juzgado 61 Penal dal Clroulto de Bogotá, 28 de abril da 2011, Causa No. 2009-0203t pág. 207, 
Anexo al escrito do los patlolonarlos de 24 de mayo da. 2011 recibido ·en la CIDH Gl 25 de mayo da 2011. 

1till Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril da 2011, Causa No. 2009·0203, págs, 20&-209. 
Anexo al escr.lto de los peticionarlos de 24 de mayo dé 2011 recibido en la CIDH el 26 da mayo de 2011. 
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pómulo derecho"'"'· Asimismo, señaló que su hermana Julia la vio salir de su casa el 6 de 
noviembre de 1985; y que era claro que ella se encontraba al Interior del Palacio de Justicia al 
momento de los hechos168

, 

225. En diligencia de reconocimiento de video efectuada el 16 de agosto da 2007 Cecilia 
Saturia Cabrera Guerra dio cuenta de la salida del Palacio de Gloria Stella Llzarazo, Seftal6: 

a ella la veo con una camiseta negra de nianga corta, falda color verde o gris, falda hasta les 
rodillas, cabello negro, tez blanca, cabello corto, como peinada por la mltad1 gorda y gorda de 
piernas, descalza y me parece que lleva medieis veladas. También puedo deoir que las 
identifico, por que oompattr con estas parm.:mas, a Gloria, c~:>mo cuatro o cinco meses. Ella 
trabajaba desde las 7 de la ma~ana hasta las 5 de la tarde el mlamo horario en el que yo 
estaba trabajando, entonces por eso tengo la certeza de que ea Gloria [ ... ]169

• 

f. Luz Mary Portela León 

226. Luz Mary Portela León trabajaba en la cafeterfa del Palacio de Justicia desde el 29 de 
octubre de 1985 reemplazando a su madre, Rosalbina León, en su oficio da lavar platos'"· Según 
declaración rendida por Rosalbina León el 6 de noviembre de 1985 su hija salló como de costumbre 
con dirección a su trabajo, sin que hasta la fecha se conozca su paradero. Señaló que ese die vestra 
con un vestido de fondo azul con rayas negras, un seco de lena, medias veladas y portaba un bolso 
grande y otro pequeño. Asimismo, Rosalbina León describió a su hija como de 1 ,60 metros de 
estatura, tenía caballo castaño claro, corto, tez blanca, ojos claros, nariz grande y un lunar en el 
pómulo derecho cerca de la oreja'"· 

g. Norma Constanz a Esguerra 

227, Norma Constanza ~sguarra no tenia un vinculo laboral directo con la cafeterla del 
Palacio paro la proveia de pasteles qua ella preparaba. En una declaración rendida por Elvlra Forero 
de Esguerra, madre de la presunta vfctlma, se~aló que al sábado posterior a los hechos se dirigió al 
Palacio de Justicia y encontró la billetera de su hija y qua en posterior diligencia de reconocimiento 
de elementos, practicada e! 12 de enero de 1988 por el Juzgado 30 de Instrucción Criminal 
Ambulante, identificó una pulsera y las "pepas" de un collar que le partenecia, refiriendo que esos 
objetos ·fueron encontrados al lado de un cuerpo en cuya necroscopia se registró que correspondfa al 

157 Anexo 11, Oéolara<::lón de l.lra Rosa L1zarazo da Lagos cttada en Juzgad~> Tétóaro Penal da\ Circuito 
Espao!altz:ado da aogoté, RUN: 11 0013207003200B0002600, O de ]u11!c dij 2010, An~¡~xo al C:'IBCrito da los peticionarlos M 
10 de junio da 201 O ret.:lbldo en la CJDH al 14 de junio de 2010. 

11HI Anexo 11. Declaración da lira Raea Ll~artlm de Legos citada en J~-tt-gado íeroaro Panal dal CJrcultll 
Espeoiallzado de Bogotá, RUN: 11001320700320080002500, 8 de jurdo de 201 O. Anexo al escrito de los peticionarlos de 
10 de Junio de 2010 reolbldo en la CIDH el14 de Junio de 2010. 

Ute Anexo 16~ Declaración da Cecilia Cabrero Guerra. Reconocimiento da videos con qua Ctlenta la lnvestlgt~clón 
mdlcada oon al nómaro 9766. Anexo 17 al esorlto de los peticionarlos de 7 de mayo de 2010 reolbldo an la CIDH al12 de 
mayo de 2010. Ver también Documentall.a Toma !The Sleg!i!), Dirigido por Angus Gibson y Miguel Sal azar, 2011, 

1110 Anexo 2. Deolaraclón de Rosalblna León cltada en Juzgado 61 Penal del Circuito de Bogotá, 2B de abrll de 
2011, Causa No. 2009-0203, pág. 210, Anexo al escrito de los peticionarios de 24 de mayo de 2011 reoiblclo en la CIDH el 
26 dé mayo da 2011 y Anaxo 11. Dsolarar:lón de "Rose.lblna Leóh oitBda en Juzgado Terosro Penfll del Cit<Julto Espeolallzcdo 
de Bogotá, RUN: 1100132070032DOB0002600, 9 de Jtmlo de 201 o, Anexo al (lscrlto de Jos patlt:icmarlb« tla 10 dé Junlt~ d& 
2010 reolbldo en la CIDH el14 de Junio de 2010. 

161 Anexo 11. beclaraolón de llosalblna León ol1ada en Juzgado Tercero Penal del Circuito Eepeclaltzado de Bogotá, 
RUN: 110013207003200BOb02500, 9 de Junio de 2010. Anexo al escrito da los petlolonarlo.s de 10 de junto de 2010 
roolbldo. en la CIDH e114 de junio de 201 O. 



65
56 

de una mujer"'· El Juzgado 51 Panal del Clroulto da cuenta qua dicho documento fue modificado 
posteriormente por un funcionario de Medicina Legal quien Indicó que el cadáver correspondla al de 
hombre y que se trataba de Pedro Ellas Serrano Abadla16

'. 

228. Al respecto, Memy Méndez da Trujlllo, madrina de matrimonio del magistrado Pedro 
Elías Serrano Abadfa, se~aló que ante la ausencia clara de noticias respecto de la ubicación de éste 
último el dla de los hechos, se trasladó el 8 de noviembre al Instituto de Medicina Legal, donde 
observó "una serie de cadáveres colocados en el suelo en forma .tJe hilera, y en el fondo, en un 
recinto, varias bolsas de polletlleno que contenían restos humanos carbonizados y cenizas, paralelo 
a las cuales se hallaban unas bolsas plásticas con elementos da uso personal de diversas clases para 
ser reconocidos por los famlllares" 164• Anotó, qua según le Informaron, el procedimiento para 
realizar el reconocimiento conslstra en observar detenidamente las bolsas de los elementos 
personales, por lo que ella tomó una de esas bolsas para tratar de ubicar los restos de Pedro Ellas 
Serrano Abadla y que al observar ciertas ceraoterfstlcas "tuvo la certeza moral inmediata de que se 
encontraba el cuerpo del doctor Pedro Ellas Serrano, por lo que as[ lo señaló"'".· 

229. Concretamente se tiene constancia de que 

[, .. J $a aclara en la parte de observaciones de dloho reconocimiento que en el acta de 
levantamiento figura como femenino paro e1> masculino. Sobre el particular deja constancia el 
Juzgado qua si sexo no sólo fue establecido an el acta de levantamiento sino también on la 
necropsia por parte de Patólogo Forense y que al enumerar loa objetos qua le fueron 
encontrados al cadáver an al acta de levantamiento, no se hace ninguna mención del reloj 
Cltizan que se menciona en al aota de reconocimiento y qua sirvió como base para reconocer 
el cadáver del doctor Pedro Elrae Serrano Ab8día 166

• 

230. Cabe señalar que el Tribunal Especial, creado por el Gobierno Nacional en 1985 para 
investigar los sucesos del Palacio de Justicia, concluyó que en el corredor sur del tercer piso, el cual 
resultarfa siendo el camino natural entre la .cafetarfa y el cuarto piso se encontraron pasteles que 
"Indudablemente" procedlan de los suministros de Norma Constanza Esguerra, los cuales, señala el 
Tribunal Espacial, "debieron ser transportados por ella o por los empleados o por los guerrilleros en 
el momento del traslado (recuérdese que el plan general dlsponfa la concentración de rehenes en el 
último plso"167• Al respecto, la Comisión comparte lo señalado por el Juzgado 51 Penal dal Circuito 
en la sentencia condenatoria del General Jesús Armando Arias Cabrales, a saber que 

dicho planteamiento a toda.s iuaes rif\a· con la lógica, al sa torna en cuenta que las 
deflagraciones ocurridas en el Palacio de·Justicla con.sumlaron gran parta de los expedientes, 

16a Anexo 2. Oeolaraolón de ~!vira Forero de Eagúerra citada en Juzgado 61 Panal del Circuito de Bogotá, 28 de 
abrtl de .2.011, Causa No. 2009-020~, pág. 211, Anexo el esorito de ·ros pa.tlolonarlos de 24 de mayo de 2011 recibido an la 
CIDH el 25 de mayo de 2011. 

1 ~~ Anexo 2. Juzgado 61 Ptilnal del Circuito de BoijotH, 28 'de abril de 2011, Causa No. 2009~0203, pág. 211. 
Anexo al escrito de los patlc!onarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH al2[) da mayo da 2011, 

18"- Anexo 2. Deolaraclón de Elvlra Forero de Esguerra oltedn .en .Juzgado 51 Panal dal Cltculto de Bogotá, 28 de 
abril de 2011, Causa No. 2009-.0203, p!ig. 211. Anexo al escrito de loo pl)tlolonarlus do 24 d'a mayo de 2011 recibido eh la 
CIDH el 26 de mayo·de 2011, 

165 Anexo 2. tleclarac16n de Elvlra 'Forero de Esguerra citada en Ju2gado 01 Penal del Clroulto ds Bogotá, 28 de 
abril de 2011 1 Causa No. 2009·02031 pág. 211. Anexo al esorlto de los petlcloMrlos de 24 de mByo de 201 1 recibido e.n le 
CIDH el26 de mayo de 2011. 

100 Anex:o 11. Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado de Bogotá, RUN: 11001320700320080002600, 9 
de junio da 2010. Anexo ~1 escrito de los pa1k:!onArioS da 10 de junio de 201 O recibido en la CIDH el 14 de junio da- 201 O. 

100' An¡;,xo 9, Trlbunal Espealal da lmrtruoDión, Informe sobre el Holocsusto del t'alac[o de J.uatlcla, 31 da mayo de 
1986, publicado el 17 de Junio de 1986, pág. 61, Anexo al Bscrlto del Esta~o de 26 de julio da 1991. 



66

57 

asf como máquinas, escrltorltJa y él"lS:ares construidos en hierro, al Igual que hicieron estallar 
grandes ventanelea 1 los que según una expartlc!a, únicamente podrfan fracturarse si el fragor 
del Incendio superaba los 800° C, de donde surge lnadm!slble que los pasteles preparados por 
Norma Constanza o una parte. de ellos sr hubieran resistido tan considerables tetnparaturas168• 

231. Asr, se observa que los objetos que pertenecfan a Norma Constanza no tendrlan 
relación con el cadáver que fue encontrado v que en realidad, la evidencia que obra en el proceso, 
ha demostrado que correspondla a Pedro Elfes Serrano Abadfa. Al respecto, el Juzgado 51 Penal 
señaló qua 

en ningún documento fue consignado que los elementos identificados por la setiora t=lvlra 
Forero de Esguerra como pa.rtenaclentes a su hija se hubieran hallado padher/dos» al cadáver, 
lo .que a juicio da esta talladora resulta extraflo/ pues no se entiende cómo un collar o una 
pulsera por sf solas pudieran desprendarM de un auerpo¡ como no fuera por el actuar err6neo 
ora dolosor de las autoridades, y concretamente de los mUltaras al ejecutar los levantamientos 
en la esc:ena crirnlnal, paro más extraño aún resulta que dichos objetos hubieran resistido 
también -como se pregonó de los pastelas-, el lncesanta fuego que en cambio dejó 
Irreconocible y en estado de c.arbonlzaclón al ouerpo que se dios, corresponde a Norma 
Constanza Esguerra 169 , 

h. David Suspes Celis 

232. David Suspes Cells tenfa 26 años para la época en que ocurrieron los hechos del 
Palacio de Justicia v vivfa en unión libre con Lu• Dary Samper Bedoya con quien además tenia una 
hija. Su madre, Marra del Carmen Cells de Suspes, seftaló que David Suspes se desempe~aba oomo 
chef de la cafeterfa del Palaolo, donde laboró aproximadamente un año y medlo170• Maria del 
Carmen Celis da Suspes señaló "supe qua al dla 6 de noviembre da 1985 mi hijo David salló de su 
casa a las ocho de la mañana para Irse e trabajar al Palacio da Justicia como de costumbre pero no 
regresó por la toma[ ... ] por que esa dra los que entraron a trabajar no salieron o no se volvió a saber 
de ellos"171

• 

233. En diligencia o e reconocimiento de video efectuada el 16 da agosto de 2007 Cecilia 
Saturia Cabrera Guerra dio cuenta de la salida del Palacio de David Suspes Calls. Señaló 

Este se me parece un pooo a David Suspe[s] Cells [. .. ]lo veo qua lleva camisa de color camal 
y pantalón color camel, lleva corbata café, lleva un reloj en la mu11ece lzqulerda1 n1a parece 
que sale fuertemente vigilado por los soldados, con Jos· doA brazos en alto y parecer se1· que lo 
suben a un vehrc::ulo como rojo, porque abren la puert~ en ese momento, La secuencia 
aparece desde el punto Indicado, se pierda por unos instantes la Imagen y se recobra en 
00:3&:21 y SEl pic;~rde en la pantalla en 00:36:27. David Suspe[s] era el chef, sa caracterizaba 
porque siempre vestra elegante, y también sale en el mismo grupo de rehenes172• 

168 Anexo 2. Juzgado 61 Penal del Clrculto .de Bogotá, 28 da abril de 2011 1 Cauaa No, 2009·02031 pág, 213. 
Anexo al escrito da los peticionarlos de 24 de mayo da 2011 recibido an la CIOH el 215 de mayo deo 2011. 

108 Anexo 2. Juzgado 61 Penal del Circwlto ds Bogotá, 28 da 11brll de 201 i, Causa No, 2009·0203, pág, 214. 
Anexo o\ escrito da loe peticionarlos de· 24 de mayo dé 2011 I'Mibldo en la CIDH el 26 de mayo de 201 1. 

170 Anexo 26. AmpUaclón de denunola de Marra del Carmen .Cells de Suspes, 29 de agosto de 20m. Anexo 5 al 
escrito da los patlclonarios ds 7 de mayo da 2010 tsalb!do sn la CIDH 6112 de mayo da 2010. 

171 Anexo 26. Ampllaolón de denJJncia de Marra del Carmen Cells da Suspes, 29 de agosta d& 2001. Anexo 6 al 
escrito de los petlolonarlos de 7 da mayo de 201 O recibido en la CIDH ol 12 da mayo de 2.01 O. 

171!. Anexo 16. Ds<:l9ración de Cecilia Cabrei'B Guarra. Reconoolmlento de videos oon que ouente la Investigación 
radlcada con el número 9766, Anexo 17 al escrito de los pfitloJonar!os de 7 de mayo da 2010 recibido en la CIDH el 12 de 
mayo de 201 O. 
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i. Lucy Amparo Ovledo 

234. El 2 de diciembre de 198!> los padres de Lucy Amparo Ovledo, Raiael Marra Ovledo 
Acevedo y Ana Marra Bonilla de'Ovledo, enviaron une carta a los magistrados del Tribunal Especial 
de Instrucción Criminal, Jaime Serrano Rueda y Carlos Upegul Zapata, a fin de ponerlos en 
oonoolmiento de la desaparición de su hija durante los hachos del 6 y 7 de noviembre de 1985. En 
dicha carta los padres de Lucy Amparo Oviado senalan que el 5 de noviembre su hija les comentó 
que al dla siguiente lrra·al Tribunal de Bogotá a entrevistarse con el Magistrado Raúl Trujlllo, cita a la 
cual, según el propio Magistrado, ella acudió, Posteriormente, los padres no tuvieron noticias de ella 
por lo que presumieron que se dirigió al Palacio de Justicia para visitar a Harmlnda Narváe%, la 
secretaria del Presidente de la Corte Alfonso Reyes Echandía, de quien esperaba obtener· una 
recomendación laboral"'. 

235. Los padres de Lucy Amparo Ovlado Indicaron que al escuchar la radio y enterarse de 
que los liberados estaban siendo conduoldos a la Casa del Florero, se comunicaron con dicho lugar 
para indagar sobre su hija, lo cual iue respondido positivamente. Sin embargo, como su hija no 
aparecfa, averiguaron en el F-2 de la Pollera donde les dieron los datos de un agente que se dlrigfa a 
la Casa del Florero, quien más tarde les conilrmó que su hija se encontraba allí y que por la tarde 
serra entregada a su casa114

, 

236. Paralelamente, la hermana de Lucy Amparo Ovledo, Damarls Ovledo, manifest6. que 
una vez se enteró de la toma y presumiendo que su hermana se 'habría podido dlrlglr al Palacio de 
Justicia, llamó a la Casa del Florero para preguntar por su hermana y que dada su Insistencia la 
informaron que se encontraba ahí y que "por la tarde la entregan en oasa•m•. 

237. El 12 de noviembre de 1985 los pádres de Lucy Amparo Ovledo recibieron la llamada 
de Rodrigo Alba, vecino da su hija, quien les Informó haberla visto en la Brigada de Usaquén y les 
recomendó llevarlo ropa porque estaba muy suela. Indican que cuando fueron al lugar los militares 
les negaron que tuvieran personas detenidas. No obstante, Indicaron que pudieron entrevistarse con 
el "Coronel Sánchez" quien les Informó "no tenemos presos y para su conocimiento les Informo qua 
los nueve empleados de la cafetería todos son del M-19, se fueron, cogieron el monte y ahora dicen 
que nosotros los tenemos''17fl, 

.238. La hermana de Lucy Amparo Oviedo informa que a causa de la Incertidumbre que les 
generaban estas versiones la familia averiguó por el paradero de la presunta. víctima en hospitales, 
en el anfiteatro de medicina legal, y en los diterentes batallones, estableciendo que "los que hablan 
sacado de la Casa del Florero los hablan llevado al Cantón del norte", donde indican que una 
persona conocida la divisó "en condiciones higiénicas deplorables"177• 

J. Gloria Anzola de Lanao 

113 Anexo 2. J!--lzgado 6'1 Penal del Circuito df3 So¡jotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009-0203, p~g. 215, 
Anexo al escrito de lO$ Peticionarlos de 24 de mayo de 2011 .recibido en la CIDH el 20 de mayo de. 2011, 

114 Anex:o 2, Juzgado 61 Panal del Circuito da l3ogotá, 28 de abril de 2011, Cauaa No. 2009-0203, pé9. 216. 
Anexo al escrito de los petlolonarlos de 24 de mayo da 2011 raclbldo en la CIDH el 2-5 de mayo de 2011. 

176 Anexo 2, JUZgado 61 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No . .2.009~0203, págs, .216w217. 
Anexo 111 m~orlto de tos pattclonarlos de 2.4 de mayo de 2011 recibido en la CIDH el 25 de mayo de 2011, 

17' Anexo 2. Juzgado 61 Penal del Circuito de Bogot6-, 28 de abril de 2011. Causa No. 2009..0203, pág. 216. 
Anexo al esmlto de los prrliclonsrios de 24 de mayo de 2.011 reo!bldo en la CIDH el 26 de mayo de 2.011, 

177 Anexo 2. Ju~gatlo 01 Penal del Circuito da Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No, .?009..0203, pág. 217. 
Anexo al escrlto de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 reclblc;lo on la CIDH al 26 de mayo de 2011. 
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239. Gloria Anzola da Lanao ara una abogada litigante que solfa parquear su vahfculo en al 
sótano del Palacio de Justicia, por sugerencia y con autorización de su tra, la Magistrada Aydae 
Anzola. El esposo de Gloria Anzola de Lanao, Francisco José Lanao Ayarza, Indicó en una 
declaración que por el parentesco con la magistrada, su esposa hacra uso de un lugar de 
estacionamiento en uno de los sótanos del Palacio de Justicia, toda vez qua ésta quedaba muy 
cerca de su oficina, ubicada an la carrera octava con calle traca111l. 

240. El esposo de la presunta vfctlma declaró también qua se enteró da la toma del 
Palacio por la radio, por lo que Infructuosamente intentó comunicarse con ·Gloria, y la única 
Información que pudo obtener es que en horas de la mañana llevó a su hijo da un año da edad a la 
guarderfa. Indicó que tras los hechos las autoridades le permitieron el Ingreso a la edificación, 
observó que al carro da su esposa se hallaba "en el sitio qua tenfa asignado en el sótano del Palacio 
( ... ] en condiciones normales. Inclusive habla cosas, lo del niño, la silla. Todo estaba en correcto 
estado en el carro [ ... ]""'. Lo anterior permite concluir qua Gloria Anzola de Lana o sa encontraba al 
interior del Palacio de Justicia cuando ocurrió la toma del Palacio por el M-19 el 6 da noviembre de 
1985. 

241. Asimismo, agregó que tras los hechos se dirigió al Cantón Norte, en compañia de 
algunos de los familiares de los desaparecidos, sin obtener mayor información, paro que an una 
oportunidad recibió llamadas anónimas en las qua le daoran que "dejara las cosas asf, que no 
Insistiera más como con la preguntadara"180, y finaliza manifestando qua para lograr la identificación 
da su cónyuge aportó muestras d<> su hijo, con el fin de que fueran comparadaa con los restos 
exhumados años más tarde en el Cementerio Sur de Bogotá, sin que se hubieran obtenido 
resultados posltlvos 181 , 

242. El hermano de la presunta vrctlma, Osear Enrique Anzola Mora, señaló que al dirigirse 
al Cantón Norte en compal'ifa de su familia pare preguntar por el paradero de su hermana, el Coronel 
del Ejército que los -recibió no les proporCionó información qua les brindara claridad da ninguna 
naturaleza y qua por el contrario Indicó qua "se convirtió en un sutil Interrogatorio sobre mi familia y 
nuestras actividades"182

• · 

243. La hermana de Gloria Anzola de Lanao, Marra Consuelo Anzola Mora, se~aló qua tras 
los hechos, Ingresó al Palacio de Justicia y que en vista de que as odontóloga da profesión Intentó 
reconocer a su hermana por el aspecto odontológico de los cadéveras, lo mismo qua repitió en las 
Instalaciones de Medicina Legal, sin obtener resultados. Finalmente, Indicó qua tras los hechos sus 
padres recibieron varias llamadas anónimas que las decran qua Gloria estaba viva, recluida en el 
Cantón Norte y que estaba siendo torturada183 • Al respecto, cabe anotar que Jorge Franco Pinada, 
hermano (le lrma Franco Pineda, declaró que un amigo perteneciente a la Pollera Nacional le Indicó 

116 AheXb 2. Juzgado 51 Pen¡:¡l del C1roulto da ·aogotá, 28 de abril de 2011. Causa No, 2009"0203, pég. 218, 
Ana>to al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH ~1 25 de mayo de 2011. 

179 Anexo 2, Juzgado 51 Penal del Clrculto de Bogotá, 28 de abril de :?.011, Causa No. 2009~020$. pág. 219, 
Anexo al escrito da los petk:ionarios de 24 de mayo da 2011 recibido en la ClDH el 25 de mayo de 2011. 

1110 Aru·:~xo 2. Juzgado 61 Panal del Circuito de Bogotá, 2B da abril dé 2011, Causa No. 2009"0203, pág. 219, 
Anexo al escrito de los peticionarias de 24 de- mayo de 2011 recibido en la CIDH al 26 de mayo de 2011. 

181 Anéxo 2. Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 26 d~ nbrU da 2011, Causa No. 2009-0203, pég. 219. 
Anexo al escrito de loa peticionarlos de 24 da mayo de 201 1 reolblda en la CIDH el 26 ds mayo de 2011, 

182 Anexo 26. FIBoB!fa Cuarta de la Unidad Delegada anta la CortfJ Suprema de Justicia, Deolaraclón da Osear 
Enrique Anzola Mora.. 12 de febrero da 2008, AneJ<o 132 al escrito de las peticlonBrlos de 7 da mayo de 201 O recibido en la 
CIDH el12 de mayo de 201 o. 

1113 Anexo 2. Juzgado 51 Psnsl del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009-0203, pág, 220. 
Anexo al escrito do los petletlonerlos de 24 da mayo da 2011 raclbldo en la CIDH el 26 de mayo de 2011, 
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que no Insistiera más en lo relacionado a su hermana lrma y que "!al ellos los tuvieron 8 dfas en les 
caballerizas de Usaquén, luego los mataron y los cadáveres ·cte la oasl totalidad los llevaron a la tosa 
común del Cementerio del Sur, pero el de lrma y el da una sefiora Anzola, por considerar que sus 
familias tenlan cierta capacidad de reacción pública y de otras cosas, los separaron y los llevaron a 
la fosa común del cementerio de Chapinero"'"· 

244. Cabe anotar que en la sentencia condenatoria de primera Instancia contra el Coronel 
Luis Alfonso Plazas Vega al Juzgado Tareero dio cuenta del reconoolmlanto efectuado por César 
Enrique Rodrfguez Vara en un archivo de video Identificado como "DVD No 2 recogido en las 
instalaciones de Caracol Televisión", minuto 00:32:50 a 00:32:56'"· 

k. lrma Franoo Pineda 

245. lrma Franco Pineda era militante del M-19 y junto con otros 34 perpetraron la toma 
del Palacio de Justicia el 6 de noviembre de 1986. Diversas declaraciones indican que Irme Franco 
Pineda permaneció an uno de los baftos del Palacio mle11tras se desarrollaba el operativo de retoma. 

246. Concretamente, el citador de la Sala ConstitucionaL Héctor Darlo Correa Tamayo, 
señaló que reconoció a .Irme Franco Pineda en una fotograffa de un periódico y la describió como "de 
pelo largo más o menos a los hombres (sic), yo dirfa un casta~o claro, pecosa, blanca, de vestido 
tenia una falda escocés (sic), larga, a cuadros como C<Jfés, con blanco, con crema, una blusa 
morada o lila y unas medias negras, yo dirfa qua da unos 21 a 22 años, oreo que era de ojos claros, 
asf de señales lo único que impactó a uno era que era como pecoslta y muy bien parecida [ ... ]"1

'
8
'. 

247. El Informe Final de la Comisión de la Verdad dastaca qua tras una explosión en una 
de las paredes del baño ubicado entre el tercer y el cuarto piso, donde se ubicaban los rehenes, 
aquellos "rogaron a Almwales que ros dejara salir, a lo cual se negó inicialmente". El Informe se~ala 
que ante las súplicas de los rehenes y en especial las de sus propias compañeras del M-19, accedió 
a que primero salieran las mujeres. Indicó qua en esa r¡10manto las guerrilleras lrma Franco Pineda y 
Clara Helena Enciso, despojaron de sus prendas de vestir a empleadas judiciales que hablan 
taHecido, se camuflaron entre las reheneo y sallaron con ellas167• 

248. Al respecto, Héctor Darfo Correa Tamayo señaló que más adelante vio a lrma Franco 
"en la Caea del Florero en el segundo piso en un corredorcito que hay ah! y que da al patio central, 
eso tiene como un barandal [. .. ] yo dtrra que de cuatro a cinco de la tarde, no puedo precisar bien la 
hora, del dfa jueves siete y ahr al lado tenia un soldado, ella estaba sentada y el·soldado estaba ahf 
al lado, no habían más personas, Incluso ella tenia una herida en 1.1na pierna ( ... ]"188 • Asimismo, 

184 Anexo 2, Juzgade> 51 Panal del ClrcHitu da Bogotá, 28 da t~brll da 2011. Causa No. 2009·0203, pág. 220. 
Anexo alfisorlto de los petlcJonarioa de 24 de mayo de 2011 recibido en la ClbH el 26 de. mayo de 2011. 

185 Anexo 11. Jw:gado T{lrcara Penal del Circuito Especl~llzado da Bogotá, RUN: 11001320700320080002600, 9 
de junio de 2010. Anexo al escrito Q~¡~los patioíomu·ios de 10 de junio de 2010 recibido en la CIDH ol14 de junio da 2010. 

186 Aoexo 2. DMiataclón de Héotor Darfo Correa Tamayo citada en Juzgedo 61 Panal dal Clr{lUfto da Bogotá, 28 de 
abrH da 2011, Causa No. 2009-0203 1 pág. 221, Anexo nl escrito de loe petlolonerlos de 24 de mayo da 2011 raolbldo en la 
CIDH el 25 de mayo da 2011. 

un Anexo 1. Informe Flnnl de hl Comlalón de la Verdad sobre los Hechos del Palacio da Justlcls, pre.aa11tado el17 
de dlolembre de 2009, Capftulo IV párr. 1815, Anexo al eaorlto da los petlolonarlos de 6 de enero da 2010 raolbldo en la 
CIDH- el 25 de enero de 2010. 

188 Ane)CO 2. Declaración de Héotar Darfo Correa Tflmayo citada en Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de 
abril de 2011, Causa NQ. 2009·0203, pág, 221. Anexo al escrito de los patlolanarloe de 24 de mayo de 2011 reo!bldo en la 
C!DH el 26 da mayo de 2011. 
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Maria Nelfy Dfaz Valen'Cia y Magalis Arévalo Mejía corroboraron la descripción de Héctor Darro 
Correa Tamayo y sefialaron también que vieron a lrma Franco en la Casa del Florero 189• 

249. Por su parte, Carmen Elisa Mora Nieto y Betty ,Quintero Gon~ález señalaron que tras 
ser rescatadas dal Palacio de Justicia vieron como· lrma Franco Pi'neda fue conducida al segundo 
piso da la Casa del Florero. Al respecto, Betty Quintero Gonzl!lez agregó 

De "Mariana~ recuerdo tanto su nombre en razón a que ella junto oon una compañera fueron 
las que tomaron como rehenes en el primer piso en la Secrstarra de la Sección Segunda de-l 
Consejo de Estado, ella permaneció con nosotros todo el tiempo ahf en la oficina junto con 
otra compañera, r.omo hasta las tres de la tarde¡ a esa hora ella y su compaNera nos subieron 
porCjue éramos clnoo personas que estábamos ahC, cuatro empleados y yo qua estaba da 
visitante, éramos Hllda, el doctor Qu1!1ones y dos emplaadoe más qua no recuerdo sus 
nombres, nos subieron al baf\o que qued-a situado entra el 3° y 4° piso, Qüte niña parmaneclli 
con nosotros todo el tlempo1 cuando a las once de la noche nos bajaron al bario que queda 
entre el primero y segundo plso, luego ella nos subió donde permanecimos al baflo que queda 
entre segundo y tercer piso, vestra una falda a cuadras amarillos y color ladrillo, flnohlta, la 
blusa color 1adrlllo, manga larga, pelo largo cogido atrás, botas altas, no recuerdo si eran cafés 
o negras, esta niña era joven, alta delgada, un color trlguef\o, la niña era bonita [ ... }190 , 

250. La hermana da lrma Franco Pineda, Elizabeth Fra1100 Pineda, declaró ante la Flscalra 
qua su hermano Jorge Ellécer Franco Pineda vio a lrma •con una falda escocesa en alguna de las 
tomas que salió", que recibió la llamada de "un Coronel de la Pollera o del Ejército·", quien le 
comunicó que "él habla visto a lrma que estaba en la Casa del Florero y que no tenía un rasguño 
que estuviera tranquilo" tras lo cual, no habrlan vuelto a tener noticias de su hermana. Se~al6 que 
transcurrido un tiempo ella y su hermano Jorge Ellécar se encontraron con el "Coronel", quien al 
enterarse da la desaparición de lrma Franco Pineda manifestó que "nunca sa Imaginó que la pesara 
algo y que él la había visto perfecta con otro poco de gente que tenian ahr""'. 

25·1. Asimismo, en su declaración Jorge Ellécer Franco Pineda señaló que varios 
periodistas amigos suyos de la cadena Todelar le Informaron que su hermana se encontraba en el 
Palacio da Justicia e Indicó que él mismo la vio "en un noticiero de Televisión [. .. ] en una fila de 
personas que las conducen de la puerta del Palacio hacia la Carrera 7', ella va con una falda 
escocesa a cuadros y unas botas". Indicó que posteriormente recibió 1.1na llamada telefónica de un 
Oficial da la Pollera "muy conocido del hogar, amigo" que estaba en la Casa del Florero, quien tras 
manifestarle que no se preocupara por su hermana por qua ella estaba ilesa y que habla salido "sin 
un rasguño, yo la saludé y la vi en el segundo piso de la Casa del Florero, esté detenida", para 
Indicarle en posterior oportunidad qua "habfa que estar atentos al proceso que se le slgulera"192 • 

252. Asimismo, agregó ·que 15 o 20 dfas después su hermana Maria Mercedes Franco 
Pineda, recibió una llamada de un soldado que se identificó como Edgar que la Indicó que "lrma se 

189 Anexo 2. Declaraolones de Marfa Nelfy Dfa:z. de Valencia y Magatls Arévalo Mejfa. citadas en Juzgado 51 Penal 
del Cin~ulto cle Bogot1t 28 de abril da 2011, C~usa No, 2009·0203, págs. 221- 222. Anexo alesorlto de. lo_, petlalonarlos de 
24 de mayo de 2011 recibido en la CIDI-1 el 26 de mayo de 2011, 

11!1) Anexo 2. Declaraciones da Marra Ne!fy Dfaz de Valahcla y Magalls Arávalo Mejfa citadas en Juzgado 51 Panal 
del Circuito da aogoté, 28 de abril da 2011, ·causa No, 2009v0203, págs, 2:23 ~ 224. Anexo al escrito de loa peticionarlos 
de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH el 25 da mayo da 2011. 

101 Anexo .2, Deolarao(ón ds l:lizabeth Franco t='lneda oltada ttn Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril 
de 2011 1 Causa No. 2009-0203, págs. 224· 22.5, Anexo al escrito de los patlclonaripa d6 24 da mayo de 2011 recibido en 
la CIDH al26 ds mayo de 2011, 

19~ Anex.o 2. Daclaratllón da Jorge Elfécer Franco Pineda citada en Juzgado 61 Panal del Circui1o de Bogotá, 28 de 
abt!l da 2011, Causa No. 2009~0203, pág. 226. Anexo al escrito de !as peticionarlos d& 24 de mayo da 2011 realbldo en la 
CIDH el 25 d!;l mayo de ·2011, 
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encontraba detenida en las caballeri~as de Usaquén" y que posteriormente un alto oficial amigo suyo 
le aconsejó que no Insistiera más por lrma puesto que un grupo de personas hablan sido trasladadas 
a las caballerizas de Usaquén, donde fueron asesinadas e inhumadas en fosa O<>mún'.,, 

253. Asimismo, el hermano de la presunta vfctlma señaló que el Brigadier General de la 
Pollera Nacional en retiro Félix Gallardo Angarlta, quien para la lecha de los hechos era el 
c<>mandante del Cuerpo de Bomberos de Bogotó, se comunicó con él para informarle que vio a su 
hermana en la Casa del Florero y que ella "se encontraba en un rincón acurrucada, agachada, habló 
con él y le pidió el favor que nos llamara para Informarnos de su situación", asf como que •estaba 
totalmente bien e llesa"194, 

254. Por su parte, Mercedes Franco Pineda ratificó que tras los hechos rsclbló una 
llamada de una persona que se Identificó como Edgar Alfonso Moreno Fígueroa, quien manifestó qua 
en su condlclpn de soldado del Ejército Nacional cuidó a Irme Franco Pineda cuando fue recluida en. 
la Casa del Florero•••. Esta declaración se relaciona con aquella de Francisco César De la Cruz Lara 
quien se desempef\aba como celador de la Casa del Florero y trabajó en ese lugar el 6, 7 y 8 de 
noviembre Ininterrumpidamente. En dicha declaración se~aló qua "a los sospeGhosos los Interrogaba 
un empleado del DAS y los Interrogaba únicamente e los sospechosos en el segundo piso". Anta le 
pregunta relativa a cual fue la suerte de las personas dsflnldas como sospechosas, respondió 

{d]e la suerte de ellos no me di cuenta porque abandonaron la casa el jueves en horas de la 
tarde custodiados por personal civil puede ser del DAS o 82, fueron como unas ocho personas 
más o manos, el dfa miércoles en horas de la noche salió de la Casa Museo Veinte da Julio 
una muohaoha y un muchacho como de 26 años [ ... ]. El jueves entre algunos rescEJ1ados qua 
salieron del Palacio, venra una much~cha por ah( de uno setenta y olnoo da estatura, 
aproximadamente -delgada y da tez morena, -y al subir al segundo piso la encontré allf eon uno 
de los guardialsl del 8~2, que la interrogaban, preguntándole nombre profesión y Jos motivos 
por al cual se encontraba en el Palacio de Justicia, ella contaba que egtaba buaoando a un 
abogado para que le corrlgl!elra una tesis, ella salló entre las siete y media u ooho de la noche 

199 Anexo 2. Deolaraolón de Jorge Ellécer Ftanoo Pineda oltada en Juzgado 61 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de 
abril da 2011, CausiJ No, 2009~0203, págs. 225 ~ 226. Anexo e.l escrito de los pstlclonarloa da 24· de mayo de 2011 
recibido en la CIDH el 26 da mayo de 2011, Jorge 'E!Iécer ¡;;ranao Pineda. sel'laló, "yo tenra por axperlenola propia 
oonoclmlsnto .total qua allf llevaban a los detenidos polftlcos v los torturaban, da eso no me cabe nlngune duda porque lo vlvr 
r;laramente unos aRos antes [,. .] y no tengo nlngun.a duda y lo puedo jurar totelmente y ponerlo bajo cualquier honor que &!Ir 
hac(an eso, por In menos yo lo ylvf, lo euhf y lo tuve ahf, entonoes mef qua af!ltl estsba". 

194 Anexo 2. Declaración de Jorge Eliécer Franco Pineda citada ~;m Juzgado 61 PeMl del Clrou!to de Bogotá, 28 de 
abril de 2011, Causa No, 2009~0203, pág. 227. Anaxo al esorlto de los petlclonarloa de 24 de mayo da 2011 recibido en la 
CIDH ef .2.5 da mayo de 2011. No obstante, en una daolaraolón rendida ante la Fl~calfa.al Brlgedlar Félix Gallardo Angarlta 
setialó "[y)o venia caminando de la Casa del Florero hacia el palacio y adelante o a un costado mro Iban los dos agentes lde la 
Po!lcJa). Me parece que uno de civil y uno uniformado y or algo, o( el nombre de Jorge Franco ~~ el comentarlo. Deefan que 
una mujer estaba adentro de la Casa del Florero y lloraba y deo fa que. no era guerrillera y que preguntaba por Jorge Franco y 
dEm{a qua ella no era guerrillera y algo dijeron que era un poHtlco o un dáportlsta y yo lo asocié". ABtm!smo, agregó "yo no 
reouardo oómo fue la oomunloaclón oon Jorge [Francol. pero es poa!ble qua yo lo huya llt~mado o él me haya llamado, yo le 
comenté eso y pues no argumentamos·más por cuanto yo no tenra competencia ni aotlvldad especial sobre los aspectos del 
control de esas personas que seguramente salieron del Palacio". Al respecto, él Juzgado 51 Penal del Clroulto setialó que 
"tales aflrmaolones, sin duda, no reol-aman crédito ni· resultan ooherentes, por razones que más adelante se explican, 
evidenCiándose que sol'! producto del temor y del reapato que el testigo debe a las Fuerzas Militares y de Pol\o(a, a fartfori al 
se tiene en cuenta su Mndlclón de Glilnera! retirado da esta L'iltlma ln¡¡;tltuclón", Anexo 1 O. Rscalla Cuarta de la Dnidad 
DaiG~gada Bnte 18 Corte Suprema. de Ju«tlola, Deol.a.ra.el6n de FéUx Gallardo Angerlta, 19 de diciembre de 2006, Causa No. 
Radicado: PI e·l55. Anexo 121 111 escrito da los petlnlonarloa de 7 de lnl!YO de 2010 recibido ~n la CIPH al 12 dé mayo de 
2010 y Anexo 2. Juzgado 61 Penal del Circuito de Bogotá, 28 da abril de 2011, Causa No. 2009·0203, piig. 228. Anexo al 
escrito de los petlolonarios de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH el 25 de mayo de 2011. 

19¡¡ Anexo 2. Juzgado 51 Penal da! Clroltlto de Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009~0203, págs. 229-
2.30. Anexo al o;¡¡sorlto de los petlciormtios de 24 de mayo da 2011 reolbldo en la CIDH al26 de mayo de 2Q11. 
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del jueves, en estrictas medidas de seguridad, iba descalza, medias negras, [la frase siguiente 
de deolaraclón está borrada con marcador negro] 196 • 

255. Consta en el acta de la diligencia que posteriormente al declarante se le mostraron 
fotograflas a fin de que reconociera a alguna persona a lo qua el declarante manifestó "[e]n la 
página No. 12, se encuentra una totograffa en papel parlódlco.de una mujer cuyo nombra es Irme 
Franco Pineda, la reconozco como la persona sospechosa qua entró el dfa jueves al Museo Veinte de 
Julio y sacada del Museo en las condiciones ya descritas anterlormente" 197• 

256. En la sentencia de primara Instancia del Juzgado 51 Penal del Circuito consta 
también que el declarante señaló "yo me e11contraba en el corredor del primer piso cuando la 
sacaron, colocan un Jeep, le echan reverso al jeep y lo colocan frente a la puerta del Museo y la 
muchacha Ingresa por la parte de atrés [. .. ]" y que el vehfculo en el que se llevaron a lrma Franco 
Pineda parecla ser un "campero Toyota o Nlssan Patrol de color verde oscuro, un verde billar"108 • 

Asimismo, afirmó que la muchacha que fue sacada en el jeep "estaba como con una fractura en una 
pierna, hagC> la aclaración de que se quejaba mucho de una pierna, no me acuerdo si la Izquierda o la 
derecha, decfa que le dolfa mucho una pierna, caminaba y cojeaba, no me acuerdo si le vi sangre, 
ella caminaba y cojeaba, no me comentó nada sobre la pierna o sobre lo que le habfa pasado en la 
pierna solo se quejaba de esa plerna" 199• 

257. Aunado a lo anterior consta la declaración del vigilante Pedro León .Acosta Palacios 
quien hizo rafarencla a que· "el Juavas ya tardeclio como más tarde de las seis, fue la óltima qua 
salló del museo, por esa es que han_ venido averiguando, de la cual yo vi el campero qua se llevó la 
muchacha paro no recuerdo como ara el campero, ni si era Toyota o Nissa .(sic) u otra marca de 
carro, sé que era un campero y a mf me extrañó fue por qué estando el carro asr sobre la calle once 
lo atravesaron y lo colocaron de reverso quedando la parte de atrás hacia la puerta del Museo, o sea 
que la muchacha entraba da una vez al. carro, no ara sino dar el paso del anden (sic) que lo separaba 
de la puerta lo cual me extrañó porque siempre lo colocan en estado normal, ahf se fue la muchacha 
y adiós porque no volvf a saber nada de ella"200 • Asimismo, agregó que cuando la joven fue subida 
al jeep él se encontraba junta a Francisco César de la Cruz Jara y que ambos oyeron decir a los dos 
hombres que la custodiaban "esta hljueputa nos la paga"'01 • 

258. Segdn el testimonio de Edgar Alfonso Moreno Flgueroa, quien se encontraba 
prestando servicio militar an al Batallón de Pollcla Militar, su grupo de reacción inmediata tuvo a su 

.. cargo "acordonar las inmediaciones del Palacio para evitar el Ingreso ·de civiles y prestar la 
seguridad". Indicó que una vez arribó a la Casa del Florara un teniente del Ejército de apellido 

19' Anexo 27. Comisión Espec1al da la Proouradurla Da!agada para adelantar la avfolrlguaclón administrativa por loS 
hechos acaecidos en el Paleo! o de Juatlcla en el mas de noviembre de 1985, DaclarMión de Franol.snn Cáaflr de la Cruz Lara, 
18 de diciembre de 1986. Anéxo 149 ol esorito de los pat!olonarlos de 1 da mayo da 2010 recibido en 11:1 CIDH al 12 de 
muyo de 2010, · 

187 Anexo 27, Comisión Eapaolal de la Proouraduría Delegada para adeiBntlu' la ave¡•Jguaclón a:dmlnlatratlva por Jos 
hachas acaooldos en el Palacio de Justicia an el tne~ da noviembre da 1985, Declaración de Franolsoo César de lv Cruz Lara, 
18 do dlolambre de 1986. Anexo 149 al escrito de los pl)tlc\onarios de 7 de mayo de 2010 recibido en la CIDH e( 12 da 
mayo da 2010. 

lDB Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Clroulto de Bogtrtt\, 28 de abril de 201 ~, Causa No. 2009-0203, pag, .231, 
Anexo a[ asorito da los patlolonarlos de 24 de mayo de 2011 recibido ·en la CIPH al 25 de mayo de 2011. 

199 Anexo .2. Juzgado 51 Penal del Circuito da Bogotá. 28 de ~brll d0 2011, Causa No. 2009-0203, pág. 231. 
Anexo al escrito da JoB peticionarlos de 24 de mayo de 201 1 reolbldo en la CIDH el 25 d& mayo de 2011. 

mo Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Clroutto de Bogotá, 26 de .abril da 2011, Causa No. 2009-0203, pága. 231 -
232. Anexo al escrito de los petlclonarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH el 2!5 ,de mayo de 2011. 

201 Anexo 2. Juzgado 51 Panal del Circuito da Bogotá, 28 de abril da 2011, Causa No. 2009-0203, plig. 232. 
AneJ<o al escrito de los peticionarlos da 24 de mt~yo de 2011 recibido en la CIDH el 25 da mayo da 2011, 
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Rincón, adscrito al Batallón de Pollera Militar número 1, le impartió "la orden especfflca da cuidar 
una muchacha", con la cual estuvieron ubicados "en el segundo piso de la Casa del Plorero", 
permaneciendo allf aproximadamente una hora, luego de lo cual "entró un oficial [ ... ] a una oficina 
que queda diagonal al pasadizo donde nos encontrábamos y mandó seguir a la muchacha que yo 
estaba custodiando ! ... ] el oficial cerró la puerta y pues [.,,] va me dirigí a la formación de los 
pelotones que hablamos estado ahf y nos dirigimos al batallón". Se~aló además que la muchacha se 
Identificó como lrma Franco y le solicitó qua se comunicara con su familia para avisarle •que la tenfa 
la brigada", a la vez qua le proporcionó un número telefónico, al qua él llamó posteriormente, para 
transmitir el mensaje, Finalmente, señaló que lrma Franco fue separada del grupo da rehenes y 
conducida al segundo piso de la Casa del Florero, debido a que los demés liberados la calificaban 
como guerrillera'"'. 

259. Cabe destacar en este punto la declaración de Bernardo Alfonso Garzón Garzón, 
quien tenfa el grado de Cabo Primero y formaba parta del Batallón Brigadier General Charry Solano -
hoy Brigada XX del Ejército Nacional-, organismo da Inteligencia militar del Ejército, y señaló que e 
partir de 1978 se Infiltró en la Dirección Nacional del M-19, en las FARC y nuevamente en al M-19. 
Señaló qua formó parta de un grupo especial de Inteligencia y contralntallgenoia y que en 
cumplimiento de su labor tuvo conocimiento de las detenciones realizadas por afectivos del Batallón 
Charry ·Solano durante la retoma del Palacio de Justicia. Al respecto senaló 

Sé que a !U .se tuvo a una niña de nombre Jrma Frm1oo, a esta la mantuvieron en una camioneta 
color café que sn ase entonoas estaba condicionada para interrogatorios, una camioneta Ford 
Chevl Ban, y se que asta niña suministró Información sobre una serie de atentados que lban a 
ocw-rl[r] contra esa Unidad [ ... ] PREGUNTADO.~ Sabe usted por cuanto tiempo pom1anecl6 
retenida y cual fué la suerte de esa persona o asa de lrma Franca? .CONTESTÓ.~ Realmente 
no se cuantos dfas la tuv(eron, ni exactamente cual será el paradero, lo cierto es que a los 
pocos dfas de sucedldos estos hechos, or varios comentarios da qua ella estaba herida en una 
pierna y que la hab(an dejado por ahr cerca1 y al parecer se encuentra muerta. 
PREGUNTADO.= Sirvase manifestar si en los hechos relacionados con la desaparición de Irme 
Franco fueron de conooimlanto del e~tonoes comandante do la Brigada XX? CONTESTÓ. ~ 
Naturalmente que si, porque cuando se lleva a alguien a la Unidad o se llevaba y máxime si se 
tanfa por varios dfas, él st;J tanra que enterar203, 

260, Asimismo, segQn consta en la sentencia de primera instancia del Juzgado 51 Penal 
del Circuito Bernardo Alfonso Garzón Garzón sefialó que cumplidas las averiguaciones pertinentes, 
lrma Franco fue asesinada y su· cuerpo sepultado en "la loma donde hoy en dfa quedan los 
pollgonos•, de lo qua se encargaron los oficiales Camilo Pulecio Tovar y Carlos Armando Majfa 
Lobo204• 

261, Cabe seftalar que el Tribunal Especial de Instrucción concluyó que 

Ihlay abundancia tsstltnonial en el sentido de que [lrma Franco Plnedai logró salir viva del 
edificio v~ conducida al Museo-Casa del Florero; allf fue Identificada por varios de los rehenes 
como la guerrlller~ qU!il habfa encaftonado a los funcionarios da la Secretarfa del Consejo de 
Estado y luego habfa permanecido en al baño a ordenes de Almar&Jes, colaborando con este 
muy eficazmente. Los rehenes y celadoret~ del Museo la reconocteroA; aquellos por haberla 

201 Anexo 2. Juzgado 61 Penal del Clrc:ulto de Bogotá, 28 de abril da 2011, Causa No. 2009~0203, págs, 232 ~ 
233. Anmm al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 r~;~olbldo en la CIDH el 26 de mayo de 2011. 

203 Anexo 28, Jefatura da la Of-Icina de lnves11gac:lones Especiales de le Procuractur(a General da le Nllolón, 
Oeclart~clón de. Bernardo Alfonso Garzón Garzón, 22 de enero da 1991. Anexo 142 fll asorlto da loa petlolonarlos de 7 de 
mayo do 2010 mvibido en ta CIDH el12 de mayo de 2010, 

20~ Anexo 2. Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogot~. 28 de ubrll de 2.011, CausB No. 2002~0203, pág. 234, 
Anexo al escrlto da los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la C!DH el ;215 da mayo de 20"11. 
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visto personalmente durante su oautlverlo y éstos por comparaai6R con las fotograffas 
publicadas en los diarios con posterioridad a la raouperaci6n del Palacio. El testimonio de los 
celadores da fe de que en las primeras horas de la noche del 7 de novlembre la guerrillera ·fue 
sacada del Museo y embarcada en un campero sin que hasta hoy sa tenga noticias de su 

· paradero:z<>e, 

262. Finalmente, el Juzgado 61 Penal del Clroulto concluyó que 

es claro que los r .. ,] trabajadores de la oafeterla principal del ~alaclo de Justicia, las dos 
visitantes circunstanciales y la militante del M-19, irma Franco Pineda, se hallaban para el dfa 
de marras al interior de le ediflcaoión judicial y que durante el curso de la cruenta toma 
abandonaron con vida el lugar, siendo conducidos a le Casa del Florero y posteriormente 
desaparecidos, pues a pesar de que en unos casos fueron vistos a salvo por algunos de los 
rehenes liberados y B!"l otros, los famlllares dan cuenta de su salida con base en sus propias 
Indagaciones, a la fecha no aparecen vivos ni musrtos, evidenciándose que una vez culminó al 
asalto guerrillero se presentó una serie de lrregularldades que permitan colegir sin dubitación 
que aquellas personas fueron lntenalonalmente despojadas de su libertad y que su rastro fu& 
suprimido con tal dlllgancla, qua a lo largo de 6 lustros toda labor ha sido Infructuosa para 
establecer su ubicacl6n206, 

5. La desaparición de Ana Rooa Castiblanco entro noviembre de 1985 y junio da 2001 

263. El 6 de noviembre de 1985 Ana Rosa Castiblanco Torres se encontraba trabajando 
en la cafeterfa del Palacio de Justicia cuando se produjo la toma por parte del M·19. Indicó además 
qua tras el operativo militar de retoma del Palacio que culminó al 7 de noviembre de 1986 no fue 
posible encontrar jjvlva o muerta" a la presunta vfctima207 , 

264. En sentencia condenatoria de primera instancia contra el Coronel Luis Alfonso Plazas 
Vega, el Juzgado Tercero del Circuito de Bogotá da cuenta de un casete que según su transcripción 
"doce .o trece personas", hombres y mujeres, fueron conducidas a las instalaciones de la Escuela de 
Caballerla del Cantón Norte y de la Brigada de Institutos Militares, donde permanecieron hasta la 
noche del sábado siguiente a ·la toma. Asimismo, en dicho casete se afirma que las Fuerzas 
Militares se enteraron que habla tres mujeres detenidas en otra guamlclón militar: "LUZ 
MARINA/LUZ MARIA/LUZ Mi'RY PU.RTA/LUZ MARIA A, PUERTA, NOl~ORA ESGUERRA Y. 
ROSA/MARGARITA CASTIBLANCO"""· Dicha grabación permltli·la Inferir que Ana Rosa Castiblanco 
salló con vida de Palacio de Justicia al Igual que los demás trabajadores de la cafeterla cuyas 
situaciones parti-culares fueron descritas anteriormente. 

265. En vista de que los restos de Ana Rosa Castlblanco T<>rres fueron Identificados en 
2001 como resultado de pruol>as genéticas realizadas a cuerpos exhumados 'de una fosa común del 
Cementerio Sur da Bogotá, corresponde a la Comisión referir que u110 da los cuerpos Inhumados el 9 

2011 Anexo 9. Tribunal Espeolal de lnstruuolón, Informe .sobre el Holocausto del Palacio da Juatlcla, 31 de mayo de 
1986, pubUcado el 17 de junio de 1988, pág. 61. Anexo al esorlto del Estado da 25 de Julio de 1991, 

206 Anexo 2. Ju~gado 61 Penal del ClJculto de Bogotá, 28 de abril de 2011. Causa No, 2009~02031 pág. 240 • 
. Anexo al escrito de lrJs peticionarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH 'BI 26 de rnayo de 2011. 

207 Anexo 29. Tribunal Administrativo de Cundlnamema, Sentencia da 12. de dlclambre de 200'7, Expediente 2003M 
003B. Anexo 26 el oscrit:o de los petlolonarios da 7 <le julio de 2008, recibido en la ClbH el 8 de julio de 2008. 

206 Anexo 11. Juzgado Tareero Penal del Circuito Especializado de Bogotá, RUN: 11001320700320080002600, 9 
da junlo da 2010. Anexo al escrito de los petlolonarlos da 10 de junio de 201 O reuibldo en la ClDH al 14 da junio de 2010, 
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de noviembre de 1985 que corresponde al protocolo de necropsia 3800, describa a "una mujer no 
Identificada, calcinada, en estado de embarazo, cuyo feto se encontraba igualmente lnclnerado"209 , 

266. Como se se~aló en el apartado precedente (ver supra párrafos 199 a 203) el 20 de 
enero de 1998 el JU.tgado Regional ordenó practicar la diligencia da exhumación e Identificación de 
cadáveres del Palacio de Justicia del área de fosas comunes del Cementerio Sur de Bogotá a partir 
del 26 de enero de 1998"0• En las exhumaciones y los análisis de Identificación, realizados en 
1998 y 1999 y tras la realización de pruebas genéticas, se concluyó en junio de 2001, 16 años 
daspués de los hechos del Palacio da Justlola que al cuerpo referenclado corr.espondra al de Ana 
Rosa Castlblanco Torras"211 , 

267. t:llnforme señaló que 

[e]l Individuo correspondiente el Acta nUmero 70 comparte un alelo en cada marcador STR 
estudiado con Marra Torres Sierra y con Rat'il Lozano Castlblanco, madre e hijo 
respeGtlvamente, de la desaparecida Ana Rosa Castlblanco. Adicionalmente presenta una 
aactJencla de ADN mltocondrlal idéntica con estas persones. Por lo ante1·tor, estos restos 
óseos no se excluyen como pertenecientes a un hijo de Marra Torras Si{;Jrra (Probabilidad de 
maternidad de 99,99993%)[ ... ] a la madre biológica de Radl Lozano Castlblanco (Probabilidad 
da maternidad da 99,99980%]212• 

268, Según consta en el acta de noviembre de 2001 el Juzgado Segundo Penal del 
Circuito Especializado de Bogotá hizo entrega a Raúl Oswa\do Lozano Castlblanco, hijo de Ana Rosa 
Castlblanco Torres, de los restos óseos de su madre. En dicha diligencia el apoderado judicial de la 
familia, Daniel Ernesto Prado, señaló que 

para la feoha de la toma dal Palacio de Justicia [Ana Rosa Castlblanco} se -encont1'aba en 
astf.ldo de gravJda~, y eón aproximadamante onho (8} mases y medio, término da gestación. 
Igualmente .los familiar-es se resarvan su derecha a aoudfr a· instancias internacionales para que 
se vetlflquen las pruebas de ADN, practic-adas poi' la Flsoalfa, por lo t8nto se so,lolta que se 
mantenga sobre estas la debida cadena de custodla:!13 . 

. 269. El Informe de la Comisión de la Verdad señaló que posteriormente los resultados de 
los enálials fueron evaluados por le organización Phys/cfans for Humrm Rlghts, que estableció el 19 
de noviembre de 2008 que "los análisis cumplen con los parámetros establecidos en protocolos 
internacionales sobre identificación genética y que, en consecuencia, las muestras encontradas en el 

~00 Anexo 1. Informe Fine! da la Comisión da la Vardsd sobre los Heohos del Palacio de Justicia, prosentado el 17 
da diciembre da 2009. Capftulo VI, párr, 30. Anexo al esorlto de los peticionarlos de 6 da enero de 2010 recibido en la 
CIDH el 2B de enero de 20.1 O. 

2.1o Anexo 30. Juzgados Rag!onales, Oficio No. se 921 o dirigido al Jefa .da Dlvlalón da Crlmlnalfstloa del CTI de la 
Flscalfa General de la Naclón, ¡')rocsso No, 4119, 20 de enero de 1998. Anexo 27 1:11 ssorlto d1;1 lo-a patíoionarloa d~;~ 7 de 
mayo de 2010 recibido sn la CIDH el12 de mayo de 2010. 

2.11 Anexo 1. Informe Final de la Comisión de la Verdad .sobre los Hachos del f:>alaclo da Justlcf~, praaantado el 17 
de diciembre ds 2009, Capftulo VI, párr. 31, Anexo al escrlto.de los peticionarlos-de 6 de enero dli 2010 reclbldo e~ la CIDH 
el 25 da enero d~ 201 O. 

212 Anexa 16. Lv.boratorio de Genética Forense de la ¡:Jsca!fe General de IH Naolón y laboratorio de ADN del 
Instituto Naclonttl Medicina Laoal y C!anc-lns Forenses, Tlplfl-caaión moleoular del ADN, 17 da )u!lo ~e 2001. Anexo 33 al 
escrito .de los pet!olonarioB de 7 de Julio dQ 2008, recibido an la CIDH. el 8 da jullo da 2008. 

113 Anexo 31. Juzgado Segundo Penal del Clroulto F!apaolal!zado, AutB de entrega de loe restos óseos Identificados 
por la dlvlslón d.e crlmlnalfstlca del CTI como correspondlentas a la sat1ora Ana Rosa Caatibtanuo, Víctima del Holocausto del 
Palacio de Justicia el 6 de noviembre de 1985, 2 de noviembre da 200L Anexo 27 al escrito de los patlo!onarios de 7 do 
mayo de 2010 recibido en la CIDH e112 de mayo de 2010. 
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cementerio del Sur, en efecto corresponden a los restos de Ana Rosa Castlblanoo'"14 . El Informe de 
!a Comisión de la Verdad destaca !as tres conclusiones principales del Informa de Physíclans tor 
Human Rights, a saber 

• No se Identificaron nuevas potal'lcleles coincidencias entre los restos humanos y las· 
referencias familiares en base en los perfiles reportados. 
• Basado en los perfiles reportadas, aparece que la coincidencia a11tre la supua.sta 
madre e hijo de Ana Rosa Castlblanoo y los restos de la exhumación #70 es correcta. 
• Varios alelos nucleares y haplotlpos mltocondl'lales estadfsticamente Infrecuentes 
podrfan ser lndlqatlvos de errores da transcripción y/o ·oontamlnaclón. Al practicar el análisis 
sobre estos perfiles con y sin esos alelas Infrecuentes, no hubo Impacto sobre las 
Identificaciones reportadas por el Instituto Nacional de Medicina Lagal y Ciencias Forenses218 , 

270. Respecto a la no determinación de! estado de embarazo de Ana Rosa Castlblanco 
Torres en los estudios realizados, el Informa de la Comisión de le Verdad destaca que "éstos jamás 
~ermltlrán definir si una mujer se halla embarazada al momento da obtención de la muestra o da su 
muerte. Los estudios genéticos en el área forense se orientan básicamente a establecer la 
pertenencia dé una persona a un grupo familiar, a través de! análisis comparativo con otras persr>nas 
que se supr>nan relacionadas con al Individuo que es objeto principal del estudio."'· Por otro lado, 
ol Informe destaca que la ausencia del feto carbonizado que se seAala en la necropsia 3800 cuando 
se realizaron los análisis podrla ser resultado de que, de oonservarse los restos del mismo, éste 
estaría en pésimo estado o que el fato haya sido extraído para ser Inhumado aparte"'. 

6. La desaparición y posterior ejecución del Magistrado Carlos Horaoio Urán RoJas 

271. Pare !a época de los hechos Carlos Horacio Urán Rojas era Magistrado Auxiliar del 
Consejo de Estado. Su espose, Ana Marra Bidagaln de Urán, con quien contrajo matrimonio en el 
aflo 1971, señaló que el 6 de noviembre da 1985 su esposo se encontraba laborando en el Palacio 
da Justicia. Indicó que su esposo la recogfa todos los dias para Ir a almorzar: sin embargo, el 6 de 
noviembre "me llamó y me dijo, mira algo está pasando hay una balacera y no puedo Ir 'a 
buscarten218 • 

272. Indicó que pudo hablar con su esposo como hasta !as 6 o 7 de la tarde del 6 de 
noviembre y qua cuando empezó a ver el .fuego en el Palacio llamó a varias personas, entre ellas 
miembros del Ejército, para preguntar dónde estaban los rehenes"'. El 7 de 11oviembre ella fue a 

214 Anexo 1. 1niorme Rnnl da la Comisión dé la Verdad sobre loe Hechos del Palacio de Justicia, presentado el 17 
de diciembre de 200:9. Capitulo VI, párr. 33. Anexo al asmlto de los peticionarlos de 6 de anero de 2010 reolbldo en la CIDH 
el 25 de enero de 201-0, 

l!lll Anexo 1. Informe FIMI da le Comisión de la Verdad sobre los Heohos del Palaolo de Justlola, presentado et 17 
de diciembre da 2009, Capftulo VI, párr. 34. Ana}(O al escrito de los petlclom.1dos de 6 de enero d~ 2010 raolbldo en la CJDH 
ol 26 de ~:mero de 2010. 

118 Anexo 1. Informe Ffnal de la Comlalón da .Ja Verdad sobre los Hechos del Palaolo de Justicia, presentado el17 
da d\olembre de 2009. Capftu\o VI, párr. 36, Anexo el escrito ele los peticionarios da 6 de enero de 2010 recibida en la 
CIDH el.26 de enero da 2010. · 

217 Anexo 1. Informe Final de la Comisión de ·¡a Verdad sobre Jos Hechos del Palacio de Justicia, presentado l;ll 17 
da dlnlambra de 2009. Caprtulo VI, párr, 35, Ar1axo al esmlto de los petlolohados de 6·de enero de .2.010 reorbldo en la 
CIDH el 25 de enero de :201 O. 

218 Anexo 39. Fiscnlin Cuarta de la Unidad Delegada ante In Corta Suprema de Juatlola, Declaraolón que ñnde Ana 
Marfa Bldegafn d<l Urán, Radi~ado 9766, 22 de febrero de 2007, Anexo 40 al escrito de los paticlonarlos de 7 de julio da 
2008, recibido en la CIDH el 8 de juRo de 2008. 

2 ' 0 Anexo 39. Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ente la Corte Suprema de Juatlola, DeclarfJción qua rinda Ana 
' Maria Bld9gafn da Urán, Radlr;ado 9715'0, 22 de fBbtero de 2007, Anexo 40 al escrito de los petlc!on~rloa dt~ 7 de julio de 

2006, faclbldo en la CIDH el 8 de juUo de 2008. 
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buscar a su esposo a la Casa del Florero y al Hospital Mllltar, sin éxito y esa noche aparecieron 
Imágenes televisivas que demostraron que su esposo había salido con vida del Palacio. 
Posteriormente, se Inició la búsqueda en hospitales, margues e Inclusive indagó con los militares"'. 

273. Asf, al die siguiente llevó un video de su esposo saliendo vivo del Palacio de Justicia 
al "General de la Fuerza para los Derechos Humanos", Nelson Mejfa, y le solicitó que ootno Ejército 
la ayudaran a buscar a un juez de la República201 , Señaló que, tras una extensa búsqueda, el 8 de 
novletnbra sus amigos le Informaron que hablan encontrado a su esposo en la margue y que, ese 
mismo día, lo pudieron velar y enterrar. Ana Marra Bidegafn de Urén relató que el éadáver de su 
esposo mostraba un tiro en la cabeza pero la partida de defunción decfa, "laceración cerebral" y 
aunque tenia dudas y no entendfa lo que había sucedido se aferró a los testimonios y supuso que su 
marido habla muerto en la toma ya que, sU cadáver presuntamente apareció en el patio del primer 
plso222

• 

274. En la declaración que rindió Ana Merla Bidagafn de Urán el 22 da febrero de 2007 la 
Fiscal Cuarta·oalegada le puso de presente algunos articulas personales de su esposo, algunos de 
los cuales reconoció de inmediato"', dichos artfculos fueron hallados en una Inspección judicial 
reaiizada en la bóveda de seguridad del B-2, perteneciente a la Brigada XIII del Ejército Nacional. El 
16 de agosto de 2007 se realizó una diligencia de reconocimiento en video y la señora Bidegafn de 
Urán reconoció a su esposo saliendo con vida del Palacio de Justicia en al menos tres videos que lo 
mostraban lesionado y ecompa~ado por agentes estatales224• 

275. La Comisión de la Verdad ha señalado que la necropsia del Magistrado Carlos 
Horaclo Urán revelan circunstancias espaciales. 

En primer lugar, el cuerpo presenta lesiones al parecer producidas con objeto contundente, en 
tanto se observa una herida en la reglón frontal del m·áneo y equimosis en ambos ojos, quB 
podrra pensarse fueron causadas ex profeso, aunque e( protocolo no es lo suficientemente 
claro como para establecer que fueran parta de alguna forma da tortura. El cuerpo también 
presenta lesiones por mecanismo explosivo en glúteos, piernas y brazos, las cuales no tienen 
un oarlicter mortal, Sin embargo, lo más destacado es que presentaba solamente una lesión 
por proyectil de arma de fU$90 on GJ Ot'áneo, donde el frotls para pólvora dio posltlvo, lo qua 

220 Anexo 39, Flscalfa Cuarta da la Unldad Delegada ante la Corta Suprema da Juatlcla, Oer:laraclón que rinda Ana 
Marra Bidegafn de Urán, Rt'ldlcndo ·97Ei6, 22 de febrero de 2007, Anexa 40 -at esGF]to da los peticionarlos da 7 de julio da 
2008, raolbldo en la CIDH el 8 de Julio Ua 2008, Ver también Documental La Toma {The Slege), Dirigido por Angus Glbson y 
Miguel Salazat, 2011 , 

221 Anexo 39. Flsoalfa Cuarta da la Unldnd Delegada ante le Corte Suprema de Justlo.!a, Deolaraclón qua rinde Ana 
Maria Bldegafn de Urán, Radicado 9765, 22 de febrero de 2007, Anexo 40 al esorlto de los psttolonarlos de 7 da julio de 
2008, recibido en la CIDH el a de Julio de 2008. Ver también Documenta~ La Tt>rM {The Siega~, Dirigido por Angus Glbsan y 
Miguel Salazar, 2011. 

222 An~xo 39, Fl6oalra Cuarta de la Unidad Delegada ante· le Corte Suprema de .Justicia, Declaraolón que rinde Ana 
Marr~ B\dognfn da Urón, Radicado 9766,' 22 de tebrero de 2007. Anexo 40 al ea~rlt(l dá los petlolol'larl.c>fi da 7 da julio da 
2008, raolbklo en la ClbH el 8 da julio de 2008, 

~a La declaranto se refirió al.porta carné, la licencia de conducción, la tarjeta de crédito, la libreta militar, la tarjeta 
profesional de abogado, urw lloanola -de conducción expedida en el Estado de Indiana-USA y una r·otogrsffa suya .. Anexo 39. 
Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justlo!a, Daofaraclón que rinde Ana Morfa Bldegllfn de Urán, 
Radicado 9766, 22 de febrero da 2007, An~xo 40 ,~;~J eeorlto de loe petlo!onarloa d& 7 de Julio de 2008, recibido en la ClDH 
el 8 de Mio de 2008. 

224 Anexo 40, Flsoalfa Cuarta de la Unidad De\agada t~nta la Cotte Supretma de Justicia, Oeolaraclón que rinda Ana 
Mnrfa Bldegafn da Urán, Reconocimiento de videos, Radloado 9755, 1 B de ft9Mti:> de 2007. Anexo 42 al escrito de los 
peticionarios de 7 de julio de :2008, raoibldo en la ClDH e.J 8 de julio d-e 2008. 
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en baUstica de efectos slgnlflca que fue un disparo a oontaoto o a corta distancia (meno& de 
un metro)226• 

En ese sentido, la Comisión de la Verdad concluyó que "el abogado· Urán salló con vida del Palacio 
de Justicia bajo .custodia militar, con lesiones que no tenran carácter letal, por lo que su muerte no 
se produjo en los hechos de le toma o de la retoma" 226

• 

276. Finalmente, el Informe da la Comisión de la Verdad destacó el hecho de que la mayor 
partA de los cadáverAs que presentan neorodactlllas corresponden a los guerrilleros y, 

curiosamente, los JjnJoos cuerpos de rehenes que cuentan con dicho examen son los de Carlos 
Horaclo Urán y Luz Stel!a Berna!. Este dato, aunado a alertas fuentes que Indican que el 
cuerpo de Ca1·los Horaolo Urán, habrfa astado ubicado ]unto con los de los guerrilleros en la 
margue, podrfan sugarlr que, tanto Carlos Urán como Luz Stella Berna!, hebrfan sido 
considerados preliminarmente como guerrilleros' y reclbldo e[ mismo trato qua éstos. En ese 
sentido, el hacho qua los cuerpos 'hayan slclo lavadoq, tal oomo se resefló en párrafos 
anteriores, podrra Indicar la Intención .da borrar evidencia de actos relacionados con posibles 
ejecuciones sumarias 22.,, 

7. Las personas detenidas y torturadas durante la retoma del Palacio de Justicia 

277. En el marco de las Investigaciones adáll>ntadas a nivel Interno existen diversos 
elementos probatorios que permiten evidenciar que Yolanda Ernestina Santodomlngo Albarlcci y 
Eduardo Matson Osplno se encontraban, al momento da la toma, en el Palacio de Justicia en 
cumplimiento de compromisos académicos y posteriormente fueron trasladados por militares que 
entraron al Palacio, en el operativo de retoma, hacia la Casa del Florero, donde recibieron el 
tratamiento da "especiales", es decir de sospechosos de pertenecer al M·19 y en ese contexto 
fueron trasladados a diversas instalaciones militares a fin de ser Interrogados. 

278. Adicionalmente, se tiene que el abogado Orlando Qul)ano, quien acud[a con 
regularidad al Palacio de Justicia, también sa encontraba en dicho lugar y fue conducido a la Casa 
del Florero pare ser Interrogado como presunto sospechoso de pertenecer al M·19 y finalmente José 
Vicente Rublano Galvis, quien fue detenido en un retlín ubicado en jurisdicción de la Brigada XIII y 
conducido a la Escuela Militar ubicada en la calle 106 de la ciudad de Sogotá para ser Interrogado. 

a. Yolanda Ernestlna Santodomlngo Albericcl y Eduardo Matson Osplno . 

279. Para la época da los hechos Yolanda Erneatlna Santodomlngo Albericci y Eduardo 
Matson Osplno eran estudiantes de derecho en la Universidad Externado de Colombla220

• El 6 da 

2~ Anexo 1. Informa Final de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos del PRiaolo de Justicia, presantado el 17 
de dlclambre de 2009. Capftulo V, pñrrs. 182 y 183, Anexo al esorlto da las peticionarlos de 6 de enBto da 2010 reolbldo en 
la ClDH el 25 de enero de 2010. 

2w Anexo 1. Informe Final do lo Comisión de la Ver-dad sobra los Hechos. del Palacio de JuBtlcla, pmsentado el 17 
de dlolembre de 2009, Capitulo V, pilrr. 184, Anexo al escrito de los peticionarlos de 6 de enero de 2D10 recibido en la 
CIDH el 25 de enero de 2010. Ver tarnbl~n Dooumental Le Tomll {The Siega), DlriQido por Angue Olbson y Miguel Sa:lazar, 
2011. 

m Anexo 1. Informe Flnal de la Comisión dO;O! la Verdad sobra los Hachos del Palacio de Justlc1a, presentado el 17 
dl;l Wciambte .da 2009, Capltulo V1 párr. 206. Anexo al escrito de los pétlc.lonarlos da 6 dta enero de 2010 recibido en la 
CIDH el 26 de enero de 2010. 

Z26 Anexa 32. Flsoal{a Cuarta de la Unidad Delegada antá la corte Suprema de Justicia, Tastlmonjo da Yolanda 
l:rnestlna Sarrtodomlngo Alba.rlool, Radicado 9766, 1u da agosto da 2006. Anexo 153 al escrito delt>s peticionarlos de 7 de 
Jullo da 2008, recibido an le CIDH B] 8 de julio de 2008, y Anexo 33. Flsealfa Cuarta de la Unldad Delegada anta la Corte 
Suprema de Justicia, Declaración de Eduardo Arturo Matson Oaplno, Radicado PI 9756, 10 de abril de 2006, Anexo 36 al 
eso~lto da los peticlonerios de 7 de julio da 2008, recibido l:'ln la ClDH el B de julio da 2008, 
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noviembre de 1985 Santodomingo Alberlcci tenia un examen en el Palacio de Justicia donde 
trabajaba su profesor. En su declaración, Indicó que ese dfa acudió a clases a la Universidad y 
posteriormente, dabfa acudir primero al Tribunal Contencioso Administrativo para hablar con una 
persona de nombre Franela Elena sobre una oportunidad da trabajo y después al Palacio de Justicia 
para su examen. Indicó que le pidió a varios amigos que la acompañaran y _qua, finalmente, Eduardo 
Matson Osplno le dio el alcance cuando Iba de camino al Tribunal"'· 

280. Eduardo Matson Osplno Indicó que aoompaM a Yolanda Santodomlngo porque tenia 
que realizar una tarea sobre el podar de juzgamlento en Colombla230 • Amboe señalaron qua entraron 
al Palacio de Justicia a eso de las 11 :00 AM y que en primer lugar se dirigieron a la oficina del 
doctor José Eduardo Gnacco y posteriormente a las oficinas de otros funcionarios a fin de conseguir 
ayuda oon la tarea da Eduardo Matson, quien posteriormente se retiraba y Yolanda Santodomlngo se 
quedaba para su examen. Indicaron que Yolanda Santodomlngo necesitaba Ir al baño y sa dirigieron 
a la cafeterla a buscarlo'". 

281. Yolanda Santodomlngo indicó que en esa momento 

{ ... ) yo me adelanto unoa pasos1 Eduardo se queda detrás de mi, aentlrnos un eatruando qua 
yo hasta al d(a de hoy juro qua eran oomo mil playas que se cayeron, me volteo y veo que 
Eduardo está lelo, pálido, mirando al tondo de la Cafeterfe, mirando a una mujer que ese 
momento no sabremos quien era ni qué pasaba, que apuntaba con un l'avólver con las manos 
extendidas y gl'ltó que no nos movláratnos232 , 

282.. Eduardo Matson Indicó qua ante estos hechos le tomó la mano a Yolanda 
Santodomlngo y le dijo que corriera y corrió con dirección a las escaleras que llevan al segundo piso. 
Indicó que en el camino alguien les disparó y tomaron el segundo piso y se acostaron pegados a la 
pared'... Yolanda Santodomlngo indicó que en ese momento se les acercó un hombre qua dijo ser 
guerrillero del M-19, quien tras lncreparlos sobre quienes eran les dijo que se quedaran quietos que 
estaban tomando el Palacio de Justicia""', 

283. Yolanda Santodomingo Indicó que "las balas Iban y venlan" y posteriormente se 
intensificaron. Indicó que apareció alguien con lma.cámara antigas y después un hombre, que 

• :121! ÁllGXo 32. l=!scalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema dé Justlolat Testimonio de Yolanda 
Ernastlna Santodomlngo Alberlccl, Rar'llat~do 9765, 1° de e~gosto de 2006, Anexo 163 al esorltD da los petlolonarloa de 7 de 
Julio de .2008, reolbldo en la CIDH el 8 d'G julio de 2008, 

230 Anexo 33, Flsc:alfa Cuarto de In Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, Dsolaraolón da Eduardo 
Arturo Matson OsplnD, Radicado PI 9"7615, 1 O da abril de 2006. Anexo 36 al escrito de los peticionarlos dé 7 de Julio de 
2008, recibido en lo CIDH el B de Julio de 2008. 

~1 Anexo 32. Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante J¡:¡ Corte Suprema de Justicia, Testimonio de Yolanda 
Emastlna Santodonilngo Alberlocl. Radicado 9795, 1° de agosto de 200B, Anexo 163 al escrito de los peticionarlos de 7 de 
julio de .20081 recibido en la ClúH el 8 de jullo da 2008, y Anexo 33. fi[scalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte 
Supremo de Justicia, Declaraotón da Eduardo Arturo Matson Oaplno, Radicado PI 971515, 1 O dG abril da 2006, Anexo 36 al 
esGrlto de los peticionarlos da 7 da Julio de 20081 reolbldo an la CIDH el 8 de julio de 2008. 

2~ Anexo 32 •. Fisoo.Jfa Cuarta da la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Jusüola, Testimonio de Yolanda 
F.:meatlna SantodomlAgo A!berlccl, fladloado 9766, 1° de agosto de 2006. Anexo 153 al escrito de los peticionarlos da 7 de 
julio de 20081 recibido en la CIDH el 8 de julio da 2008, 

233 Anexo 33. Ffscal(a Cuarta da \a Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, De~laraolón de Eduardo 
ArtQrQ Matson Ospino, Radicado PI 9'l!Jñ, 10 de abril da 2006. Anexo 36 al escrito de los peticionarlos de 7 de julio da 
2008, roolbldo en la CIOH el 8 de julio de 2008, 

:1:34- Anex~ 3.2. Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada anta la Corta. Suprema de Justicia, Testimonio de Yolanda 
Ernestlne: Santodomlngo Alberlcal, Radicado 9765, 1(1 de agosto de 2006. Anexo 153 al esorlto de los peticionarlos de 7 de 
Julio de 2008, recibido en bt CIDH al 8 de julio de 2008. 
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posteriormente se identificó como el "Rambo Crlollo"238
, quien tras preguntarles quienes eran les 

Indicó que se arrastraran hacia él. Indicó que el "soldado" los protegió hasta que los Ingresó a una 
oficina en el segundo piso. Señaló que en esa oficina habla mucha gente con saco y corbata y 
señoras vestidas de oficina indicó que en ese momento no reconoció a nadie pero se encontraba el 
señor de Legls. La oficina se comunicaba por una ventana al primer piso y por ahf los soldados 
trasladaron a todas las personas al primer plso236

• 

284, Yolanda Santodomlngo señaló que sacaron del Palacio 

a iodos los bien vestidos. los sequitos porque yo estaba moJada de-l orfn y la sangre, que se 
notaba qua- entre todos se rsconocfan, o sea que debfan trabajar allr, es la deducol6n que uno 
logra hacer y SP3 apareció un señor que después pregunté quiénes eran las personas que 
estaban en el palacio haciendo eso y me dijeron que eran del B-2 y GOES (hombres vestidos 
de negro). Ese señor dice que nosotros todavía no, que nosotros como de últimos v ya 
ouando nou sacan ya íbamos Eduardo y yo. A Eduardo lo lleva un Pollofa tomado del brazo y 
a mi el del B-2 tomada del cabello y apuntándome con un revólver o pistola. Ma decfa, corre 
h!Jueputa, corre para dlspara!'te, por ahr hay francotiradoras que te van a matar [ ... ] Salimos 
por la portada .principal del Palacio de Justicia y nos llevaron con destino a la Casa del 
Florero237 • 

Eduardo Matson Osplno señaló que cuando los sacaron les dijeron qua colocaran las manos en ·¡a 
cabe:za y qt:Je eran "'especlales"238 , 

285. Eduardo Matson Ospino señaló qua desde que llegó a la Casa del Florero fue 
sometido a Interrogatorios de dlferentes personas vestidas da civiles y militares quienes le decfan 
que él habfa par-ticipado en la toma de la Embajada de República Domlnlcen~ porque lo habfan visto. 
Mientras tanto él les explicaba que para el momento de dicha toma el estaba en quinto bachillerato 
en el Colegio La Salle de Cartagena y nunca habla Ido a Bogotá. Asimismo, les explicó que su tfo, 
Arturo Matson Figueroa, era el Gobernador de Bollvar y que lo llamaran, que su ,padre, Eduardo 
Matson Flgueroa, era magistrado del Tribunal de Cartagena pero Indicó que no le crelan. Indicó que 
le preguntaban quien podfa responder por él pero que todas las personas a les que él mencionaba las 
tildaban de guarrllleras239, 

286. Por su parte a Yolanda Santodomlng<l la colocaron en otro salón donde la 
interrogaron en los mismos términos en el primer y segundo piso de la Casa del Florero. Indios que 

:~:;u; Sog(ln el Informe Final da la Comisión de la Verdad al ax Infante de le Annands Nacional Jorge Arturo Sarria 
Cobo era un civil quien habft~ sido da baja un año ~ntes por faltas dlsclpllnarlas v que participó en la retoma del Palacio. 
Anexo 1. Informe Final de la Comisión de la verdad sobra loa Hachos del Palaulo de Juatlola,,presantado el 17 de dlolembre 
de 2009. Capítulo IV, pllrr, 37, AnexQ ~1 esorlto de loe potlokmarloa de 6 de enero da 2010 recibido en.Ja CIDH el25 de 
enero de 2010. 

2an Anexo 32. Fisoatra Cuarta da la Unidad D~lagada ante la Corte Suprema de Justicia, Testimonio de Yolanda 
Ernestlna santodomlngo Alberlccl1 Radicado 9756, 1° da flgosto de 2ooa, Anexo 1153 al escrito de los peticionarlos de 7 de 
julio de 2008, recibido ~n la CIDH el B de /ullo de 2008. 

;m Ariexo 32. Fisca.Ue Cuarta de la Unidad Delegada ante 111 Cort& Suprema de Justlola, TC:\Stlmonlo da Yolanda 
Ernestlna Santodomlngo Albericci, Redicado 9755, 1° de agosto de 2006. Anexo 1153 al eacrltr> de loa petlcfonerios de 7 de 
julio de 2008, recibido en Ja CIDH el 8 da julio de 2008. 

:t!le Anexo 33 .. Flscalfa Cuarta. de la Unidad Delegada ante la Cmte Suprema de Justlo1a. De<llaraclón 'da Eduardo 
Arturo Matson Osplno, Radicado PI 9765, 10 de abril de 2006. A11sxo 36 al escrito de los pet!clonvrlos de 7 de julio de: 
2008, recibido en la CIDH el 8 de Julio da· 2.008. Ver tllmblán Documental La Toma (The Slege), Dirigido poi' Angus Glboon y 
Miguel Salaz:ar, 2011. 

23¡, Anexo 39, Flscalra Cuarta de In Unidad Oel111gada .ante hf Corte Suprama de Justlcla, Declaración de Eduardo 
Arturo Matson Ospina, Radloado PI 975!5, 10 de abril de 2006, Anexo 36 e:Jl eaor1to de los peticlol"latios -de 7 da Julio de 
2008, recibido en le CIDH el B de julio de 2008, 
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las persones que la Interrogaban la patearon en numerosas ocasiones. Indicó qua en los 
Interrogatorios ella Informó que heb(a Ido al Palacio a presentar un examen de práctica penal con el 
doctor Rafael Urrego y qua .con Eduardo fueron a averiguar sobre una tarea que ~ste último tenfa 
que hacer. Indica qua en pleno Interrogatorio entró una tercera parsona a la sala que dijo "ya 
localizamos a Rafael Urrego, es un oabeollla de le guarrilla". Indicó que en ese momento se fue la 
persona y el que la estaba interrogando le dijo "concretamos que ya sabemos que tú organizaste la 
toma de la embajada". Señaló que ella respondió que para esa época ella estaba en quinto 
bachillerato en el Colegio de las Monjas. Se~aló que en aso momento entró otra persona y dijo 
"encontramos la cabeza de Rafael Urrego y no hay quien pueda comprobar ese ·examen"240• 

287, Yolanda Santodomlngo y Eduardo Matson Ospino Indicaron que posteriormente los 
sacaron de la Casa del Florero y los subieron a una camioneta tipo Van donde Iban dos muchachos 
con rifles y los llevaron a la SIJIN e11 la Avenida Caracas con calle 2'. Indican que en ese lugar les 
hicieron la prueba del guantelete "con la parafina m lis caliente del mundo"241 • Indican que los 
agentes dec(an "[é]chasela més caliente"''"· Yolanda Santodomlngo señaló que unos polleras 
cogieron su cartera y vaciaron las joyas que ella tenia en un bolslllo secreto. Posteriormente alguien 
entró y dijo "salló negativo" y el hombre que los est.aba cuidando dijo "no lmporta"243

• Indicó que 
posteriormente los subieron a una camioneta grande como da la Pollcla, los vendaron y condl.\ieron 
al Charry Solano. Señaló también qua 

n Eduardo lo acostaron en la silla y a ml en e( piso de la camioneta, me pusieron las manos 
atrás, me amarraron las manosr no se si a Eduardo le hacran Jo mismo, sa que Eduardo 
empezó a llorar y yo empeoé a pelear para que no me cortara el pelo una. pe1•.g:ona qua estaba 
sentada en mi espalda. No se que tiempo pasó se llevaron a Eduardo [ ... 1 me dlteron que lo 
habran llevado a matarlo y nuevamente volvran las mismas preguntas y el mismo Interrogatorio 
de la Casa del Florero244 • 

240 Anexa 32. Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, Testimonio de Yolanda 
Ernestlna Santcdomlngo Alberlcci, Radicado 9765, 1° de agosto de 2006. Anexo 153 al escrito de los petk:lonarios de 7 de 
jtJiio dé 2008, recibido an la ClDH el8 de julio de 2006. Orlando Am~ohsa Oooro, quien en el año 1986 t~abajab& an la Corte 
Suprema de Justicia, sef\e.ló que fue rasotrtado dol Pa!ao-lo máa o menoa a las 4:00 PM y conducido a la CE!s~.t del Flor~rQ 
donde vio en el segundo piso a una tTILIChacha qua estaba an medlfl81 sin znpatos, bajita y que no le volvlá á ver tnás. 
Aslmlsmo, Julio Roberto Cepeda Tarazona, abogado redactor de la empresa Lagis, qulen también iue detenido con Yolanda 
Santodomlngo y Eduardo Matson Osplno relató. que [, •. ] los mllltares anunciaron a gritos a los mUltares qus estaban afuera 
qLJa Iban a salir 3 eapaclnlas nos r.-usted latan fuertemente la salida m.tahdo ya lb amos afuera de la Corte en la pla2:a da Bo!rvar 
se.gufan gritando que éramos 3 oapao\ales 1 ... 1 Sal ramos por .m(Jdlo de una fila de militares unos uniformados otros de clvtl 
gritaban que estos son especi~les lul;}go qua (corrijo) Yft decfan e~;tos son guerrilleros dé pronto habr~ wnaa da estos inllltares 
quema cojfan (sft':) del brazo y me tiraban y dacfan este déjemelo a mi( ... J E.ntre.rnoa n la. ot1se. del Florero y nos subieron al 
segundo piso [.,.) ouando estaban hostigando a los dos muchachos, alguno de ellos, de los Ml\ltares dijo qua no habfa qua 
dejarlos vlVOB, QUI) habfn que matarlos a todos [, .. ], Anexo 34. Comlslón Espeolal da la Proouradurfa Delegada para le 
lnveatignclón de los hechos sucad!dos al 6 de noviembre durante la toma del Palaoto de Justicia, Daclaruolón da Orlando 
Arrechea Oooro, 28 de noviembre de 1986. Anaxo 145 al escrtto d~ lo$ pstlclonurlos de 7 da mayo de 2010 reolbldo en la 
CIDH el 12 de mayo de 2010. Anexo 2. Declaración de Julio Roberto Cepeda Tarazana oltada en Juzgado 51 Penal del 
Clroulto de Bogotá, 28 de abril de 2011 1 Causa No. 2009-0203, págs, 161-162, Anexo al escrito de los peticionarlos de 2.4 
de mayo de 2011 reclbJOo en la. CIDH el 26 da mayo de 2011, 

241 Anexo 33. Flscalfa Cuarta ·de la Unidad Delegada ante la Corte Supremll de Justicia, Declaración de Eduardo 
Arturo Matson Osplno, Radicado PI 9756, 10 de abril de 2006. Anaxo 36 al escrito de los peticionarlos de 7 de julio de 
2008, recibido en la CIDH el 8 d1;1 julio de 2008. 

?.42 Anexo 33. Flsoalfa Cuarta da la Unh:.!ad Delegada ante la Corte Suprema de Justlola, Dealaraolón de Edu6rdo 
Alturo Matson Osplno, Radloado PI S766, 10 da abril da 2006, Anexo :36 al escrito de los patlolonarloe "de 7 de juflo de 
:moa, recibido en la CIDH el a de julio de Z008. 

~43 Anexo 32. F!scalra Cuarta de la Unidad DsJe¡;¡~dá tinte la Corta Suprema da Justlola1 Testimonio de Yolanda 
Erne&tlna Santodomlngo Alberlcol, Radicado 9766, 1° de agosto de 2006, Anr;¡xo 103 al escrito da Jos petlciotlarlos de 7 de 
julio da 2008, reclb1do en la CIDH el 8 da julio da 2008. 

244 Anexo 32. Flscalfa Cuarta da la 'Unidad Delegada ante la Corte Suprema da Justlola, Testimonio de Yolanda 
Ernestlna Santodomingo Alberlcc1, Radicado 97!Hl, 1° de agosto de 2006. Anexo 153 al escrito de los peticionarlos de 7 de 
julio de 2008, rsclbido ~n la CIDH el 8 da julio da 2008. 
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288. Ella bajó de la camioneta vendada y con las manos esposadas. Indicó que en el 
trayecto le decfan que !a Iban a matar y tlrar a la quebrada. Posteriormente, la metieron a un cuarto, 
la acostaron y la esposaron a una cama con cada mano a un extremo opuesto, Indicó que en ese 
momento empezó nuevamente el Interrogatorio y, durante el mismo, una de las personas que la 
Interrogaban dijo "Eduardo ya confesó, ya no hay nada que hacer, ya diJo la verdad" y 
posteriormente dijeron que a Eduardo ya lo habfan matado246

, 

289. Eduardo Matson Osplno Indicó que cuando lo bajaron da la camioneta estaba 
vendado, lo esposaron y lo pusieron a cargar un madero como de un metro. Indicó que él pensaba 
que lo Iban a empujar hacía un vaofo. Luego lo llevaron a un cuarto, lo esposaron a una cama y lo 
sentai'On. Llegaron varias personas a Interrogarlo y le decfan que colaborara y que duránte la 
conversación él empezó a nombrar amigos cuyos padres eran congresistas o personajes Importantes 
oomo Miguel Maza, hijo del General Miguel Maza Márquaz. Señaló que en ese momento le 
preguntaron si podfan llamarlo y él respondió que sí y posteriormente regresaron y le pidieron 
disculpas, le informaron que todo habla sido un error y que no habfa problema"'· 

290. Asimismo, a Yolanda Santodomlngo le dijeron que la Iban a dejar salir, la diJeron "tu 
entiendes estabas retenida, Jamás ha pasado por nuestra mente más Aada, tu vas mañana a la 7' 
con 106, reclamas tu cédula [ ... ] [rleiteradamente mencionaban que nosotros estuvimos retenidos, 
nunca detenidos [. .. ) Me sacaron, me quitaron las esposas, pidieron mil disculpas, cuando eso salló 
Eduardo tamblén"247

• Eduardo Matson Osplno explicó que vendados los montaron a un jeep N!ssan 
Patrol y que los querfan dejar abandonados sin dinero en San Vlctorlno. '"'ya sin vendas les dijo qua 
no les podían hacer eso, que por favor les pararan un taxi en la 19 y le pidieran qua los llevaran a la 
casa da Yolanda, lo que afectivamente hlcleron'48• Indicó que al dfa slgu!snta fue a recoger sus 
documentos al Batallón ubicado en Usaquén paro no fue atendido240 , 

291. Eduardo Matson Osplno relató que desde la Gobernación de 13olfvar, él y su padre 
hicieron contacto con el Minis1ro de Defensa y un alto oficial que posteriormente serfa general, 

!1:46 Anaxo 32. Fiscalia Cuarta de la Unidad Delegada ante la C-orte Suprema de Justlola, Tasthnonto da Yolanda 
Ernestlnn Sál'ltodomlngo Alberical, Radicado 9756, 1° de e¡;to&to da 2006. Anexo 163 al eacrlto de los p~tlclonarlos da 7 de 
julio de 2008, rac1bldo en la CIDH el 8 de julio de 2008. Ver también Pooumehtal La Torna (The Siega), Olrl~ldo por Angus 
Glbson y Miguel Sa\azar, ·2.011, 

246 Anaxo 33. Rsoa:[fa Cuarta de la Unidad .Delegada ante ln Corte Suprema da Justicia, Daol.araolón de EdUE1rdo 
Arturo Matson Osplno, Radicado PI 9756, 1 o de abril de 2006. Anexo :36 al escrito de los petlclonarlos de 7 de julio da 
2008, recibido en la CJOH eiB de julio de 2008. 

247 Anexo 32, Fiscalfa Cuarta de la Unidad De(egade ante la Corte Suprema de Justlola, Testimonio de Yolands 
Ernostlna Santodomlngo AIOOriooJ, Radlosdo- 9766, P de agosto de 2006. Anexo 153 al escrito de los pettclonados de 7 da 
julio de 2008, recibido en la ClDH el 8 de julio de 2008, 

248 Marllo Quintero Pa.strana, quien para el momento de los hechos trabajaba con el Batallón Chatry Solano, 
concretamente con la empresa .de publicidad ANET que er~ la fachada del Charry Solano y manEJjPba un texl con el que hf:lofa 
segulmlentoa solicitados ~or dicho Bat~!lóh á modo de lntorrrmnt& o colaborfldOr, sof'iOJó qua "más o manos por el eeotar de 
san victorlno se bajaron las dos personas del jeep, hombre y mujer, eran dos personas jóvenes [, .. ) me pa~aron el taxi. yo 
obedeof porque ya tenfa esa consigna, se subieron las dos personas y recuerdo bien por un detalle, porque esas personas 
ollan inmundo y yo era un carro que lo mantenra superllmplo [,.,] vanfan azaradas [ ... ] la pelada venra sln ;;:apatos1 venia 
descalza, y yo a esta pelada no se me olvida por un sentido que era una pelada costeña y tenfa muchos dichos t ... J Anexo 
36. F!ecalfa Cunrtll de In Unidad Delegada am:a la Corta Suprstna da Justlola, Deolaraclón de Marlio Qulht.aro Pastrl:lhfl, 28 .da 
marz.o de 2008. Anexo 183 al escrito do los pet\olonatlos de 1 de mayo da 2010 recibido en ls CIDH el 12 de mallo da 
2010, Anexo 2. Oeclaraclón de Merito Quintero Pastrana en citada Juzgado 51 Penal del Circuito de Bogotá, 28 de abril de 
2011, Causa No. 2009-0203, pt'ig. 164, Anexo al escrito de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH al 
26 da mayo de 201·1. 

249 Anexo 33. Flscalfa Cuarta de la Ur.ldad Delegada ante la Corta Suprema de Justicia, Oeolaraolón de Eduardo 
Arturo Mu111on Osplno, Radicado PI 9765, 10 de abril de 2006, Anexo 36 al escrito d~ los p!)tlclonsrfos de 7 de julio de 
2008, recibido en la CIDH el 8 de Julio de 2008, 
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Eduardo Herrera Vagara, con quienes tuvieron una cita a ·la que además asistió Yolanda 
Santodomlngo260

• 

292, Por su parta, el Coronel Edllberto Sánchez Rublano seRaló que de las instalaciones 
del Museo ningún miembro del Ejército Nacional recibió la orden expresa de tratarlos mal, 
especialmente cuando solo permanecieron en el lugar media hora, sin que pueda su Institución 
asumir responsabilidades por las accionas de los miembros de la DIJIN. Asimismo, el General Jesús 
Armando Arias Cabralas confirmó que dos personas que se encontraban al Interior del Palacio da· 
Justicia, fueron capturados por parte del personal de la Pollera "por sospecha", afirmando que 
•estas per$onas de apellido creo Matson Ospino y Santodomlngo fueron llevados por elementos de 
la Pollera y en las horas de la noch<1 fueron presentados en el Batallón de Inteligencia, lugar en donde 
se les dijo a los elementos de la Pollera que los conducfa11 que las Instalaciones militares no eran 
lugares de reclusión y qua por lo tanto no los reclblr!an, habiéndolos reembarcado en un vehículo 
quienes los conducían v luego habiendo sido dejados en libertad por parte de la misma Pollera 
[ ... ]"26\ 

293. Sobre lo qua sucedió después, Eduardo Matson Ospino se~aló 

[y]o me encontraba ante una altfslma crisis de nervios y deoidf abandonar la ciudad de Bogotá 
y radicarme definitivamente en Cartagena bajo la proteaolón de ml familia. Nunca quisa 
demandar a la Nación por todos los daños y p1;1rjuiolos rnoralas que me ocasionó el Ejército de 
Colombia, con ocasión de \as torturas f!slcas y [p]sloológlcas recibida~;~, durante mi retención 
como sospechoso de haber participado en la toma del Palacio de Justicia. ·entre otr¡:¡s cosas, 
no lo hice, a pesar de que me llovieron muohas propuestas [ ... ] porque Colombia vlvfa una 
épooa muy dura donde se mataba fácilmente al que hablara la verdad. Entonces yo prefe1·r 
.:;altar y ueguir mi vida normaJ202• 

294. Yolanda Santodomingo explicó que tuvo tratamiento psiquiátrico durante el af\o 91 y 
92, pero que el tratamiento quedó trunco ·por qua se acabó la ayuda de la Caja Nacional de Previsión 
Social (CAJANAL). · lndioó que posteriormente la persona denominada como "F\ambo Criollo" la 
llamó por telé'fono a su casa v le pidió dinero. Sef\aló que en diciembre da 1985 tuvo contacto con 
un abogado, Juan José Metra Liévano, quien trabajaba en la Procuradurra v le dijo que se trasladarra 
a Santa Marta (donde ella se habra mudado) y a Cartagena para tomarlas la declaración a ella v a 
Eduardo Matson Osplno. Set1aló que al dra de la declaración en el despacho del ProcUI'ador 
Regional, Juan José Nelra Liévano no permitió que su padre ni el padre de Eduardo estuvieran 
presentes en las declaraciones v que éste le aconsejó que no dijera todo pOI'que su vida corría 
peligro253. 

:z&o ,Anexo 33, Fiscalía Cuarta da ll'l Unlded Delegada ante la Corte Suprema de Juatlola, Daolarao161'1 de Eduardo 
Arturo Matson Osplno, Radicado PI 97155, 10 do ·abril de 2006. Anexo 36 al escrito de los petlolonarloa da 7 de Julio da 
2008, recibido en la CfDH al 8 de jullo de 2008. 

21'il Anexo 2. Declaraciones de Edllberto Sáno11ez Rublano y Jasós Armando ArJas Cabrales clt~d{le an Juzgado 51 
Penal del Circuito da Bogotll, 28 de abril de 2011, Cilusa No. 2009-Q2031 pág. 162. AnGxo al esor!tC> de loa patloltll'larlo$ de 
24 da me~vo de 2011 recibido an la CIDH el 25 da mayo de 2011. 

2112 Anex:o 33, Flsoal(a Cuarta de la Unidad Delegada antu la Corta Stlprerna de Justicia, Dec!araclón da Eduardo 
Arturo Mntson Ospino, Rlldloado PI 9756, 1 O da abril de 2.006, Anexo 36 al 0aoríto de Jos ps.tlclonarlos da 7 de julio de 
200B. recibido en la CIDH tll e da Julio de 2008, 

2~'>3 Anexo 32. Fi.scalfa CU6rta de la Unidad Deregada anta la Corta Suproma da Justicia, Testimonio de Yolanda 
Emestlna Santodomlngo A!berlocl, Radicado 9766, 1° de agosto da 2006, Anexo 1ti3 el eBcrito de los petfolonarlos da 7 de 
julio do 2008, recibido en la CJDH el 8 de julio de 2008. 
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296. Finalmente, en su declaración Yolanda Santodomlngo señaló qua en el Batallón 
Charry Solano la torturaron y agredieron con lo que le causaron un daño para toda la vida264

• 

b. Orlando Quljano 

2.96. El 6 de noviembre da 1985 el abogado Orlando Ouljano se encontraba en el Palacio 
de Justicia en cumplimiento de su labor oomo escritor de una reVIsta denominada El Derecho del 
Derecho an la que comentaba la jurisprudencla da las cortes. Tras la toma del Palacio 
aproximadamente a las cuatro o cinco da la "tarde del 6 de noviembre fue rescatado por una columna 
da soldados que fue sacando a todo el personal con las manos en alto. Fue conducido a la Casa del 
Florero donde le preguntaron qué hacia en el Palacio de Justicia a lo cual el contestó que era 
abogado y mostró sus papeles pero los soldados no le creyeron"'· 

2.97. Posteriormente fue trasladado al segundo piso de la Casa del Florero donde lo 
maltrataron. Sefialó que los Interrogadores le decran que ara del M·19 y que "cantara""'· Indicó 
que siempre estuvo contra la pared y con las manos en la cabeza'"7• Orlando Quljano Indicó que 
aproximadamente tres horas después de su llegada a la Casa del Florero tue subido rápidamente a 
una camioneta y conducido a la "Brigada de Usaquén" donde estuvo todo el tiempo en un lugar 
oscuro y posteriormente fue trasladado a la SIJIN donde se le permitió comunicarse con su familia, 
quien le envió comida. Tres o cuatro horas después lo dejaron en libertad'"'. 

296. Al respecto, consta que el General Jesús Armando Arias Cabrales informó que, en 
desarrollo de las operaciones militares tendientes a neutralizar el ataque del M-19 el 6 y 7 de 
noviembre de 1985, fueron capturados, "para aclarar su actitud sospechosa en el sector" varias 
personas entre las que consta Orlando Ouijano y respecto de quienes, una vez revisados sus 

21>4 Anoxo 32. Flsoalra Cuarta de la Unldad Delegada ante la Corte Suprema da Justicia, Testimonio de Yolanda 
Ernestlna Santodomlnúo AlberloolJ Radicado 9755, 1° de agos-to de 2006. Anexo 153 al escrito de los peticionarlos da 7 de 
jullo de 2008, recibido en le CIDH el a de julio de 2008. 

21iti Anexo 36. Aaoal(a Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, Deoiai'Hr.ión da OriHndo 
Oúljano, Radicado 9766, 2 da junio da 2006, Anexo 16~ fll asnrlto de loa petiolohatiOs dé 7 de JUlio da 2008, raólbldo en la 
CIDH el 8 da Julio de 2008. 

268 Anexo 36. Flsoal(a Cunrta da la Unidad Delegada ante la Corte Suproh'la dé Justlcla1 Paclaraclón da Orlando 
auljano, Radicado 9155, 2 da Junio da 2006, Anexo 166 el escrito de loa petio!onar!oa da 7 da julio de 2008, reolbldo en la 
CIDH el 8 de Julio de 2008. 

21i7 Anexo :36. Flscalfa Cuarta da la Unidad Delegada anta la Corte Suprema ds Justicia, Declaración de Orlando 
Ou!jl'mo, Radicado 9785, 2 de }unlo de 200/:J.. Anexo 166 al escrito de las peticionarlos de '1 de julio de 2008, raolbido an la 
CIDH ei·B de Julio de 2008. 

zue Anexo 36. Flscalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justlola, Declaración de Orlando 
Quijano, RadkJado 9766, 2 de )un lo da .2006, Anexo 166 al escrito de los petlolonarlos da 7 de julio de 20081 recibido en la 
CJml al '8 de Julio de 200B. EJ Jutgad<J 61 PaMI dé\ Clrou1to en su santen~a condenatoria de ptlmel'"' lnstancl~ contra el 
Gnnaral Jeslls Armando Arias Cabrnle~ hizo conatar la daclaraclón da Orlando Ouljano, quien m.arl!festó t".¡Ue pese a no habar 
sido sometido a torturas ffslcas. sr recibió un 11trato degradante porque cualt".¡uler Investigación deba partir del respeto y 
dignidad human!'! y por culpable que B&a alguien sa le debe condenar también con respeto al estado del derecho. Y privarme 
de alimentos y un cuarto oscuro en el mmtón es un trato lndeoenta sin duda", Adlolonalmente, an diligencia de Indagatoria 
rendida por el Coronal Edllberto $ánahez Rub!ano, al ser preguntado sobra cu~nto eswvleron las personas détanidas, 
illaluyendo a Orlendo Oilijano, en la BrlgadH y porqué ra:zón, oonttnrl:ó "~rltnera noticia que tengo fll re$peoto. No tanfa nt ldoa 
de t".¡Ue eso hublore~. pasado. Da que los hubler8n tenido ese tlampo en le Brigada. oeepués da velnthln arios, vengo a saber 
cosas que no tenia nl Idea qua suoedlaron, lamento no dar una. respuesta adeouada pero no tengo axpllcaolónJ paro no tengo 
1dea". Anexo 2. Oeolanmlón de Orlando Ouljano citada an Juz.gado 51 Penal da! CJrou!to de Bogot.á, 28 de abril de 2011, 
Causa No. 2009~0203, pág. 108. Anexo al es<Jrlto de los peticionarlos de 24 de mayo de 2011 recibido en la CIDH el .26 de 
mayo dEl: 2011. Anexo 37. Flscslfa Cuurhs da la Unidad Dale[Jada ante la Corte Suprema de Justicia, Diligencie de lndaoatorla 
qua rinde Edllbarto Slinchez llub\ano, 3 da octubre da 2.006. Anexo 162 al escrito de Jo~ petlclonarlo9 de 7 de mByo de 201 O 
recibido en la CIDH e112 de mayo de 2010. 



85
76 

antecedentes, fueron dejadas en libertad'"· Adicionalmente, consta un oficio mediante el cual 
Orlando Quijano fue puesto·a disposición de Xl-Estación de Pollafa de Bogotá pera su Identificación 
el 7 da noviembre de 1986200, 

299. Al respecto, el Juzgado 51 Penal de Circuito en su sentencia de primera Instancia 
contra al General Arias Cabrales sefialó que lo anterior 

deja al cjesoublerto un modus operandl revestido ds falsedad, habido cuanta de qlle los. 
señores Qcoro y Quijano fueron rescatados del interior del l'alaolor donde se hallaban para .al 
momento de ls ocupación, por lo que ninguna justificación tiene el que se hubiere registrado 
en el oficio aludido que se encontraban en "Inmediaciones" de la edlfloaelónl "en aotltud 
sospechosa", Imprecisión Intencional que denota la ausencia de un procedimiento transparente 
y ce:tndo a la realidad, revelando c-ómo loa miembros de la Institución castrense recurrieron a 
mecanismos poco ortodoxos para afrontar los hechos261 • 

e, José Vieente Rublano Galvls 

300. En el afta 1985 José VIcente Rubiano Galvis trabajaba en obras públicas y estaba 
incapacitado. El 7 de noviembre de 1985 fue a acompa~ar a un primo a Zlpaqulrá {municipio dal 
departamento de cundlnamarca ubicado aproxlmadamenta a 60 kilómetros de la ciudad de Bogotá) 
para quE> obtE>nga su licencia de conducir. José VIcente Rublano Galvls Indicó en su daclaraclón que 
sa transportaban en un bus y llegando a les carboneras que están entrando a Zlpaquírá habfa un 
ratén militar donde fue detenido el bus y los miembros del Ejárblto hicieron que todos los pasajeros 
descendieren. Rublano Galvls relató que el Ejército requisó el bus y encontraron unas armas. 
Seguidamente Indicó que él y su primo, Orlando Fonseca (fallecido), fueron detenidos, 

301, Indicó que fueron conducidos a la Escuela Militar qua queda en Usaquén (calle 1 06) 
en Bogotá y que los metieron a unas caballerizas donde fueron ·maltratados durante toda la noche. 
Señaló · 

ln]os pusieron corriente en los testículos, para que dijéramos que nosotros llevábames armas 
en ese bus, que éramos subversivos , porque al dfa anterior habfa sido la toma del Palacio de 
Justicia y nos torturaron hasta que pudteron allá, diciéndonos que allá arriba eran los 
cementerios donde metfan a los subversivos, Y. ahf a los dos dfas nos bajaron a la Modelo. Yo 
duré 15 dfos por ser empleado oficial nos sacaron. El Secretario de obras públicas era Carlos 
Hamán López., que él fue el que hizo una carta para mandarla al Juzgado qua nos tenfa. 
Inclusiva yo Iba a demandar al gobierno y erlos nos amenazaron, al Ejército, que si yo 
demandaba nos mataba11 a mi y a mi familia, por lo~ las torturas que me hloleron a ml. Esa 
vez sr doctora no se me olvidará nunca y no se lo deseo a nadla:<!ll2 , 

302. Según una constancia aportada por Josil Vicente Rublano Galvls firmada por Marco 
Aurelío Mojlca Valandla, Auditor Principal de Guerra de la Brigada XIII se lee que "el sefior José 

í!Stl Comunicado No. 12 de 22 tie novl~mbrG d~ 1986 oltado en Anexo 11, JuzQado Tercero Penal del Circuito 
Especializado de Bogotá, I-1UN: 110013.207003200B0002.1500, 9 dB junio da 2010, Anexo al ee.crltl;l de los pstlclonarlos da 
10 de junio de 201 O recibido en la ClDH el 14 de junio .de 2010. ' 

260 Oficio No. 0640/COBR13~B2~267 de 7 de noviembre de 1986 c\tt}do en Anexo 11, Juzgado Tercero Pé.l'lill del 
Circuito Especializado de Bogotá, ~UN: 11001320700320080002500, 9 de Junio d€1 Z010, Anexo al escrito de los 
petlolonarlos do 10 da )unJo de .2010 recibido en la CIDH o\ 14 de }unlo da 2010. 

2111 Anexo 2. Juzgado 51 !='anal del Olroulto da 13agotá, 28 dB abril de 201 L causa No, 2009~0203, pág. 1 as. 
Anexo al escrito de los p~tlclona~los de 24 da mayo de 2011 recibida en la CIDH el 25 de mayo de 2011. 

l'l'lz Anexo 38. F!Ma!Ca Cuarta de la Unidad Delegada ente la Corte Suprema de Justicia, Declaración que rinda Joa\1 
VIcente Rublano Galvls, Radloado 97651 15 de mayo da 2007, Anexo 37 el escrito de los peticionarlos de 7 da Julio de 
2000, recibido en la ClDH el a da ]ullo de 2008. 
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VIcente Rublano Galvls .estuvo retenido desde el 7 da noviembre del a~o en curso al 23 de 
noviembre da 1985 por presunta infracción al Decreto 1056 de 1984 lyl mediante Resolución No. 
325 de fecha 23 de noviembre de 1985, [se] ![el exoneró da responsabllldad"2

". 

8. Los procesos penales destinados al eselarsolmlanto de los hechos 

a. Jurisdicción Penal Militar 

303. El 21 de noviembre de 1985 el General Jesús Armando Arias Cabrales como 
Comandante de la XIII Brigada dio cuenta al Comando del Ejército del resultado del operativo de 
retoma del Palacio de Justicia. En dicho Informe el General Arias Cabrales hizo una relación del 
personal militar y de pollcla que habla perdido la vida y/o que habla resultado lesionado"'· Ese 
mismo dla, el Comando del Ejército dispuso la apertura de una Investigación preliminar y comisionó 
para ello al Juzgado Sexto de Instrucción Penal Militar, el cual recabó abundantes pruebas 
testimoniales. Posteriormente, el 3 de diciembre de 1985, el Juzgado Sexto de lnstrucclé>n Penal 
Militar dispuso la apertura formal de Investigación y ordenó la práctica da diligencias probatorias•••. 

304. Teniendo en cuenta que el 13 da noviembre de 1985 se dispuso .la creación de un 
Trlbunar Especial de lnstrL!cclón para investigar los hechos de Palacio de Justicia (ver lnfra b. 
Jurisdicción Penal Ordinaria), el Juzgado Sexto da Instrucción Penal Militar remitió las diligencias al 
Comando del Ejército y éste a su vez ·las remitió al Tribunal Especial. Dicho Tribunal •·adlcó las 
diligencias en el Juzgado 30 da Instrucción Criminal''"· El Tribunal profirió resolución acusatoria 
contra varios Integrantes del M-19 y se~aló también que la situación en el bafio y el cuarto piso 
habfa sido manejada con •aparente Indiferencia por la Integridad flslca de Jos rehenes allf cautivos; 
más aún, da acuerdo con las precisiones técnicas expuestas por los peritos especializados, ya 
reseAadas, se deja entrever qua la muerte de algunos rehenes fue provocada en forma directa por la 
acción militar de las Fuerzas Mllltares'267 , Asl, en su parte resolutiva el Juzgado dispuso compulsar 
coplas contra el Brigadier General Jesús Armando Arias Cabralas. Dicho proceso correspondió 

283 Anexo 11. JU?:Qttdo Tercero Penal del Circuito Especializado de Bogotá, RUN: 110013207003200800025001 9 
da junio de 2010. Anexo al esol'lto da los patlcionarlo-s de 10 da Junio de 2010 reolbldo en la CIDH al 14 de junto de 2010, 
Adicionalmente. cabe destacar qua el Juzgado 61 Penal del Circuito avtdallola una ftdsedad cometida por mismbros da la 
mUleta, respecto del sitio donde fua capturado el sospe.nhoso, pues sel'íala que un documento obr.ante .a follo ~.24 del 
ct.taderno de anexos 91, aparece oonslgnado que "al 7 de noviembre d&l 85 a las 1B:OO horas, eteotuó allanamiento en el 
Muniolplo de Zipaquirá en el ottal ea detuvieron a los siguientes delincuentes: JOS~ IGNACIO RAMfREZ REYES, ORLANDO 
FONSECA AFANADOR, JOSÉ VICENTE RUBIAND GALVIS, JOSE ABEL VEGA DIAZ, NICOLÁS BUITRAGO". Dloha versión 
fue desmentida por José VIcente Rubleno Ga!vla quien safleJó qua silos fueran capturados mientras entta.ban "a las 
carbonaras da Zlpaqulré., no en un allanamiento sino dentro dr;~ una buaeta". Anaxo 2, .lur.gado 61 Penal del Clroulto dB 
Bogotá, 28 de abril de 2011, Causa No. 2009-0203, pág. 169. Anexo lll esorito de los psrlolonarios de 24 de mayo de 
2011 roolb!do en la CIDH el 2.6 de mayo de 2011, Anexo 38, Flscalfa Cuarta de le Unidad Delegada ante la Corte Suprema 
da JIJ¡¡tlcla, Daolaraclón qua rinda José Vloenta Rublano Galvls,. RarRnado 9755, 15 de mayo de 2007, Anexo .37 al BS{}rlto 
de lús patfclonarlo8 de 1 de julio tle 2008, recibido en la ClDH el 8 de julio de 2008, 

21>4 Ane)(O 41. Comando General Fuf!rzaa MUltaras, Jefatura del Estado Mayor Conjunto, JUzrJado Especial de 
Pl'lmera ln~tanc1a, 27 de-Junio de 1994, p6g, 10. Anexo 60 al escrito de toe petlGionarlos de 7 de julio de 2008, raolbldo en 
la GIDH .•18 da julio da 2008, 

auD Anexo 41. comando Genarnl Fuer~ae Mllltaree1 J¡¡¡fatura del Estado Mayor Conjunto, Juzgado Espaolal da 
Prtmera Instancia, 27 de junio de 1994, pég. 10, Anexo 60 al aacrlto da los peticionarlos de 7 de julio da 2008, rer:lbldo on 
le GIQH el 8 da julio da 2006, 

2B\1 Anexo 41. Comando General Fuerzas Militares., Jefatura del Estado Mayor Con]unto1 Juzgado Espeolal da 
Primera Instancia, 21 ds junio de 1"994, pi'í~. 10. Anexo 80 al escrito de los peticionarlos de 7 da julio da 2008, reclbtdo en 
la CIDH el a dft jUliO do 2008. 

287 Anexo 41. Cnrtrando General Fuerzas Militaras, Jefatura del Estad{] Mayor Conjunto, Ju.zga.do Especial d& 
Primera lnatanola, 27 da Junio da 19941 pág. 11. AhBx.o 60 al escrtto da los peticionarlos de 7 de julio de 2008·, recibido sn 
la CIDH el 8 de julio da 2008. 
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lniclalme11te al Juzgado 69 de Instrucción Criminal sin embargo, ante una solicitud del Agente 
Especial del Ministerio Publico el proceso regresó a la jurisdicción penal militar. 

305. El 2 de octubre de 1986 el Juzgado 14 de Instrucción Criminal remitió los 
expedientes por las desapariciones de lrma Franco Pineda y Clara Helena Enciso y la muerte del 
conductor de la Corte Suprema de Justicia, Luis Humberto Garcfa a la jurisdicción penal militar. 
Indican que el 23 de octubre da 1986 se remitió al Comando de la XIII Brigada del Ejército el 
proceso por la desaparición de lrma Franco Pineda en el cual, el General Arias Cabrales fungió como 
juez de primera Instancia. El Juzgado Sexto de Instrucción Panal Militar fue comisionado por el 
Comandante de la XIII Brigada y juez de primera Instancia, General Arias Cabra! as, para adelantar la 
Investigación correspondiente por las desapariciones de lrma Franco Pineda y Clara Helena Enciso y 
la muerte de un conductor del Palacio de Justicia. Posteriormente, se Inició la InvestigaciÓn en 
averiguación de responsables y el 28 de octubre da 1986 el Juzgado Sexto de Instrucción Penal 
Militar asumió la investigación. 

306. Asimismo, la justicia penal militar Investigó al Coronel Edilberto Sánchez Rubiano por 
las presuntas torturas de los estudiantes Eduardo Arturo Matson Ospfno y Yolanda Ernestlna 
Santodomingo Albericci, la desaparición de lrma Franco Pinllda, del conductor del Palacio de Justicia 
y de Clara Helena Enciso Hernández. Asimismo, se desestimó la posibilidad de que se encontrara 
Involucrado en la desaparición de las demás personas. 

307. El 12 de mayo de 1992 el Juez de Primera Instancia Penal Militar declaró la cesación 
del procedimiento por la desaparición de Clara Helena Enciso a favor del General Arias Cabrales. 
Concluyó que éste General Arias Cabrales "no cometió ni permitió la ocurrencia de los punibles de 
homicidio, acaecidos en el cuarto piso del Palacio de Justicia [ ... ] ni ¡,,] los homicidios y lesiones 
personales de los rehenes y darnás cautivos que se hallaban en el baño de hombres ubicado en al 
entrepiso del segundo y tercer nivel""'. Asimismo, dispuso que "sobre el supuesto 
desaparecimiento de unos guerrilleros que esos hachos no existieron""'· 

308. Por otro lado, señaló que la acción penal por los delitos concursales de tortura contra 
los estudiantes Eduardo Matson Osplno y Yolanda Emestina Santodomlngo Alberlccl habfa prescrito 
a pesar de no ser atribuibles al Coronel Edilbert.o S!lnche7. Rublano. Además, declaró que el hecho 
punible contra la libertad personal de Clara Helena Enciso Hernández no existió por lo que cesó todo 
procedimiento contra el Coronel Sánchez Rubiano. Dispuso también que el Coronal Sánchez 
Rublano no Intervino en la presunta desaparición de lrma Franco Pinada por lo que no se le podrfa 
endilgar responsabilidad penal. Finalmente, el Juez compulsó coplas al Juez 41 de Instrucción Penal 
Militar para que prosiga la Investigación en averlguaclól1 de respo11sables en razón de la desaparición 
de lrma Franco PinedaZ1°, 

309. El 27 de junio de 1994 al Juzgado Espacial de Primera Instancia del Comando 
General de las Fuerzas Militares, Jefatura da Estado Mayor Conjunto resolvió qua no axlstla mérito 
para la convocatoria da un Consejo Verbal da Guerra para juzgar la conducta del General Jesús 
Armando Arias Cabrales y ordenó cesar todo procedimiento en su contra por considerar que su 

~118 Anexo 42. Comandan1e dac la Fuerza Aéreo, Juez de Primara Instanciar 12 de mayo da 1992. Anexo 515 al 
escrito de los peticionarlos de 7 de Julio de 2008, reclbldo ·en ~a ClDH al 8 d<i julio de 2008, 

tllll Anexo 42. Comandante de la Fuer~9 A6raa, Ju~z d9 Primera lna:tanola, 12 de mayo de 1992. Anexo 56 al 
esorlto de los peticionarlos de 7 de julio de 2009, recibido en la CIDH el S de Julio de 2008. 

270 Anexo 42, Col')1andanta de la Fuerz.a Aé~eM, Juez de Primera Instancia, 12 de mayo de 1992. Anexo 55 al 
escrito de 1os peticionarlos de 7 da julio de 2008, recibido en la CIDH el B de Julio de 2008. 
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comportamiento tua legal al disponer el operativo y mantenerlo hasta cuando se redujo al grupo 
insurgente271 • Concretamente, el Juez seftaló que el General Arias Cabrales 

[e]stuvo asistido de la lagalldad qua emana del ejarclclo del cargo, tanto més cuando, se 
estaba desarrollando una orden Presidencial, que desde Juego, le resultaba obligatoria y sobre 
ella no podfa discernir en razón del principio de la obediencia debida, entonces, ninguna 
conducta dallctual se le puede Imputar respecto da loe hachos ocurridos en el baNo del 
segundo y tercer piso y con muoha mas razón sobra lo aoaeoldo en el cuarto piso, sobre lo 
cual, al expedienta no ofrece alguna luz sobre lo que pudo pasar en ase lugar272

• 

310. Igualmente, concluyó que "no existe mérito, para juzgar la conducta del coronal 
Edllberto Sánchez Rublano, ·por la daseparlcl6n de la insurgente lrma Franco Pineda" y en 
consecuencia, cesó el procedimiento en beneficio del coronel Edllberto Sánehez Rublano, al no 
hallarlo responsable por la desaparicló11 de lrma Franco273

• Concretamente saflaló que 

Aparece demostrado como verdad, que la guerrlltara lrma Franno Pineda, quien participara 
activamt;tnte an la toma del Pelnclo y aspecrf!camente en los hechos que se desarrollaron en el 
baf\o ubicado en el descanso de los pisos- segundo y tercero de la edttlcaclón, una vez Andrés 
Almarales autorizó la salida da las mujeres y hombres heridos, también lo hizo y es asr como 
varias personas afirmaran hf'tber(a visto en· la Casa Museo cuando era sometida a 
Interrogatorio y, posteriormente cuando personas que vestran prendas civiles la IntroduJeron 
en un vehfculo JEEP NISSAN saliendo con rumbo desconocido. 

[ ... ] 

El Indagado ¡,.,] negó cualquier participación en la desaparición ds la precltada guerrillera. 
Sobre este punto le investigación no ha avanzado nada y las diferentes pruebas que se han 
venido practlcando por espacio de ocho aNos, de ninguna manara demuestran que el Oficial de 
Inteligencia de la Décima Tercera Brigada, dispusiera la retenclón de esta mujer y mas tarde su 
traslado a alguna da !as dependencias militares que conforman esta Unidad Oparat1va 274 , 

311. El 3 de octubre de 1994 al Tribunal Superior Militar confirmó la decisión del Juez de 
Primera Instancia que cesó todo procedimiento en contra del GMeral Jesús Armando Arias Cabrales 
"por los delitos de homicidios y lesiones personales" y cesó todo procedimiento del coronal Edilberto 
Sánchez Rublano "por no haberse demostrado que el citado oficial haya tenido algo que ver con la 
desaparición o cometido delito alguno contra la guerrillera lrma Franco Pineda"'". 

:m Anexo 41. Comando General Fuerzas Mltltares, Jefatlll'a del Estado Mayor Conjunto} Juzgado Especial de 
Primera Instancia, 27 de junio de 1994, pág. 85. Anexo 60 al e~mrlto de los pet!olo11arlos da 7 de Julio da 2008, recibido en 
la OIDH el 8 do julio dé 2008, 

272 Anexo 41. Comando General Fuerzas MIUtares, Jefatura del Estado Mayor Conjunto, Juzgado Espac-Ial de 
Primera 'nstanc.la, 27 de jun.lo de 1994, .pág. 82. Anexo 60 al escrito da los peticionarlos da 7 de Julio de .2.008, raolbido an 
la CIDH el8 do jUlio de 2008. 

213 Anaxo· 41. Comando General Fuerzas Militares, Jefatura del Estado Mayor Conjunto, Juzgado Espeolel da 
Primera Instancia, 27 de junio da 1994, pág. 86. Anexo 60 ai asorlta da los pe11C::Ianarlos de 7 de )U!Io de 2008, reolbldo en 
la CIDH ol 8 da julio de 2008, 

214 Anexo 41. Comando General f:=uarzaa Mllltoros, Jefatura del Estado Mayor Con]unto1 Juzgado Espaclal da 
Prltnera Instancia, 27 de ]un!o de 1994, págs. 83 y 84. Anexo 60 al esorlto de loa peticionarlos da 7 de julio de 2008, 
reolbldo en la CIDH el 8 de julio de 2008. 

2)'1; Anexo 43~ Fuerzas Militares de Colombia, Tribunal Superior Militar, Proceso 109697 {3895), 3 de octubre de 
1994 • .Anexo 61 al esortto da los peticionarlos de 7 de julio da 2008, recibido en la CIDH el B de julio de 2008, 
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b. Jurisdicción Penal Ordinaria 

312. El 13 de noviembre de 1985 el Gobierno Naoionar promulgó el Decreto 3300, 
mediante el cual creó un Tribunal Especial de Instrucción integrado por dos Magistrados elegidos por 
la Corte Suprema de Justicia y que estarra a cargo de Investigar los delitos cometidos con ocasión 
de la toma violenta del Palacio de Justicia de Bogotá, durante los dfas 6 y 7 de noviembre de 
1985276 , Conforme a dicho Decreto, el Tribunal tandrfa todas las facultades qua las normas 
vigentes asignaban en matarla de Instrucción criminal. Asimismo, la Dirección Nacional de 
Instrucción Criminal puso a su disposición los Jueces de Instrucción necesarios para desarrollar las 
Investigaciones que el Tribunal les encargara y además, señaló que el Tribunal y los Jueces de 
Instrucción tendrlan jurisdicción en todo el territorio nacional. El articulo 8 del Decreto dispuso qua 
el Tribunal tendrla un plazo da tres meses contados a partir de la feoha en que los -Magistrados 
comenzaran·• ejercer sus funciones para realizar la investigación, dicho plazo podla ser prorrogable 
hasta por dos semanas más217

• 

313. En mayo de 1986, la Corte Suprema de Justicia declaró exequible el Decreto y 
precisó el alcance da la labor del Tribunal en el sentido da que sólo ejercerfa "funciones de 
instrucción pero más que todo de dirección y coordinación de los jueces de Instrucción, quienes 
realmente son los que llevarán a cabo las tareas .investlgatlvas dentro del maroo legal ordinario, es 
decir, del [Código de Procedimiento Penal]". Asf, señaló que las actividades del Tribunal "110 

terminan con una decisión de fondo o fallo de mérito en que se determinen responsabilidades, sino 
simplemente con un Informe, el cual se enviará a los Jueces competentes para lo de su cargo, bien 
sea que dichos jueces pertenezcan a la jurisdicción ordinaria, Panal Militar o Especial, en el caso de 
los altos funcionarios del Estado, puesto qua no se le atribuye al Tribunal competencia alguna para 
conocer y decidir sobre los delitos investlgados"219

• 

314. luego de la concesión de dos prórrogas para su funcionamiento, al Tribunal Especial 
presentó su Informe el 31 de mayo de 1986, el cual fue publicado por decisión del Ejecutivo en el 
Diario Oficial d~>l 17 de junio siguiente. La llwestigación se adelantó con la colaboración da los 
Juzgados 9, 23, 27, 30, 36, 41, 77, 82 y 89 de Instrucción Criminal Ambulante''"· El Tribunal 
previno desde un Inicio al alcance de sus conclusiones al señalar Jo siguiente 

[p)resentamos los resultados de la Investigación, advlt:tlando que- la etapa de Instrucción no 
está agotada, que .se debe continuar la actuación para esclarecer los hechos, apreciación que 
dejamos a consideración da los jueces competentes~ a quienes al final de ouentas1 
corresponde cerrar o no la lnvestigaolón. Tenemos ooncienola de que no nos corresponda la 
caUflcaolón da las lnfracclones cometidas, y que como tnlclalmente lo dijimos, no podemos 
cumplir nlng(m acto da la esfera de juzgamlento. Por conslgu,ente, las conclusiones o 
resultados se concretan a los hechos, sltueclones y comportamientos evldenoladoa. l..a 

276 At\I;!XO 1. biforme Final de la Comisión de la Verdad sobre loa Hecho$ del Palacio de Jostla1a1 pre.sentado al 1 '1 
de dlol~tnbra de 2009, Capftuló VIl, párr, 1, Anexo al escrito de los peticionarlos de 6 de enero de 2010 reolbldo en la CIOH 
el26 de enero de 2010. 

m Anexo 44. Decreto 3300 de 1986 {13 noviembre), Diario Oficial No. 37.228 de 13 de noviembre de 1986 por el, 
cual se c1•ea un tribunal especlnl da lntJt~uoolóh y se dictan normaa pura .su funclonamhmto. Dlspolllbls en 
ttp: IJftp.os.mara.gov .co/carnara/basedoc/dacreto/1985/decreto 3300 19 8 5. html. 

~6 Anexo 1. Corte Suprema de Justlola m0d!ante Sontencla No. 31 de 8 de mayo de 1986, Magistrado Pont=thte O~. 
Jalro E. Duque Pérez en Informe Plnal de !a Cornls!ón de la Verdad sobre los Hachos del Palaolo de Justlola, pre:sentado el 17 
de diciembre de 2009, Capftulo VIl, párr. 3. Anexo al escrito da loa peticionarlos de 6 de enero da ·2010 recibido en IZ~ CIDH 
si 26 da aner~;~ do 201 O. 

179 Anexo 1. Informe -Final de la Comisión de la Verdad sobre loa Hechos del Palat:lo d~ JUsticia, presentado el 17 
de dlolambre ® 2009, Capitulo VI!, párr. 4, Anexo al escrito de los patlclonar!os de 8 de enero de 20.10 re.clb!do on la CIDH 
el26 da enero de 2010. 



90

81 

evaluaolón que haoei1"10S se refiera a la feas Instructiva. Sin embargo, oumpHmos el deber df.l 
presentar los resultados de la Investigación, para los fines a que haya lugar, con nuestras 
personales apracJacltU1BS, absteniéndonos .... Jo repet!mosw- ds hacer pronunolamlentos Propios 
de los jueces de conoclmfanto 260 . 

315. El Informe señala en su primera conclusión qua "[l)os Integrantes del Movimiento 
Diecinueve de Abril (M·19) son los únicos y exclusivos responsables del ataque y ocupación del 
Palacio de Justicia, al planear y ejecutar la Operación Antonio Narlño por los Derechos del Hombro, 
cumplida durante los dfas 6 y 7 de noviembre de 1985"281

• Sin embargo, al Informe concluye 
también que "lila Investigación logró establecer conductas Irregulares qua deben ser esolarecidas 
plenamente, ellas evidencian procederes individuales, aislados, ejecutados por tuera de las órdenes 
superiores ·Impartidas, ajenas a la Institución militar. Debán ser, an consecuencia, materia de 
.especial averiguación en cuanto puedan constituir Infracciones de fndola penal. De consiguiente 
deben enviarse ooplas a la justicia panal militar para los de su cargo" 281• 

316. Dicho Informe fue objeto de sendas criticas y la Comisión da la Verdad, conformada 
en el año 2005, estableció que los resultados de la investigación del Trlbunál Especial no condujeron 
al esclarecimiento da eventos claves a pesar da haber contado con Importante material probatprio283

• 

317. Con posterioridad a la presentación de dicho· Informe, las Investigaciones en la 
jurisdicción penal ordinaria fueron reasumidas principalmente por al Juzgado 14 Superior de Bogotá, 
despacho que comisionó en junio de 1987 al Juzgado 30 da Instrucción Criminal Ambulante da 
Bogotá para adelantar le instrucclón264

• El 31 de enero da 19B9 al Juzgado 30 calificó el mérito del 
sumario y profirió resolución acusatoria en contra de lrma Franco Pineda y Clara Helena Enciso 
Hernéndez; los miembros del mando central del M-19; los miembros del comando superior del M·19j 
y los miembros de la dirección nacional del M-19 como autores del delito de rebelión y coautores de 
los hechos punibles de homicidio, tentativa de homicidio y secuestro. Asimismo, reabrió 
investigación respecto de algunos miembros del M-19 con el fin de determinar su participación en 
los hechos y su condición de muertos o supérstltes"''. 

318. Adicionalmente, el Juzgado 30 ·compulsó coplas ante el Raperto de los Juzgados de 
Instrucción Criminal para qua se investigue la conducta de Jorge Arturo Sarria Cobo (el llamado 
"Rambo Criollo") en los hechos del Palacio de Justicia, y además por el atentado y las amenazas de 
que fue vfctlma. El Juzgado 30 también compulsó copias a la Corte Suprema de Justicia para que 
se Investigara la conducta del Director .General de la Poliofa Nacional Vfctor Alberto Delgado 

no Anexo 9. Tl'ibunal Especial da lnstruoclón, Informe sobre el Holocausto d-el Paleolo de Justicia, 31 da mayo dO; 
1986, publicado el 17 de junio de 1986, pág. 68. Anexo al esurlto del Estado de 2.5 de julio de 1991. 

281 Anexo 9, Tribunal Especial da Instrucción, Informe sobre el Holocausto de-l Palacio de Justlóla, 31 de mayo de 
1986, ptlblicado el 17 de Junio ~e 1986, pág. 58. Anexo al escrito del Estado de 25 de julio de 1991. 

282 Anexo 9, Trlbun~l Especial de Instrucción, Informe 110b~e el Holocausto del Pslaolo de Justicia, 31 de mayo da 
1986, pubiiGado ol17 da junio da 1986, pág. 60. Anexo al eacrito da! Estado de 25 de ju!lo da 1S91. 

ua La Comisión de la Verdad señaló que pMer de qua Eml[1tHt Rodrlguez, padre de Carlos Augusto Rodrrgue.t Vare. 
denunciO por !itliiCrlto ante el Tribunal l:apaclal da lnstruool6n la lnfonnaulón que le aumlnlstró un oficial de Inteligencia. militar 
acerca de 1orturas a su hl}o en la E.aouela de C1iballerfa, asr como de las protestas de un sargento d(l la Ptlllc~a por el trato que 
les estaban dando a los empleados de la cafete-rla, ni siquiera tua llamado a ampliar su danutll'lla. Anexo 1, Informe Final de 
la Comisión de la Verdad sobre Jos Heohos del Palacio de Justlola, presentado el 17 do diciembre de 2009, Capftulo VIl, 
párr-s. 6 y 7. Al)(;IXO al ~scrito de les pet!clonarlos de 6 d~:~ enero da 2010 re.olbldo en la CIDH e125 de enero dEI2010. 

284 Anexo 1. Informe Final de la Comisión de la Verdad sobre Jos Hechos del Palacio da Justicia, presentado el 17 
de dlclernbre da 2009r Capitulo VIl, pfirrs. 10 • 1 A, Anexo al saoñto ele loa pe"tlolonarlo¡¡ de 6 de enero de 2010 recibido an 
1~ CID!-1 el26 de enero de 2010. 

20" Anaxo 45. Juzgado "fmlnta da Instrucción Criminal Ambulante, ~l de etpero de 1989. Anexo 65 ol escrito de 
las·petlclonarlos de 7 de julio de 2.008, reolbldo en la CIDH al 8 da Julio de 2008, 



91

62 

Mallarino, ya que para el despacho, asf como para el agente del Ministerio Público se debla 
Investigar el posible "desacato" ·en qua habrfa Incurrido al General en relación con la orden del 
Consejo de Ministros de suspender el operativo del ouarto piso, desplegado en las horas de la tarde 
del B de noviembre""· 

319. Asimismo, so compulsaron coplas a la jurisdicción penal ordinaria para que se 
adelantara 'Investigación por le "presunta responsabilidad de las Fuerzas Armadas• por las siguientes 
situaciones: {1) la captura y posterior desaparición de dos guerrilleras, (11) las torturas de que í·ueron 
objeto los dos estudiantes del Externado, (lil) los hechos del cuarto piso, (lv) los hechos del baño. 
Para el Juzgado 30, la competencia para Investigar estas conductas Irregulares era de la justicia 
ordinaria debido a que tales conductas 

constituyan presuntos hachos punibles, cometidas por los militaras, no como un 
comportamiento aislado e Individual, sino Invocando, en forma Ilegitima, el ejercicio 
Jnstftuclonal de la iunción militar desbordando Injusta y desproporalonadatnenta .el celoso 
conffn ·de la Constitución y las leyes, Todo acto Ilegal (e llegfthno, como en. nuestro ceso} qua 
en sus móvllas o en su forma exceda clara y abiertamente 1a legalidad del servicio, o sea el 
nexo honesta y auténticamente causal, antrefia, en consecuencia, un abuso o desviación de 
poder oonstlttmlonalmente ajeno el fuero militar que debe ser juzgado por la justlola 
ordinaria287

• 

32.0. En cuanto al proceso en contra del General Delgado Mallarlno, el cual debfa ser 
adelantado por la Corte Suprema de Justicia en razón dal fuero especial que le aslstla por su cargo, 
el Tribunal decretó la casación de procedimiento con base en la prescripción de la acción penal el 7 
de febrero de 1991 2116

• 

321. Cabe señalar que en desarrollo del proceso radicado bajo el número 4119 en el 
Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado contra verlos miembros del M ·19 fueron 
Identificados los restos de Ana Rosa Castiblanco Torres, tras la exhumación de los restos Inhumados 
en una fosa comO!\ ubicada en el Cementerio Sur de la ciudad de Bogotá. 

322. Como señaló el Informe de la Comisión de la Verdad "[n]o obstante que desde la 
constitución del Tribunal Especial de Instrucción, an el mes de noviembre da 1985, los familiares de 
al mallos 11 desaparecidos acudieron a diferentes despachos ]udlclalas con el fin de esclarecer lo 
sucedido con sus parlantes•"', solamente hasta el año 2001, a solicitud de los familiares de los 
desaparecidos la Flscalfa General de la Nación inició una Investigación previa. Mediante resolución 
No. 0317 de 1 • de agosto de 2001 se asignó la Investigación preliminar a la Fiscalfa Especializada 
.Delegada ante el Cuerpo Técnico de Investigaciones (CTI). la cual avocó conocimiento del asunto, 

20" Anexo 1. lnff)rms Final de la Comisión de la VMdnd sobra tos Hachos del Palocló da Ju&tlo!a, presentado el 17 
de divlembre de 2009, capftulo VIl, pilt!'s. 14 y 16, Anaxo al enorlto de los p~tlolonarlos de 6 de enero óe 201 O recibido en 
le CIDH el26 de enero de 2010. 

287 Anexo 1. lnform~;~ Final de la Comla:lón de la VQrdad sobre los Heohos del Paltwlo dt1 Justicia, presentado el 17 
de dloletnbre de 2009, Capitulo VIl, párrs. 16 y 17. Anexo al eaor1to de los petlolonarlos de 6 da enero de 2010 recibido tll) 

la CIDH el 25 da L·mero da 2010, 

283 Anexo 1. Informe rlnal cle la Coi'Jll$5l6n de la Verdad sobre los Hachos del Palacio de Justicia, presentado el 17 
dé dlolembre de 2009, Capftulo VIl, pérr. 18. Anexo al esr;rlto de los peticionarlos de 6 de enero de 2010 recibido an lfl 
CIDH el 25 de enero de 201 O. 

289 Anexo 1. Informe Flnal de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos del Pala.olo de Justlola, proagntada el 17 
de diciembre de 2009, Capftulo VIl, párr. 24. Anexo al escrito da los petlolonarlos da {) de enero da 2010 l'eolbldo en la 
OIDH el 26 de enero de 201 O. 
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ordenó la apertura da la Investigación preliminar y dispuso la práctica de pruebas el 22 da agosto da 
2001 290

• 

323. En un principio la Investigación estuvo a cargo da la Flscalfa Séptima Delegada ante 
los Jueces Penales del Circuito Espaciallzad0, destacada ante el CTI, V adscrita a la Unidad Nacional 
contra el Terrorismo, sin embargo mediante Resolución 3660 de 5 de octubre de 2005 el Fiscal 
General de la Nación, Mario !guarán Arana, varió la asignación de la Investigación y la destinó a la 
Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario'". El 15 de noviembre 
de 2006 la Fiscalfa 15 Especializada avocó conocimiento de la investlgaclón292 V el 25 de noviembre 
de 2006 el Fiscal General profirió la Resolución 39.54 mediante la cual, designó especialmente a la 
Doctora Ángela Maria Buitrago Rulz, Fiscal Cuarta Delegada ante la Corta Suprema de Justicia'"· 

324. El 6 dé diciembre de 2005 la Fiscal Delegada anta la Corte Suprema de Justicia 
avocó conocimiento de la causa294 v el 2B de septiembre de 2007 profirió resolución de acusación 
en contra da los oficiales del Ejército Coronel Edilberto Sánchez Rublano, Capitán Osear Wllllam 
Vásquez Rodrlguez, Sargento Vicaprlmaro Luis Fernando Nieto Velandla, Sargento Vlceprlmero 
Fernav Ulmerdin Causaya v Sargento Segundo Antonio Rubav Jiménez Gómez como coautores de 
los delitos da secuestro agravado en concurso con desaparición forzada agravada en las personas de 
Carlos Augusto Rodrlguez Vera, Cristina del Pilar ciuerrn, Bernardo Beltrán Hernández, David Suspes 
Cells, Gloria Stella ll7-arezo Flgueroa, Luz Mary Portela de León, Norma ·Constanza Esguerra, Gloria 
Anzola de Lanao, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Irme Franco Pineda y Lucy Amparo Oviedo206 • 

325. En dicha decisión también se ordenó la investigación de la participación que podrfa11 
haber tenido en la desaparición de las personas antes mencionadas, los Generales Jesús Armando 
Arias Cabrales v Rafael Samudio Malina y se compulsaron coplas a la Comisión de Acusaciones de 
la Cámara de Representantes para Investigar la parttclpact6n del entonces presidente de la 
República, Bellsarlo Betencur Cuartas'"'· 

326. El 7 de mayo de 2008 el entonces Fiscal Gene1·e1, Merlo lguarlin Arana, resolvió no 
avocar la Instrucción y encargó en forma especial a la Fiscal Cuarta, doctora Ángela Maria Bultrago 
Ruiz, mediante Resolución No. 0-2650, para que "adela11te v lleve hasta su culminación, la 
investigación penal que pudiera derivarse en contra de los generales en retiro Jesils Armando Arias · 
Cabrales y Rafael Samudio Malina"'"'· 

200 Anoxo 47. Ft~oalra E:speolalf:i!ada Delegada ante al CTI, Oficio No. FD~JPCE~CTI~NAL..0420· 1 Radicado 54.316, 
28 de agosto de 2003, Anexo 1'1!i _.al eeor!to d¡¡¡!os petjolonarlos da 7 de mayo de 2010 recibido en la CJDH el12 de. mayo de 
2010. 

201 Anexo 48. Flscalfa General da la Nación, Raaoluolón No. 0-3660 de 6 da ootubre da 2006. Anexo 73 al escrito 
de lo~¡~. peticionarlos de 7 de Julio da 2006, recibido en la CIDH el a de Julio de 2008, 

~91 Anex.o 49. Fiscalía General dala Nación, Rad, 2286 de 15 de novlambrB de 2006, Anexo 74 al esorlto de los 
patlol(lnarioa de 7 de juno do 2008, recibido en la CIDH el S de julio de ~008. 

209 Anexo 60. Flsoalfa General de la Nación, Resolución No, 0~3954 de 25 de noviembre de 2006, Anexo 76 al 
escrito de los peticionarios da 7 de julio de 2008, reolbldo ~;~n la CIDH el 8 de julio de 2008. 

294 Anexo 62. Fiscalra Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Supr(lma da Justlólá, 6 dá dlolembre de 2005, 
Anexo 77 ni esorlto de los pet!Gionarlos de.7 de julio de 2008, reolbido an la CIDH el 8 r;le julio de 2008, 

285 Anexo 1. Informa Final deJa Comisión de la Verdad sobre los Hachos dB[ Pnlac\o de Justlola, presentado el17 
de dlciembrfJ de 2009, CtJp[tuto VIl, párr, 27, Anexo al escrlto de los peticionarlos de G de enero de 2010 raolbldo en la 
CIDH ol215 da enero de .2.01 O, 

~ua. Anexo 1. ·Informe Final de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos dal Palacio de Justicia, presentado al 17 
de diciembre de 2009, Cap(tulo VIl, pérr. 27, Anexo al escrito de los petlolonarlos da 6 da enero de 2010 recibido en la 
CIDH ·el26 de enero de 2010. 

267 Anexo 53. Despacho del Fiscal General de la NMión, Ra.so!uclón 0-2660, 7 de mayo de 2008, Anexo 244 al 
eaorlto da los pet!olonarlos. de 7 de maYo de 2.010 recibido (10 la C!DH al 12 de mayo de 2010, 
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327. Por los mismos hechos, la FlaoaHa Cuarta Delegada ante la Corte Suprema de 
Justicia profirió resoluciones de acusación en contra de Jos oficiales del Ejército en retiro Coronel 
Luis Alfonso Plazas Vega, el 11 da febrero de 20082 

.. , General lván Ramrrez Quintero, Coronel 
Fernando Blanco Gómez y Sargento ·Gustavo Arévalo, el 20 de enero de 2009290 , el General Jesús 
Armando Arias Cabrales., el 9 de marzo de 2009, y precluyó la Investigación a favor d·e¡ General 
retirado Rafael Samudlo Mollna300 • 

328. Posteriormente, la defensa de los acusados Edllberto Sánchez :Rublano, Óscar 
Wllllam Vásquez Rodr!guez, Antonio Rubay Jlménez Gómez, Luis Fernando Nieto Velandla y Femey 
Ulmardin Causayá Pena, Interpusieron recursos de apelación contra las resoluciones de acusación, 
las cuales fueron confirmadas el 25 de marzo de 2008301 • Con base en dicha apelación, los Juicios 
se adelantaron en dos despachos judiciales diferentes30'. El Juzgado Tercero Penal Especializado del 
Circuito de Bogotá asumió las diligencias an contra del Coronal Luis Alfonso Plazas Vega, en razón 
de la Imputación da secuestro en concurso con desaparición forzada y los Juicios contra al otro 
grupo de militares en retiro se adelantan en el Juzgado 51 Panal del Circuito de Jlogotá, despacho 
competente para conocer de la acusación por desaparición forzada agravada, segón la decisión da 
segunda Instancia proferida por al Vlcefiscal General da la Nación el 25 da marzo de 2008303

•· El B 
da octubre de 2008 la Corta Suprema de Justicia se pronunció con relación a una colisión negativa 
de competencia y confirmó la procedencia da adelantar los procesos en dos despachos dlferantas3114• 

329. En cuanto el proceso contra el Coronel Luis Alfonso Plazas Vega, quien se 
encontraba cumpliendo con medida de aseguramiento de detención preventiva decretada el 12 da 
julio de 2007, la audiencia de juzgamlento concluyó al 21 de septiembre de 2009 y el 9 de junio de 
201 O la Jueza Tercera Penal Especializada del Circuito de Bogotá, Marra S talla Jara, dictó sentencia 
condenatoria contra el Coronel Luis Alfonso Plazas Vega como coautor mediato de la conducta de 
desaparición forzada agravada, prevista en el artículo 165 y 168.1 de la Ley 599 da 2000 en 
perjuicio de Carlos Augusto Rodrlguez Vera, Cristina del Pilar Guarln Cortés, Jlernardo Beltrán 
Hernándaz, David Suspes Calla, Gloria Stella Llzarazo Figueroa, Gloria Anzola de Lanao, Norma 
Constanza Esguerra, Luz Mary Portela León, Irme Franco Pineda, Héctor Jaime Beltrán Fuentes y 
Lucy Amparo Ovledo. En vista da lo anterior, se le Impuso la pano principal de 30 aMos de prisión y 

298 Anexo 64, Flsoa!fa Cuarta da la Unidad Delegada tlnte h~ Corte Supr-ema de Justlcla, Resolución da acusación 
contra Lula Alfonso Plmas Vega, 11 .de febrero da 2008, Anexo 156 at escrito da los peticionarios de 1 de julio d& 2008, 
raolbldo en la CIOH el 8 de julio de 2008. 

2ll9 Anexo 55. Flscalra Cuarta de le Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justlolo, ABsolución de anusaclón 
contra lván Ramfrez Quintero, Fr+rnnndo Blanco Góme:z. y Gustavo Aréva1o, 20 de enEJro de 2009, Anexo 204 B al escrito ds 
los peticionarios da 7 .de mayo da 2010 recibido en la ClOH al12 de mayo de 2010. 

300 AMxo 56. Flsoalfa Cuarta de la Unidad Delegada ante la Corte Suprema de Justlcla, Resolución de acusación 
eontrl:l Jesús Atmando .Arltta Cabralse v preoluslón de Investigación a favor de Rafael Samudlo Moltna, 9 de marzo de 2009. 
Ana.xo 272 al escrito da los petlc1onarlos de 7 de mayo da 2010 reolbldo en la CIDH e[ 12 da mayo de 2010. 

801 Anexo 57. 0()spacho del Vloeflsoal General de h~ Nación, E.xp~;~dhmte S. l. 031, 26 de marzo da 2009, Anexo 
108 al escrito da los petloiMar!os de Tde julio de 20081 realbldo an le ClDH el 8 de julio da 2008. 

sot Anexa 1. lnfonnb Final dala Comisión de la Verdad .sóbre loa Hachos del Pelaclo de Justicia, preaentado el17 
de diciembre de 20091 Capitulo Vll, párr. 30. Anexo al esortto de los peticionarlas de 6 d~;~ enero de 2010 reolbldo en la 
C!DH el 25 de enero (le 201 O. 

303 Anexo 1. lnformct Final da la Comisión da lll Verdad sobre los Hoohos del Palacio de Juetlola, preMntado el 17 
.de dlofembre de .1:(>09, CApitulo VIl, párr. 31, An1:1xo al escrito de los peticionarios de 6 de ensrQ de 2010 recibido en la 
CIDH al 26 de enero da 2.010. 

llot. Anexo 1. Informe Fh1al de la Comisión de la Verdad sobre los Heohos del Palacio da Justlola, presentado el 17 
da diciembre de 2009, Capítulo VIl, párr. 31. Anexo al escrito de los patlclonMic:ls de 6 de enero de 2010 renibldo en l!l 
CIDH el 26 da enero de 2010. 
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la accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas hasta por el término de diez afios30'. 

La Jueza Tercera dispuso también que el condenado "no se hace acreedor al sustituto de la 
suspensión condicional de la ejecución de la pena, ni al de prisión domiciliarla [.,,]"30'. 

330. Asimismo la Jueza ordenó compulsar copias para que se Investigue 

[ ... ] el posible conocimiento previo por parte da la Fuerza Pública, respecto de la ocurrencia de 
la toma subversiva del Palacio de Justicia. 

[ ... ] 
Las posibles eJecuciones extr.ajudiclales de que al parecer fueron vfotimas algunos de los 
r~henas del Palacio da Justlala y subversivos del M~19, con base en los protocolos de 
necropsia, ya quer en dichos documentos puede e.clvertlrse qua las: le.&lones producidas por 
proyectil de arma de fuego, en algunos casos, se dieron en al cráneo, arrojaron frotls positivo 
para pólvora, en cono:lus1ón1 evidencian lesionas cuyas oaracterrstlcas sugieren haber flldo a 
contacto, situación qua no corresponde con aqual!as que se presentan en situaciones reales 
de combate. Por ende, resulta necesario, en criterio del Despacho, compulsar coplas a efectos 
de que se realloen las investigaciones correspondientes, 

Al Presid'ente de la época, Dr. Ballaarlo Betancourt Cuartas, teniendo en cuenta: 1) la calidad 
que ostentaba de suprema autoridad admlnlstrat!va, según lo disponra la Constitución Nacional 
de 1886836; JI) la aoepiaclón do la responsabilidad en cuanto al desarrollo y consecuencias 
del oparatlvo expresada por él en la primera alocución que ofr~e;ló a los medios da 
comunloaclón el 7 de noviembre de 1986, una vez finalizada la operación militar de retoma. 

Igualmente, a los demás Integrantes de la lrnea de 1nando de .Jaa Fuerzas Armadas da la época, 
que hubieren participado en el operativo del Palacio de Justicia; asf como a los miembros de la 
Pollera Ns.clonal y de los organismos de seguridad del Estado que lnte~vlnleron en el operativo. 
Por último, para que se Investigue a Jos ejecutores directos, coautores mediatos y pmrtro!pes 
de las desapariciones de~ Carlos Augusto Rodrfguez. Vera, Cristina del Pllar Guar(p Cortés, 
Bernardo Beltrán Hernández, David Suspes Cells, Gloria Stella Lfz.arazo ·Figueroa, Gloria Anzola 
de Lanao. Norma Constanza Esguerral Luz Mary Portela León, lrma Franco Pineda, Héctor 
Jaime Beltrán Puentes y Lucy Amparo Ovlodo307• 

331. Finalmente ordenó a los Funcionarios del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 
· (INPEC), trasladar, para efectos del cumplimiento de la pana, al Coronel retirado Platas Vega a un 
sitio de recluslón300

• Según Información de conocimiento público el Coronel retirado no se encuentra 
cumpliendo condena en un establecimiento del INPEC sino eri la Escuela de Caballerfa del Ejército 
Nacional ubicada en Bogotá donde está "a disposición del Comandante de la unldad"30'. 

332. En cuanto al proceso adelantado en al Juzgado 51 Panal del Circuito de Bogoté, a 
cargo de la Jueza Marfa Cristina Trejos Salazar se observa que el 30 de octubre de 2008 se 

006 Anexo 11. Juzgado Tercero Panal del Clroulto Espeol~llza;clo de Bogotá, AUN: 11001320700320080002500, 9 
de Junio de 201 O. Anexo al ese rlto de los pettclonarlos de 1 O de junio de 201 O recibido en 1 a CIDH el 14 de junio de 201 O, 

300 AnBxo 11. Juzgado Tareero Panal del Circuito E:spaolallzado de Bogo1li1 AUN: 11001320700j20080002500, 9 
de iunlo de 2010. Anexo al escrito de los peticionarios de 1 O de junio de 2010 recibido en la CIDH el 14 de Junio de 201 O, 

307 Anexo 11. Juzgado Tercero Penal del C1rculto Especializado de Bogotá., RUN: 11001320700320080002600, 9 
de Junio de 2010. Anexn alesorlto de los pet1olonerlos de 1 O de junio de 2010 recibido en la ClbH et 14 de junio da 201 O. 

sou Anexo 11. Juzgado Tercero Penal del Circuito Espealallzado de Bogotá, RUNl 11 0013207DOS20080002600, 9 
de junio de 2010, Anexo al eaorfto de los petloionar!os de 10 de junio de 2010 reolbldo en la CIDH el14 de junla de 2010, 

300 Anexo 68, Semana.com, El Casó Piezas Vega, 4 da noviembre de 20'1 Q, Disponible EZn 

http~1Jwww, semana.oom/naclon/oaso-plozas-vepa[146 830-3, aspx. 
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concedió la libertad a Edllberto S~nohez Rublano, Osear Wllllam Vásquez Rodrfguez, Luis Fernando 
Nieto Velandia, Ferney Ulmard!n Causaya y Antonio Rubay Jiménez Gómez, por vencimiento de 
tármlnos310• Asimismo, desde el 9 da octubre de 2008 al General Jesús Armando Arias Cabrales se 
encuentra bajo medida de aseguramiento de detención preventiva, la cual cumple, por determinación 
del INPEC en Resolución 121fl2 del 10 de octubre de 2008, en las Instalaciones da la Escuela da 
lnfanterfa perteneciente al Centro de Educación Militar (CEMIL)31'. 

333. El 28 de abril de 2011 al Juzgado 51 Panal del Circuito da Bogoté dictó sentencia 
condenatoria contra el General en retiro Jesús Armando Arias Cabrales a la pena principal de 35 
a~os de prisión, como autor responsable de desaparición forzada agravada en concurso homogéneo 
y sucesivo en perjuicio de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn, Bernardo Béltrán 
Hernández, Jaime Beltrán Fuentes, David Suspes Celis, Luz Mary Portala León, Gloria Sta! la Llzarazo 
Flgueroa, Norma Constanza Esguerra, Gloria Anzola de Lanao, Lucy Amparo Ovledo a Irme Franco 
Pineda y a la pena accesoria de 20 a~os de Inhabilitación para el ejercicio de derechos y tunolones 
públicas. Asimismo, dispuso no suspender condicionalmente la ejecución de la pene privativa de 
libertad, ni sustituir la pe11a de prisión domiciliaria por lo. que Indicó que el General Jestls Armando 
Arias Cabrales deperá purgar la pana al Interior del Centro de Reclusión que para el efecto señale el 
Director General del INPEC312

• 

334. Asimismo la Jueza ordenó compulsar coplas para que se investigue a José Ignacio 
Posada Duarte, Gustavo Alonso Velásquez López, Arlel Guillermo Valdés Gil y Luis Armando Suárez 
RÓdrfgU@Z, Pedro Capacho Pebón para qua la Flscalfa General de la Nación decida si resulta 
procedente la investlgacJón penal por la presunta comisión de los delitos de falso testimonio y/o 
fraude procesal; y por la presunta desapal'lción del guerrillero Luis Otero313• 

335. Tanto las sen1anclas de primera Instancia proferidas contra el Coronel Luis Alfonso 
Plazas Vega y el General Jesús Armando Arias Cabrales se encuentran pendientes de resolución de 
los recursos de apelación Interpuestos. Asimismo, los procesos continúan con relación a los demás 
oficiales del Ejército que fueron acusados. Al respecto, según Información de ·conocimiento pdblico 
al 11 de mayo de 2011 la Jueza 51 Penal, Maria Cristina Trajes, se declaró Impedida para adelantar 
el proceso por los hechos del Palacio de Justicia en vista dG que ya hab[a emitido un tallo en el caso 
del General (r) Jesús Armando Arias Cabrales en vista de lo cual, el proceso debe ser reasignedo al 
Juez 56 Panal del elrculto314

• 

336. En cuanto a la Investigación por la muerte del Magistrado Carlos Horació Urán Rojas, 
el 21 de diciembre de 2007, la Fiscalía Cuarta Delegada ante la Corte Suprema resolvió compulsar 
coplas a la l:llrección Nacional de Hscalfas para investigar la liberación y muerto de Carlos Horaclo 
Urán Rojas'"· El 23 de abril de 200B el entonces Fiscal General de la Nación, Mario !guarán Arana, 

310 Anexo 1. lnfcrme Final da la Coml.o!6n de le Verdad sobre loa HE!ohos del Pale.c:lo de Justlo!a, pn:tsentado el 17 
de diciembre da 2@09, Cap(tt.Jio Vll 1 párr. 32. Anexo al escrito de los petlolonarlos de a de ene.ro de 2010 racibklo en la 
CIDH ol26 da enero de 2010. 

311 Anexo 2. Juzgado 151 Panal del Circuito de Bogotá, 28 de abrll de .Z01 1, Causa No. 2009..0203, pág. 7. Anexo 
al escrito da los peticionarios de 2:4 da mayo da 2011 recibido en In CIDH el26 da mayo de .2011, 

312 Anexo 2. Juzgado 61 Panal del Circuito de Bogotá, 28 de abril da 2011 1 Causa No. 2009~0203, págs. 356 y 
367. Anexo al esorlto de los p~th:lonarloa de :24 de mr;~yo de 2011 ~scibldo en la CIDH el25 da mayo da 2011. 

313 Anexo 2. Juzgado 61 .Panal del Circuito de Bogotá, 26 de abril dé 2011, Causa No. 2009h0203, págs. 3515 y 
366. Atlexo al escrito de los petlclonal'loa de 24 de meyo de 2011 ret:ibido en la CIDH el 25 de mayo de 2011. 

814 Anexo 69. El Tiempo, Juez se declaró Impedida en el tlaao de la retorna del Palacio de Justicia, n de mayo de 
2011. Disponible en http:/Jwww ,eltiempo.comnust!ola/proceso-oontra-milttares·di;~--la--retoma-del-palaoio-de-lustlolEI 9325904-4. 

316 Anexo 60. Fistla~fti Cuarta de la Unidad Pe(egada anta la Corte Suprarna de Justlola, Resolución de 21 de 
diciamb••a de 2007. Ane-xo 43 al escrito de lol'l petlolonarloa de 7 de Julio de 2008, recibido en la CIDH ~~ 8 de julio da 2008. 
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designó especialmente a la Doctora Ángela Marra E!ultrago, Fiscal Cuarta Delegada ante la Corta 
Suprema de Justicia',.'. Según información de conocimiento p~bllco el 27 de agosto de 201 O la 
Fiscal Cuarta ordenó la apertura dé Instrucción por crfmenes de lesa humanidad y ordenó vincular a 
·los Generales Jesús Armando Arias Cabralas, Carlos Alberto Fraclca Naranjo y Rafael Harnández 
Lópaz317• 

337. Cabe señalar que dlas después da habar tomado esta decisión, el 1' de septiembre 
de 201 O, el entonces Fiscal General (a) Guillermo Mendoza Dlago relevó de sus funciones a la Fiscal 
Cuarta Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, Ángela Marra Buitrago. En declaraciones a la 
prensa la Fiscal Bultrago señaló que su salida del proceso "es parte de una polftlca de la Flsoalfa en 
al sentido de que el Fiscal considera que la persona a cargo de la Flscalra Cuarta debe ser relevada 
porque debe cumplir con otras expectativas y polrtlcas""'· La Fiscalfa General da la Nación saRaló 
que 

[fueron] aceptadas las [ .. ,} renuncias L.l presentadas por las tlsoales delegados ante la Corte 
Suprema de Justicia, Incluida la doctora. Ángela Marfa Buítrago Rulz, dloha daolslón fue 
motivada an criterios de meJoramiento del servicio, al cual se encontraba afectado por una 
elevada carga laboral sin decidir, y .para propender por el aumento de los niveles de gestión de 
la unidad de Fiscales con el astatu~ laboral más alto y la mas alta remuneración del Estado 
[ ... ]. 
Por las, razones expuestM da ninguna manera puede afirmarse que ·la aceptación de las 
renuncias estuvo motivada en las Investigaciones a cargo de los funcionarios, o debido a que 
en el caso pt'lrtlcular la doctora Bultrago Rulz hubiera citado a lndagatot'i~ a 1

'[ ... ] trea ganaralas 
colombianos en retiro [, .• ]" o por la "'negngencla 11 en el desempeño de la doctora Bultrago 
Ruli'10• 

338. En viste de lo anterior, según información de conocimiento público la Investigación 
fue reasignada al Fiscal 6' de !a Unidad Nacional de Derechos Humanos y DIH da la Fisoalfa General 
de la Nación, Gustavo Adolfo Rayas, quien se encuentre adelantando diligencias de lnvestigaclón020, 

339. En cuanto a las Investigaciones por la detención ilegal y torturas perpetradas durante 
la retoma del Palacio de Justicia, so tiene que el Informa del Tribunal Especial de Instrucción dio 
cuenta de la detención y "los malos tratos" perpetrados en perjuicio de Yplanda Ernestina 
Santodomlngo Alberiool y Eduardo Matson Os pino y de la detención de Orlando Qul)ano321 • 

340. El 28 de enero de 2008 el Fiscal General de la Nación, mediante resolución 0-0340 
varió la asignación de las Investigaciones bajo los números 67254 y 67427 relativas a los presuntos 

316 Anexo 61. Despacho del Fiscal General de le Nao16n, Reaolucl6n 0-21961 23 da abril da 2008, Anexo 273 al 
escrito de los petlolonarlos de 7 de mayo ~e 2010 recibido en la CIDH el 12 de, mayo da 2010. 

317 Anexo 62. El Espectador, Tres generales (r} están enredados en asealnato da MagtsUado de Palacio, 31 da agosto 
da 20 1 o. Disponible en htte:Hwww ,elespaotador .c:omAmpmsoAudlalal/artlaulolmpieso-2.22006-tres-gener~!es~r...astan·enrcdados·aaeslnato·de
maglstmdo--de· . 

.!1111 Anexo 63, Semana.com, ¿Por qué relevaron a la Flsoal de Hierro'?, 2 de septiembre de 2010. Disponible en 
llttw//www.semana.oom/naolon/relevaron·11acal·hlerrol14391 S..3.aspx. Ver también 

319 Anex.o 64, Note DIDHD/GOI No. 74696/1&17 de 16 ds diciembre de 2010 recibida sn la CJDH el 17 d& 
diciembre de 2010, págs. 5-7. 

320 AneKo 65. E1 Espantador, En febrero sará Indagatoria de Genarat lrl Cabrales por homloldlo da meg!trtrado Uriin1 

14 de .enero de 201 :t. Disponible en http:/Jwww.eleapeotador.oom/notio!asáudlolftl/artlculo-244960cfebrero-sera-lndagatorla·da·general·r~ 
cabra!es-homlcldfo-da-mr.=~Qi. 

az1 Anexo 11. Tribunal Espe<:lal de lnstruocl6n, Informe sobre el Holocausto dal Palacio da Justicia, 31 de mayo da 
19861 publicado el 17 do junio de 1986, págs. 571 60-- e 1 ' An~;exo al EI$Grlto dal !::atado da 25 de julio de 1991' 
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actos de tortura de que fueron vfctlmas Yolanda Ernestlna Santodomlngo Alberlool y José Vicente 
Rubiano Galvis que se adelantaban an la Unidad Nacional de Terrorismo a la Unidad Nacional de 
Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanltarlo322

• En vista da lo anterior y según la 
Información disponible, la Investigación se encuentra aún en etapa previa. Por otro lado, no ha sido 
controvertida por el Estado la afirmación da los peticionarlos relativa a que el 18 da diciembre de 
2006 los representantes da Orlando Quljano formularon una denuncia ante la Flscalfa Cuarta 
Delegada solicitando que se ordenara abrir una Investigación, la cual, según la información 
disponible, hasta la fecha no ha sido iniciada, Finalmente, a pesar del Importante papel como 
testigo qua tuvo Eduardo Matson Ospl11o en el caso del Coronel retirado Luis Alfonso Plazas Vega, la 
Comisión no cuenta con ln'formaclón sobre avances en las Investigaciones por su detención Ilegal y 
te>rtura perpetradas en su contra. 

c. El proceso adelantado contra los miembros del M·19 

341. La Ley 77 de 1989 autorizó al Presidenta par.a conceder indultos a le>s nacionales 
colombianos, autores o cómplices da delitos poHtlce>s tipificados en el Código Penal como rebelión, 
sedición y asonada y los delitos conexos con los anteriores. En aplicación da asta norma, aquellos 
miembros que conformaban la dirección del M.19, y contra quienes pesaba la resolución de 
acusación proferida por el Juzgado 30 solicitaron la cesación del procedimiento. Posteriormente, un 
Juzgado de Orden Público ordenó la reaperture del caso mediante dec,lslón del 1.5 da mayo da 1992. 
En esta oportunidad, la Juez consideró que el delito de rebelión - que habla sido objeto de cesación 
·de procedimiento- no podfa subsumir al do terrorismo. Recordó que los guerrilleros entraron al 
Palacio asesinando a sangre frfa a los celadores de vigilancia privada y al administrador del edificio, 
y estos hechos no se podlan considerar actos de combate. También estimó que el Incendio 
constltufa un acto de ferocidad y barbarie que no se podfa subsumir en la rebellón3

". 

342. El gobierno del Presidente César Gavlrla envió una carta al Procurador Carlos 
Gustavo Arrleta se~alando que las personas · beneficiadas con al Indulto, la casación da 
procedimiento o el auto Inhibitorio, decretados en el desarrollo de la Ley 77, no podfan ser 
procesadas ni juzgadas por los mismos hechos que origlnmon su otorgamiento. Luego, fue 
promulgada la Ley 7 de )ul!c 3 de 1992, cuyo ertfculo único establece que 

[c]Uando en CUtJl.plimtento de lo di-spuesto en una ley que decrete amnlatra, faculte al Gobierno 
para conceder Indultos o prevea la cesaólón de procedimiento en desarrollo de una polftica da 
recol"'clllaclón, se hubiere ordenado la oesaolón de procedimiento, habrá lugar en nualquler 
estado del proceso a la aplicación plena da loa principios de tavorabllldad y cosa juzgada. 
Asimismo, se agotarl:i el eje¡·olc:lo de la acción penal respecto de las personas beneficiadas 
trente a todos los hechos objeto de !a misma y si fuere procedente se ordenará el archivo del 
expediante asf como se cerró aste nuevo proqeso, ·en el marco del proceso da paz adelantado 
con el M-193~4 • 

343. El 27 dé noviembre de 2009 el Juzgado Segundo Penal del Circuito Espaolallzado, 
radicado 4119, decretó la prescrlpolón de la acción penal a favor da ~arios miembros del M ·19 
procesados por los delitos de rebelión, secuestro, homicidio, tentativa da homicidio, hurto y falsedad 

322 Anexo 66. Flscalra Ganara! de la Nación, Resolual6n 0-340 de 28 de enero de 2008. Anexo 128 al eoorlto da 
los peticionarlos de 7 de jUlio de 2008, recibido en la CIDH el 8 da ju1lo de 2008. 

3'2<1 Anexo t. Informe Final de la Comisión da In Verdad sobre los Hechos del Palaolo de Justlula, presentado E~l17 
de dlolembre de 2009, Capitulo VIl, párrs. 19 - 21, Anexo al escrito de los petlolonru'los de ·6 da enero de 2010 raclbldo en 
la CIDH el 26 de enoro do 2010. 

3:t4 Anexo 1. Informe Final ds la Comisión de la Vardad sobre los Hechos del Palacio de Justlcl(l, presentado el 17 
de dlolembre de 2009, Capftulo VIl, párrs,, 22 y 2~. Anexo al escrito de los petlc!oMrlos da 6 de enero de 2010 recibido en 
la CIDH el 25 de enero de 2010. 
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por hachos ocurridos en el mes de noviembre de 1985. Dicha deolslón fue apelada y el 8 de 
septiembre de 201 O la Sala Penal del Yrlbunal Superior del Distrito Judicial de Bogoté revocó la 
decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado da Bogotá, en cuanto 
declaró prescrita la acción penal respecto de los delitos de homicidio y tentativa da homicidio, 
confirmó la decisión proferida por el Juzgado Segundo Panal que declaró prescrita la acción penal 
Inherente ·a los delitos de hurto, rebelión, secuestro y uso de documento p~bllco falso, y la devolvió 
al Juzgado de origen para que continúa el proceso respecto de los delitos de homicidio y tentativa 
de homlcidio326 • 

7. Los procesos dlsclpllnaJ'Ioa, proceso ante la Comisión de Acusación de la Cámara de 
Representantes y los procesos contencioso administrativos 

a. Procesos disciplinarlos 

344. Por los hechos del Palacio de Justicia se adelantaron Investigaciones disciplinarlas 
contra agentes del Estado. En primer lugar, se encuentra la averiguación disciplinaria adelantada en 
.contra del Coronel Edllberto Sánchez Rublana, en su condición de comandante del 13-2 de le Décima 
Tercera Brigada de Bogotá, a cargo de la operación de inteligencia desplegada en la Casa del 
Florero. Asf, mediante r<~solución de 27 de junio de 1989 el Procurador Delegado pera las Fuerzas 
Militares dispuso que el Coronel Edllberto Sánchez Rublano era presuntamente responsable de la 
desaparición de lrma Franco Pineda y da la detención, agrealones ffslcas, verbales y psfquicas 
ocasionadas a los estudiantes Eduardo Arturo Matean Osplno y Yolanda Ernestlna Santodomingo 
Alberiooi326

• 

345. En segundo lugar, se encuentra la averiguación dlsclpllna1·ia adelantada en contra del 
General Jesús Armando Aries Oabrales en su condición de Comandante de la Décima Tercera 
Brigada a cuyo cargo estuvo la operación militar eJecutada en el Palacio de Justicia. As[, mediante 
resolución da 27 de junio de 1989 el .Procurador Delegado para las Fuerzas Militares dispuso que al 
General Jesús Armando Arias Cabrales era presuntamente responsable de no haber tomado las 
medidas necesarias tendientes a •proteger la vida de les rehenes, civiles, Indefensos ajenos al 
conflicto, y sobreponer la seguridad ffslca de los rehenes, por encima del sometimiento del grupo 
guerrillero a las Fuerzas Militares, aún por las más altas dignidades qua oste11taban la mayorfa de los 
rehenes"327 , 

346. El 28 de septiembre de 1990 el Procurador Delegado para las Fuerzas Militaras, José 
Pllnlo Rodrfguez, emitió la Resolución 404 de 1990 en la qua sancionó disciplinariamente a los dos 
oficiales con solicitud de destitución. El Procurador concluyó que el Coronel Slinchez Rubiano era 
responsable de la desaparición da lrma Franco Pineda y fue absuelto de las presuntas torturas 
cometidas en perMclo da Eduardo Arturo Matson Osplno y Yolanda Ernestlna Santodomingo 
Albericoi328 • Asimismo, se remitió copias para Investigar la conducta del oficial Fernando Blanco 
Gómez por estos hechos. El Procurador concluyó también qua la actuación del General Arias 

allí Anaxo 46. Tribunal Superior del Dl.atrlto Judicial da BoQoté, Sala Penal, Radicado 1100107040D2M1999~04119-
01, 8 de septiembre da 2010. Dlapohlbls en: http://www.deraohos.org/nlzkol'/colomblaldoc/cas:tre35.htn"'l. 

:ua Anexo 67. ProcurndU(fa De-legada para las ~uarzaa Militares, Oflol() No. 3332, 27 de junio da 1989, Anexo 310 
al esc~lto da los peticionarlos de 7 da mayo da 2010 re-olbldo en la CIDH e112 de meya de 2010. 

<l7.7 Anexo 68, Procuradutia Delegada para las JOuarzae Militares, Oficio No, 3343, 27 da junlo de 1989, Anexo 311 
al escrito de lo& petlolonerioa de 7 de mayo da 2010 recibido en la CIDH a! 12 de mayo de 2010. 

aaa Anexo 69, Procuradurfa Delegada para !as 1-uerzna MlUtarns, Resoluclóh 404 de 1990, 2a de sBptlembra de 
1990. Anexo 139 EJI as~;r[to de loa- peticionarlos de 7 de Julio de 2.008, recibido en la C[DH el 8 da Julio da 2008, 
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Cabrales "desbordó los limites naturales y jurfdicos da la legitimidad constitucional y legal del 
ejercicio del poder represivo del Estado""'· 

347. Los sancionados Interpusieron recursos de reposición y el .24 de octubre de 1990 
mediante flesolución 438 se confirmó la Resolución 404330• La destitución del General Arias 
Cabrales se hizo efaotlva medlanto Dooreto 731 de 1994. Este acto administrativo expedido por el 
Presidente de la República, asf como el Decreto 1374 del 30 de junio de 1994, mediante al cual 
resolvió no reponer el precitado Decreto 731 de 1994, fueron objeto de acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho Instaurada por el General Aries Gabrales'"· 

348. El 8 de agosto de 2001 la Sección Segunda del Tribunal Administrativo de 
Gundlnamarca dictó sentencia de primera Instancia en la que aceptó parcialmente las pretensiones 
de la demanda v declaró le nulidad de los actos demandados y, a titulo de restablecimiento del 
derecho, ordenó la cancelación de la anotación. de la sanción de destitución en la hoja de vida del 
actor, pero negó la ool\dena al pago de los perjuicios solicitados. El fallo fue apelado por el General 
Arias Cabrales y la Procuradurra General de la Nac:lón v fue confirmado por la Sección Segunda del 
Consejo da Estado el 11 da febrero da 2005. La Procuradurra General de la Nación Interpuso un 
recurso extraordinario de súplica que se basó en la falta de aplicación del articulo 3° común a los 
cuatro Convenios de Ginebra, aprobados mediante la Ley 5 de 1996 y el 15 de abril de 2008 la Sala 
Plana de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado •·atiflcó la decisión do segunda 
Instancia. La Sala Plena sostuvo que dicho cargo era improcedente debido a que exlgla una nueva 
valoración de Jos medios de prueba acopiados en el expediente"', 

349. Adicionalmente,· se Inició un proáeso disciplinarlo contra el General retirado Vlctor 
Alberto Delgado Mallarino, en su calidad de director general de la Pollera Nacional, por su decisión 
de no suspender el operativo desplegado en la terraza, sobre al cuarto piso, a cuya realización se 
opusieron varios miembros del gabinete y que culminó el 31 de octubre de 1990 con le e><oneraolón 
de los cargos"'. 

350. Por otro lado, se Iniciaron procesos disciplinarlos Impulsados por la Procuradurfa 
Delegada para .la Policra Nacional en contra del lenlente Coronel Javier Arbeléez Muñoz y del 
Teniente Coronel Pedro Antonio Herrera Miranda por el retiro del sistema da protección que venia 
siendo prestado por la Pollera Nacional en las Instalaciones del Palacio de Justicia. El 21 de 
septiembre de 1998 la Procuradurra Delegada exoneró de responsabilidad disciplinarle al Teniente 
Coronel Herrera Miranda y encontró responsable al Tenle11te Coronel Arbeláez y resolvió sancionarlo 
con solicitud de destitución'"· 

(il!O Anexo 69. Procurndurla Delegada p6ra las Fuerzas Militaras, Resolul'llón 404 de 1990, 28 de septiembre de 
1990. Anexo 139 al escrito de los peticionarlos da 7 de julio de 2008r recibido en la CIDH e18 _de julio da 2008. 

830 Anexo 70. Procuredurra Delegada psra. las Fuerzas MUitt~rea, Resolool6" 436 de 1990, 24 da octubre de 1990, 
Anexo 140 al est!rlto de los petlclcna.rlos de 7 .de julio da 2008, recibido en la CJDH el 8 de julio de 2008. 

stn Anexo 1. Informe Fino! de la Comisión da lu Verdad sobre los Hechos del Palacio de Justicia, presenOOdo el 17 
de dlclembre da 2009, Capftulo VIl, pátts, 60- 51. Anexo a\ esortto da loG patiolon~rlas de 6 de enero de 2010 reolbldo en 
lu ClDH el 26 de enero de ~010. 

~2 Anexo 1. Informe Final de la Comisión de la Verdad sobre los Heohos del t'alac:lo ~e Justicia, presentado el 17 
de dlclernbre de 2009, Capttulo VIl, párrs. 52 - 63. Anexo al escrito de lo.o peticionarlos de 6 de enero de 2010 recibido en 
la CIDH el 26 de enero de 2010. 

333 Anexo 1. Informe Final de la Comisión de la Verdad sobre !os Hechos del Palacio de Justicia, presentado el 17 
da dlclernbre de 2009, Capitulo VIl, párr. 64. Anaxo al esc1'ito de los petlolonal'loa de 6 de (-lharo de 201 o r~olbldo en la 
CIOH e126 de enero de 2010. 

304 Anexo 1. Informe Final de la Comisión da la Verdad sobre los Hechos del Palacio da Justicia, presentado el 17 
da diciembre de 2009, Cap(tulo VIl, párrs, 56- 15·6. Anexo al escrito da los peticionarlos de 6 de 1.ml.'ln> de 2010 recibido en 
la CIDH el 26 de enero de 201 O. 
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351. Finalmente, se adelantó un proceso disciplinarlo contra Carlos Darfo Morales y 
Roberto Rodrfguez. en su condición de Jueces 78 y 86 de Instrucción Penal Militar, adscritos al 
Departamento de Policfa Nacional por las presuntas Irregularidades cometidas, en relación con la· 
Identificación y con las órdenes de Inhumación de restos humanos correspondientes a los hechos del 
Palacio de Justicia. El 15 de mayo de 1989 la Procuradurfa Delegada para la Pollera Nacional 
absolvió a los iueces aduciendo que la orden de inhumación Impartida se enmarcaba en la etapa da 
·diligencias previas· de la Investigación penal, y que ésta tuvo como fundamento razones de orden 
p~blico, pues so comprobó la existencia de un plan de los subversivos de tomarse las lnstalaolonas 
de Medicina Legal. La Procuraduría agregó que sumado a lo anterior, la mayorra de restos 
Inhumados en fosa com~n no podían sor ldontlflcados por su avanzado estado de calcinación'". 

b. Proceso ante la Comisión de Acusación de la Cámara de Representantes 

352. La Comisión de Acusación de la Cámara de Representantes se ha pronunciado en 
dos ocasiones sobre la eventual responsabilidad del Presidente Ballsarlo Betancur por el manejo que 
se dio a la toma del Palacio de Justicia. La primera decisión se produio por la denuncia presentada 
por el Procurador General de la Nación y otros ciudadanos contra el ex Presidente de la República, 
Bellsario Betanour, y su Ministro de Defensa, General Miguel Vega Uribe. El 16 de ¡uiio de 1986 los 
representantes a la Cámara Carlos Mauro Hoyos Jiméne>, Horacio Serpa Urlbe y Darlo Alberto 
Ordóñez Ortega propusieron que se declare no ha lugar el intento de acusación ante el Senado da la 
República por no existir conductas vlo\atorlas desplegadas por el señor Presidente y su Ministro de 
Defensa336, ~1 18 de julio da 1986 la Comisión de Acusación aprobó la por1enc\a y archivó el 
expadienté37• 

353. La segunda decisión se produjo por la denuncia presentada el 3 de diciembre de 
1986 por Juan Manuel López Caballero y otros ciudadanos contra al ex Presidente Bellsarlo 
Betancur, y sus Ministros Miguel Vega Uribe, Enrique Parejo Gonzélez y Jaime Castro. El 11 de 
diciembre de 1989 el representante a la Cámara Hernán Motta Motta propuso que se declarara que 
exlstfa causa en¡viclable ante el Senado de la Repdb\ica contra el ex Ministro de Defensa General 
Miguel Vega Uribe por las acciones y omisiones en relación con el operativo militar del 6 y 7 de 
noviembre de 1985 y que no exlstla causa legal enjuiciable respecto de Bellsario Betancur Cuartas, 
Enrique Parejo González y Jaime Castro330

• El 18 de iullo de 1990 la Comisión de Acusación 
resolvió archivar el expediente argumentando "que la dirección del operailvo militar estuvo a cargo 
del General Arias Cabrales, quien serfa el encargado de responder ante la justicia ordinaria sobre los 
excesos, desafueros y anomalfas que hayan podido presentarse durante. el desarrollo de las 
operaclones11339

• 

33r. Anexo 1, Informe Final de la Comlsl6n da la Verdad sobre loa Hechos del Palacio de Justlola, pi"Qsuntado al 17 
de diciembre de 2009, Capitulo Vll. pllrrs. 67 - oa. Anexo el sacrlto de los patlolontldos d$ 6 ds ene.ro de 201 O feclbido en 
la CIDH al26 de enero de 2010. 

330 Anexo 71. Comlslón de Aaus~;~ol6n de 11! Cárnara de f::leprasentantas, t 6 da jullo de 1986. AhaXó 136 al oscrito 
de los peticionarios de 7 de Julio de 2008, recibido en la C!DH al8 de Julio de 2008. 

337 Anaxo 1. Informe ·Final d& la Comisión de la Verdad sobra los HEJOhos del Palacio de Jus11cla, pressntado el 17 
de diciembre de 2009, Capitulo Vll, párt. 81. Anexo al escrito de los petlolonarloa do 6 de anoro de 2010 reolb!do en la 
CIDH el 25 de enero de 2010. 

3:'18 Anexo 72. Comisión de Acusación de la Cámara de ~epresentantes, 11 de diciembre de 1989. A~1axo 13a al 
oso:rfto de los peticionarlos da 7 de julio de 2008, renlbldo en la CIDH al 8 de julio de 2008. 

3111t Anexo 1. Informe Flne( de la Cornlalón da la Verdad sobre loa Hechos del Palao.lo de Justlola, presentado el 17 
dtl diciembre de 2009, Capftulo Vll1 párr. 63. Anexo al asorlto da los peticionarlos de 6 de enero de 201 O recibido en la 
ClDH.el 26 de anaro da 2010. 
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o. Proceso$ oontencloso adrninistrattvos 

354. La Comisión de la Verdad se~aló qua tuvo acceso aproximadamente a 25 sentencias 
proferidas por la Sección Tercera del Consejo de Estado mádlanta las cuales se declaró la 
responsabilidad administrativa del Estado a consecuencia da lo cual fueron Indemnizados 'un 
promedio da 60 grupos familiares, entre los cuales se destaoan familiares da desaparecidos, de 
fallecidos, asl oomo sobrevlvielltes y damniflcados"340• 

365. Con relación a las presuntas vrctlmas del caso, la Comisión tiene Información relativa 
a los siguientes prooesos qua Iniciaron los familiares de las presuntas vfctlmas y en los qua al 
Consejo de Estado declaró la responsabilidad administrativa del Estado por la falla en er servicio. 
Dicha falla se materializó, en primer lugar, al suprimir la vigilancia en al Palacio de Justicia a pasar 
de tenor conocimiento de las amenazas contra los funcionarios judiciales y las Intenciones de 
perpetrar la toma y, en segundo lugar, la forma "atropellada, Imprudente e lmprovldente en que las 
Fuerzas Armadas reprimieron la toma [ ... ]" lo cual deja una sensación de "Insignificancia que tuVo la 
vida de [as vrctimas"301 • 

Vfctlrna Descripción del Proceso 
~léctor Jaime Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 12.623, Segunda 
Beltrán Puentes instancia, Sentencia del 28 de enero de 1999, Consejero Ponente Ricardo 

Hoyos Duque"'. 
Demandante: Marra del Pilar Navarrete y otros. 
Demandado: Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Pollera Nacional. 
Montos de la Indemnización: 
A. Perjuicios materiales: 
·Marra del Pilar Navarrete Urrea $36.953.666 pesos ·colombianos 
• Blbiana Karlna Navarrete Urrea $6.065.533,3 pesos colombianos 
- Dayana Beltrán Navarrete $5.952.345,7 pesos colombianos 
• Stephany Beltrán Navarrate $5.703.537,2 pesos colombianos 
- Evelyn l'laltrán Navarrete $6.157.576.4 pasos colombianos 
B. Periulolos morales: 1000 gramos oro p¡¡ra el grupo familiar 

Norma Constanza Consejo de Estado, Sección Teroeraf Expediente No. 12.079, Segunda 
Esguerra Forero Instancia, Sentencia del 31 de julio de 1997, Consejero Ponente Juan da Dios 

Montes Hernández•43 • 

Demandante: Elvlra Forero de Esguerra y otros. 
Demandado: Nación- Ministerio de Defensa Nacional- Pollcfa Nacional. 
Montos de la Indemnización: 
A. Perjuicios materiales: 
• Debora Anaya Esguerra $30.857.078,89 pesos colombianos 
B. Perjuicios morales: 1000 gramos oro para el Qrupo familiar 

3110 Anexo 1. Informa Final de la Comlal6n da la Verdad sobre los Hechos .dal Palacio de Justicia, presentado el 17 
da dlclembré de 2009~ Caprtulo VIl, párr. 64. Anexo ni eaorito de Jos pstlolonarlos da 8 de enero de 2010 reolbldo en la 
CIDH el 25 da aneto de 2010. 

"41 Anaxo 73. ConseJo de Estado, Sección TerGera, Ex.pedlente No. 12,079, Segunda lnS'tatmla, Sentencia del31 da· 
JuliO de 1997, Consejero Ponente Juan de Dios Montes Hernández. Anexo 2 al escrito del Estado recibido el 22. de julio de 
2010 mediante el cual remite los anexos a su comunloaolón de 24 de mayo de 2010. 

342 Anexo 74. Consejo de Estado, SecolóJl Tercera, Expediente No. 12.623, Segunda Instancia. Sentencia del 28 de 
enero de 1999, Consejero Ponente Ricardo Hoyos Duque. Anexo 1 al escrito dal Estado reolbldo ·el 22 da julio de 2010 
mediante el cual remite los anax:os a su oomunlcación de 24 de mayo da 2010, 

343 Anexo '13. Consejo de Estado, Se~:clón Teroara, Ex:pediahta No. 12.07S, SégUnda IMttmola, Sentancln de131 de 
julio de 1997, Consejero Ponente Juan de bloa Montea Hernández. Anexo 2 al eaorlto del Estado re.clbldo el 22 da julio de 
2010 modlanta el cual remita los anexos a .su omnunlcaclón de 24 da mayo de 2010. 
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Bernardo Beltrán Consejo de Estado, Sección Tercera~ Expedienta No. 9567, Segunda 
Hernández Instancia, Sentencia del 13 de octubre de 1994, Consejero Ponente Daniel 

Suárez Hernández'44 • 

Demandante: Bernardo Beltrán Monroy 
Demandado: Nación • Ministerio da Defensa Nacional - Pollcfa Nacional • 
Fondo Rotatorio Ministerio de Justicia. 
Montos de la Indemnización: 
A. Perjuicios morales: 1000 gramos oro Para el arupo familiar 

Canos Augusto Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 11 ,377, Segunda 
Rodrrguez Vera Instancia, Sentencia del24 de julio da 1997, Consejero Ponente Juan de Dios 

Montes Hernándaz"'. 
Demandante: Cecilia Barrera y otra. 
Demandado: Naclén - Ministerio de Defensa Nacional - Po licia Nacional -
Fondo Rotatorio Ministerio de Justicia. 
Montos da le indemnizáclón: 
A. Perjuicios materiales: 
- Cecilia Saturia Cabrera Esguerra $23.693,118,59 pasos colombianos 
-Alejandra Rodrrguez Cabrera $16.634·.1 05,35 pesos colombianos 
8. Periuicios morales: 1000 aramos oro para el¡¡rupo familiar 

Ana Rosa Tribunal Superior de Cundlnamarca, Secc16n Tercera, Subsacclón 8, 
Castlblanco Torres Expediente No. 2003-0038, Primare Instancia, .Magistrado Ramiro Pazos 

Guerrero346
• 

Demandante: Maria Teresa Torres Sierra y oti'Os. 
Demandado: Nación • Ministerio da Defensa Nacional - Ejérolto Nacional -
Departamento Administrativo de la Presidencia da la República. 
Montos de la Indemnización: 
A. Perjuicios materleles: 
-Marra Tarasa Torres Sierra 250 salarios mfnlmo~ legales mensuales vigentes 
8. Perjuicios morales: 200 salarlos mlnimos para el grupo familiar 

Luz Mary Portal a Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 10941, Segunda 
León· instancia, Sentencia del 6 de septiembre de 1995, Consejero Ponente Daniel 

Suárez Hernández347 , 

Demandante: Rosal bina León 
Demandado: La Nación - Ministerio de Defensa • Pollera Nacional y Fondo 
Rotatorio del Ministerio da Justicia 
Montos de la Indemnización: 
A. Perjuicios morales: 1000 mamas oro para Rosalblna León 

David Suspes Cells Consejo da Estado, Sección Tercera, Expediente No. 117B1, Segunda 
Instancia, Sentencia del 25 do septiembre de 1997, Conselero Ponente Juan 

344 Anexo 75. Consejo de l::st~dt1, Sacc!ón Tercera, Expedlente No. 9657, Segunda lnstano\a, Sentencia del13 de 
octubre ds 1994, Consejero Ponente Detnlel su~rez Hetnéndez. Anexo 3 al esorlto del Estado recibido el22 da jullo da 2010 
mediante el cual remite los anexos a su oomunlcaclón de 24 de mayo de 201 O. 

346 Anexo 76. Consejo de Estado, Se<:ctón Tercera, t:.xpedlente No. 11.377, Segunda lnstancla1 Sentencia del 24 da 
julio de 1997, Consejero Ponente Juan da Dios Montes Hernánde~. Anexo 4 ni esOrlto del Estado recibido el 22 de juno de 
:2010 mediante al cual remite los anexos a su onmunlcaclón de 24 de mayo de 2010. 

348 Anexo 77, Trjbunal Suparlor de Cundlnamaroa, Seoolón Tercera, SUbaMo!ón S, Expediento No, 2003M003B, 
Primera lnstanolp; Magistrado Ramiro Pazos Guerrero. Anexo 6 al esor(to del Es~do recibido el 22 da julio de 201 O medltmte 
el cual remite ióa &nexos a su oornunloaolóll de 24 de mayo da 201 O. · 

347 Anexo 7B, c0haé]o de .!=atado, Seoolóh Teroe~n, Expediente No. 10941, Segunda Instancie, Santenola del 6 de 
septiembre do Hl95, Consejero Ponente Danlal Suárez Hernández. Anexo .a al escr(to del Estado reolbldo el 22 de ]u!lo de 
2010 mediante el cual remite los anexos a su ot:1n~unlcecl6n da 24 de mayo de 2010. 
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de Dios Montes l-lernández348 • 

Demandante: Luz Dary Samper Bedoya y Lady Esmeralda Suspes Samper 
Demandado: La Nación - Ministerio de Defensa - Pollera Nacional y el Fondo 
Rotatorio del Ministerio de Justicia 
Montos de la Indemnización: 
A. Perjuicios materiales: 
-Luz Darv Samper 13edoya $30,768.226,00 pesos colombianos 
- Ludy Esmeralda Suspes Samper $18.187.263,00 pesos colombianos 
B. Periuiclos morales: 1000 gramos oro para el grupo familiar 
Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 12283, Segunda 
Instancia, Sent~ncla del 14 de agosto de 1997, Cons¡,)ero Ponente Juan de 
Dios Montes Hernández'". 
Demandante: Deyanlra Llzarazo Flgueroa, Marltza o Marlxa, Diana Soraya, 
Carlos Andrés y Gloria Marceia Osplna Llzarazo, 
Demandado: La Nación - Ministerio de Defensa y el Fondo Rotatorio del 
Ministerio de Justicia. 
Montos de la Indemnización:· 
A. Perjuicios materiales: 
- Marltza Casallas Llzarazo $2.283.146,00 pesos colombianos 
- Diana Soraya Ospina Llzarazo $4.993.330,00 pesos colombianos 
- Carlos Andrés Osplna U zarazo $5.691.617,00 pasos colombianos 
-Gloria Marcala Ospina Llzarazo $5.924.806,00 pesos colombianos 
B. Perjuicios morales: 1000 gramos oro para Marltza Casallas Llzarazo, Diana 
Soraya Osplna Llzarazo y Gloria Maroala Osplna Llzarazo, y 500 gramos oro 

_para Deyanlra Llzarazo 
Consejo de Estada, Sección Tercera, Expediente No. 8910, Segunda 
Instancia, Sentencia del 13 da octubre de 1994, Consejero Ponente Daniel 
Suárez l-lernándaz350

• 

Demandante: José Marra Guarrn Ortiz 
Demandado: Nación - Ministerio de Defensa - Pollera Nacional y al Fondo 
Rotatorio del Ministerio de Justicia. 
Montos da la indemnización: 
A. Perjuicios morales: 1000 Qramos oro para José Ma1·ra Guarrn Ortlz 
Consejo da Estado, Sección Terce1·a, Expediente No. 11.600, Segunda 
Instancia, Sentencia del 11 de septiembre de 1997, Consejero Ponente Jesds 
Marra Carrillo Ballesteros'". 
Demandante: Elizabeth Franco Pineda y otros 
Demandado: Nación - Ministerio de Defensa - Pollera Nacional 
Montos de la indemnización: 
A. Perjuicios morales: 500 gramos oro para Ellzabeth Franco Pineda, Pedro 
Hermlzul franco Pineda, Marra del Socorro Franco Pineda, Mercedes Franco 

340 Ane)(o 79. Consejo da l:stado, Sección Tercera, Expediente No, 11'181, Segunda: Instancia, Sentenola del 26 de 
septiembre de 1997, Consejero Ponente Juan de Dloe Montas Herné.ndez. Anexo 7 al escrito de Estado recibido al 22 dB 
juUo de 2010.medlante al oual remite los ar1exos a su comunicación de 24 de maya de 2010. 

349 Anexo 80. Consejo de Estado, Sección Tercer•a, Exp&dlente No. 12283, Segunda Instancia, Sentencia del 14 de 
agosto de 1997, Consejero Ponante ,)uan de Dlo.s Montes Heméndez. Anexo 8 ni osorlto de E5tédo recibido el 22 de julio da 
2010 mediante el cual remite los anoxos e su aomunlqaolón de 24 de mayo da 2010. 

350 Anexo 81. Consejo de Estado, Seoolón Tercera1 Expediente No, 8910, Segc,md{l lna.tanola, Sentencia de113 da 
oetubro da 1994, Consejero Ponente Daniel Suilrez Hernández, Anexo 9 al esorho de Eatado recibido al 22 d'e Julio da 20"1 O 
tn~dlanta el cual ramita los anexos a su c-omunicación de+ 2.4 de mayo de 201 O. 
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Pineda y Jorge Franco Pineda 
Ana Rosa Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 11.798, Segunda 
Casti blanco T arres Instancia, Sentencia del 11 de septiembre de 1997, Consejero Ponente Jesús 

Marra Carrillo Ballesteros35'. 

Deman·dante: Marra Inés Castlblanco Torres 
Demandado: Nación • Ministerio de Defensa .Nacional - Pollera Nacional 
Montos de la Indemnización: 
A. Perjuicios materiales: .. 
• Ra!ll Oswaldo Lozano Castillo $5.717.868,97 pesos colombianos 
B. Perjuicios morales: 1000 gramos oro para Raúl Dswaldo Lozano Castillo y 
600 gramos oro oara Maria Inés Castiblanco Torres 

Carlos Horaclo Urán Consejo de Estado, Sección Tercera/ Expediente No. 9471' Segunda 
Instancia, Sentancle del 46 de enero de 1995., Consejero Ponente Juan de 
Dios Montes Hernéndez''" 
Demandante: Haydea Cruz da Velásq4ez y otras 
Demandado: Nación - Ministerio da Defensa Nacional - Pollera Nacional 
Montos de la lndemnl7.aclón: 
A. Perjuicios materiales: 
-Ana Marra Bidegafn de Urán $88.187.644,00 pesos colombianos 
- Anahl Urán Bidegafn $4.512.082,00 pesos colombianos 
-Helena Maria Jananina Urán Bldegaln $8.372.233,00 pasos colombianos 
- M airee Clarisa Urán Bldegaln $13.677.108,00 pesos colombianos 
• Xiomara Urán Bldegafn $15.978.061,00 pesos colombianos 
B. Perjuicios morales: 1 000 gramos oro para oada Integrante del grupo 
familiar 

356. Adicionalmente, actualmente se tramltan demandas de · reparación directa 
presentadas por Jos padres y hermanos de Héctor Jaime Beltrán· el 29 de julio de 2004 y por los 
familiares de Gloria Anzola de Lanao el 26 da junio de 2008, y ambas se encuentran en etapa da 
pruebas. Asimismo, el Estado Informó que se encuentra en curso un proceso contencioso 
administrativo de reparación directa Iniciado por otros familiares da Ana Maria Castlblanco Torres. 

c. Análisis de derecho 

357. Tal como lo seAaló la Comisión en su Tercer Informe sobre la Situación de las 
Derechos Humanos en Colombia "[llas fuerzas de seguridad del Estado, principalmente las Ftlerzas 
Militares y por Jo menos algu.nos elementos de la l'ollcla Nacional, actúan como parte en al conflicto 
Interno coJomblano"364

• Por lo tanto, la Comisión hará referenole tanto a la normativldad sobre 
derechos humanos como a la del derecho humanitario en el análisis de los hechos del presenta .caso 
y los actos cotnetldos por los agentes estatales. 

,,.continuaolón 
31il Anexo 82, ConseJo da Estado, Sección Teroeru, ExpediBnta No. 11.600, Segunda. Instancia, Sentencia del 11 de

septiembre da 1997, Consejsro Ponente Jesús Marra Carrillo 13tilJ(:lateros. Anexo 10 al asorlto de Estado reolbldo el 22 de 
Julio da 2010 mediante el cual remlte [os anexos a su comunloaol6n de 24 de mayo d~ 2010. 

362 AnaKo 83. Consejo de Estado, Sección Tercer'fl., Expediente No. 11.798, Segunda Instancia,. Sentencia del 11 de 
septiembre da 1997, Conaejero Ponente Jesl'ís Marfa Carrillo Eal!estetoa. Anexo 11 al aaarit<J de Estado re~lbldo el 22 de 
Julio de 2010 mediante el cu!ll rQmlte los anexos a .su comunloeclón de 24 de mayo de 2010. 

:~ea Anexo 84. Consejo de Estado, ·&~eclón Tercera, Expediente No, 9471, Segunda instancia, Sentenola del 26 de 
enero de 1995, Consejero l"onants Juan de Dloa Montes Hemándaz, .Anexo 123 al eactito de •ua petlolonarios de 7 de julio 
de 2008, reoibldo an 1e CIDH el B de ju!1o de 2008. 

31>4 Anexo 85. CIDH. Tercer Informe sobre la Situación de los De-rechos Humanoo an Colombia, OENSáf.L/V/!1,102, 
26 de febrero de 19991 párr. 161, dlaponlbla en: http://www.cldh.oas.org/countrVrQP./Colom99sp/oapltulo-4b.htrn, 
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1. Derecho& o la libertad personal, a la Integridad personal, a la vida y a la personalidad 
jurfdica (artfculos 7, 5, 4 y 3 de la Convención Americana en relación con el articulo 
1.1 del mismo Tratado) en relación con los artrculos l.a y XI de la Convenolón 
lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas 

358. El Brtfculo 7 de la Convención Americana establece en lo pertinente que; 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a [a segt.lrldad persc:males. 
2.. Nadie puede ser privado de su llbe11tad ffslca, salvo por las causas y an las 

condiciones fijadas da antemano por las Constituciones Polftloas de los Estados 
partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarlos, 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser Informada de las razonas de su detenolón 

y notificada/ sin demora, del cargo o cargos formulados oontra ella. 
6. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sln demOra, anta un jue~ u otro 

funcionario autorizado por la 1ey para ejercer funciones judiciales y tendré derecho a 
ser juzgada dentro da un .plazo razonable o a ser puesta en libertad, sh1 perjuicio de 
qua continúe el prooaso. Su libertad podrá estar condicionada a garantfas. que 
asegurtm su oomparacancla en al juicio. 
[ ... ) 

359. 6! artfculo 5 de la Convención Americana establece: 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su Integridad f[sloa, ps(quioa y moral. 
2. Nadie debe ser sometido a torturas nt a penas o tratos crueles, Inhumanos o 

degradantes. Toda persona privada da libertad ser!l tratada con el respeto debido a la 
dignidad lnhere11te al ser humano. 

[ ... ] 

360. El artr<>ulo 4 da la Convención establece en lo pertinonta: 

1. Toda persona tierta derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido 
por la ley v~ an g·eneral1 a partir del momento de la concepción, Nadie puede ser 
privado de la vida arbitrariamente. 

361. El artrculo 3 de la Convención Americana establece que "toda persona tiene derecho 
a1 reconocimiento de su personalidad jurrctica." 

362. El artrculo 1 .1 de la Convención establece que: 

[l}os Estados partes. en esta Convenclén se comprometen a respetar los dereohos y libertades 
reconocidos en ella y a garantb:ar su libre y pleno sjarclclo a toda persona que está sujeta a su 
jurisdicción, Sin dlsorlmlnaolón alguna por motivos de raza, color, sax.o, idlorna1 religión, 
opiniones polftlca9 o de cualquier otfa rtidole, origen nacional o socia!, posición económica, 
nacimiento o cualquler otra condición social. 

363. El artrculo l.a de la Convención lnteramel'lcana sobra Desaparición Forzada de 
Personas establece que: 

Los Estados partes en esta Convenclón se oompromotsn a: 

a) No practicar, no permitir, ni tolerar la de~aparlclón forzada de personas, ni aun e11 

estado da emargeno1a, sxoepalón o suspensión de garantfas Individuales [ ... ] 
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364. El articulo XI de la Convención lnteramerioana sobre Desaparición Forzada de 
Personas establece que: 

Toda persona privada de libertad debe ser mantenida en lugares de detención ·oficialmente 
reconocidos y presentada sin demora, oottforme a la legislación Interna respectiva, a la 
autoridad Judicial competente. 

Los Estados partes establecerán y mantendrán registros oficialas actualizados sobre sus 
detenidos y, conforme a su legislación interna, los podrán a disposición de los familiares, 
jueces, abogados, ouafquler persona con interés !egftlmo y otras autoridades. 

366, Asimismo, los articulas 11 y 111 de la Convención lnteramericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas definen la desaparición for>ada como 

{,.,] la priv~mlón.de la. libertad a una o tnás personas, cualquiera que Tuera su forma, cometida 
por agentes del Estado o por personas o grupos de .personas que aotóen con la autorización, el 
apoyo o la aquiescencia del Estado, s-eguída de la falta de Información o de la negativa a 
reconocer dicha privación de libertad o da ll'lformar sobre el paradero de la persona, con lo 
oual se Impide el e}erc!Gio de los recursos legales y de las garantfas procesales pertinentes. 

[ ••• 1 

Dicho delito será considerado como continuado o permanente mientras no se establezca el 
destino o paradero de la vlotlma, 

366. Las normas da la Convención Americana leidas en su conjunto con la Convención 
lnteramarlcana sobra Desaparición Forzada de Personas (en adelante "CIDFP"), consagr.an ·y precisan 
el alcance y oaracterlstloas del concepto de desaparición forzada de personas 9ue se ha consolidado 
internacionalmente en tanto grave violación de los derechos humanos. Asimismo, la jurlsprudenola 
del Sistema Interamericano ha señalada conslstentemante qua la "desaparición forzada constituye 
una violación múltipla de verlos derechos protegidos por la Convención Americana qua coloca a la 
vlctima en un estado de completa Indefensión, acarreando otras vulneraciones conexas, siendo 
particularmente grave cuando forma parte de un patrón sistemático o práctica aplicada o tolerada 
por el Estado"366• Asimismo, "ésta permanece mientras no se conozca el paradero de la .persona 
desaparecida y se detorml11e con certeza su Identidad"'"· 

367. Al respecto, los peticionarios alegan que el Estado colombiano as responsable por la 
desaparición de doca personas como resultado del operativo de retoma del Palacio de Justicia 
llevado a cabo por la Fuerza PObllca entre el 6 y 7 de noviembre de 1985. El Estado por su parte, 
no controvirtió los hechos y refirió a los procesos de lnvestlganlón que se adelantan a nivel Interno. 
En ese sentido, la CIDH observa que tanto las sentencias proferidas en primera Instancia como el 

!11.1 6 Ver, entre otros, CIDH. Informe No. 86/1 O, Caso 12.649, Articulo 00, Comunidad de Rfo Negro del Pueblo 
fndíuena Maya y sus Mlembros1 Guatemala, 14 da julio de 201 O, párr. 261; CIDH. Demanda vnte la Corta lnteramerloena an 
el Caso de Narolso González. y otros, Ceas 11 ,32.4, 2 da mayo' de 201 O, párr. 103 y CIDH. Dc;.manda ante la Corte 
Jntera111aricmna anal Cnso de Gregorla Harmlnla Contreras y otros, Ceso 12.1517, 28 de Junio de 2010, párr. 131. Corte 
I.D.H., CBso Ge/men V.~. Uruguay, Fondo y Reparaciones .. Sentencia da 24 da febrero de 2011 Serie C No. 221t párr, 74. 
Cfr. Corte I.O.H., Caso Anzualdo C8stro Vs. PenJ. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaoiones y Costas. Sentencia de 22 de 
septiembre de 2009. Serie ·C No. 202, párr. 59¡ Corte LD.H., Caso Radi/18 Pachew Vs. México. Exoepolones Preliminares, 
Fondo, Raparaclonas y Costas. Sent&ncla .de 23 de. Noviembre de .2009. Seria C No. 209, párr. 1 :39¡ y Corta I.D.H., Caso 
Jb./}.en Cátr/lmas e /bssn Pena Va. Bolivia. Fondo, Reparao-lona& y Costas. Sentenota de 1 de ae.ptlembre de 2.01 O Sar)e C No. 
217. párr. 69. 

356 Corte I,O,H,, Caso GQ/man Vs. Uruguay, rondo y Reparaciones. Sentencie de .24 de febrero da 2011 Serie C No. 
221, párr. 73. 
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Informe de la Comisión de la V~rdad de los Hechos del Palacio de Justicia, han referido las 
desapariciones que se alegan en el presente caso en el ámbito de su competencia. 

368. Corresponde a la CIDI-l analizar si los hechos del presente caso refieren a los 
elementos concurrentes y constitutivos da !a desaparición forzada según las normas del qerecho 
Internacional, a saber: a) la privación de la libertad; b) la Intervención directa de agentes estatales o 
la aquiescencia de éstos, y e) la negativa de reconocer la detención y de revelar le suerte o el 
paradero de la persona357 en perjuicio de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn 
Cortés, DavidSuspes Cells, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Ja}m~ Baltrán Fuentes, Gloria Stella 
Llzarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Ovledo da Arias, Gloria 
Anzola de Lanao, Irme Franco Pineda, Ana Rose Castlblanco Torres y Carlos Horaolo Urán Rojas. 

a. La dosaparición de Carlos Augusto Rodrfguez Vera, Cristina del PUar Guarín Cortés, 
David Suspes Cells, Bernardo Beltrán 1-lernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, 
Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portala león, Norma Constanza Esguerra, Lucy 
Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, lrma Franqo Pineda y Ana Rosa 
Castibianoo Torres 

369. La Comisión encuentra probado qua Carlos Augusto Rodrfguaz Vera, Cristina del Pilar 
Guarfn Cortés, David Suspes Calis, Bernardo Beltrán 1-lernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, 
Gloria Stella Lizarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de 
Arias, Gloria Anzola de Lanao, Ana Rosa Castiblanco e lrma Franco Pineda se encontraban al interior 
del Palaolo de Justicia cuando ocurrió la toma- lrma Franco Pineda como Integrante da! M-19 que 
participó de la toma - y que, en el marco del operativo militar da retoma del Palacio; salieron con 
vida de aquél, custodiados por agentes del Estado, y conduoldos en calidad da detenidos a la Casa 
del Florero, tras lo cual, excepto en el caeo de Ana Rosa Castlblanco"8 , se desconoce su pamdero. 
Cabe señalar la existencia de testimonios y videos, entre otros, en Jos que familiares de las personas 
sefialadas Identificaron a sus respectivas familiares saliendo con vida del Palacio (ver supra párrafos 
1BB- 269). 

370. En ese sentido, de conformidad con los hechos que oarectenzan el presente caso y 
con el artfculo 29.b de la Conv.enolón Americana"" la Comisión refiere tanto a las normas 
interamerlcanas como a los deberes generales y especiales de protección de la población civil a 
cargo !'le! Estado, derivados del Derecho Internacional Humanitario, en particular del articulo 3 
coman de los Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y las normas del Protocolo adicional a 

~7 Corta I.D.H., Caso Gelman Vs. Uruguay, Fondo y ·Reparaciones. Sentencia de 24 de febrero da 2011. Serie C 
No. 221, párr. 65; Cfr. Corte l.D.H., Caso Gómez Palomino Vs. Perú, Fondo, Raparaolones y Costas. Sentenala de 22 de 
noviembre de 2006. Serie C No, 136, párr. 97.¡ Corte I.D.H., Casa CbftDy Noch y otroa Vs. Guatemala .. Excepolones 
Prallmlnares, Fondo, ReporaolO!lt;!S y Costas. Sentel1ola de 25 de mayo de 201 O, Serie e No, 212, párr. 86¡ y Corte I.D.H., 
Caso Jbscn Cárdenas e lbsM Pelta Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septlembra da 2010, S~ria 
C No. 217, párr, 60. 

368 En cuanto a Ana Rosa Castlblanco 'forres, la Comisión encuentra probado que la trabajadora da la cttfetarla 
estuvo al lnterlo~ del Palacio de Justicia ouando ocurrieron los heohos del 6 y 7 da noviembre da 1985 y permoneoló 
desaparecida desde e.sa facha hest~ el mes de JUnto de 2001 en que aua restos fueron lderrtlfloadoa y posterlorrnente. 
entreg-ados a sus famlllarpa. Cabe señalar que de la prueba que obra en al expedienta se deduco que Ana Rosa Castlblanoo 
ealló con vida del Palaolo de Justl<:la, a! Igual que- st~s demás compafíeros de trab~:~Jo de la cafeterla, tras lo cual fue oonduclda 
a una guarnición militar donde ae presume fua ejeoutadl3 y posterlormant~ su ouerpo calcinado fue Inhumado en el 
Cementerio Sur de Bogotá. En vista de lo anterior, !a Comisión entiende que Ana Rosa Castlb!anco 'forras permaneció 
desaparecida desda noviembre de 1986 hasta junio de 2001 ouando se- lograron Identificar sus restos, 

869 Artroulo 29(bl de la Convanolót'l Americana sobra Derechos Humanos - Normas de Interpretación: "Ninguna 
disposición de la prooente Convención puede ser Interpretada en el $E:lntldo de: [.,,] b. limitar el goce y ejelclclo de flUBiquler 
derecho o libertBd ClUB puedo astar reconocido de acuerdo con las laye~; de cualquleta de los Estados partes o de acuerdo oon 
otra convf)nción en que sea parte uno de dichos Estados(.,,]«, 



108

99 

los Convenios de Ginebra relativo a la protección de las vlctlmas de los conflictos armados de 
carácter no Internacional (Protocolo 11) 360 • 

371. El articulo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949 dispone: 

En caso de conflicto armada que no sea de índole lnternaojonal y que surja en si territorio de 
una da las Altas Part:es Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación 
dé aplicar, como mrnlmo, las siguientes disposiciones; 

1) Las ~ersonas que nó participen dlrectamahte en las hostilidades, Incluidos Jos miembros de 
las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las personas puestas fuera de combate 
por enfermedad. herlda1 detención o por oualc¡uier otra ceus~;~, seránJ en todas las 
circunstancias, tratadas oon humanidad, sin dlstlnr:l6n alguna de ·fndole desfavorable basada 
en la raza, el color, la rel!glón o la creencia, al sexo1 el naolmlento o la fortuna o cualquier otro 
criterio análogo. 

A este respecto, se proh!ben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las personas 
arriba mencionadas: 
a) los atentados contra la vida y !a Integridad corporal, especialmente el homicidio en todas 
sus formas1 las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios¡ 
b) la toma de rehanes;· 
e) los atentados contra la dignidad personal, espacialmente los tratos humillantes y 
degrada11tes; 
d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio anta un tribunal lagftimamanta 
constituido, con garantras judiciales reconocidas como lndlspanaabfas por los puéblos 
civilizados. 

2) Los heridos y loa enfermM serán recogidos y asistidos. 

[ ... ] 

372. Si bien el artrculo 3 común no refiere expresamente a las desapariciones forzadas, al 
Derecho Internacional Humanitario consuatudlnarle -en su Regle 98- señala que quedan prohibidas 
iw desapariciones forzadas y en su Regla 99 que queda prohibida la privación arbitrarla de la 
libertad'"· · 

373. En su análisis del presente caso la Comisión toma en cuenta que los miembros del 
M-19 que se hubieren rendido, hubieran sido capturados o heridos y hubieran cesado actos hostiles, 
quedaron efectivamente sn poder de los agentes del Estado, quienes desde un punto de vista legal, 
ya no podtan atacarlos o someterlos a otros actos de violencia. Una vez hors de oombat, los 
combatientes son acreedoras de las garantfas Irrevocables de trato humano estipuladas en el artfculo 
3 común de los Convenios de Ginebra y la Convención Americana. La eJecución svrnaria de 
personas heridas o capturadas constituirfa una violaciótl particularmente grave de dichos 
instrumentos361• 

374. Cabe agregar que la Corte lntaramerlcana ha sef\alado que 

360 Colombia ratlfloó lea Convenloo de Glnehra el a de noviembre de 1901, Disponlbla en: 
htto:f/www.lcro.org/lhl.nsf/WebSign?RaadForm&ld =376&ps =P. La Cortlil ya refirió a la obssrvanola da dichos Convenios en 
un caso contra Colombia, Ver Cnrte I.D,H, 1 Caso de la MlJSllcre de Map/r/pán Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas 
Vs. Colombia. Sentencia da 16 de septiembre de 2006. S0rla C No, 134, párr. 114. 

361 ICRC. Custoinary lf-iL. Disponible en: Colombia ratificó los 
Convenios de Ginebra el 8 Disponible · en: 
httP://www .lcrc.orgnhl.nsf/WebSign?ReadForm&ld = 376&ps- P. 

aiJ2 CIDH. Informe No. 56/97, Caao 11,131 Juan Carlos Abella vs. Ar.gent!nB 1 18 de noviembre de 1997, pllrr. 189, 
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si bien el Estado tiene el derecho y la obligación da garantizar su seguridad y da mantener el 
orden público, su poder no es Ilimitado, pues tiene &1 deber, en todo momehto, da aplicar 
procedimientos conformes a Derecho y respetuosos de Jos derechos fundamentales ·a todo 
individuo que se encuentre bajo su jurlsdicci6n363 y, en ·este sentido, debe: realizar sus 
acciones "dentro de los límites y conforme a los procedimientos que permiten preservar tanto 
la seguridad pública como los derechos fundamentales de la persona humena"364, 

376. En ese sentido, corresponde señalar que, según ha quedado establecido lrma Franco 
Pineda era Integrante del M-19: sin embargo, para al momento de su salida dal Palacio de Justicia 
ella no se encontraba participando directamente da las hostilidades y tus detenida por agentes del 
Estado y trasladada a la Casa del Florero por lo que la aplicaba la protección que brinda el artfculo 3 
común de los Convenios de Ginebra'". 

376. Asimismo, en cuanto a los civiles desaparecidos, al artfculo 13 del Protocolo 11 
consagra el principio de Inmunidad civil de la siguiente manera: 

1. La población clvll y las personas civiles gozarán de protección general contra loe peligros 
procedentes de operaciones militaras. Par!!! haoar sfectlva. esta protección, se observarán en 
todas las clrcunstanofas las normas siguientes. · 
2.. No serán objeto de ataque la población olvll como tal. ni las personas civiles. Quedan 
prohibidos los actos y amenazas de violencia ci'Jya finalidad principal sea aterrorizar a la 
población civil. 
3. Los personas clvlles gozarán de la protecolón que confiere este Trtulo, salvo sl participan 
directamente en las hostilidades y mientras dure tal partlolpaolón366 , 

377. Esa norma ea congruente con el artfculo l,a de la CIDFP qua dispone la prohibición de 
la desaparición forzada de personas, in el uso en estado de emergencia, excepción o suspensión de 
garantfas individuales; prohibición que ha alcanzado carácter de jus cogens361• 

378. Al analizar si en el presente caso se configura el supuesto de desaparición forzada da 
las doce vfctlmas mencionadas (supra párrafo 368), corresponde tener en cuenta que las vlctlmas 
fueron vistas por última vez en custodia de agentes del Estado. y que la privación da la libertad del 

:Hill Corte I.D.H., Casa Hflafro, Comrtantlne y Benj'amin y otros Vs. Trinidad y TobBgo, Fondo, Reparua/onos y 
Costas. Sentenola de 21 ·de junio de 2002. Seria C No. 94, párr. 101 r Corte t.D.H., Caso Bttmaaa VeJ6squez Vs. Guatemala. 
Pondo. Sentenola de 25 de noviembre de 2000, Serie e No. 70, párr. 174J Corte I.D.H., Caso Durand y Ugarte Vs. Perd. 
Sentenola da 16 de agosto de :moa. Sel'le C No. 68, párr. 69; y Corta I.D.H., Caso' Juan Humberto 88nohez Vs. Honduras. 
f!xcepc/6n Prellmlrmr, Fnndo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de Junlo de 2003, S~rla C No. 99, párr. 86. 

3134 Corte I.D,J-1., CRSO S~mflca Vefásquez Vs. Guatemala. Fondo, Santencla da 26 da novlambra de 2000. Sede C 
No. 70, párr.143J Corte LD.H., C11so Durand y UqarUJ Vs. Pen1. Sentencie del 1 G de agoato de 2000. Serie C No, 68, párr. 
69; v Corte I.D.H., Caso Castillo Pstru:ttf y OtfO$ Vs. Pen1. Fondo, Reparaciones y Costos. Sentencia de 30 de mayo de 
1999. Serie C No. 62, párra. 89 y 204; y Corta I.D.H., Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 2003. Sérle e No. 99, párr. 86. 

~6 Al respecto, el Tribunal Penal Internacional para la Ex Yugoslavia ha aef\alado que 11[8]1 articulo 3 común protege 
tal las parsc;~n~V- que no toman parte active en las hostilidades Incluyendo H lBs personas oolocadas en hors de oombat por su 
detención, aon Olflratnante petsúnas que quedan protegidas dentro del significado dal artfoulo 3 común", Ver, entre otros, 
TPIY. Flsoal Vs. Jellslo. Caso IT~96-10-T, H· de d\c!embre de1999, párr. 34, 

311° Colomble. ratifioó el Protocolo Adlclomll 11 a los Convenios de Ginebra al 14 da agosto de 1995, Disponible ·en: 
htW://www ,lcrc,orgiJJtl.naf/WebSign 1RéadForrn&ld = 47-!5&ps =E· 

l.lll? Corte l.P.H., Ctl$0 Ge/man Va. Uru(/uoy, Fondo y Repareelonas, Sentenola de 24 dr;J fubrero de 2011 Serie C No. 
221, párr. 76. Corte l.b.H., Caso GoihurJ y otros Vs. Paraguay. Fondo, Reparaolones y Costes. Sentenola da 22 da 
septiembre de 200-6. Serie C No. 163, párr. -84: Corte I.D.H., Caso ChftBy Nech V otlos Vs, Guatema/8. Exoepc!onGtl 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y CostBs. Sentencie de 20 de mayo de 2010, Serl"e C No. 2121 párr, 86; V Corta I.D.H., 
Casa lbsen Cárdenas e lbsan P.oña V8. Bolivia, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de i;eptlembre de 2010 Serie C 
No. 217, párr. 61. 



110

101 

Individuo solo debe ser entendida como el Inicio de la configuración de una violación compleja que 
se prolonga en el tiempo hasta que se conoce el paradero de la presunta vlctima"', 

379. La Corta lnteramerlcana ha señalado que 

liJa desaparición forzada da seras humanos constituye una violación múltiple y continuada de 
numerosos derechos reoonoc!dos en la Convención y qua los Estados Partes están obligados a 
respetar y garantizar. El·seouastro de la persona es Utl caso de privación arbitrarla da libertad 
qua conculca, además, al derecho del detenido a ser llevado sin demora ante un jue:z: y a 
lnterponar los reoursos adecuados para controle.r la legalidad de su arresto, que Infringe el 
artfculo 7 de la Convencl611 que reconoce el derecho a la libertad personal [.,.] 3

(1
9

• 

380. Asimismo, desde su más tamprana'70 hasta su más reclente311 jurisprudencia, la 
Corte ha sostenido que, al analizar una presunta desaperlnl6n forzada, el Tribunal debe tener en 
cuenta su naturaleza continua, as! como su carácter plurlofenslvo. En tal sentido, el Tribunal ha 
señalado que dicho carácter continuo y plurlofenslvo se ve reflejado en los articulas 11 y 111 da la 
Convención lntaramerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas, as[ como en sus trovaux 
préparatoires'12 y su preámbulo"', y en el ertfculo 1.2 de la Declaración de Naciones Unidas sobre la 
Protección de TÓdas las Personae contra las Desapariciones Forzadas de 1992. 

3B1. Por ello, en los casos de desaparición forzada de personas, no as necesario efectuar 
un análisis detallado de la detención con relación a cada una de las garantlas establecidas en el 
artfculo 7 de la Conv.ención Americana. Asl, cuando se encuentra probado que la privación de 
libertad constituyó un paso previo a la desaparición de las vlctlmas, resulta Innecesario determinar si 
las presuntas vlctlmas fueron Informadas de los motivos de su detención, si ésta se dio al margen 
de los motivos y condiciones establecidos en la legislación vigente en la época da los hechos, ni si al 
acto de detención fue Irrazonable, imprevisible o éarente de propgrclonalldad'74

• 

382. Al respecto, cabe se~alar que según se estableció a nivel Interno, 

369 Corte- I.D.H., Casa Hel/odf)ro Portugal Vs. PanamA. Exoepolonas Preliminares, Fondo, Raparaclones v Costas, 
Sentencia de 12 de ogosto de 2008. Sél'la C No. 1861 pál'r. 112. 

3119 Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodrlguez Vs. Hondures. Fondo Sentencia de 29 de julio de 1988, Serie C No. 4, 
piirr. 166. 

; ' 37° Corte I.D.H., Casa Ve/ásque-l Rodrfguoz Vs. Honduras, Fondo Sel)tencla de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, 
plirr. t 155: Caso Go/bun1 V otros Vs P&raguay. Fondo, Reparac!ohos y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2006, Serie 
C No. 153, párrs. 81 al 85: y Caso Gómez Palomlno Vs. Pl.m.1. Fondo. Sentencia de 22 de noviembre de 2006. Seria C No, 
136, párr, 92. 

~71 Corte. I.D.H., Caso Chltav Neoh y otros V$, GuéltamRJa, Exoepolones Prallmlhara.a, Fondo, Rapsraolones y 
Costas. Sentencia da 26 de mayo de 2010 .. Corta I.D.H,, Ceso nu Tojfn Vs. GUatemalr~. Fondo, Reparaolone$ y Co&tas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2008. Serie e No. 190; y Caso H.eliodoro Portugal Vs. Panamá. l:xcepalones Prel!mlnaHJa, 
Hmdo, Ra.paraolones y Costas. Sentenota da 12 da agosto de 2008. Sarle C No. 186, párr, 106. 

372 CIDH1 JnfonneAnua11987~1988, Capitulo V.ll. Este delito 11es parmenente por cuanto se consuma no en forma 
lrmtantimaa sino pem1anent6 y na prolonga duranta todo el tiempo en que la persona penmmeue desapareoidan IOEA/CP
CAJP, Informe del Presidente del Grupo de Trabajo J:::ncargado de Analizar .al Proyecto de Convención lnteramericana sobre 
DasapBrlcfón Forzada da Personas, doc. OEA/Ser.G/CP/CAJP~925/93 rev,1, de 26.01,1994, pág. 10). 

373 Preómbulo de la Convención tntera.merlcana sobra Deeaparioión Forzada de l'!ersonns, en el cual se considera "qus 
la dasoparlclón forznda dG personas viola móttlples dsraohos esenolales de (a persona humana da carácter Inderogable, tal 
como están consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, an la Declaración Americana de tos 
Derechos y DebaTas del Hombre y en la Deo!araolón Universal de Derechos Humanosn, 

. 374 Cortei.D.H., Caso La Cantuta Vs. Perú. Sentencia ds 29 de noviembre de 2006 Serlo e No. 162, párr. 109. 
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(, .. } para la época de Jos hechos, el traslado a guarniciones militares, en especial a la Escuela 
de Caballerra, y los malos tratos ocaslonadoa en contra de aquellos qua en alguna medida 
generaban sospecha de pertene:cer a grupos armados !l$gales, era· habitual. 

Se vislumbra que el tratamiento desmesurado proporcionado por los agentes del Estado a los 
sobrevivientes del Palacio de Justiolat de qulenea sa dice fueron trasladados a bases militares 
y sujetos de rnalos tratos, no fue atalado, sino que, por el contrario, era, pare la época, una 
·práctica recurrente en el contexto de la lucha contra la subversl6n376 • 

383, Asimismo, corresponde Indicar que una vez finalizado el operativo militar de retoma 
del Palacio de Justicia los familiares de los desaparecidos iniciaron una sarle da gestiones y 
actividades para tratar da localizarlos y averiguar sobre su paradero, con diferentes personas y anta 
instancias ptlbllcas. Adicionalmente, algunos de los familiares de los desaparecidos recibieron 
llamadas telefónicas anónimas donde les Indicaban que sus familiares se' encontraban detenidos en 
la Casa del Florero o en guarniciones militares; sin embargo, al dirigirse a estos lugares. pera 
preguntar por ellos, no recibieron respuestaa o les respondieron con evasivas y en algunos casos 
fueron vfctlmas de amenazas para que no sig'uieran Indagando sobra la suerte de sus seres queridos 
(ver supra 8.4 y 8.5). 

384. En cuanto al derecho a la integridad personal, la Corte lntaramarloana ha reconocido 
que "una persona ilegalmente detenida se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de 
la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad 
física y a ser tratada con dlgnldad"370 • En ese sentido, la Corte ha sostenido qua la desaparición 
forzada es vlolatorla del derecho a la Integridad personal puesto que "el solo hecho del aislamiento 
prolongado y de la incomunicación coactiva, representa un tratamiento cruel e IMumano [ ... ] en 
contradicción con los párrafos 1 y 2 del [ ... ] artfculo [6]"311• As!, la Corte estableció que resulta 
evidente que las vfctimas de esta práctica se van vulneradas en su Integridad personal en todas sus 
dimansiones378

• 

385. De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte, la práctica de desapariciones ha 
Implicado con frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto y sin fórmula de juicio, seguida 
del ocultamiento del cadáver con el objeto de borrar toda huella material del crimen y da procurar la 
.Impunidad ab'sOiuta, lo que significa una brutal violación del derecho a la vida, reconocido en el 
artfculo 4 de la Convención319• La jurisprudencia del sistema Interamericano también ha astablecldo 

3'1t; Anexo 11. Juzgado Teroaro Penal del Clroulta Espaolatli!ado de Bogotá, AUN: 11001320700320080002500, 9 
de junio de 2010. Anexo al escrlto de 1os patlclonarlos de 1 O de junlo de 2010 recibido en la CIPH el14 de Junio de 201 O. 

1116 Corte I.D.H., Caso Bámaca Valásquez Vs. BuBtemola. Fondo. ·sentencia de 26 de noviembre de 2000. Sarle C 
No, 70, párr. 160 y Corte I.D.H., Casa Cantora! Benavldes Vs. Pera. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 
69, párr. 90. 

m Corta I.D,H,, Caso Ve/Asquer flodrlguat Vs, Honduras. Fondo, Sentencia de 29 de julio de 1988. Serle C No. 4, 
párrs. 156 y 187: Corta I.D.H,1 Caso del Penar M/guol Casrro Castro Vs, Prm,, Fondo, Reparaclones y Costas. Sentenciad& 
25 de noviembre de 2006. Se~ie C No, 160, párr. 323; Corte t.D.H., C8ao Ch'aparro Atvarez y Lapo 111/cue;: Vs. Ecuador. 
Exc;;eptkmes Preliminares, rondo, Raparaofonaa y Cantas, Sentencia de 21 de novlembrs da 2007. Serie C No. 170, párr. 
171¡ y Corte I.D.H., Caso Tlcona Estrnda y otros Vs. Bolivia. Pondo, Reparaciones y Costas. Sentenoia de 27 de noviembre 
de 2008. Serie C No, 191 1 párr, 58. 

moa Co(té 1.0.-H., Casa Tícona /istrfldiJ y otros Vs. Bolivia. Fondo, Raparaolones y Costas. Sentencia de 27 dEl 
noviembre de 2008. Serie C No. 191, párr. 66. 

379 Corte LD.H,1 Caso 19 Comero!Mtos Vs. Cofombl8. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de julio de 
2004, Serie C No. 10fl, párr. 164; y Corta I,D,H,, Caso Bámaoa Ve/Éfsque;r Vs. Guatemala. ~ondo, Sentencia de 26 de 
noviembre de 2.000. Serie C No. 70, párr. 130. 
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que el hecho que una persona esté desaparecida durante un largo lapso de tiempo y e11 un contexto 
de violencia es un indiolo suficiente para concluir qua la persona fue privada de su vida""· 

386. Cabe agregar que en cuanto al derecho consagrado en el articulo 4 de la Convención 
Americana, la Corte lnteramerlcana ha establecido que 

[ ... ] al derecho a la vida Juega un papel fundamental en la Convención Americana por ser el 
corolario esencial para la reafi~ación de los demás derechos:lB\. Al no ser respetado el derecho 
a la vida, todos los derechos carecen de sentido. Los Estados tienen la obligación de 
garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que 110 se produzcan 
violaciones de ese derecho Inalienable y, en particular, el deber de Impedir que sus agentes 
atenten contra ól'"· El cumplimiento dol articulo 4, relacloRado con al articulo 1.1 de la 
Convención Americana, no s61o presupone que ninguna persona sea prtvada de su vida 
arbitrariamente [obligación negativa), sino qua además requiere que. los Estados tomen todas 
las medidas apropiadas para proteger y preservar el deraoho a la vida (obligación positiva), 
bajo su deber de garantizar el pleno y libre ejerolclo de los dareohos de todas las personas bajo 
su jurisdlcción38a. 

387. Asf, la jurisprudencia reiterada tanto de la Comisión como de la Corte ha sido la da 
aplicar una presunción de muerte hasta tanto se establezca el paradero de la .persona desaparecida. 
De las doce, tan sólo se tiene conocimiento del destino de .Ana Rosa Castlblanco Torres quien 'fue 
identificada casi 16 afios después de su desaparición y casi 19 afias después sus restos le fueron 
entregados a sus familiares. Esto significa que sólo en su e>aso la presunción de muerte se 
confirmó. En el caso de las once vfctlmas restantes, por las rll2ones expuestas en el párrafo 
anterior, corresponde mantener el análisis que ha efectuado ·¡a Comisión. 

388. En cuanto al derecho al reconocimiento a la personalidad jurfdlca, la Comisión 
recuerda que éste as un requisito esencial y necesario para la titularidad y ejercicio de todos los 
derechos, toda vez que sin él, la persona no goza de la proteociól> y garantfas que la ley ofrece, 
sene>illamente por ser invisible ante ella. 

389. La Comisión lnterameri<>ana en diversos precedentes ha considerado reiteradamente 
que la persona detenida y desaparecida •tue excluida necesariamente del orden jurldico e institucional 

86° Corte l.D.H., Casa Velásquez Rodr/guez Vs. Honduras. Fondo. Sal'ltenola de 29 de ]l"lo de 1988. Serie C No. 4, 
párrs.18B. 

atrt Corta I.D.H., Caso Juan Humberto Sánchsz Vs. Honduras. Exaepclón Preltmlnar, Fondo, Raparaclanea y Costas. 
Sentenola de 1 de juriio de 200::3, Ser!'6 C No. 99, párr. 110; Corte I,D.H, C8sa del Penal MfgueJ C&$.tto Castro Vs. Perú. 
Sentenuia de 2.6 de noviembre de 2006, Serie C No. 160, párr, 237¡ Corté: l,D.H., Caso de la Masacra de PU9/J/o /3pf/o V.s. 
Colamb/a, Sentr;~nclQ de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, p~rr. 120; Corte I.D.H., Caso Hu/les re(Jse Vs. PertJ, 
Sentaru::IB da 3 dé marzo da 2006, Serie C No. 121, párr, 65. 

au Cotta l.D.H., C8SO Juan Humherto· Sánche:z Vs. Honduras.. Excepción Prellmlnar, Fondo, Reparaciones y CGstas, 
Sentenola de 7 da junio da 2003, Serie C No, 99, párr. 110; Corte l.D.H., Caso Zombrono Véloz y otros Vs. !Ecuador. 
Santenola de 4 da juUo ila 2007, Sarla C No. 168, párr. 79! Corte I.D.H., Caso Mont6ro Arnngunm y otros (Retén de Catla) 
Vs. Venezuela. Sentencia de 15 de julio ·de 2006. Serie C No. 160, pérr. 64; Corta l.b.H., Ceso Xltrumes l.op9s Va. Brasil. 
Sentencia de 4 de fullo de 2006. Serie C No, 149, phtt. 126¡ Corte I.D.H., Caso Beldeón Garc!a Vs. Pei'/J. Santancla da 6 da 
abrU de 2006. Sede C No. 147, párr. 83; Vóasa temblón, Comité dé Dsmohos Humanos de Naciones Unidas, Comat1tarlo 
General 6/1982. párr. 3 em Compilatlon of Gene,ra\ ~enommendatlons Adoptad by Human Rlghts ireaty Sodles, 
U.N.Poc.l-IRJ/GEN/1/Rev 1 en 6 (1994); Comité de Derechos Humen~ de Naclones Unidas, Comentarlo Genera! 14/1984, 
pé.rr, 1 en Compllatlon of Geraaral Reqommandat!ons Adoptad by Humen Rlghts Treaty Bodles, U,N.Doo,HRI/GEN/1/Rev 1 en 
18 (1994). 

:Mili Corte I.D.H,, Caso Juan Humberta SBtwh(i:t v$. Honduras. Excapclón Preliminar, Fondo, Repareo\onaa y Costas, 
Sentencia de 7 de junio do 2003. Serie C No. 99, párr. 110¡ Corte I.D,H., Caso Varga8 Areca VB. ParagutJY. Sentenola de 26 
de septiembre d& 2006. Serie C No. 156, párr. 75; Corte I.D.H., Caso de las Masacros dfl ltuango Va. Colombia. Sef'rtencla 
ele 1 de jullo l:&e 2006, Serie C No. 148, pérr. 130; Corte I.D.H., CtlsD Comunidad lndlgt:lnD Sawhoyamaxa Vs. Parauuay, 
Sentencia de 29 de mElr~o da 2006. Sarle C No. 146, párr. 162. 
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del Estado, lo qua significó una negación da su propia existencia como ser humano revestido da 
personalidad . .iurfdlca"3", y como conseouancla ha declarado la violación del articulo 3 de la 
Convención. Asimismo, la Corte ha señalado qua "en casos de desaparición forzada da personas se 
deja a la vfotima en una situación de indeterminación jurfdlca qua lmposibtlita, obstaculiza o anula la 
posibilidad de la persona de ser titular o ejercer en forma efectiva sus derechos en general, en una 
de las más gravas formas de lnoumpllmlento de las obligaciones estatales da respetar y garantizar 
los dereohos humanos"385

• 

390. En al presenta caso, la desaparición da Carlos Augusto Flodrfguaz Vera, Cristina del 
Pilar Guarfn Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jalma Beltrán Fuentes, 
Gloria Stalla Llzarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza Esguerra, Luoy Amparo Ovledo de 
Arias, Gloria Anzola de Lanao, lrma Franco Pinada y Ana Rosa Castlblanco Torres tuvo por obJetivo 
privarlos de su personalidad jurfdlca, dejándolos asr por fuera del propio ordenamiento jurfdlco e 
Institucional. En efecto, bajo el contexto en qua ocurrieron sus desapariciones fueron al medio por 
al cual sus perpetradoras procuraron durante muchos aAos la Impunidad de sus actos, g~rantlzados 
por la Imposibilidad de las vfctlmas y de sus familiares da lograr que las autoridades emprendieran 
una Investigación seria de los nachos, frente a la ausencia da Información relacionada oon su 
paradero, ya que ésta era negada y/o tergiversada por las autoridades. En ese sentido, la Comisión 
ha establecido que 

[a]l objetivo de .quienes perpetraron el acto de desl:tparlci6n consiste en actuar aJ margen de la 
ley, ocultar todas las pruebas de sus delitos y escapar a tode sanción. Cuando se lleva a Gabo 
una desaparición se eluden los medios de protección básicos establecidos por la le~ y la 
vfctlma queda $In defensa. Para la vrotlma, la oohaeouencla de una dese1parlclón forzada 
consiste an qu~ se la priva da todo derecho esencial considerado inherente al mero hecho de 
que se trata de un ·ser humano. De este modo, el acto de desaparición forzada viola el 
derecho del Individuo conforme el artrculo 3 de la Convención Americana [ ... ] al 
reconocimiento de su personalidad Jur(d!ca368 . 

3·91. La CIDFP entró en vigor el 28 da marzo de 1996 y fue ratificada por al Estado el 12 
de abril de 2005. Tomando en consideración que la desaparición forzada de Carlos Augusto 
Flodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspas Celis, Bernardo Beltrán Hernández, 
Héctor Jalma Beltrán Fuentes, Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza 
Esguerra, Lucy Amparo Ovledo de Arias, Gloria Anzola de Lanao e lrma Franco Pineda subsiste 
hasta hoy, la Comisión encuentra que el Estado ha Incumplido con la obligación da no prectlca1·, 
permitir o tolerar dicha práctica. 

392. Finalmente, la Comisión cuente con diversos ·testimonios de familiares da las 
presuntas víctimas en los que señalan haber recibido llamadas de personas desconocidas qua les 

:JM Cfr., entra otros, Informe N'~' 55/96, C.aso 8076, Axel Ralll Lemus, Guatemala, 6 da dlolembre de 1996, párr. 
24, disponible- -en http:Hwww.cldh.oas.org/annualrep/96apan/Guatemala8076.htm; CIDH, Informe N° 11/98, Caso 10.606, 
Semual da la Cruz Gómai'.., Guatemala, 7 de abril de 1998, párr. 67, disponible an 

~~~~~~~;,~~~~~~~~~~~~~~~~· ~ln~f~o'r:~m~e N" 55/99, Casos 10.815, 10.906, 10.981, Guerra Go.nzálaz. Raúl NtmJZ.B Sa!azar1 Rafee! Magallanas 
Pera, 13 d6 abril de 1991), pá.rr. 111, disponible an 

Informe N° 3/98, Caso 11.221, Trecls:io Msdlna 
párr. 64 r:flspontbla en 

a Informa Nn 30/96, Caso 10.897, Arnoldo 
1996, párr. 23, dlsponlbla en 

aot> corta t.O,H., Caso Anzualdo Castro Vs. PortJ. Exoepclón Prellmlnar, .FondO, Reparaciones y Co~;~tas. sentenola da 
22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 101. 

386 Ver CIDH, Informe No;o 11/98, Caao 10.606, Samuel de la Cruz G6maz1 Guáh'lll'lala, 7 00 abril de 1998, párr. 57, 
disponible en hltp:llwww.cidh.oas.org/annualrep/97span/Guatemala 1 O ,606 .htmNota. 
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Indicaban que sus familiares se encontraban detenidos bajo custodia estatal y que en algunos casos 
estaban siendo torturados (ver supra párrafos 156 a 261 ). Asf, tal como lo ha se Ralada la Corte 
lnteramerlcana 

la privación de libertad en centroa legalmente reoonooldos y la exlstanola de registros de 
detenidos, constituyen salvaguardas fundamentalesr in ter nf/a, contra la dasaparto16n forzada. 
A oontrur/r~ ssnsu la puesta &11 funcionamiento y el mantenimiento de,centros clandestinos ds 
detención configura per se una falta a la obligación de garantfa, por atentar directamente 
contra los derechos a la libertad parsonal, Integridad personal, vida y personalidad jurfdica387• 

393. En vista de lo anterior, la Comisión considera que el Estado es responsable por la 
violación del derecho a la libertad personal, la Integridad personal, la vida y el reconocimiento a la 
personalidad jurfdlca, consagrados en los artfculos 7, 5, 4.1. y 3 de la Convención en conexión con 
las obligaciones establecidas en al articulo 1.1 del mismo Tratado y oon los artfculos llal y XI de la 
CIDFP en perjuicio de Carlos Augusto Rodrfguaz Vera, Cristina del Pilar Guarin Cortés, David Suspes 
Celis, Bernardo Beltrán Hernár1dez, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stelia Llzarazo, Luz Mary 
Portela León, Norma Constanza Esguarra, Lucy Amparo Oviedo da Arias, Gloria Anzola da Lanao, 
Ana Rosa Castib!anco Torrea386 a lrma Franco Pineda. 

b. La desaparición y posterior ejecución del Magistrado Carlos Horacio Urán Rojas 

394. La Comisión ha considerado probado qua el 6 de noviembre de 1985 el Magistrado 
Auxiliar del Consejo de Estado Carlos Horaclo Urán Rojas se encontraba, como de. costumbre, 
laborando en el Palacio de Justicia. Asimismo, se ha considerado probado, al igual que lo hizo la 
Comisión da la Verdad sobre los sucesos del Palacio de Justicia, que Carlos Horacio Urán Rojas salió 
oon vida del Palacio de Justicia "bajo custodia militar, con lesiones qua no. tenfan carácter letal, por 
lo que su muerte no se produjo en los hechos de la toma o de la retoma"369

• 

395. Cabe destacar, que a pesar de la existencia de videos en los que su esposa Identificó 
al Magistrado Urán saliendo con vida; el acta de defunción sefialó que su cuerpo fue enco11trado en 
el patio del primer piso del Palacio de Justicia, tras lo cual· fue trasladado al Instituto de Medicina 
Legal donde fue lavado y despojado de sus pertenencias, las cuales fueron encontrados afios 
después en una bóveda da seguridad del 13-2. Asimismo, las autoridades Informaron a la familia 
Urán que el Magistrado habfa perecido en el enfrentamiento final ocurrido en el bafto. 

396. Sin embargo, la necropsia practicada al cuerpo del Magistrado Urán arrojó como 
resultado que liste 'presentaba solamente una lesión por proyectil de. arma de fuego en el cráneo, 
donde el frotis para pólvora dio positivo, lo que en ballstlca de efectos significa qua fue un disparo a 
contacto o a corta distancia (manos de un metro)'390

, 

ln'n Cort-E~ l.D.H.; Ct:~$0 Gefman Vs. Urugu~y. Fondo y Rsparaolones. Sentencia da 24 de febrero de· 2011 Ssrle C No. 
221, párr. 77. Cfr. Artroulo XI de la Convención lnteramar!oana sobre Desaparición !"orzada de Personas; Corte I.D.H., Caso 
Anzualdo ·Castro Vs. Perl). Exoepolón Preliminar, Fonda, R~pEiraolon9s y Costas, Sentencia da 22 de septiembre de 2009. 
Serlt\ C No. 202, pérr. 63; y Cort~ \,D,H., Caso /bsen Cárdenas e /b~en Peña Vs. Bolivia. Fondo1 Reparm~lones y Costes. 
Sentencie da 1 de septiembre de 2010 ·s~tl$ C No. 217, párr. 63. 

11118 Hasta junlo da 2001 an que sus restos fueron ldentlf!cadoa y posteriormente antregadoa a sus famlllares, 

3fl9 Anexo 1, "Informe Flne.l de la Comisión de fe Verdad sobrB los Heohos del Palacio de Justlcln1 presentada el 17 
de diciembre de 20091 Capftulo V, párr. 184. Anexo al escrito de los peticionarlos de 6 de enero de 201 O reolbldo en la 
CIDH el 25 do enero de 201 Q, 

3110 Anexo 1. Informe Fin.al de la Comhdón de la Verdad sobra Jos Haohos del Palacio de Justlcla, presentado e117 
de diciembre de 2009, Cupftulo V, párrs. 182 y ~83. Anexo el escrito de los peticionarlos de 6 de enero de 201 O reolbldo en 
la CIDH al 2.5 de anGI'O da 201 o. 
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397, Los hechos antes descritos permiten concluir que Carlos Horaclo Urán RoJas salló 
con vldá ·del Palacio de Justlola baJo custodia militar y tras haber sido desaparecido fue ejecuted.o y 
su cuerpo fue lavado y despojado de algunos de sus artroulos personales para luego ser trasladado al 
Instituto de Medicina Legal donde fue ubicado con los cadáveres de los guerrilleros y entregado a 
sus familiares de 8 de noviembre de 1985. Cabe seftalar además que las pruebas que obran en el 
expediente, como aquellas que dan cuenta de la manipulación de los cadáveres sin que el pera<tnel 
eapeclallzad<t pudiera cumplir con las labores de levantamiento, revelan que la Fuerte Pública quiso 
ocultar la ejecución de Carlos Horaclo Urén haolendo parecer qua habfa muerto en los 
enfrentamientos que desarrollaron en el marco dal.operatlvo militar de retoma. 

398. Cabe señalar además que, como se se(\aló en el apartado de hachos probados (ver 
supra párrafo 178) los Magistrados del Consejo de Estado hebfan recibido amenazadas y con 
anterioridad a los hachos fueron amenazados, entre otros a través da un escrito titulado "Réquiem 
para el Consejo de Estado", relacionado con una sentencia en la qua se declaraba responsable a la 
Nación - Ministerio por actos de tortura cometidos durante unas detenciones en la Brigada de 
Institutos Militares (BIM) y otras dependencias oficiales. 

399. Asf, en el presente caso ha quedado demostrado que se violó el dereoho a la libertad 
personal de Carlos Horaclo Urán Rojas, ya que fue detenido Ilegalmente y arbitrariamente por los 
militares que efectuaban el opei'Btivo de retoma, impidiéndose, de esta manera, cualquier posibilidad 
de que operaran a su respecto les salvaguardas de la libertad personal consagradas en el artfculo 7 
de la Convención Americana. Además, tras no tener noticias suyas, sus familiares recurrieron a 
autoridades estatales quienes 110 les proporcionaron Información oficial ni apoyo en su búsqueda. 

400. Al respecto, la Comisión observa que no obstante el Magistrado Urán permaneció 
desaparecido por un periodo corto de tiempo ello no es Impedimento para que se haya configurado 
una desaparición for.ade. Asl además, del análisis que se hizo sobra la desaparición !orzada en el 
aci!plte anterior corresponde 11acer •·eterenaia al Comentarlo General sobre la Definición de 
Desapariciones Forzadas del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas de la Organización de 
las Naciones Unidas que Indica que 

Aunque el Grupo de Trabajo en su oba,ervaoión general sobre el artfcuiD 1 O da la Declaración 
ha mantenido que cualquier detenolón que se prOlongue Indebidamente constituye una 
violación ds lu Declaraolón, esto no significa qu~ la Declaración permita una detención breve, 
ya qua el Grupo da Trabajo aclara Inmediatamente que una detención, en que no se formulen 
cargos contra el detenido para que pueda comparecer anta la autoridad judicial, constltuy& una 
violación de la Deolaracló.h, 

Como el Grupo de Trabajo indicaba en la misma observación general !a detención 
administrativa o preventiva, per se, no constituye una violacióh del derecho il1tarnacional o da 
la Declaración. Sin embargo, st la detención, aunque sea por breve tiempo, va seguida de una 
eJecución extrajudlolal, esta datenolón no puede considerarse administrativa o preventiva en 
virtud del artrculo 1 O de la Declaraoión, sino más bien corno una situaalón cuya consacuancla 
inmediata es sustraer al detenido a la protección de la ley. 

[ .. ,) una detención seguida de una ejecución extrajudicial [ ... ) constituye una desaparición 
forzada en sentido propio, siempre que esa detención o privación de llbertad la hayan realizado 
agentes gubernamentales, de cualquier sector o nivel, o grupos organizados o particulares que 
·aotúan an nombre o con el apoyo directo o indirecto del Gobierno o con su consentimiento o 
aqulescenola, V que con pos:terlorldad a la detención o lnc!uao después de haberse IJ~vado a 
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cabo la ajacuclón, se nieguen n rev.elar la suerte o el paradero de esas personas o a reconocer 
que el acto se haya cometido en absolutollBt, 

401. Asl, ha quedado demostrado que la esposa del Magistrado Urén acudió' ante las 
autoridades para averiguar por el paradero de su esposo, Inclusive con al video qua mostraba su 
salida con vida del Palacio, <~In embargo las autoridades respondieron con evasivas. No obstante, 
anta una ·Intensa búsqueda Iniciada por ella, sus familiares y amigos lograron encontrar al 
Magistrado Urt\n en la margue, 

402. En cuanto al derecho a la Integridad personal la Corte lnteramerloana ha seftalado 
que "la Cbrte Europea ha sostenido que le mera amenaza de una conducta prohibida por el precepto 
de la Conve.nclón Europea (articulo 3), correspondiente al articulo 5 de la Convención Americana, 
cuando sea suficientemente real e Inminente, puede en si misma estar en cónflicto con la norma de 
qua se trata. En· otras palabras: orear una situación amenazante o amenazar a un Individuo con 
torturarlo puede constituir1 en algunas clrounstanclas, al menos. tratamiento lnhumcmo"392 , 

403. Asf, en el presente caso, tal como lo estal>leció la Corta en el Caso 19 Comerciantes 
Vs. Colombia ha quedado demostrado que se violó el derecho a la Integridad personal de Carlos 
Horaclo Urán Rojas, ya que es razonable Inferir que el trato qUa racll>ió el Magistrado durante las 
horas anteriores a su muerte fue agresivo en extremo. Lo anterior, además si se tiene en cuenta 
qua el cuerpo del Magistrado fue ubicado oon los cuerpos de los' guerrilleros por lo que permitirla 
deducir que lo habrlen considerado como guerrillero o como colaborador de éstos, El disparo a corta 
distancia en el cráneo y el lavado del cuerpo, según se presume para borrar evidencias, "permite 
inferir qua el trato que le dieron mientras estaba con vida también fue extremadamente violento, de 
forma tal que pud[o] temer v prever que serra privado de su vida de manara arbitrarla y violenta, lo 
cual constituyó un trato cruel, inhumano y/o degradante"'"'· 

404. Finalmente, corresponda, en vista del contexto en el que se desarrolló la operación 
militar y la calidad de civil de Carlos Horaclo Urán Rojas, recordar la protección especial a los civiles 
establecida en el articulo 13 del Protocolo 11 a los Convenios de Ginebra {ver supra párrafo 381 ). 

405. Finalmente" corresponde sef\alar que la desaparición de Carlos Horaclo Urán Rojas, 
aunque sea por un t>rava periodo de tiempo, tenia al objetivo de colocarlo al margen de la ley y por 
lo tanto se configura una violación al ari;fculo 3 de la Convención Americana. 

406. En vista de lo anterior, la Comisión considera que el Estado es responsable por la 
violación del derecho a la libertad personal, la Integridad personal, la vida, v el reconocimiento a la 
personalidad jurfdlca, consagrados en los artfculos 7, 5, 4.1 y 3 de la Convención en conexión con 
las obligaciones establecidas en al artrculo 1,1 del mismo Tratado y con los artlculos l.a y XI de la 
Convención lnteramerlcana sobra Desaparición Forzad·a do Personas en perjuicio de Carlos Horaclo 
Urán Rojas. 

391 ONU. Grl!po de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas da la Organización, Comentarlo General sobre la 
Deflnlolón de DMapsrlelollaa Forzadas. Dlsponlblf.l en 
http:J/www ,ohchr.om/doouments/1 ssuestDisappaaranoes/GeneraiComments Dlsappearan oes sp.pdf, 

~ Corte I.D.H.1 Caso 19 Comerciantes v. ... Co/omb;a, Fondo, j:leparoolones y Costas-, Saniénola da 6 de julio de 
2004. Serie C No. 109, plirr, 149. Cfr. Eur, Court. H. Fi, Campbe/J end Cosans. Jttdgmr.mt of 25 February 1982, SrmUA, no. 
48, p. 12, § 26; y Cfr. Corta I.D.H., Caso de Jos PJV111os de /1:1 Calle" (ViiJ~grAn MorlJ/es y otros) Vs. Guatemala. Fondo. 
Santenola da 19 de noviembre dG 1999. Serie C No. 63, párr. 165. 

383 Corto l.P.H., Caso tS Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Raparaclonas y Co&tas, Sentencia da 5 de julio de 
2004. Serl• e No, 109, párr. 150, 
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2. D<>reoho a la lib<>rtad personal y la integridad personal· (artloulos 7 y 5 de la 
Convención Americana en relación con al articulo 1.1 del rnlsrno Tratado) en 
perjuicio de Yolanda Ernestina Santodomingo Alberlcci, Orlando Quljano, José 
Vicente Rublano Galvls v Eduardo Matson Ospino 

407. El artrculo 7 de la Convención (supra párrafo 357) refiere al derecho a la libertad 
personal y a las garantfas que se deben observar en caso de una privación de la libertad. Por su 
parte al articulo 5 de la CADH (supra párrafo 358) establece el derecho a la Integridad personal y la 
prohibición da tortura y tratos crueles, Inhumanos o degradantes, Finalmente, el articulo 1.1 (supra 
párrafo 361) establece el deber positivo del E:stado de garantizar los derechos. 

40B. Adicionalmente, si bien al momento de loa hechos no resultaba aún aplicable a 
Colombia la Convención lnteramerlcana para Prevenir y Sancionar la Tortura corresponde tener 
como referente la definición de tortura prevista en su articulo 2, conforma a la cual ésta se traduce 
en "todo acto realizado Intencionalmente por el cual se Inflijan a una persona penas o sufrimientos 
flsicos o mentales, con fines da investigación criminal, como medio lntlmldatorlo, corno castigo 
personal, como medida preventiva, como pena o con cualquier otro lin"'94• 

409. La Comisión ha considerado probado que Yolanda Ernestina Santodomlngo Albericol, 
E.duardo Matson Ospino y Orlando QUijano se encontraban al Interior del Palacio de Justicia al 6 de 
noviembre de 1985 y que, durante el operativo da retoma, fueron "rescatados" del Palacio y 
conducidos a la Casa del Florero, donde estuvieron detenidos. Tras ser calificados como 
"especiales" y acusados de ser colaboradores da la guerrilla, fueron conducidos a distintas 
guarniciones militares y da policfa. En dichos lugares fueron interrogados y amenazados de muerte 
para que "confesaran" su participación en los hechos del Palacio al mismo tiempo que eran victlmas 
de malos tratos como el habar sido mantenidos en cuartos oscuros, vendados y ssposados a una 
cama o de pie mirando a una pared con los brazos en alto, haber recibido corriente en los testiculos 
as! como las constantes amenazas da muerte contra ellos y sus familiares. 

41 O, Asimismo, la Comisión ha considerado probado que José VIcente Rublano Galvls fue 
detenido el 7 de noviembre de 1985 en un retén militar en al municipio de Zlpaquirá, a las afueras 
de Bogotii, y trasladado a una guarnición militar en Usaquén donde también fue objeto da malos 
tratos y acusado da ser "subversivo", su detención por una presunta infracción al Decreto 1066 de 
1984 (ver fnfra párrafo 4181 se prolongó hasta el 23 de noviembre da 1986 en qua mediante 
Resolución No. 325 da 23 de noviembre de 1985 se le exoneró de responsabilidad. 

411, La CIDH ha referido en múltiples ocasiones al ámbito de protección del derecho a la 
libertad personal, las restricciones de este det·echo y las garantfas qua debe cumplir el Estado 
respecto a personas privadas de libertad. Asi también el Sistema Interamericano se ha referido a las 
salvaguardias necesarias desde el momento de la detención v a los efectos que la ausencia de 
garantfas pueden tener en la regla de derecho y la privación a los detenidos de protección legal395

, 

sn• La Convenulón lnteramarloana para Prevanlr y Sancionar la Tortura fue adoptada en Cartagena de lndlasJ 
Colombia, el 9 de diciembre da 1985 en el decimoquinto perfodo ordinario da sesiones da la Astunblaa General de la OEA y 
ratificada por la RepúbUoa de Colombia el 19 de enero de 1999, 

3!1& Corto I.D.H., Ceso de /os 1'Niños de la Ce!Je" (Vflfagrán Motafes y otros) Vs GuatemtJ/a. Fondo. Sentenc-Ia da 19 
de noviembre de 1999. Sarle C No. 63~ párr. 136; Corte I.D,H., Ceso Ve/Asquoz Rodrfguez Vs . .Honduras. Fondo, Sentanola 
de 29 de julio da 1988. Serie C No. 4, pámr. 186; Corte I.D.H., Caso Chltay Neoh V ofros Vs. Gvstemals. Exaepolones 
Preliminares~ Fondor Reparaciones y Costas, Sentenc-Ia de 26 de mayo de 2010. Serie C No, 2121 párr, 121; y Corta I,D.H. 1 

Caso Anzuafdo Castro Vs. PenJ. l:xaepc!ón Prellmtnar, Pondo, Repat•aclones y Costas. Sentencia: de 22 de septiembre da 
2009, Serie C No. 202. párr. 79. 
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412. En este sentido, la Corte lnteramerlcana se ha referido en diversos casos "a 
privaciones de libertad llevadas a cabo en el marco de procesos panalas ante el fuero ordinario'•' o 
mllltar397, eomo medida cautelar y como medida punitiva"''; a detenciones o encarcelamiento 
arbitrarlos y abuso de poder""; a detenciones colectivas y programadas400 , y a aquellas realizadas 
fuera da toda legalidad, las cuales constituyeron el primer acto para perpetrar una ejecución 
extrajudlclal401 o una desaparición forzada"402 , 

413. A fin de establecer la compatibilidad de una privación de libertad con los numerales 2 
y 3 del articulo 7 de la Convención, los órganos del Sistema Interamericano han dSllarrollado 
algunos criterios. Los numerales 2 y 3 del articulo 7 establecen limites al podar público que 
prohiben expresamente tanto las detenciones Ilegales como las arbitrarlas, En este sentido la Corte 
ha señalado lo siguiente: 

[s]e{;lún el primero de tal&s supuestos normativos, na<lia puede verse privado de la libertad 
sino por las causas, casos o circunstancias eXpresamente tipificadas en la Jay (aspecto 
material), pero, además, oon estricta sujeclón a Jos procedimientos objetivamente deflnldos en 

398 Corte I.D.H., Cl'tso V9/9l' Loor Va. PanamA. 6xcapolonas Preliminares, Fondo, Reparaolonea y Costas. Sentenola 
da 23 de noVI$mbre de 2010. Serie C No. 218, párr. 106; Corte I.O.H., Caso Garata Asto y Ramfroz Rajas Vs. Per,fj, 
Excepciófl Pte/lmlnar, Fondo, Reparac/Dnss y Costas. Sentencia de 213 de noviembre de 2005, Serie C No, 137, pétra. 115 y 
134; Corte 1.0.1-1., Caso Yvon Neptune Va. Haltl, Fohdo, Reparaolonea y Costas, Sentenala de 6 de mayo de 2008. Serie C 
No, 180, párt. 1 00; Y Corte I.D.H,, Caso Cl1ep4rro Álvaraz y Lepo 111/guez Vs. EcuífJdor. Excepción Prellmfnarr Fondo~ 
ReparBaionos y Costas. ·Sentencia de 21 de .noviembre de 2007. Serie C No. 170, piirrs, 66, 73, 86 y 87 . 

.sB7 Corte l.D.H., Caso Vóloz Loar Va, Panamá, Excepcionas Preliminares, Fondo, 'Reparaciones y Costas .. santtmola 
de 23 de noviembre de 2010, Serie C No, 218, párr. 106; Corte I.D.H., Caso Looyza Tamayo Vs, Perú. Fondo. Sentencia de 
17 de septiembre da 1997. Serie C No. 33, párr. 61; Corta l.D.H., Ceso Usón Ramftaz Vs. Venezuela~ Exoepclón Preliminar, 
r-ondo, Reparaciones y ·cos-tas. Sentencia de 20 de nooulembr~ da 2009. Serie C No. 207, párr. 148; y Corte I.D.H., Caso 
Pala!m1ra lrlbame Vs. Chile, Fondo, Reparar;/ones y Costas. Sentenola de 22 de noviembre de 2006. Serie e No. 1.361 párrs. 
195 y 228. 

MB Corte I.D.H., Caso V~/8$ Loor Vs. Pen&má. E:xoepclones Preliminares, Fondo, ~eparacionas y Costas. Sentencia 
Qa 2!3 de noviembre de 2010. Serie C No, 218, párr. 106; Corte I.D.H., C8~o Sufitez Rasero Vs, Ecuador. Fondo, Sentencta 
da 12 de noviembre de 1997. Sarle e No, 351 pórra. 70, 74 y 75: Corte .I.D.H, Caso Barrero Lelvo va. Vonótuela. Fohdo, 
Reparaciones y CPStas. Sentanola de 17 de noviembre de 2009, Serie C No, 206, párra. 121 a 12!3¡ y Corte l.D.H., Caso 
Bayarrl Vs-. Argentina. Exoepolón Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencie de 30 da ·octubre de 2008. Serta C No, 
1a1, pQrr.e.. 75 a 77. 

399 Corte I.D.H., Caso Vr!í/E:~.:r LQor Vs. Panam~. E:xc¡¡tpolane.s Preliminares, Fondo, Rep~r~clones y Costas. Sentenc.la 
da 23 de rtavlambre da 2010. Setie C No, 218, párr. 1 06; Corte I.D.H., Caso de Jo 11Panttl Blanca" (Paníague MomJes y otros) 
Vs. Guatemala. Pondo. Sentencia de 8 de h'lflrzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 112; Corta J.O,H,, Caso Juan Humberto 
Sánahez Vs. Honduras. Exoepolón Preliminar, Fondo, Rapar.aulones y Costas, Sentencia de 7 de junio de 2003. ·Saña C No. 
99, párr. 80; y Corto I.D.H., Caso de la Mmmcre de Mapiríptm Vs. Colombfa, Sentencia de 15 de septiembre da 2005. Sttrla 
C No. 1'34, párr. 202. 

400 Corte I.D.H., Caso Vé!e~ l.our Vs. Panamá. Exoapolone~ flrellmlnares, Fondo, Reparaclones y Costas. Sentencia 
da 23 de noviembre de 2010. serie e No. 218, pátt'. 106; Corte I.D.H't CmJa Bulaofa Vs. Argolltlna, Fonda,. Reparao/on&s y 
Castas. Sentencla de 18 de septlembro de .2003. Serie C No, 100, párr, 38; y Corte I.D,H., Caso Serve/Ión Garcfa Vs, 
HDndurBB. Fondo, Reparaciones v Costas. Santel'lOia de 21 de septiembre de 2006. Serl:e e No, 162, párr. 9.6. 

-1°1 Corte I.D.H., Caso Vélez Loor Vs. Panam;J. Excepcionas Piallmlnares, Fondo, Reparaciones y Costas. SeÍ1tencla 
de 23 de noviembre de 201 O. Serie C No. 21 B, párr, 1 06; Corte I.Q.H,, Caso de los "NifJos de la Callen (V/1/ogrtm Mota/es y 
otrosl Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 da noviembre de 1999. Setl~ C No, 63, párr. 132 y 143¡ Corte I,D,H., Caso 
Escué ?.apera Vs. Colomhi&, FondaJ Reparaaiones y Costas; Sentenola de 4 de JUliO dG :2007, Seria C No, 166, párr. 86, y 
Corta I.D.H., Ceso Lp CEJntutl) Vs. Pr;rú. Fondo, Reparaolrme.s y Costas. Se11tencln da 29 de noviembre da 2006, Serie C No, 
162, pátr. 109. 

402 Corre I.O.H., Casa Vt1Jex Loor V.s. PanamtJ. ExcepolonE)s Preliminares, Fondo, Rapar-aolones y Costas. Sentencio 
da 23 00 ho\fl~mbre de "201 O, Setla C No, 218, pátr. 1 06; Corte J.D.H., Caso VelásquB:t Rodrlguez Vs, Honduras. Fondo. 
Sentencia de 29 de julio de 1988. seria e No. 4, pérrs. 186: Corte I.D.H., Caso Chitay Nech y otros Vs. Guatemala. 
ExcepckJnes Prefiminef&,-g, Fondo, Reparaclonfl~ y Co.ataQ. Santenola de 26 de mayo de 2010. Serie C No. 212, párr, 121; y 
Corte I.D.H., Caso Anzua/do Castro Vs. Perd. Exoet:~olón Preliminar, FondJ:J, Reparaciones y Costas. Ssntenola da 22 de 
aaptlambre de 2009. Serie C No, 202, párr. 79. 
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la misma !aspecto formal). En al segundo supuestor se está en presencia .de una condición 
segón la auaJ nadie puede ser sometido a datanolón o encarcelamiento por causas y métodos 
que -aún oalltlcados de legales- puedan reputarse como Incompatibles con al respeto a Jos 
derechos fundamentales del Individuo por ser1 entre otras cosas, Irrazonables, lmprevist.blas o 
faltos da proporclonalldad"oa. 

414. La .comisión también ha soñalado que la detención para fines Impropios es, en si 
misma, un castigo que constituya una forma de pena sin proceso o pena extralegal que vulnera la 
garantla de juicio previo'"'· 

415. Al respecto, la Comisión observa que las detenciones de Yolanda Ernestlna 
Santodomingo Albericcl, Eduardo Matson Osplno, Orlando Quijano y José Vicente Rublano Galvls se 
enmarcaron en un patrón de abuso de poder, que tenia como objetivo ·Interrogar y torturar a fin de 
obtener Información. Tal como lo seMeJó la Comisión de la Verdad 

varias personas que salieron del Palacio hacia la Cr;:~sa del Florero fueron conducidas ~~ Cantón 
Norte o p( Batallón Charry Solano, después de su Ingreso como espec;aJes at Museo y da no 
haber sido registradas en la lista de personas liberadas del t::>alacio. En no pocos casos, 
además de la detención arbitrarla fueron sometidas a malos tratos e Incluso a torturas, antes 
de ser puestas en libarted, ge1ieralmente por le madlaolón de alguien oonocido y con Influencia 
qua logrÓ Interceder en su favor ante las autoridades mllltaras400 , 

Al ser la detención y retención arbitrarlas, se vloló el articulo 7.3 de la Convención en perjuicio da 
Yolanda Ernestina Santodomlngo Alberiaci, Eduardo Matson Osplno, Orlando Quijano y José Vicente 
Rublano Galvls. 

416. Asimismo, la Convanclón Americana en sus numerales 4, 6 y 6 del artículo 7 
establece Dbllgaciones de carácter positivo que Imponen exigencias especificas o particulares ta11to 
a agentes del Estado como a terceros que actáen con su tolerancia o anuencia y que sean 
responsables de una detención. 

417. Asf, el articulo 7.4 de la Convención Americana, constituye un mecanismo para 
evitar detenciones Ilegales o arbitrarías desde el momento mismo de la privación de libertad y, ·a su 

·vez, garantiza el derecho de defensa del individuo detenido"'· Asl, el articulo 23 de la Constitución 
de Colombia de 1886, vigente e la época de los hechos dlsponra qua "!n)adle podrá ser molestado 
en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilío registrado, sino a 
virtud de mandamiento escrito da autoridad competente, con las formalidades legales y por motivos 
previamente definido en las leyes [ ... ]". Al respecto, la detención de Yolanda Ernestlna 
Santodomingo Alberlccl, Eduardo Matson Osplno, Orlando Quljano y José Vlcante 1'\ublano Galvis se 
llevó a cabo sin orden judicial por agentes del Estado sin informarles a ellos o a sus familiares sobra 

>ll'la Corte I.D.H., CaSó Bflmaaa Ve/Bsquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 da noviembre da 2000. 'Seria C 
No, 70, párr. 139; Corte I.D.H., Caso Durand y Vgart(;J V.s, Petú, Fondo. Sentenola de 1"6 da agosto da 2000. Serle C No. 88, 
párr. 85¡ Corte ~.D.H., Casa de los NNfr1as de la Calle" (VIIIugrán Morales y otros) Vs. Guatemafa. Fondo. Seniencle da 19 de 
noviambra da 1999. Serie e No. 63, pát·r. 131; corte J,D,H., CaBo Suá1ez Hosoro Vs. Ecuador. Fondo. Sentenoie de 12 da 
oovlembre da 1997. Serie C No. 35, párrs. 43: y Corte I.D.H., Caso Gangaram Panduy Vs. Surlnume, FMdo, Reparaciones y 
Costas. Sentancle do 21 da enero de ~ 994. Serlt1 C No. 16, párr. 4 7, 

40~ CIDH. 1nforma No. 86/10, Caso 12.649, ArtfoUlo 60, Comunldad.de Rfo Negro del Pueblo lndfgena Moya y sus 
Miembros. Guetem~la, 14 d~ julio de 2010, párr. 248, 

405 Anexo 1. Informe P:lmd de la Comisión da la Verdad sobrE! Jos Hechos del Palacio de Justicia, presentado el 17 
de diciembre da 2009, Cal=lftulo VI, p~rr. 13. Anexo~~ escrito de loa petlolonarlos de 6 de enero do 2010 r('lclbido en la C\DH 
ul 26 de enero de 201 O. 

40tr Corte I.D.H., Caso Juan Humberto S8nchez Vs. Honduras. E)(oepclón .Pre!imlnar1 Fondo, Raparaclot1M y Coataa, 
Sentencia de 7 de- junio de 2003. Serie C No, 99, párr. 82. 
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las razones de su detención, lo o u al configura una violación del artrculo 7.4 de la Convención 
Americana. 

418. El articulo 7.5 de la Convención tiene como objetivo que la detención de una persona 
sea sometida a una revisión judicial, siendo éste el mecanismo de control Idóneo para evitar 
detenciones arbitrarlas e llegalas407 • En el presente caso, Yolanda Ernestina Santodomingo Alberlool, 
Eduardo Matson Osplno, Orla~do Quljano y José VIcente Rublano Galvls no fueron llevados sin 
demora ante un juez, s!no por el contrario permanecieron durante toda su detención bajo custodia 
militar en sus Instalaciones, mientras eran sometidos a un proceso de Investigación por su pre·sunta 
pertenencia al M-19 sin orden de detención y control judicial alguno. 

419. Aunado a lo anterior la detención de José VIcente Rublano·Galvls se realizó oon base 
en una presunta Infracción al Decreto 1056 de 1984 que dlsponfa en su articulo 1 "[ell qua sin 
permiso de autoridad competente fabrique, almacene, distribuya, venda, transporte, suministre, 
adquiera, rapara o porte armas de fuego de defensa personal, municiones o explosivos, lncurrira en 
arresto de uno a dos afias y en el decomiso da dichos elementos•. 

420. Asimismo, el articulo 2 del Decreto establecfa que 

La sanción da que trata al artfoulo anterior será aplicada por los Comandantes da Brigada, 
Fuerza Naval o 13ase Aérea, de c:onformldad con el siguiente procedimiento: 

Se oirá en dascargos al contraventor dentro da las veinticuatro horas siguientes al 
conocimiento de los hechos, diligencia para la cual deberá estar asistido por un apoderado. 

A partir del dfa slgu(ante el de esta dlllgenola, empezará a correr un término de clnoo dfas para 
practicar las pruebas que hubieran sido solicitadas por el contraventor o su apoderado u 
ordenadas por al í·uncíonar!o de instrucción respectivo, designado para el afecto. 

Si dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al conocimiento de los heohoa no hubiara 
sido posible orr en diligencla de descargos al contraventor, se le etnpla¡o;ará por edicto que 
permanecerá fiJado por dos dias en la Ayudantfa del Comando de la respectiva Brigada, Fuerza 
Naval -o Bssa Aérea segón el caso. 

[ ... [ 
421. Dicho Decreto fue dictado en desarrollo del articulo 121 de la Constitución de 1886 

que otorgaba a! Presidente la atribución de declarar turbado el orden público y en estado da sitio 
toda la República o parte de ella, que mediante tal declaración "el Gobierno tendrá, además de las 
facultades legales, las que la Constitución autoriza para tiempos de guerra o de perturbación del 
orden pllbllco y las que, conforme a las reglas aceptadas por ·el derecho de gentes, rigen para la 
guerra entre las naciones" y el Decreto 1038 de 1984 mediante al cual el 1 • de mayo de 1984 el· 
Presidente Betanc~r decretó un estado de sitio en todo el territorio nacional. 

422. Al respecto, la CIDH ya ha señalado que "las fuerzas militaras, en atención a sus 
objetivos constitucionales (defensa de la soberanla, de la Independencia, de la Integridad del 
territorio y del orden constltuclonall carecen de competencia en matarla de Pollcfa Judicial. En 
verdad, desnaturalizarla su flsonomla atribuir a las fuerzas militares funciones de Pollcfa Jud!alal"408

, 

401 Corte I.D.H., Caso Juan 1-/umbarto SBnchez Vs. Hon(}uras. Excepción Preliminar, Fondo, Raparac(ones y Costas. 
Sentencia de 1 do Junlo da 2003. Serta C Nn. 99, páa. 83. 

"0fl Segundo Informe eobr.O la Situación de loe. Derechos Humanos en Colombia (1993)~ OEA/Sar.L/V/U.B4, Doc. 39 
rev1 14 de octubre de 19~3, Capitulo IU.O.F1 dlaponlble en: httm//www.cldh.otHI.am/countrvrep/Colombta93sp/eep.3a.htm 
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423. Asimismo, la Corte ha señalado qua el articulo 7.6 da la Convención "tiene un 
contenido jurfdlco propio, que consiste en tutelar da manera directa la libertad personal o flsica, por 
medio del mandato judicial dirigido a las autoridades correspondientes a fin da que se lleva al 
detenido a la presencia del juez para que éste puada examinar la legalidad de la privación y, an su 
caso. decretar su llbertad"409

. 

424. Asl, la Comisión considera que las detenciones de Yolanda Ernestlna Santodomlngo 
Alberlccl, Eduardo Matson Ospino, Orlando Qul]ano y José VIcente Rubieno Galvls al estar 
enmarcadas en un patrón de abuso de poder, que tenia como objetivo Interrogarlos y torturarlos a 
fin de· obtener Información a lncrlmlnarlos como pertenecientes a la guerrilla, los detenidos no 
tuvieron la posibilidad de interponer por sus propios medios un recurso sencillo y efectivo410 que les 
permitiera hacer valer su derecho a la ll"bartad personal y eventualmente que les hublesq evitado las 
conculcaciones a sus derechos a la Integridad personal y vida. 

425, Estas personas estuvieron "en poder de agentes del Estado y, en consecuencia, era 
éste el obligado a crear las condiciones necesarias para que cualquier recurso pudiera tener 
resultados atectlvos"41 ', y al no hacerlo violó el articulo 7,6 en concordancia con el articulo 26 de la 
Convanplón Americana an parluiclo da Yolanda l::rnestina Santodomlngo Albarlccl, Eduardo Matson 
Osplno, Orlando Quijano y José VIcente flubiano Galvls. 

426. En cuanto al derecho a la Integridad personal, consagrado en el artrculo 5 de la 
ConveMión, cabe señalar qua en primer lugar, las circunstancias en que se llevaron a cabo las 
detenciones de Yolanda Ernestina Santodomingo Albericci, Eduardo Matson Osplno, Orlando Quijano 
y José Vicente Rubiano Galvis constituyen per se una vulneración a su Integridad pslquica y moral: 
ha sido probado anta la Comisión que las vfctlmas fueron detenidas Ilegal y arbitrariamente por 
afectivos militaras. Como lo ha señalado la Corta lnteramericana una "persona Ilegalmente detenida 
ss encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se 
le vulneren otros derechos, como al derecho a la Integridad flslca y a ser tratada con dignidad"412, 

427. Al respecto, la Corte Jnteramericana ha establecido qua "las amenazas y al peligro 
real de someter a una persona a lesiones flslcas produce, en determinadas circunstancias, una 
anguatla moral de tal grado qua puede ser considerada 'tortura pslcológlca'"413 ; y que "es propio de 
la naturaleza humana que toda persona sometida a agresiones y vajámanes, [ ... ] experimenta 

409 Corte I.D.H., Caso Zambrano Vt:Jez y otroFJ Vs. Ecuador. Fondo, Reparaolones y Costas. Sentencia de 4 da julio 
de 2007, Serie C No. 166, pilrr. 24. Cfr. El Hábeas Corpus Btt}o Suspansión de Garantla$ ~arta, 27 .2, 26.1 y 7.6 Convención 
Americana sobre Derecho~ Humanos}. Opinión Consultiva OC·B/B7 del 30 de anero de 1987. Sarle A No. 8, párr, 33. 

41° Cotte I.D.H., Caso de los "'NI!Jos de 18 C&Jie" (Vllfagrfm Moftlks y otros) Vs Guatemala. Fondo. Sentencia de ·19 
de novlambre da 1999. Serie C No. 63, pérr. 166. 

411 Corte I.D.H., Caso Bámaca VeMsquez Vs. Guatema!e. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre da 2000, Sarta C 
No. 70, pilrr. 194; y Corte I.D.H., CR8o de los nNiños de la Calle" (VIf!agrán Morales y otJ'OS) Vt GuotsmaJa. Fond(), Sennmc1a 
de 19 da noviembre de 1999. S~rle C No. 83, párr, 167. 

412 Corte I.D.H., Cflso Juvn Humberto Sánohez Vs. Honduras. Excepalr'm Preliminar~ Fondo, Rep!mwlones y Costas. 
Sentencia de 7 da junio de 2003, Serta C No. 99, párr. 96, Cfr. Corte I.D.H., Caso Bámaca Ve/ásqu&z Vs, Gu~;~temf:J!a. Fondo, 
Sentenola de 26 da noviembre da 2000. Seria C No, 70, párr. 150¡ Corte l.D.H., Caso Cantora/ Benavfdes Vs. PertJ. Fondo. 
Sentencia de 18 de agosto de 2000. Seria C No. 69, párr.·90; Corta I.D.H., Caso de los .uNmos de lB Calle" (V/Jiagrán 
Morales y otros) Vs Guatemala. Fondo, Sentencia de 19 da noviembre da 1999, serie e No. 63, pá.l't. 166, y en Igual 
serrtida1 Eur. Court H.-R., Case of lrBiand v, the Unlted K/ngdom, Judgment of 18 JanuBry 1978, SoriesA no. 25. para, 167. 

4111 Corta I.D.H., Casa Maritza Urrutia Vs. Guatemala. Fondo,_' Reparttvlones y Cosüts. Sentencia da 27 de noviembre 
da 2003, Serie C No. 103, párr. 92. 
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dolores corporales y un profundo sufrimiento y angustia moral, por lo qua aste daño no requiere 
pruebas1

'
4j 4 , 

42.S. En ese sentido, la Comisión observa que las circunstancias en que se ejecutaron la 
detención, traslado y ocultamiento da les vfctlmas fueron arbitrarlas, violentas, y se sumaron a la 
incertidumbre sobre el desenlace de su privación de libertad, ya que fueron amenazadas de muerte. 
Asl, la Comisión razonablemente supone que las vlctimas experimentaron miedo y angustia durante 
su detención. Corresponde señalar en aste punto qua resulta irrelevante la duración da la privación 
de libertad: basta que haya durado tan solo unos Instantes para qua haya podido configurarse una 
violación de la Integridad pslqulca y moral416

• 

429. Asimismo, en el presente caso, la Comisión ha considerado probado (var supra 8.6) 
que las vlctlmas fueron torturadas mientras se encontraban bajo la custodia de agentes del Ejército 
Nacional, en estado de Indefensión. Por consiguiente, la Comisión concluye que existan suficientes 
elementos para concluir que Yolanda ·Ernestlna Santodomlngo Alberlr.ol, Eduardo Matson Osplno, 
Orlando Quljano y José Vicente Rublano Galvls fueron sometidos a torturas durante el tiempo en 
que estuvieron en custodia del Estado. 

430. En vista de lo anterior, la Comisión considera qua el Estado es responsable por la 
violación del derecho a la libertad personal y la Integridad personal, consagrados en los articulas 7 y 
5 de la Convención en conexión oon las obligaciones establecidas en el articulo 1.1 del mismo 
Tratado en perjuicio da Yolanda Ernestina Santodomlngo Alberlccl, Eduardo Matson Osplno, Orlando 
Quljano y José Vicente flubianci Galvís. 

3. Del'lloha a las garantías judiciales y protección jUdicial [art!culos 8.1, 26.1 y 1.1 de 
la Convención Americana) en relación con el articulo l.b do la Convención 
lnteramerlcana sobre Desaparición For~ada de Personas y los artículos 1, 6 y 8 de la 
Convención lnteramericana pata Prevenir y Sancionar la íortura 

431. En el presente caso, la Comisión enfatiza las obligaciones asumidas por el Estado 
colomblano en el marco de la Convención Americana en materia de Investigación y sanción del 
accionar de sus agentes qua pudiese resultar lesivo para los derechos humanos. En ese sentido, el 
articulo 8.1 de la Convención establece que 

[t]oda persona tiene derecho a ser ofdn~ con las debidas garantías y dentro de un plazo 
razonable, por. un juez o tribunal competente, Independiente e imparcial, establecido oon 
anter.lorldad por la ley, en la sustE!nciaoión da cualquier aousaolón pen.al formulada oo11tra ella, 
o para la determinación de sus derechos y obl!gaaionas de orden clvU1 laboral, fiscal o de 
cualquier otro carácter. 

432. El artrculo 26 de la Convención Americana, a su vez, establece que 

[t]oda persona tiene derecho a un recurso senclllo·y rápido o a cualquier otro recurso afectivo 
ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos qua violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constltuclón,. la ley o la presente Convención, auñ cuando 
·tal violación sea cometida por personas que actúen an ajerolclo de sus funciones oflolalss. 

414 Corte I.D.H., Cttso 1!1 Caml1raiantes Vs. Co/omb/8, Fondo¡ Reparaciones y Costas, Sentencia da 5 de julio de 
2004, Serie-C No. 109, ptirr. 248. 

4 1& Corte I.D.H., CMo de las Harmenos Gómez Paqulyourl Vs. Poró. Fondo, Reparaofones y Costaa. Sentencia dé B 
da Julio de 2004, Sel'la C No. 110, párr, 108; Corta I.D.H., Caso Juan Humburto Sáno/¡62 Vs. Hond/Jras. Exoepo/ón 
PreUmlnar, Fondo~ RBptJrac/ones V Costas, Sentencia de 7 de Junio da 2003. Serie C No, 99, párr. 98; y Corte \.O.H., Ceso 
Cantora/ Ben(JV/des V$. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de t:~gosto de 2000, Serie C No. 69, párrs. 84, 84 y 89. 
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433. El artfculo 1.1 establece que: 

[l]os Estados partes an esta Convención se oomprometen a respetar los derechos y libertadas 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ajerclclo a toda persona que está sujeta a su 
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, eax:o, Idioma, religión, 
opiniones polftlcas o de cualquier otra lndole, origen nacional o- social, pastelón económica, 
nacimiento o oualquler otra condlol6n social. 

434. Los artfculos 1, 6 y 8 da la Convención lnteramerlcana para Prevenir y Sancionar la 
Tor~ura disponen 

Artfculo 1: los Estados partes se obligan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la 
presente Convenoióo, 

Artfculo 6: De conformidad con lo dispuesto en el artroulo 1, los Estados partes tomarán medidas 
efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su jurisdicción. 

Los Estadoa pf.irtes se asegurarán de que todos los actos de tortura y loa Intentos de cometer 
tales actos constituyan delitos conforme a su derecho penal, estableciendo para cetstlgarloa 
sanciones severas que tengan en cuenta su gravedad, 

igL!alment~, los Estados partes tomarén medidas efectivas para prevenir y sancionar, además, 
. otros tratos o penas crueles, Inhumanos o degradantes en el ámbito de su jurlsd!calón. 

Artroulo 8: Los Estados partes garantizarán a toda persona que denuncie haber sido sometida a 
tortura en el ámbito de su jur1sdloal6n el derecho a qua el oaso sea examinado imparcialmente. 

Asimismo, cuando ruclsta denunota o razón fundada para creer que se ha cometido un acto de 
tortura en el ámbito de su jurlsdlcc{ón, los Estados partes garant!:zarán quo sus rP..spectlvas 
autoridades procederán de oficia y de inmediato a realizar una lnvestigaclón sobre el caso y a 
Iniciar, cuando corresponda, el respectivo proceso penal. 

Ur.a vel agotado el ordenamiento jurfdloo Interno del respectivo Estado y !os recursos qua éste 
,prevé, el Caso podrá aér sometido a instancias lnterneclona!es cuya competencia haya sido 
aceptada por ese Estado. 

435. Asimismo, el artrculo l(b) de la Convención lnteramericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas dispone que los Estados se comprometen a "[s]anclonar en al ámbito de su 
jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del delito de desaparición forzada de personas, 
asr como la tentativa de comis!ón del mismo". 

436. Tanto la Comisión como la Corte lnteramerlcana han establecido qua los Estados 
tienen, como parte de sus obligaciones generales, un deber positivo de garantfa respecto de los 
Individuos sometidos a su jurisdicción, deber que Incluye, entre otros, garantizar el acceso a los 
tribunales de justicia en le esfera Interna de cada Estado. Esta obllgacfón supone la necesidad de 

tomar todas las medidas nscesarfas para remover los obstáculos que puedarl existir para qua 
los Individuos pueclan dlsit•utar de Jos derechos que la Convención raconooa. Por 
conafgulente, la tolerancia dsl Estado a circunstancias o condiciones que impidan a loa 
Individuos acceder a loa recursos Internos adecuados .para proteger sus derechos, constituye 
una violación del art(culo 1,1 de la Convenolón"~-16 • 

41° Corta 1.0.1-1., Caso Hilalre, Constentlne y Bet~/amfn y ouos Vs. Trlnldud y Tobago. Sentanola del 21 de Junio de 
2002, Serie C, W 94, ptirr. 161; y Corte I.D,H,1 Exoepalones al agotamiento d& /08 reour!los internos IArtfoulos 46.1t 4S.2.a 
y 46.2.b Convención Arnerlcana sobrs Derechos Humanos}, Opinión Consultiva OC~11/90 dal10 dG pgosto de 1990, SariB 
A N° 11, párr. 34. 
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437. El articulo 8 da la Convención Americana consagra y precisa el alcance y 
caractarlstlcas del derecho de acceso a la justicia. Por su parte, el articulo 25 da la ConvenciÓn 
estal>leoe la obligación positiva del Estado de conceder a todas las personas bajo su jurisdicción un 

. recurso judicial sencillo· y rápido contra actos vlolatorlos de sus derechos fundamentales y, a su vez, 
esta garantfa se aplica no sólo respecto da los derechos contenidos en la Convención Americana, 
sino también de aquellos derechos reconocidos por las Constituciones o por las leyes de los Estados 
parte de la Convenclón417• 

438. La Comisión y la Corta lnteramerlcana han establecido que la garantla a un recurso 
efectivo 'constltwe uno de los pilares básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio 
Estado de Derecho en una sociedad dsmocrátlca en el sentido de la Convenclón"410 • Esto Implica 
además que para que el Estado cumpla con lo dispuesto en el articulo 25 ds ·la Convención no basta 
con la existencia formal de los recursos, sino que éstos deben ser efectivos de acuerdo con las 
reglas del debido proceso legal, esf como procurar el restablecimiento del demcho conculcado, si es 
posible, y la reparación de los daños producldos41·

9
• 

439. Un recurso es efectivo cuando cumple con su objeto, es decir proporciona el 
resultado para el que fue concebido, por lo que no es efectivo si es Ilusorio, demasiado gravoso para 
la vfctlma, o cuando el Estado no ha asegurado su debida aplicación por parte de sus autoridades 
judiciales. ·Al respecto, la CJDH también ha establecido que a fin de ·determinar la sencllle2, rapidez 
y efectividad de un recurso debe tenerse en cuenta: la posibilidad del recurso para determinar la 
existencia de violaciones a derechos fundamentales; la posibilidad de remediarlas; y la posibilidad de 
reparar el dafio causado y de permitir el castigo de los responsebles420

, Por su parte, la Corta 
Jnteramericana ha sostenido que no pueden considerarse efectivos aquellos recursos en los que se 
configure un cuadro de denegación de justicia, como sucede cuando se Incurre en retardo 
injustificado en le decisión; o, por cualquier causa, no se permita al presunto 'lesionado el acceso al 
recurso judicial'21 • 

417 Cfr. CIDH. ll'lforme No. 7/06 LtJUfll Afhán Cornejo y otros Vs, Eauador, 28 de febrero de 2006, párr. 58. Corta 
l. D. H., Caso de la Comunidad M•JVf:lfJM (Sumo) Awa.s Tfngnl Vs, Nicaragua, Sentencia de 31 de agosto de 2.001, Se-rie C No. 
79 .. párr. 112; Cauo del TrUJunal Constltuaianal, Sentencia da 31 de enero da 2001. Setle C No. 71, párr. B9; y Garantfas 
Judiciales en listados de Emergsm:iD (Art(culos 27,2, 26 y B Convención Americana sobre Derechos Humanos}, párr. 24, 
Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubr'EI de 1987, Serie A No. 91 pilrr. 22. 

1118 ClbH. Informe No. 7/06 Laura Afb{Jn CorneJo y otros Vs. Eauador, 28 de febrero de 2006, párr. 69. Corte 
I.O.H.¡ Caso Durarrd y Ugarte Vs PenJ. S~ntanola da 16 de agosto de 2000, Serie C No. 6BJ pá~r. 1 01; y C8so de los 'Wif1os 
deltJ Cll//en (V/1/agrán Morales_ v otros Vs. GuetemalaJ. Sentanola de 19 de nov!ambra de 1999. Sarle e No. 63, pérr. 234. 

419 Corte J.D.H. Caso Albán Cornejo y otros Va. Ecuador, Sentannla da 22 de novlembra da 2007. Serle e No. 171, 
párr. 61. Cfr. Caso Vulllsqu~ Rodrlguoz Vs. f/ondui'as, Exoapnlonea Preliminares, Senteno!a da 26 da Junio de 1987, Seria C 
No. 1. pérr. 91; Caso del Penfll Miguel CBstro CBstrn Vs, Perd. Sentencia de 26 de noviembre de 2006. Serie C No. 160, 
párr. 381: Caso de/a MBBacre de la Roohola Vs, Colombia, Sentenola de 11 de mayo de 2007, Serie C No. 163, párr. 146; y 
Caso Zambrano Vó/ez y atms, Sentencia de 4 da julio de 200'7. Serie C No. 16-6, párr. 114. 

"-~.n Cfr. CID-H. Informe No. 34/98 Loren Laroye !Uebe st;r, ,Jotqe Barón Guttleln y Rodolfo Iza/ Elorz, 5 da mayo de 
1998, párr. 81. El ao<Jeso a fa ]ustf.ala Mmo garantfa de los demahas eoonómioos, aoc!l'lies y Gu/tllroles. Estudio de los 
11&tBndares fQados por el Sistema lnteramelfcnno de Derechos Humanos, OEA/Ser.LN/ll. 129 Doc. 4, 7 septiembre 2007, 
plirr.248. 

421 Corte I.D.H., G~rantfas Judlclales cm estados de Emergenole (arta. 27 .2, 26 y 8 CollVsnción Americana sobra 
Deraahoa Humanos). Oph1lón Consultiva OC-9}87 del 6 de octubre de '1987, Sffrlt;a A No. 9, párr. 24; Cfr. Corte I.D.H., Caso 
Bámaca Vt.:ló.squez Vs. Guatemala. Sentencie de 25 de noviembre dB 20DO, Se1ie e No. 70, párr. 191; Caso lvehsr Bronsteln 
Vs, Perd. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 137¡ Cfr. El aoooso a fa justicia como gsrantla de Jos 
derochos eoonOm/cos, sociales V cu/tun1fos. Estudio do los 1111tlmdares fQodos por el Sistema Interamericano de Dflreahos 
Humanos, OEAISer.LJV/1!, 129 Doo. 4, 7 septiembre 2007, párr. 251. 
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. 440. Asimismo, los órganos del Sistema Interamericano han establecido que toda vez que 
se cometa un delito persegulble de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e Impulsar el 
proceso panal; ya que es función del Estado preservar el orden público y, por ende, as su obligación 
actuar la ley penal promoviendo o Impulsando el proceso penal hasta el final 422

• 

441. Tal oomo lo ha expresado la Corte lnteramerlcana, la obligación de investigar "debe 
tener -un sentido y ser asumida por el Estado c<>mo un deber jurldlco propio y no como una simple 
gestión de intereses particulares, que depende de la Iniciativa procesal de la víctima o de sus 
familiares o de la aportación privada da elementos probatorios, s\1) qua la autoridad pública busque 
efectivamente la verdad"""'· Esto es, la obligación de Investigar, procesar, y sancionar a los 
responsables de violaciones a los derechos humanos es un deber indalegable del ~stsdo. 

442. Por otro lado, respecto de las causas penales la Corte también ha establecido que 
cuando la acción penal se ejerce contra particulares, los jueces deben asegurar el cumpllrnl.anto de 
las raglas del debido proceso posibilitando al ejercicio irrestrlcto de las garantfas del artfculo 8 de la 
Convención Americana, paro por el otro, deben tutelar el derecho de la víctima a la justicia de 
acuerdo al articulo 25 de la Convención, que se materializa con el dictado de la sentencia que dirima 
los hechos y las responsabllldedes424 • 

443. Asimismo, la Comisión y la Corta lnteramericana se han pronunciado sobre el 
derecho a ser ofdo en un proceso penal y han establecido que el derecho a exigir qua la acción penal 
se ejerza en forma oportuna y eficiente, debe extenderse a los familiares de la vrctlma'"· ~n efecto, 
el artfculo 8.1 de la Convención Americana, en conexión con su artfculo 25.1, confiere a las 
vlctlmas y sus familiares el derecho a que las lesionas de las vfctlmas sean erectlvamenta 
Investigadas por las autoridades del ·Estado; a que se siga un proceso contra los responsables; y a 
qua de ser el caso, se les Impongan las sanciones pertinentes, y se reparen los daiios y perjuicios 
.causad os426• 

444. En vista del desarrollo anterior, el derecho a la justicia tanto da las vfctimas como de 
sus familiares, comprende la facultad de exigir al Estado que ejerza e Impulse la acción penal contra 
los presuntos responsables de conductas que afectan o lesionen derechos humanos tutelados por la 
Convenclón427 y la obligación del Estado de responder frente a tales hechos con justicia. En el 
mismo sentido, la Corte ha Indicado que los familiares de las vfctlmas tienen el derecho, y los 
Estados la obligación, a que lo sucedido a éstas sea efectivamente investigado por las autoridades 
del Estado; se siga un proceso contra los presuntos responsables de estos ilrcitos; en su caso, se las 
Impongan las sancionas pertinentes, y se reparen los daños y perjuicios que dichos familiares han 

422 CIDH. Informa No. 62/97, Ca.so 11.218, Argos SequuirtJ MBngtlfl Vs. Nicaragua, párr. 96. 

42:!- Corte t.D.H., Ga~o Velásquez Rodrfguez Vs. Hondura{>, Sentenola del 29 de Julio de 1988, Serl~ C No, 1, párr. 
177. 

424 ClDH. Informe No. 7/06 Laura AlbrJn Corne}u y otm~ Va-. Ecuador, 28 de febrero de 2.006, párr. 81. Corte 
I.P.Ii .• Casu Bulacló Vs. Argentina, S;;Jntanola del 8 de d!cletnbre da 2003, Serie e, Ne, ·1 00, Voto dél Juez R!oardo Gll 
l.avedra. 

426 CIDH. lrltorma No, 7/06 Lwrll AlbM Comejo y otros Vs. Eof)e.dor, 28 de febrero de 2008~ párr. 62. Corta 
l.D.H., Cllso Blake Vs. GuntemaJe, Sentencia de 24 de enero de 1998, Serie e No. 26: y' Corte l.D.H, Caso La.s Palmeras Vs. 
Colombia. Sentencia de 6 de cHclsmbre de 2001, Serie C, No. 90. 

<tao CIDH. lní'Orme No. 7/06 Laura Albrln Come}o y otros Vs. Eouedor, 28 de febrero de 2001}, pé.rr. 62. Corte 
I.D.H.., Cooo Durand y Ugarte Vs. Perd. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68. párr. 117, 

.112.7 Cff. CIOH. Informe No. 7/06 Laur& Alb/Jn Cornejo y otros Vs. Ecuador, 28 de febrero de .2008, párr. 63, Corte 
I.D.H., Ceso Myma Mack Vs. Guatemala, Sentencia de 26 de noviembre de 2003, Serie C, No. 101, párr, 209¡ Caso Bulacio 
Vs. Argentina, Sentencia deiS de dlclembre de 2003, Serie C No. 100r pátr. 114¡ y Corte I.D.H., Cnso Hflafr&, Constant/ne V 
/Jenfamin y otros Vs~ TrfnfdE1d y Ycbflgo, Santenola de 21 da Junlo de 2002. Sorlo C No. 94. párra. 142. e 146, 
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sufrido428
• Según lo anterior, las autoridades estatales, una vaz tienen conocimiento de un hecho de 

violación de derechos humanos, en particular de loa derechos a la vida, Integridad personal y libertad 
personal429, tienen el deber de Iniciar ex offlcio y sin dilación, una Investigación seria, Imparcial y 
afectlva430

, la cual debe llevarse a cabo en un plazo razonable"'. 

445. A continuación, la Comisión analizará la debida diligencia por parte del Estado en el 
procedimiento iniciado a nivel Interno en relación con los hechos del presente caso con el fin de 
determinar si éste se desarrolló con respeto a las garantfas judiciales y si ha ofrecido un recurso 
efectivo para asegurar los derechos da acceso a la justicia, a la verdad de lo sucedido y a la 
.reparación de sus familiares. 

446. La Comisión ha dado por probado que, por los hechos del presenta caso, se 
adelantaron procesos penales an las jurisdicciones penales militar y ordinaria, disciplinarlos y 
contencioso administrativos. De las determlnaclpnes da hecho se desprende que tras los hechos de 
la toma del Palacio de Justicia, los familiares da las vlctimas desaparecidas emprendieron la 
búsqueda de sus seres queridos e Interpusieron denuncias panales como parte de su bósqueda de 
verdad, justicia y reparación. Por otra parte, consta también qua las vfctlmas sobrevivientes 
trataron de obtener justicia por los hechos relativos a la detención y torturas sufridas, sin embargo, 
a la fecha las Investigaciones penales por éstos hechos continúan en etapa preliminar. 

a. Aseguo·amlanto del material probatorio 

447. En primer lugar, la CIDH recuerda que en casos donda ha habido una muerte 
presuntamente cometida a manos de agentes estatales es de espacial importancia "que las 
autoridades competentes adopten las medidas razonables para asegurar el material probatorio 
necesario para llevar a cabo la investlgación4"". Al respecto, la jurisprudencia constante de la Corte 
lnteramerlcana establece que 'la eficiente determinación da la verdad en el marco de la obligación 
de investigar una muerte qua pudo deberse a una ejecución extrajudicial, debe darse desde las 

42° Corta I.D.I-1., Caso G~rafa Prieto v otros Vs. El Salvador. Exvepclón Preliminar, Fondo, Raparaolones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre da 2007, Sei'Ja e No, 168, párr. 103; Corte \.D.H., Caso Bulaolo Vs. Argentlns, Excepciones 
PreJimlnares, Fando~ Repailtclonss y Costas. Scthtencla de 18 de saptlambte: de 2003, Serie C No. 100, párr. 114; y Corte 
I.D.H., Cll~u del PrmtJI MI(JI.Ief Ca:Jtro Castro Vs. Perú, Santancla de 26 de novlembra da 2006. Serie C No, 160, párr. 38:2, 

4a9 Corte I.D.H., Caso Cantora/ Huamenl y Garcfa Sfinta Cruz Vs, Perú. Excepoión Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentancla de 10 de julio de 2007. Serie C No. 167, párr. 1 DO. 

4so Corte I.D.H., Caso Gurc/a Prleto- y otros V.s, El Salvador. Excepcló11 Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, 
Sentencia de 20 de novlembre de 2007. Serie C No. 166, párr. 101; Corte I.D.H., Caso de los Hermanas Góm9z. Paqulvaurl 
V.s. Perú. Sentencia de 6 de Julio da 2004, Seria C No. 11 O, párrs. 146¡ Corte I.D.H., Caso CantotfJI Huamanf y Garcfa Santa 
Ct(JZ Vs. Perú, Exoepolón PrellmlnBr, ~ondo, Raparaolones y Costas. Sentt!naia de 1 O de Julio da 2007, Setl'e C No. 167, plirr. 
130. 

41li Corte I.D.H., Coso BulacJo Vs, AYQentlna. Sentencia da 18 da septiembre de 2003. Sede e No. 100, ptirr. 114¡ 
Corte. l.O.H., C~.uo de la Masacre de fa Rochela Vs. Colombia, Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serre C, No. 163, pérr. 
146; Corte I.D.H., Caso dBI Penal Mig11el Castro Castro Vs. Parú. Sentencia da 25 de noviembre da 2006. Serie e No. 160, 
pórr. 382. 

432 Cort!) I.O.H., Ca.so Zambreno Wlez. y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentenola de 4 de julio 
de 2007, Sorls C No. 166, párr. 122. 
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primeras diligencias con toda acuciosidad"'" y debe tomar en cuenta el Manual sobre la Pravenolón 
a Investigación Efectiva de Ejecuciones Extrajudlclalas""'· En ese sentido, · 

[l)as autoridades estatales que conducen una Investigación deben, lnter alfa, al ldantifloar a la. 
vrotlma¡ bl raóuparar y preservar el material probatorio relaclónado oon la muerte; e) ldentlfloar 
posibles testigos y obtener suá de<::laraclonss en relación con la muerte que se investiga; d} 
determinar la causa, formal lugar y momento da la muerte, asf como cualquier procedimiento 
o práctica que pueda haberla provocado, y a) distinguir entra muerte natmal, muerte 

. accidental, suicidio y homloid!CI, Ademésl es necesario Investigar exhaustivamente la escena 
del crimen, se deben realizar autopsias y análisis de restos humanos, en forma rigurosa, -por 
profesionales oornpatentes y empleando los procedimientos más aprcplados-1311

• 

448. La Comisión observa que, tal como lo establece al Manual da NaCiones Unidas sobra 
Ejecuciones ExtraJudiciales, la debida diligencia en una Investigación médloo·legal de una muerta 
exige el mantenimiento de la oadena de custodia de todo elemento de prueba forense436• En asa 
sentido, la Corte lntaramericana ha manifestado qua 

·Ello consista en llevar un registro escrito preciso, complementado, segón corresponda, por 
fotografras y demás elementos gráficos, para documentar la h!storiB del eJamento da prueba a 
medida que pasa por las manos da diversos Investigadores encargados del caeo. La cadena da 
custodia puede extenderse más allá del juicio y la condena del autor, dado qua les pruebes 
antiguas, debidamente preservadas, podrran servir para el sobreseimiento de una persona 
condenada erróneamente. la éJ(Oápolón la constituyen Jos rastos de vrctlmas posii:lvatnante 
Identificadas que pueden ser devuelttla a sus famlrlaa para su dablda sepultura, con la reserva 
de que no puedan ser crema.dos y que pueden ser exhumados para nueves autops!as437 , 

449. Así, la Comisión ha considerado probado que en al presente caso sa presentaron 
Irregularidades relacionadas con: i) el movimiento de algunos cadáveres del lugar donde 
originalmente se encontraron y la falta de precisión, en las actas de defunción, de las clrcunstanoias 
de tiempo, modo y lugar en que se encontraron; 11) la ausencia de rigurosidad an la lnspeccl6n y 
salv.aguarda de la esceM del crimen practicada por parte da la Fuerza ·Pdbllca; iil) el Indebido manejo 
de las evidencias recolectadas, y lv) los métodos utilizados no 1ueron acordes para preservar la 
cadena de custodia . 

.¡(1!1 Corte I.D.H., Caso Gonzá/ez y otras (MCampo Algodoneroli) Vs. Méxioo. ~oepolón Prellmln~r, Fondo1 

Repar.uolones y Costas, SFJntenota da 16 de nov\embl's de 2009, Seria C No. 206, párr, 300; Corta I.D.H., Ceso SarveJión 
Garc!a y otms Vs. Hondums, Santennta de 21 da septiembre de 2006. Serie C Na. 1'.62, párr. 120; Corta I.D.H., Caso da/ 
Penal Miguel Castro Castro Vs. Petú. Sentenolá de 26 de noviembre de 2006. Sarle C No. 160, párr. 383 y Caso Zambr~ma 
V~oz y Qtro& V$. Ecuador. Fondo, Aepurac\onsp y Costas. Sentencia da 4 de Julio de 2007. Serie C No. 166, pi!.rr. 121 y 
Manual Sobre la l7revanción a lnveatlgaclón Efactlvll d& .Ejeouolones Extrejudlcltlles, Arbitrarlas y Sumarlas de lea Neoiones 
Unidas, E/ST/CSDfiA/.12 (1991). . 

434 Corte J.O.H,, Caso Satve/lón Garcla y otros Vs. Honduf8s, Sentanota dQ 21 da septiembre de .2006. Sarle C No. 
152., pQI'r. 120; Corte I.D.H., CBso Mantera Arangul'en y Gtros fRet(Jn de Catla) Vs. Venezuela. SEJntenola de 6 de julio de 
2.006. Serie C No. 160, párr. 140; Corte I.D.H,, Ca3o X/menes Lopes Vs, lJitlsll. Senteno!a de 4 de julio de 2006. Setla·C No. 

' 149, párr. 179; Corte I.D.H., Caso de/as Mesaores' de ltuango Vs. Colombh~. Sentencia da 1 de julio de 2006. Serie e No, 
148, párr, 298; y Manual Sobra la Prevencl6n a Investigación Efectiva de E]eouolones Extrajudiciales, ArbJ1rar1Bs y Sumarlas 
d~ las Naciones Unidas, E/ST/~SDHAf, 12 (1991). 

4311 Corte I.O.H., Caso SerwJ/Ión Garcfa y otros Vs. 11onduraa. Sentenola de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 
152, pán. 120. 

4a6 Manual sobre le Prev&nolón a lnvsstJgaolón !:~lectiva da EjecuolonBs Extrajudiciales, Arbitrarlas y Sumarlas da 
Naciones Unidas, Doc. E'/ST/CSDHA/.1.2. {1991) y Corta I.D.H., Caso Gonz(Jiez y otras ("'Campo Algodonero") Vs, México. 
Excepción Prollmlnart Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de novlemb1·a da 2009. Seria C No. 206, pllrr. 305. 

437 Corte I.D.H., Caso Ganz8/oz y otras {~Campo Al{}oáonerou) Vs. Móxlco, Exoepclón Preliminar, i==ondo, 
Repa.raclonss y Costas, SentC;Jnola de 16 d!!! noviembre da 2009, Serie C No. 205, párl'. 306. 
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450. Al respecta, se observa que las autoridades militares no esperaron a que los 
funcionarios competentes de la Investigación cumplieran con sus obligaciones legales sino que una 
vez culminada la retoma efectivos del Ejército Nacional ordenaron la concentración de los cadáveres 
en el primer piso, y previo al despojo de sus prendas de vestir y de todas sus pertenencias, se 
mezclaron indiscriminadamente los restos calcinados en bolsas plásticas. Asimismo, se observa que 
las prendas no fueron enviadas siguiendo los protooolos existentes, es decir debidamente embaladas 
y asociadas a cada uno de los cadáveres, lo cual ocasionó que se perdiera la asociación de las 
prendas de vestir y objetos con muchos de los cadáveres, Asimismo, consta que algunos 
cadáveres, como el da! Magistrado Carlos Horacio Urán, fueron sometidos a un cuidadoso lavado, lo 
cual ara contrario a los procedimientos existentes en la época para al levantamiento e Identificación 
de cadáveres. 

461. En ese sentido, la Comisión concluye que el manejo inadecuado da los cadáveres 
permite deducir que la Fuerza Pública quiso encubrir la forma en .que parecieron algunas vrctlmas y· 
además dificultaron la Identificación de los ·cadáveres y las laboras de Investigación. 

b. El proceso ante la justicia militar 

462. En segundo lugar, en cuanto a la justicia penal militar, la Corte lnteramerlcana ya se 
ha pronunciado respecto a la falta de Idoneidad de los tribunales penales militares como -roro para 
examinar, juzgar y sancionar casos que involucran violaciones de los derechos humanos y ha 
establecido que 

en un Estado democrático de derecho dicha jurisdicción ha de tener Ltn alcanoe restrictivo y 
exoepclonal y estar encaminada a la protección de intereses Jurfdlcos especiales, vinculados 
con .las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. Por ello, sólo .se deba juzgar a 
militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes 
jurfdicOll propios del orden mll~ar"'· 

41>3. En ¡·elación con la jurisdicción mllltal' la CIDH recuerda que ésta debe aplicarse 
únicamente cuando se atenta contra bienes jur[dlcos penales castrenses, en ocasión da las 
particulares funciones de defensa y seguridad del Estado''"· y nunca para Investigar violaciones de 
derechos humanos. En ese sentido la CIDH ha sostenido en otras oportunidades gua: 

El sistema da justicia penal militar tiene ciertas caractel'fstlcas particulares que Jm plde11 al 
acceso a un reourao judicial efectivo e Imparcial en esta jurisdicción. Una de ellas es que el 
fuero militar no puede ser oonslderado como un verdadero sistema judiola!, Ya que no forma 
parte del Podar Judicial, sino que depende del Poder Ejecutivo. Otro aspecto consiste en que 
los jueces del sistema. judicial mllitar, en ganara[, son miembros del Ejército en aarvlcio activo, 
lo que los ooloca en pastelón de juzgar a sus compañeros da armas, tornando lll.lsorlo el 
requisito de imparolalldad, ya que los miembros del Ejército con frecuencia se sienten . 
obligados a proteger a quienes combaten junto a ellos en un contexto dlffoll v peligroso. 

La justlc1a militar debe ser utilizada sólo para juzgar militares activos por la presunta comislón 
de delitos de- función an sentido estricto. Las violaciones a los derechos humanos deben sat· 
Investigadas, Juzgadas y sancionadas conforme a la ley, por Jos trlbu~·ales penales ordi.narlos. 
No debe permitirse la inversión de jurlsdlccló11 en esta meterla, ~ues ello dasnatural!za las 

438 Cortei.D.H., Caso de fa Masacre de Ptteb/o 8fJJio V3, Colombia, Sentencia da 31 da enero dG 2006. Serie C No. 
140, párr, 169: Corte I.D.H., Caso Palamara lr/barne Vs Chíls, Sentenciad~¡~ 25 da noviembre de 2006. Serie C No. 137 
~rr. 124; Corte I.D.H., Caso de la Masacre de Mapltip6n Vs. Colombia, Sentenola de 15 da septiembre dti 2006. 'Serie C No. 
134, pérr. 202¡ y Corte I.D.H., C6sa Lor/Berenson Mejla Vs. Perú, Sentencia de 25 de noviembre da 2004, Serie e No. 11g., 
142. 

"119 Corte I.O.H, C8so Palamere frlbarne. Sentenc-Ia da 22 de noviembre da 200!:5. Serie C No. 135. pllrt.132 
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garant!as judiciales, bajo un falso espejismo da eficacia de la justicia militar, con graves 
consecuencias Institucionales., que de hecho cuestionan a los tribunales civiles y a la v!genola 
del Estado dtiJ Derecho440 • 

454. En el presente caso, el 3 de diciembre de 1985 el Juzgado Sexto de Instrucción 
Penal Militar dispuso la apertura formal de Investigación y ordenó la práctica de diligencias 
probatorias. Posteriormente, y ante la creación del Tribunal Especial de Instrucción, las diligencias 
fueron remitidas a la justicia ordinaria, sin embargo ante .una solicitud del Agente Especial del 
Ministerio Pablico el proceso retornó a la justicia penal militar. 

455. El 12 de mayo de 1992 el Juez de Primera Instancia declaró la cesación del 
pr.ocedlmlento por la desaparición de Clara Enciso a favor del General Jesús Armando Arias 
Cabrales. En ese mismo acto el Juez seftaló qua "sobre el supuesto desaparecimiento de unos 
guerrilleros que esos hechos no existieron". Asimismo, señaló que por la acción penal por los 
delitos concúrsales de tortura contra los estudiantes Eduardo Matson Osplno y Yolanda Ernestlna 
Santodomlngo Albericci habla prescrito a pesar de no ser atrlbulbles al Coronal Edllbarto Sánchaz 
Rublano y qua adem·ás éste no Intervino en la presunta desaparición de Irme Franco Pineda por lo 
qua no se la podrfa endilgar responsabilidad penal. En vista da lo anterior, cesó todo procedimiento 
a favor del Coronel Edllberto Sánchez Rublano. Finalmente, compulsó coplas al Juez 41 de 
Instrucción Panal Militar para que prosiga la Investigación en averiguación de responsables en razón 
de la desaparición de lrma Franco Pineda. 

456. El 27 de junio de 1994 el Juzgado Especial de Primera Instancia del Comando 
General de las Fuerzas Militares, Jefatura de Estado Mayor Conjunto ordenó cesar todo 
procedimiento a favor del General Jesds Armando Arias Cabrales "por los delitos de homicidios y 
lesiones personales" y a favor del Coronel Edllberto Sánchaz Rublano "por no haberse demostrado 
que al citado oficial haya tenido algo que ver con la desaparición o cometido delito alguno contra la 
guerrillera lrma Franco Pineda", Dicha decisión fue confirmada el 3 da octubre de 1994 por el 
'frlbunal Superior Militar. 

467. Con base en lo anterior, la Comisión reitera que la jurisdicción penal militar no era la 
vía apropiada para investigar hechos como Jos cometidos· en el presenta caso. Asimismo, considera 
qua el Estado extralimitó la esfera de la justicia militar, en contravención de los parámetros de 
excepclonalldad y restricción que caracterizan a la jurisdicción penal castrense y extendió la 
competencia del tuero militar a dalitos que no tienen relación directa con la dlscipli11a mllltar -como 
lo son la desaparición forzada y tortura- o con bienes jurfdlcos de dicho fuero. Finalmente, la 
Comisión considera que la f·elta ·de Independencia e Idoneidad de la Instancia perjudicó las 
posibilidades de esclarecer los hechos y la correspondiente responsabilidad. 

468. Aunado a lo anterior, corresponde enfatizar lo establecido por la Corte 
lnteramerlcana en el sentido de que la extinción de la pretensión punitiva por el transcurso del 
tiempo es una garantfa del Imputado que· deba ser observada por el juzgador y que no es aplicable 
cuando se trata de procesos penales por violaciones muy graves a los derechos humanos en los 
términos del derecho Internacional""· Asimismo, al Tribunal ha establecido qua la exaluslón da 
prasaripclón no opera si los hechos materia del caso no se encuentran dentro de los supuesto de 

44° CIDH. Informe No 2/06 (Fondo), Caao 1 Z. t30, Miguel Orlando !Vluf1oz Guzmán (México) 28 de febrero de 2006, 
párrs. 83 y 64. 

-H-1 Corte I.D.H .• Caso Albtín CorneJo y otros Vs. Ecuador, Santenola de 22 de novlembre da 2007. Serkl C No. 171, 
párr. 111. Cfr. Corta I.D.H. Caso Barrios Altos Vs. PenJ. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie- C Nt~. 76. párr. 41 ; Cltso 
Afmonacid ArrJiano Vs. Chile. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. sarla e No, 164, párr. 11 O:. y Caso de la Masacre de 
·fa Rochela Vs. Ca/ombla1 Santencla da 11 de mayo de 200"1. Sería C No, 163, párr. 294, 
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Imprescriptibilidad en los términos regulados en los tratados lntarnaolonales oorrespondlentes44', 

como sucede en el caso bajo anéllsls. 

459. Por otro lado, ·¡a Comisión observa que pese a existir prueba en el expedienta que 
tenderla a demostrar obstaculización de la justicia por parte del Juez Militar que ordenó la 
lnhumaolón de cadéveras sin Identificar, éste no ha sido juzgado. 

b. El proceso ante la justicia ordinaria 

460. El artrculo 8.1 de la Convención establece como uno de los elementos del debido 
proceso que los tribunales decidan los casos sometidas a su conocimiento en un plazo razonable por 
un jue~ competente. En este sentido, una demora prolongada puada llegar a constituir, par sf misma, 
una violación de las garantras judiclales44'. La razonabilidad del plazo se debe apreciar en relación 
con la duración total del procedimiento pena1444 • 

461.. La CIDH considera que para establecer si una Investigación ha sido realizada con 
prontitud, es necesario considerar una serie de factores, como el tiempo transcurrido desde que se 
cometió el delito, slla Investigación ha pasado de la etapa preliminar, las medidas que han adoptado 
las autoridades, asf como la complejidad del caso"'. Asimismo, la Comisión recuerda que la Corte 
lnteramerlcana ha establecido que tina demora prolongada puede llegar a constituir por sf misma una 
violación de las garantras judiciales, por lo que corresponde al Estado exponer y probar la razón por 
la cual ·se ha requerido rnéS tiempo del razonable para dictar sentencia definitiva en un caso 
partlcuiar"46, hecho qua· no ha realizado en el presente casa. 

462. Corresponde entonces a la Comisión analizar si la administración de justicia 
colombiana arbitró los medios necesarios para llevar a cabo una Investigación y un proceso 
efectivos, dentro de un plazo razonable y como un mecanismo para garanti~ar los derechos de las 
vrctimas, asf cómo para asegurar los derechos a la verdad, justicia y reparación de sus familiares. Al 
respecto, la Corte ha establecido que a fin de determinar la razoMbilidad del plazo es necesario 
tomar en cuenta tras elementos: a) la complejidad del asunto; b) la a<itlvldad procesal del Interesado. 
y; e) la conducta de las autoridades Judlciales441 • 

441 Corta t.D.H., Ceso AlbBn Cornejo y otros V.s. Ecuador, Santennla de 22 de noviembre de 2007. Serie C No, 171, 
párt.111. 

4~3 Corte l.D.H., Caso Garcls Asto y RBmfre~ Rojos Vs. PonJ. Sentencia de 26 -de noviembre da 2005. Serie C No. 
137, pttrr.166¡ Corte I.D.H., Caso Gdmez Palomino Vs. Perú. Sentencia de 22 de noviembre de 2006. Serie C No. 136, párr. 
86: y Corte 1.0.1-1., Coso de la Comunidad Moiwamr Vs. Surfnam. Sentencia de 16 de junio de 2006. Setie C No, 124, párr. 
160. 

""4 Corte l.D.H., Caso L6p&;r Alvarez Vs. Honduras. Sentencia da 1 de febrero de 2006, SariG C No. 141, párr. 129; 
Corte I.D.H., Caso Acosta Cald&r6n Va, Ecuador. Sentenola de 24 de junio de 2006, Seria C No, 129, párr. 104: y Corte 
I.D.H., Caso 77bl Vs. Ecuador. Sentencia de 7 da aeptlatnbra da 2004. Seria C No. 114, párr. 1BB. 

445 CIDH, lntonne No. 130/99, Vfotor Manuel Oropaza (México), Patlolón 11.740, párrs, 30·32, 

441:1 Corte I.D.H.I Caso moardó C~tnfl~fl Va. Paraguay. Sentencia de 31 de ogosto da 2004. Seria e No. 111, 
párt. 142. 

447 la Corte ha precisado, además, que en dicho análisis de razonabilidad se debe tomar en ouEJnta tn afectación 
generada por la duración del procedimiento en la situac-Ión Jurfdlca de la persona Involucrada en el mismo, considerando, entre 
otros. elemantos, la matarla objeto de la oontroverala, y ha determinado que si el paso del tiempo Incide da. manara relevante 
en la. situación Jurfdlca dallndlvldt.¡o, resultará necesario que el procedimiento oorra con más dl!lgenola a fin da que el oaso se 
resuelva en un tlempo breve. Corta I.D.H., Caso Valle Jaram/1/o y otros Vs. Colombia. Sentencia de 2.7 da novfambre de 
2008, Serie C No. 192, párr. 1615. Cfr. Corta I.D.H.1 Caso Genle Laaayo Vs. Nicaragua. Sentencia d& 29 da enero de 1997, 
·serie C No. 30, párr, 77; Caso A costa Calderón Vs. Ecuador, Sentencia de 24 de Junlo de 2.006, Sel'le C No. 129 pá.rr.105; 
Cmw de -lo Comunidad Mo/wana Vs. Sw1nam, Sentencia de 16 de junio de 2005, Serie C No. 124, pána. 160 - 162; Ca3o 
19 Comsrvl~nt8S Vs. C&!ombis. Sentencia de 5 de julio de 2004, Serie C No, 109, p!irr.190: Caso Tfbl Vs. Eouador. 
Sentencio da 7 de septlombro de 2004. Serie G Na. 114, párr.1 '715; CEJso Hllaire, Constanrfno, Benjam/n, y otros Vs. Trlnid"d 

Continúa ..• 
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463. En cuanto a la complejidad del asunto, l·a Comisión observa qua afectivamente un 
procese penal con las oaracterlstlcas del presenta caso, cantidad de vfctimas y de personas 
Involucradas en el operativo resulta complejo; sin embargo, considere -prima fac/e y sujeto al análisis 
correlativo de los demás elementos de la razonabilidad dal plazo- que el término de 2.5 a~os no 
parecerla razonable para que, en consideración da dicha complejidad, el Ministerio Público y las 
autoridades judiciales Investiguen y se pr.onunclen respecto de las desapariciones, ejecuciones y 
torturas que se alegan en el presente ceso. 

464. Asf, tras la creación por parte del Gobierno del Tribunal Especial de Instrucción el 13 
de noviembre de 1985 y la publicación de su Informe final el 17 de junio de 1986, el cual estableció 
que se hablan producido conductas Irregulares por parte de la Fuerza Pública, las cuales dablan ser 
Investigadas plenamente; el Tribunal se limitó a compulsar coplas a la justicia penal militar. 
Adicionalmente, al Tribunal, teniendo en· su poder material probatorio importante como las 
declaraciones de los familiares del· personal de la cafeterfa en las que seftalaban haber recibido 
llamadas Indicando que sus familiares estaban siendo torturados en la Escuela de Caballerla, no se 
iniciaron lineas de Investigación en ese sentido. 

466. Con posterioridad a la presentación de dicho Informe, las investigaciones en la 
jurisdicción penal ordinaria fueron reasumidas principalmente por el Juzgado 14 Superior de Bogotá, 
despacho que comisionó en junio de 1987 al Juzgado 30 de Instrucción Criminal Ambulante da 
Bogotá para adelantar la instrucción. El Juzgado 30 compulsó asimismo coplas, entre otros, para 
que se Investigara la conducta del Director General de la Pollera Nacional Vfotor Alberto Delgado 
Mallarino, para Investigar el posible "desacato" con la orden del Consejo de Ministros de suspender· 
el operativo del cuarto piso, desplegado en las horas de la tarde del 6 de noviembre y para que se 
adelantara Investigación por la "presunta responsabilidad de las Fuerzas Armadas" por: 11) la captura 
y posterior desaparición de dos guerrilleras, (lli las torturas de que fueron objeto los dos estudiantes 
del Externado, {111) los hechos del cuarto piso, (IV) los hechos del bafto. El 7 de febrero de 1991 el 
Tribunal decretó la cesación de procedimiento a favor del General Vfctor Delgado Mallarino con basa 
en la prescripción de la acción penal. 

466. El 27 de noviembre de 2009 el Juzgado Segundo Penal del Circuito ·Especializado, 
radicado 4119, decretó la prescripción de la acción penal a favor de varios miembros del M e19 
procesados por los delitos de rebelión, secuestro, homicidio, tentativa de homicidio, hurto y falsedad 
por hechos ocurridos en el mes de noviembre de 19S5, la cual fue revocada, el 8 de septiembre de 
201 O, por la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá en cuanto 'declaró 
prescrita la acción penal respecto de los delitos de homicidio y tentativa de homicidio v la devolvió 
al Juz1Jado de origen para ~ue continúe el proceso. En desarrollo de esta proceso fueron 
Identificados los restos de Ana Rosa Castlblanco Torres, tras la exhumación de los restos Inhumados 
an una fosa común ubicada en el Cementerio Sur de la ciudad de Bogotá. Sin embargo, tras ser 
identificados sus restos, no se han esclarecido judicialmente las circunstancias de su muerte, 

467. Cabe saftalar que a pesar de haber denunciado la desaparición de sus familiares ante 
les autoridades y que aquellas ·fueron de conocimiento del Tribunal Especial de Instrucción, no fue 
sino hasta el año 2001 que, a solicitud de loe familiares de los desaparecidos, la ·Fiscalfa General de 
la Nación Inició una investigación previa . 

... contlnuaolón 
y Tobaga, Santanota da 21 de Junio de 2002, Serie C No. 94, pérr.143; Coso Suárez Rasero Vs. Ecuador, Serrtanola de 12 
de noviembre de 1997, Serie C No. 36, párr. 72; Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador, Sentencia da 1• de 
marzo de 2006. Serie C No. 120, párr. 67. 
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468. Corresponde reiterar que respecto de la desaparición forzada de personas la Corte na 
afirmado que "ante la partlnular gravedad de estos delitos y la naturaleza de los derechos lesionados, la 
prohibición de la desaparición forzada de personas y el oorrelativo deber de Investigarlas y sancionar a 
sus responsables han alcanzado carácter de jus cogens"448

• De ahí que toda vez que haya motivos 
razonables pera presumir que une persona ha sido sometida a desaparición forzada debe Iniciarse 
una investigaclón440 ex ofldo, sin dilación, y de una manera seria, Imparcial y etectlva480

• En 
cualquier caso, toda autoridad estatal, funcionario público o particular que haya tenido noticia de 
actos destinados a la desaparición forzada de personas, deberá denunciarlo inmediatamente"'. 

469. Posteriormente, el Fiscal General designó especialmente a la Doctora Ángela Marra 
.Bultrago Ruiz, Fiscal Cuarta Delegada ante la Corte Suprema de Justicia para qua adelante ·la 
investigación penal. Una vez surtidas las diligencias de lnvestlgaolón, el 9 de junio de 2010 le Juaza 
Tercera Panal Especl~llzada del Circuito de Bogotá, Marra Stella Jara, dictó sentencia condenatoria a 
30 al'\os de prisión contra el Coronel Luis Alfonso Plazas Vega como coautor mediato de la conducta 
de desaparición forzada agravada en perjuicio de Carlos Augusto Rodrfguaz Vara, Cristina del Pilar 
Guarfn Cortés, Bernardo Beltrán Hernándaz, David Suspes Cells, Gloria Stella Uzarazo Flgueroa, 
Gloria Anzola de Lanao, Norma Constanza Esguarra, Luz Mary Portela León, lrma Franco Pineda, 
Héctor Jaime Beltrán Fuantas y Lucy Amparo Oviedo. La sentencia dispuso además que se 
investiguen las posibles ejecuciones extrajudiciales de que al parecer fueron víctimas algunos de los 
rehenes del Palacio da Justicia y subversivos del M-19, al Presidente de la época, Dr. Bellsario 
Betancur Cuartas, a los demás integrantes de la línea da mando de las Fuerzas Armadas de la 
época, que hubieren participado en el operativo del Palacio de Justicia y a los ejecutores directos, 
coautores mediatos y partícipes da las desapariciones. La sentencia fue apelada y se encuentra 
pendiente de decisión. 

470. Asimismo, en el marco de este proceso, el 30 de octubre de 2008 se concedió la 
libertad a Edilberto Sánchez Rublano, Osear Willlem Vásquez Rodrfguez, Luis Fernando Nieto 
Velandla, Ferney Ulmardln Causaya y Antonio Rubay Jiménez Gómez, por vencimiento de términos. 
El 28 de abril de 2011 el Juzgado 51 Panal del Circuito de Bogotá dictó sentencia condenatoria 
contra el General en retiro Jesús Armando Arias Cabralea a la pena principal de 35 aAos de prisión, 
como autor responsable de desaparición forzada agravada en concurso homogéneo y ~uceslvo en 
perjuicio de Carlos Augusto Rodríguez Vara, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, Bernardo Beltrán 
Hernández, Jaime Beltrán Fuentes, David Suspes Celis, Luz Mary Portela l.eón, Gloria Stella Llzarazo 

44 tl COrte I.D.H., Caso Ghlt9y Neoh y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Ctlstas. SentenGia de 25 de mayo de 2010. Seria C No. 212, pthr, 193; Corte I.D.H., Caso Golburú y otros Vs. Par8gusy, 
Fondo, Aaparaolones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 200B. Sarla C No, 153, párra. 84; Corte l.D,H., Case 
Anzualdo Castro Vs. P8rt1, ExoapGión Preliminar, Fondo, Repanwlones y Costas, S&ntanota da 22 de septfembre de 2009, 
Serie C No. 202, párr. 69¡ y Cortf;l I.D.H., Casa Radllla Pacheao Vs. M~xloo, Exoepclones Prellmlnares, Fondo, Rep~Rraciones 
y Costas. Sentenole dal23 de novlembn~ d~;~ 2009. Serie C No, 209, párr. 139. 

44° CDrte I.D.H., Ceso ChltfW Nech y otros Vs. Guatemala. Exoepalones Preliminares, Pondo, Re)Jaraolonas y 
Costas. Sentencia da 26 de mayo dé 2010, S(ttia e No. 212, párr, 193; y Corte LD.H., Caso Radllla Pacheoo Vs. Máxlco, 
Exqepoianes Ptelimínares, Fondo, Reparaciones y Cm~tas. Sentencia del 23 de noviembre de 2009, Serie C No. 209, pñrr. 
143. 

46° Corte I.D,H., Caso Ch/tsy Nech y otros Vs, Gutltoma/a, Excepciones P~ellmlnares, Fondo, Reparaoloneu. y 
Costes. Sentencia da 25 de mayo de 201 O. Serie C No. 212, párr, 193J Cfr. Corte I.D.H., Caso de fa Masar:re de Pueblo 
Belfo V.s, Co/(Jmbla. Sentencia de 31 de enero de 2006. Seria C No. 140, párr, 1415, Corte l.D.H., CtlSO Anzualátl Gastro Vs. 
Psrú. Exoopc!ón Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2009. Serie C No. 202, párr. 
6.15¡ y Corte l,D.H., Caso Radf/la Paohecá VB. MBX!oo, EXotjfJoionea Pte/iminBres, Fondo, R&paraolones y CostBs. Santenola del 
23 de noviembre de 2009. Serie C No. 209. párr. 143, 

" 61 Corte l.t>.H., Caso C/Jitey Nf!Oh y otros Vs. Guatema/¡¡, Exoepo!ones Prellmlnaree, Fondo, Reparaciones: y 
Coatas. Sentenola de 25 de mayo de 2010, Ser1e e No. 212, pBrr. 193; Corte l.D.H., Ceso Anzua/do Castra Vs. Per(J. 
Excepción Prellmlnar, Fondo, Reparaolcmes y Cost"as. Sentencia de 22 Qe septiembre de 2009, Serle C 1\lo, 202, párr, 143. 
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Flgueroa, Norma Constanza Esguerra, Gloria Anzola da Lanao, Lucy Amparo Ovledo e lrma Franco 
Pineda. 

471. La sentencia dispuso además compulsar coplas para que se Investigue a José Ignacio 
Posada Duarte, Gustavo Alonso Velásquez López, Arlal Guillermo Valdés Gil y Luis Armando Swérez 
Rodrfguez, Pedro Capacho por la presunta comisión de los delitos de falso testimonio y/o fraude 
procesal; y por la presunta desaparición del guerrillero Luis Otero. La sentencia fue apelada y s'9 

encuentra pendiente de declslón. 

472. Cabe seflalar que ambos condenados se encuantran cumpliendo pana en 
Instalaciones mllltaras. Al respecto, la Corta lnteramerloana ha establecido que el principio según el 
cual en la jurisdicción militar •sólo se debe juzgar a militares por la comisión da delitos o faltas que 
por su propia naturaleza atenten contra bienes jurldicos propios del orden mllltar"462

, es también 
aplicable a la etapa de ejecución de la pena463 • 

473. Los procesos continúan con relación a los demás oficiales del Ejército que fueron 
acusados. 

474. En cuanto a la investigación por la muerte del Magistrado Carlos Horaclo Urán Rojas, 
el 21 de diciembre de 2007, la Fiscal la Cuarta Delegada ante la Corte Suprema resolvió compulsar 
copias a la Dirección Nacional de Fiscallas para investigar la liberación y muerte de Carlos Horacio 
Urán Rojas, el 1 • de septiembre de 201 O, la Investigación fue reaslgnada al Fiscal 6° da la Unidad 
Nacional de Derechos Humanos y DIH de la FlscaHa General de la Nación, quien se encontrarla 
adelantando diligencias de Investigación. En cuanto a las Investigaciones por la detención Ilegal y 
torturas perpetradas durante la retoma del Palacio de Justicia, las investigaciones relativas a los 
presuntos actos de tortura de que fueron vlctimas Yolanda Ernestina Santodomlngo Albarlccl y José. 
Vioente Rubiano Galvis se encuentran aun en atepa previa anta la Unidad Nacional de Derechos 
Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Asimismo, tras la denuncia de los fan\lllares de 
Orlando Quljeno, el 1 B de dl.clembre de 2006 según la Información disponible, hasta la fecha no ha 
sido Iniciada. Finalmente, en cuanto a Eduardo Matson Osplno, la Comisión no cuanta con 
información sobre avances -en las investlgac)anes por su detehclón ilegal y tortura perpetradas en su 
contra. 

462 Corte I.D.H., Caso Ca$tifio Petruzzl y otros Vs. Per/J. Exc(Jpclones Pff?Jimlnares. Sentencia de 4 de eeptlambra de. 
1998. Serie C No. 41, párr. 128¡ Corte l.D.H.1 Caso RBdllla Pach&ao Vs. M6xloo, Exvepolones Prellmlnare~, Fondo, 
ReparociMes y Castas. Sentencia dcl 23 do noviembre de 2.009. Serie C No, 209, párr. 2.72; Cor.te I.D.H.r Caso DuJ'end y 
Ugllrte Vs. Parú~ Fondo. Sentencia de Hl de agosto de 2000. Serta C No. 68, párr, 117¡ Corte I.D.H., Caso Cantora/ 
Benavldtm V8. Perd. Fondo, Santenola de 18 de agosto da 2000. Sarle C No. 69, párr. 112; Corte I.D.H., Csso Las Palmeros 
Vs. Colombia. Fondo. Sentencia da 6 de diciembre da 2001, Serie C No. 90, párr. 61¡ Corte I.D.H., Caso 1$1 Comf!I'Ginntes 
V.~. Colombia. Fondo1 Reparaciones y Costas, Sentencia de 5 de Julio da 2004. Seria C No. 109, p.árr. 165; Corte I.D.H., 
Caso t.od Bersnson Me]Ja Vs. Perd. Fondor Reparaclones y Costas. Senteñcla de 25 da noviembre de 2004. Seria C No. 119, 
párr. 142; -corte I.D.H,, CaBo deJa MasBcre de M$pltlp~n Vs, Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencie de 16 de 
septlembra 00 2005, Seria C No. 134, párr. 202¡ Corte J.D.H., Cuso Palamara Jrlbamo Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia da 22 de noviembre de 2006. Serie e No, 136, párrs. 1'24 y 132; Corte I,D,H,, Coso da la Masrwro de 
Pueblo Bello Vs. CoJombla. Sentencia da 31 de ener<.1 de 2006. StHla e No. t40, párr. 189; Corta J.D.H., Caso Almomwid 
Arellanv y otros Vs . .Chfle. Excepciones Preliminares, Fondo, Hepat'eclones y Costas. Sentencia de 26 da septiembre da 2006, 
Serl~ e No. 164, pérr. 131; Corte I.D.H., CBSO Lll Cantutfl Vs. Pera. SentaMia de 29 de noviembre de 2006 Serie e No, 
162, pért. 142; Corte I,D.H., Caso deJa MB~{Jare do la Rochela Vs. Colombia. Fondo, Rep.arao!<Jnes V Costas. Sentencia da 
11 da da mayo da 2007. Seria C No. 163, párr. 200: Cort.a I.D.H., Caso Escué Zapata Vs. Colombia, Fondo, Reperacfones y 
Costas. Sentencia de 4 de Julio de 2D07. Serie C No. 16!5, párr, 106¡ Corta l.D.H., Caso Tlu Ta}Jn Vs. Gut.itBm&/fl, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de novlembm de 2008. Sarle C No. 190, párr, 118; y Corta I.D.H., Caso Manuel 
Cr~peda Vargas Vs. Colombie. l!xaepalones Ptellmlnaresr Fondo, ReparaclonelJ y Costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. 
serie .e No. 213, pérr. 162. 

453 Corte LD.H., Casa BfiffCJtO Lelvu Vs. Venezuela. Fondo, Reparac:/onea y Costas. Sentencia de 17 de noviembre 
de 2009. Serie C No. 206; párr. 2.9: .Y Corte I.D.H., Caso Manuef Cepeda Vargas V$. Colombia. Excepclanos Preliminares, 
Fo(Jl1o, RfJpnrnoiones y Costos. Sentencia de 26 de- rnayo de 2010. $BI'ie C No. 213, párr. 162. 
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475. En vista de lo a~>terlor, la Comisión considera que al Estado debe sancionar 
efectivamente y dentro de un plazo razonable a los demás responsables de las desapariciones 
forzadas, ejecución, detención y torturas que ocurran dentro de su jurisdicción, asegurando que se 
cumpla la naturaleza misma de la sanción y evitando la Impunidad. La Comisión observa que desde 
el momento en que ocurrieron las desapariciones hasta la fecha el Estado únicamente ha sancionado 
a dos autorss mediatos por lo que no ha cumplido con lo establecido en dicha disposición. Por otro 
lado, tal como ha sido probado, las autoridades obstaculizaron la labor da levantamiento de los 
cadáveres, remitió las diligencias Iniciales de investigación a la justicia penal militar y 
posteriormente, tras su radicación ·en la jurisdicción ordinaria y a pesar da la participación activa de 
los familiares de las victlmas, al·gunos procesos no han tenido avances significativos y continúan en 
etapa preliminar y otros han sido objeto de dilaciones causadas por los procesados, o causa de 
cambios en las Flscallas y Juzgados a cargo da la Investigación y juzgamiento, 

476. Al respecto, la obligación de Investigar se ve r.eforzada por lo dispuesto en los 
artfculos 6 y 8 de la Convención lnteramerlcana paré Prevenir y Sancionar la Tortura, de acuerdo e 
los cuales el Estado se encuentra obligado a "tomar [ ... 1 medidas efectivas para prevenir y sanCionar 
la tortura en el ámbito de su jurisdicción", asf como para "prevenir y sancionar[. .. ] otros tratos o 
penas crueles, Inhumanos o degradantes".· Asimismo, el articulo 8 de dicha Convención señala que 

cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha cometldo un acto de tortura en 
el ámbito d6 su jurisdicción, los l:.stadas partes garantizarán que sus respectivas autoridades 
procederán de oficio y de Inmediato a realizar una Investigación sobre el caso y a Iniciar, 
cuando corresponda, el respectivo proceso penal. 

477. En el caso baJo examen, a pesar de la condena penal establecida, en primera 
Instancia, contra dos autores mediatos de las desapariciones, han transcurrido más de 26 años 
desde los hachos del Palacio de Justicia, sln que se hayan adoptado medidas eficaces para lograr 
una decisión definitiva en el proceso pendiente y haber adoptado medidas para juzgar a los autores 
materiales, a lbs demás autoras Intelectuales y a sus posibles cómplices en la comisión de los 
hechos. En este caso el retardo perjudica y disminuye la posibilidad de esclarecer la autorla material 
e Intelectual de la masacre y juzgar a los responsables. Como regla general, una investigación panal 
dsbe realizarse prontamente pera proteger los Interesas de las victlmas, preservar la prueba e Incluso 
salvaguardar los derechos da toda persona que en el contexto de la Investigación sea considerada 
sospechosa. Asimismo, la Corta he señalado que al derecho de acceso a la justicia deba asegurar, 
en tiempo razonable, el derecho de las presuntas vratlmas o sus familiares a que se 11aga todo lo 
neossarlo para conocer la verdad de lo sucedido y se sancione a los eventuales résponsables464 • 

478. La Comisión ha se~alado que "la obligación da investigar y sancionar todo hecho que 
Implique v.lolaclán de los derechos protegidos por la Convención requiere que se castigue no sólo a 
los autores materiales de los hechos violatorlos de derechos humanos, sino también a los autores 
intelectuales da tales hechos"46

'. En ese sentido, la Corte lntaramericana ha estimado que "el 
derecho de acceso a la justicia debe asegurar,. en un tiempo razonable, el derecho da las presuntas 

464 Corta I.D.H., Caso de fa Masacre deJas Dos Erres Vs. Guatemala. Sentencia da 24 da noviembre de 2009, párr. 
105;; Corta I.O.H., C8so 8UifJCiO V.s. Argentínr¡, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentanota de 18 de septiembre de 2003, Serie 
C No, 100~ párr. 114; y Corte l.D.H., CHSo Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Rsparaolones y Costas. Sél"ltEmola 
de 4 de julio de 2007. Serie e No. 166, párr. 115, 

400 CIDH, /nfurtne sobre la S/tlf&Ol6n .de las Defensoras y Defensores de los Derimhos Humanos st1 fas Am!Jr/cas 
OEA/Ser .. LIV/11.12:4-. boo. 5 rev,1, 7 da marzo de 2006, párr. 109, 
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vfctlmas y sus familiares a ·que se haga todo lo necesario para conocer la. verdad da lo sucedido y se 
sancione a los responsables 1

'
45o. 

4 79. La Impunidad de los demás autoras Intelectuales de los 'hachos afecta la bósqueda 
de la verdad de los familiares de las vfctlrnas. Al respecto, es importante destacar la jurisprudencia 
del Tribunal Penal Internacional para la Antigua Yugoslavia que ssftala que •er principio de 
responsabilidad penal individual de los superiores por no Impedir o sancionar la comisión de crfmenes 
por sus subordinados es un principio establáeldo de derecho Internacional consuetudinario aplicable 
a [ ... } conflictos armados Internos•'" como es al caso de Colombia. 

480. La Corta lnteramerlcana se ha pronunciado sobra el derecho que asiste a las vfctlmas 
o sus familiares a conocer lo sucedido y ha estab!acidCl que el derecho a la verdad se encuentra 
subsumido en el derecho de éstos a obtener de los órganos competentes del Estado el 
esclarecimiento de los hechos y las responsabilidades correspondientes, a través de la Investigación 
y el juzgamlento, conforme a las normas previstas en los articulas 8 y 25 de la Convenclón468

• El 
derecho a la verdad constituye un medio Importante de reparación para los familiares de la vfctlma y 
da lugar a una expectativa que el Estado debe satisfacar458 • 

481. En razón de lo anterior, la Comisión considera que en los procesos paneles seguidos 
en relación con el presunto caso, las autoridades judiciales no respetaron las reglas del debido 
procesD. Concretamente, la garantfa del plaZD razonable; por lo que el proceso no ha resultado 
efectivo, al no cumplir con el objeto para el que fue concebido. 

482. En cuanto al proceso disciplinarlo, la Comisión ha seftalado en reiteradas 
oportunidades que la jurisdicción disciplinarla no constituye una vfa suficiente para juzgar, sancionar 
y reparar las consecuencias de violeclones a los derechos humanos480

• Aunado a lo anterior, la 
Corta lnteramerlcana ha sef\alado que la Investigación en la jurisdicción disciplinarla "tiende a la 
protección de la función administrativa y la corrección y control de los funcionarios públicos, por lo 
que pueda complementar pero no sustituir a oabalidad la .función de la jurisdicción penal en casos de 
gravas violaciones de derechos humanos"461 • 

483. En el presente caso, tras la sanción proferida por la Procuradurla Delegada para !as 
Fuerzas Militares contra el Coronel Edilberto Sánchez Rubiano por la desaparición de lrma Franco 
Pineda y contra el General JesOs .Armando Arias Cabra! es por extralimitación de poder; al Tribunal 
Administrativo de Cundlnamarca declaró la nulidad de los actos demandados, la cual fue confirmada 

m.1t1 Corte I.D.H., Caso Kaw8s Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaolones y Costas. Sentenolo de 3 de abrll de 
2009. Serie C No. 1 96, párr. 1 '12. 

411" Ver, entre otros, I'IJIY. Flilo&l Vs, Fatmlr Llmaj et al. Caso IT-03-66-T, 30 de noviGmbrs da 2005 párr. 1;)19. 

" 113 Corte l.D.H. Caso 88rrlos Altos Vs. PerrJ. Sentencia de .14 dG mar~o do 2001. Seria e No. 76, párr. 48. Corta 
tp,H., Caso Bámaca V61asquez Vs, Gvatemala. Sentencia de 26 da noviembre de 2000, Smla C No. 70, párr. 201. Corte 
I.D.H., Caso Blanco Romero y otros Vs. Venezuela. Sentencia da 28 de noviembre de :2:005. Seria C No. 138, pérr. 62 y 
Corta I.D.H., Ceso Almonaoid Arel/ano y otros Vs. Chile. Sentencia de 2.6 de septiembre de- 2006, Serie C No. 164, pán, 148 
y Corte I.DJ-1., CttsCJ Myma Mack Chang Vs. GuatfJmBln, Sentanola da 25 de noviembre de 2003, Serta C No. 101, párrs, 
211v21s. 

4 ~>9 .Corta I.D.H., Caso Gómez Pelomfno Vs. Perú. Sentencia de 22 de novlemb(e da 2006, Serie C No. 136, párr. 7B 
y Corte l.D.I-1., Caso de las Hermonas Serrano Cru:t Vs. El Salvador, Santenol~ de 1° de marzo de 20015. S¡¡¡rle e No. 120., 
párr. 62.. 

-tao CIDH. lnforrne No, 74/07 (Admisibilidad}. Joaé Antonio Rotnaro Cruz y otros, Colombia. 15 de octubre de 2007. 
párr. 34. 

461 Corte I.O.H., Ceso de la MaBllóffl de PuebJIJ B&Jio Vs. Colombia. Santa11o1a da 31 da enero de 2006. Smle e No. 
140, pérr. 204. 



136

12.7 

en segunda Instancia. Asimismo, la Procuraduría Delegada exoneró de responsabilidad disciplinarla 
a otros oficiales de la Fuerza Pública y a los Jueces 78 y 86 de Instrucción Penal Militar, adscritos al 
Departamento de Pollcla Nacional por las presumas irregularidades cometidas, en relación con la 
Identificación y con las órdenes de Inhumación de restos humanos correspondientes a los hechos del 
Palacio de Justicia. 

484. En cuanto a la jurisdicción contencioso administrativa, la Comisión ha se~alado que 
es un mecanismo que procura la supervisión de la actividad administrativa del Estado, y que 
únicamente permite obtener una Indemnización por daños y perjuicios causados por la acción .u 
omisión de agentes del Estado462 • Asimismo, le Corte ha estimado que 

[all establecer la responsabilidad lnternaolonal del Eatado con m,otlvo do la vlolaolón a los 
derechos humanos consagrados en los artfoulos 8, 1 y 25 de la Convención Americana, un 
aspecto gustancial de la controversia ante la Corte no es si en el ámbito interno se emitieron 
sentencias o se llegó a acuerdos Gona!liatorlos por responsabilidad adrnlnlstr.atlva o civil de un 
órgano estatal, en relación con las violaciones cometidas en perjuicio de los familiares de las 
personas desaparecidas o privadas de su VIda, sino sl los procesos internos permitieron que se 
garantizara un verdadero acceso a la justicia conforma a loa estándares previstos en la 
Convención Amerlcana463, 

485, La Comisión reconoce los esfuerzos realizados por el Estado a fin de reparar el dafio 
causado por el bombardeo mediante las sentencias detalladas supra (ver párrafo 354), en el marco 
de las acciones de reparación directa iniciadas por algunos familiares de los desaparecidos. La 
Comisión considera .que dlchos.esfuerzos constituyen una respuesta parcial da los dafios a algunas 
familias, pero no han tenido un Impacto en la falta de investigación y sanción establecida en si 
presente Informe. · 

466. En vista de las consideraciones anteriores, la Comisión coheluya que el Estado no ha 
arbitrado los medios necesarios para cumplir con su obligación de Investigar, juzgar y sancionar a 
todos los responsables de la desaparición de Carlos Augusto Rodrfgusz Vera, Cristina del Pilar 
Guarfn Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Beltrán 1-ierná~dez, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, 
Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Ovlado da 
Arias, Gloria Anzola de Lanao, lrma Franco Pinada, da la desaparición y muerte de Ana Rosa 
Castlblanco Torres, da la muerte de Carlos Horacio Urán Rojas y. la detención y tortura perpetrada en 
perjuicio de Yolanda Ernestina Santodomlngo Albarlccl, Orlando Quljano. José VIcente Rublano 
Galvis y Eduardo Matson Ospino conforma a los artfculos 8.1 y 25 de la Convención Americana, en 
relación con el deber de respeto establecido en el artfculo 1.1 de la misma, si articulo l.b de la 
Convención lnteramsricana sobre Desaparición Forzada de Personas y los artículos 1, 6 y 8 da !a 
Conve11elón lnteramerlcana para P1·ev<mlr y Sancionar la Tortura en parjulclo da Carlos. Augusto 
Rodrlguaz Vara, Cristina del Pilar Guarln Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Beltr~n 1-iernándaz, 
Háctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portala León, Norma Constanza 
Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, lrma Franco Pinada y Ana Rosa 
Cllstlblanco Torres y sus fammares, de los famlliaras de Carlos 1-loracio Urán Roías, y de Yolanda 
Ernestlna Santodomlngo Alberlocl, Orlando Qulfano, José Vicente Rublallo Galvls y Eduardo Metson 
Osplno464• 

~at CIDH.Informe No, 74/07 (Admisibilidad). José Antonio Romero Cruz y otros, Colombia. 1 !1 de octubre de 2001. 
pán'. 34. 

463 Corte I.D.H., Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2D06. Serie C No. 
140, párr. 206 y Corte I.D.H., Caso de la Masacro de Maplrlpán Vs, Colambla. Fondo, Reparaolones y Costes Vs. Colombia. 
Sarrt.anola de 15 de septiembre de 2006. Serie e No. 134, párr. 211. 

'"14 Los familiares de las.v(ctlmas constan en el anexo 1 al preseme Informa. 
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4. Derecho a la Integridad personal de los famlllares de las vlctimas (artfculos 5.1 y 1 . 1 
de fa Convención Americana) 

487 .. El articulo 5.1 de la Convención Americana establece que 'lt]oda persona tiene 
derecho a que se respete su Integridad ffslca, psiqulca y moral". 

488. Al respecto., la Corte ha Indicado que los familiares de las vfctlmas pueden verse 
afectados en su Integridad psfqulca y moral como consecuencia de las situaciones particulares que 
padecieron sus seres queridos, y de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades 
internas frente a estos hechos4". 

489. Aunado a las consideraciones que ha efectuado la CIDH respecto de las vlctlmas 
directas del caso, a saber: desaparecidas, ejecutadas o torturadas; corresponda a la CIDH hacer 
referencia a la situación de los familiares, qule'nes por más de 25 años han vivido con las 
consecuencias de los hechos del 6 y 7 de noviembre de 1985 e Impulsado procesos de verdad, 
justicia y reparación. 

490. En ese sentido, la CIDH ha determinado la violación de los derechos a las garantfas y 
protección judicial e11 perjulcln de los familiares de las vfotfmas desaparecidas y .e)eoutadas. Asf, la 
Corte lnteramerlcana ha establecido que 'TIJa obligación de Investigar violaciones de derechos 
humanos se encuentra dentro de las medidas positivas que deben adoptar los Estados pat·a 
garantizar los derechos reconocidos en la Convención. Además, los Estados deben procurar, si es 
posible, el restablecimiento del derecho. conculcado y, en su caso, la reparación de los daRos 
producidos por dichas vlolaciones"48'. Concretamente, la Comisión ha concluido supra ·que en el 
presente caso no existió una Investigación completa y efectiva sobre los hechos ocurridos, ya que 
algunos autores Intelectuales y los autores materiales de los hechos permanecen en la Impunidad. 

491. En esta oportunidad corresponde referir a las afectaciones de todos los familiares 
para considerar si en efecto, tal como lo establece la jurlsprudancla de la Corte, los fa'millaras da las 
vfctimas directas son, a su vez vfctlmas de violación del artfculo 6'". 

492. Asf, en casos de desaparición forzada, la Corte ha señalado que es posible entender 
que la violación del derecho a la Integridad psfqulca y moral de los familiares de la vfctlma es una 
consecuencia directa, praclsamenta, de esa fenómeno, que les causa un severo sufrimlentó por el 
hecho mismo, que se acrecienta, entre otros factores, por la constante negativa de las autoridades 
estatales de proporcionar información acerca del paradeJ'O da la vfctima o de lnlolar una investigación 
eficaz para lograr el esclarecimiento de lo sucedido"'· Además, ha indicado que la privación del 
acceso a fa verdad de los hechos acerca del destino de un desaparecido constituye una forma de 

<IOI.i Corte I.D.H., Casa Cantara! Huamanf y Gato/a Santa Cruz Vs. Pera. Exoepclón l=>relfmlnar, Fondo, Reparaolonee y 
Costfls, Sentencia de 10 de. julio da 2007, Serie C NO. 1 Fn, párr. 112; Corte- I.D.H., Caso Vargas Areco Vs. Paraguay. 
Sentenola de 26 de septla~nbre de 1.006. Set'le e No, 15P. piirr, 96. 

~li(J Corta l.D.H .. Caso Ved/a Jnrl.lmil/o y (}(ros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de 
noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 98. Cfr. Corte LD.H., Caso Velásquez Rodrfguez Vs. Honduras, Senteno!a de 29 
de )ul!o de 1988, Serie C No. 4, párr. 166: Corte I.D.H .. Caso Heliodoro PoÑuga/ Vs. Panamá, Sentencia de 12 de agosto de 
2008. Seri11 C No. 186, piirr. 142 y Corte !.D. H., Caso Garata Prieto y otras V~. El ~lvador. Sehtenola da: 2.0 da hovlambre 
dG-7..001, SerloC No, 168, párr. 99, 

461 Corte I.D.H., ·caso Cantora/ Huarmml y Garola Santa Cruz Vs. Perú. t:xcepclón Prellmlnar, Fondo, Repara-e: lonas y 
Cofl:tf!B, Sentencia da 10 de Julio de 2007, Serie e No. 167, párr. 112¡ corte I.D.H.s Caso Bueno A/vQB, Sentencia de 11 do 
mayo de 2.007. Seria C. No. 164, párr. 102, 

" 1111 Corte I.D.H., Coso La Cantuta Vs, PerO. Ssnteno!a de 29 de noviembre de 2006 Serie C No. 162., párr. 132; 
Corte l.D.H., Caso Gofburt1 v otros Vs. PIJraguay. Sentenola de 22 da septiembre de 2006. Seña e No. 153, párr. 97; Corte 
I.D.H., Caso Gómez Palomino Vs. PerrJ. Ssntenola da 22 de nov111mbra de 2006. Serie C Nv. t36, ·párr, 61, 
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trato cruel e Inhumano para los familiares cercanos489
, lo que hace presumir un daMa a la Integridad 

psfquloa y moral da farnillares directos de vfctlmas de ciertas violaciones de derechos humanos470 • 

493. Concretamente, los familiares de las personas qua resultaron desaparecidas han 
sufrido la denegación de justicia, depresión, tristeza, sentimientos constantes de miedo y la 
imposibilidad de realizar su duelo anta la Incertidumbre del paradero de sus hijoslas, padres, 
hermanos/as, tfos, tras, aspososlas y compañera/as qua se manifiesta en la búsqueda Incesante de 
sus familiares, asf como las afectaciones psicológicas generadas por los señalamientos y amenazas 
contra las familias de los desaparecldos471

• 

494. Asimismo, la Comisión considera probado que la ·forma y les circunstancias en que 
dos da las presuntas vfctlmas permanecieron desaparecidas y posteriormente aparecieron sin vida 
asf como la falta de efectividad de las medidas adoptadas para esclarecer los hechos y sancionar a 
los responsables, han provocado .en sus familiares sentimientos de denegación de justicia, 
depresión, miedo constante, rabia y en algunos de ellos sentimiento de engaño sobre lo realmente 
sucedido con sus seres queridos"'. 

495. Adicionalmente, sobre los familiares de las vfctlmas que fueron detenidas y 
torturadas han producido sentimientos de denegación de justicia asf como de constante mledo473 • 

La CIDH observa que la lncertldl1mbre geherada por la detención da los seres queridos, sin conocer 
su paradero, su estado de salud y el resultado de la misma representa una seria afectación pslqulca 
a los familiares. 

496. Asf, la Comisión ha considerado probado que los familiares de las vlctlmas han 
sufrido afectaciones psfqulcas por lo sucedido. J:n ese sentido, la Comisión observa que la 
desaparición, pérdida, detención y tortura de un ser querido en un cot1texto como el descrito en el 
presente caso asf como la ausencia de una Investigación completa y efectiva ha afectado la 
Integridad psfqulca y moral de los familiares de las vlctimas. 

497. En vista de las consideraciones anteriores, la Comisión concl~ye que el Estado violó 
el derecho a la integridad pslqulca y moral consagrado en el articulo 6,1 de la Convención 
Americana en relación con el deber de respeto establecido en el artfculo 1.1 de la misma en perjcticio 
de los familiares de las víctimas, los cuales constan en el anexo 1 al presente informe. 

5. Deber de adoptar disposiciones de derecho Interno (artículo 2 de la Convención 
Americana) 

409 Corta J.D.H., CUBO Ge/man Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 da febrero de 2011 Seria e N.o. 
221, púrr. 133, Cfr. Corte l,D.H., Caso Truji!Jo ·Oroza Vs. Bolivia. Fundo. Sentanola de 26 da enero da 2000. Sarle C No. 64, 
p€irr. 114~ Corta I.D.H., Caso /bsetJ Cárdenas e /bsen Petit!J V.s. 8QI/VIB. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 da 
asptlambra de 2010 Serie C No. 217, párr. 130, y Corte \,0.1-1,, C~ao Gomet> Lund y otros /Guerrllha do AragCJals} Ys. Braal/. 
ExoepciOI\BS Preliminares, Fondo, Repareolanas y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de :2010, Seria C No 219J párr. 
240. 

47° Corte I.D.H.1 Ca~o Gefman Vs. Uruguay. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 24 da febrero de 2011 S~rle C No. 
221J párr. 133. Cfr. Corte I.D.H., Caso Vaffe Jaramflfo y attos Vs. Colomble, Fondo~ Reparaciones y Castas. Sentonr;/a de 
27 de novJambra da 2008. Serie C No. 192, púrr. 11 9) Corte l.D.H., Caso lbsen Cárdenas e lbsen Pel1o Vs. Bolfvla. Fondo, 
Rel.)araolones y Costas. Sentencia de 1 de saptli:mbre de 2010 Se.rJa.c No. 217, párr. 127, y Corte I.D,H., Caso Gomes Lund 
y otros (Guerrllha do Araguaia) Vs. Brasfl. Excepciones Preliminares, Fondo, Aepl;lracfonea y Custaa. Sentancln d~ 24 d0 
novlernbre de 2010, Serl€l C No 219, párr. 235. 

<17t A11exo 86. Anexo al escrito de los peticionarlos recibido en la CIDH ef 17 d~ jUnio do 2011. 

471 Anexo a e. Anexo al escrito de los peticionarlos recibido en le CIDH el 17 d$ Junio de 2011, 

41!1 Anexo 86, Anexo al 6scrlto de los peticionarlos recibido en la CIDH el 17 da Junio ds 2011, 
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498. La Corte lnteramerloana ha señalado que 

el deber general der Estado da adecuar su de rae ho interno a las dlsposlclones de la 
Convención Americana para garantizar los derechos an ella consagrados, establecido en el 
artfoulo 2, Implica la adopción de medidas en dos vertientes, Por una parta la supresión de las 
normas y práot1cas de cualquier naturaleza que antrañen vlolao!6n a las garantfas previstas. en 
la Convención. Por otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a le 
efectiva observancia de dichas garantfas474 , 

499. Al respecto, la Comisión observa que el delito d• desaparición forzada fue tipificado 
en el Código Penal de Colombia en al año .2000 y qua la denuncia Interpuesta por los familiares de 
los desaparecidos fue por al delito de desaparición forzada y que en ese marco se .habrfan proferido 
dos sentencias condenatorias de primera Instancia. Por lo tanto, la Comisión concluya que no se ha 
configurado la presunta violación del deber de adoptar disposiciones de derecho Interno. 

VI. CONCLUSIONES 

600. En vista de las consideraciones de hecho y de derecho precedentes, la Comisión 
concluyó que la República de Colombia es responsable por 

• la violación de los derechos a la libertad personal, la Integridad personal, a la vida, a 
la personalidad jurfdica (artfculos 7, 6, 4· y 3 da la Convención Americana en relación con el 
artrculo 1.1 del mismo Tratado} en relación con los artfculos l.a y XI de la Convención 
lnteramerlcana sobre Desaparición Forzada de Personas en perjuicio de Carlos Augusto 
Rodrfguez Vera, Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Beltrán 
Hernández, Héctor Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portela León, 
Norma Constanza Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, Ana 
Rosa Castiblanco Torres, lrma Franco Pineda y Carlos Horado Urán Rofas. 
• la violación de los derechos a la libertad personal y la integridad personal (artfculos 1 
y 5 de la Convención Americana en relación con el artfculo 1,1 del mismo Tratado) en 
perjuicio de Yolanda Ernaatlna Santodomlngo Alberlccl, Orlando Oul]ano, José VIcente 
Rubiano Galvis y Eduardo Matson Osplno. · 
• la violación de loe derechos a las garantfas judiciales y protección judicial {ertfculos 
8.1, 25.1 y 1,1 de la Convención Americana) en relación con los artfculos 1, B y 8 de la 
Convención lnteramerlcana para Prevenir y Sancionar la Tortura da Yolanda Ernestlna 
Santodomlngo Alberlccl, Orlando Quljano, José VIcente Rublano Galvis y Eduardo Matson 
Ospino. 
• la violación de los derechos a las garantfas judiciales y protección judicial (artfculos 
8.1, 25.1 y 1.1 de la Convención Americana) en relación con el articulo l.b de la Convención 
lnteramericana ·sobre Desaparición Forzada de Personas da Carlos Augusto Rodrfguez Vera, 
Cristina del Pilar Guarfn Cortés, David Suspes Cells, Bernardo Baltrén Hernándsz, Héctor 
Jaime Beltrán Fuentes, Gloria Stella Llzarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza 
Esguerra, Lucy Amparo Oviedo de Arias, Gloria Anzola de Lanao, Irme Franco Pineda, Ana 
R'osa Castiblanco Torres y sus familiares y de Jos familiares da Carlos Horaclo Urán Rojas. 
• le violación del derecho a la Integridad personal consagrado en el articulo 5.1 da la 
Convención Americana en conexión con el artfculo 1.1 del mismo Tratado ·en perjuicio de los 

474 Corte I.D.H., Caso Chltey Neoh y otros Vs. Gu~Jtemala. Excepciones Prellmlnara$, Fondo1 Reparaciones y 
Costas. Santencla de 25 da mayo de 2010. Seria e No, 212, páu. 213¡ Corte I.O.H., Coso Castillo Petruzzf y otros Vs. Perá. 
Foná'or Repuraclonfl's y C03ta-3. Sentencia da 30 de mayo de 1999, Serie C No, 62, párrs. 207; Corte I.D,H., Caso flevetdn 
Yruj/Uo Vs. VenezueltJ. Excepción Prelfminarr Fondo~ Repflraolones y CostB6. Santancla de 30 de junio de 2009. SerTa C No,, 
197. pérr. 60, y Corte I.D.H.1 Cas(J de la Masaore deJas Dos Erres Vs. Guatemala. Sentencia de 24 de noviembre de 2009, 
párr. 122. 
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familiares de las vtctlmas da desaparición forzada, ejecución y tortura, los cuales constan en 
el anexo 1 al presente Informe. 

VIl. RECOMENDACIONES 

601. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DF. DERECHOS HUMANOS 
RECOMIENDA: 

1. Conducir y llevar a término eficazmente, en un plazo razonable, en el fuero ordinario, 
la Investigación de los hechos del presente caso, con el fin de juzgar y sancionar a todos los 
responsables materiales e intelectuales de las violaciones de derechos humanos declaradas en el 
presente Informe. 

2. lnlci.ar la b~squeda y localización .Inmediata de. Carlos Augusto Rodrfguez Vera; 
Cristina del Pilar Guarrn Cortés, David Suspes Calls, Bernardo Beltrán Hernández, Héctor Jaime 
Beltrán Fuentes, Gloria Steila Llzarazo, Luz Mary Portela León, Norma Constanza Esguarra, Lucy 
Amparo Oviedo da Arias, Gloria Anzola de Lanao e lrma Franco Pineda o de sus restos mortales y, 
en su caso, entregarlos a .sus familiares, previa Identificación clantlfica de los mismos. 

3. Reparar adecuadamente las violaciones de derechos humanos declaradas en el 
presente Informe tant~ en .el aspacto material, qua· incluya una oompansaclón, como moral 
Incluyendo al establecimiento y difusión de la verdad de los hechos, la recuperación de la memorls 
de las víctimas desaparecidas y las vfctlmas ejecutadas y la implementaolón de un programa 
adecuado de atención pslcosoclal a sus familiares de conformidad con las Normas Mfnlmas sobre 
Acompal'lamiento Pslcosoclal en procesos de búsqueda da personas desaparecidas. Dada la 
naturaie<a particular de los hechos del caso, esta reparación debe Incluir el pago de gastos 
relaclonado.s con la procuración de lustlola, asf como el reconocimiento de responsabilidad 
Internacional y la disculpa pública por parte del Estado. 

4. Implementar un programa adecuado de atención psicosocial a Yolanda Ernestlna 
Santodomlngo Albarlool, Eduardo Matson Osplno, Orlando Quijano y José Vicente Rubla110 Galvls y 
sus familiares. 

5. Adoptar e Implementar las medidas necesarias para enfrentar situaciones de 
perturbación del orden público mediante la apllcaclon de medios y métodos respetuosos de los 
derechos humanos, en particular medidas destinadas ·a controlar la actuación de todos Jos miembros 
de los cue<pos da seguridad en el lugar de los hechos para evitar que se produzcan excesos, 

6, Adoptar medidas tendientes a formar y capacitar a todos los miembros de B<IS 
cuerpos armados y de sus organismos de seguridad sobra los principios y normas de protección de 
los derachos humanos y sobre los lfmltes a los que debe estar sometido el uso de las armas por 
parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. 

7. Garantizar que, de ser necesario emplear medios ffsloos para enfrentar las 
situaciones de perturbación del orden público, la Fuerza Pública utilice únlc~mente Jos que sean 
lndisponsables para controlar esas situaciones de manera racional y proporcionada, y con respeto a 
los derechos a la vida y a la Integridad personal. 
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VIII, NOTIFICACIÓN 

602. La Comisión acuerda transmitir este lriforme al Estado coloml>lano y otorgarle un 
plazo de dos meses para dar cumplimiento a las recomendaciones formuladas. Dicho plazo se 
contará a partlr de la fecha de transmisión del presente Informe al Estado, el cual no estará 
facultado para publicarlo. Igualmente la Comisión acuerda notificar a los peticionarlos de la 
adopción de un Informe bajo el artrculo 50 de le Convención. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D. C., a los 31 dras del mes de ootubrs de 2011. 
(Firmado): Dlnah Shslton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henrrquez, Primer Vicepresidente; Paulo 
Sárglo Plnhelro, Felipe González, Luz Patricia Mejra Guerrero, y Marra Silvia Gulllén, Miembros de la 
Comisión. 

El que suscribe, Santiago A. Canton, en su carécter de Secretario Ejecutivo de la Comisión 
lnteramericana de Derechos· Humanos, de conformidad con el artrculo 49 del Reglamento de la 
Comisión, Cijrtlflca que es copla fiel de original depositado en los arch¡vos de le secretaria de la 
CID H. 




